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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR VALENZUELA VALBUENA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Mariela Prada Prada <marielapradaprada@gmail.com>
Enviado: jueves, 8 de junio de 2023 16:49
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Sustentacion R,A. J.8 CCto.Proc.2018-0623
 



                                                    MARIELA PRADA PRADA 
                               ABOGADA 

Asuntos Administrativos, Civiles, Comerciales, Laborales, Penales, Policivos y de familia 

Avenida 19 No.125-65 Oficina 403 Bogotá 

Cel.317-4408960/marielapradaprada@gmail.com 

 

DOCTOR 
GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SALA 019 CIVIL 

E.S.D. 
 
REFERENCIA: ESCRITO DE SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN 

PROCESO: PERTENENCIA  
DEMANDANTE: LUCILA PRADA PRADA 

DEMANDADO: CONSTRUCCIONES SUES LIMITADA EN LIQUIDACIÓN 
RADICADO. No.2018-0623 
 

MARIELA PRADA PRADA, identificada con la C.C. No.37.823.588, domiciliada y 
residenciada en esta ciudad, correo electronico, marielapradaprada@gmail.com,  

abogada titulada en ejercicio con T.P.No.37.148 del C. S. de la J., en mi condición 
de apoderada judicial de la parte demandante en el proceso de la referencia, 
encontrándome dentro del término de legal, respetuosamente presento al Señor 

Magistrado, SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN, que interpuse en 
su momento procesal contra la Sentencia en Primera Instancia de fecha 27 de 

Abril del 2023, proferida por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Bogotá, 
con base en los siguientes argumentos: 
 

ARGUMENTOS DE INCONFORMIDAD:  
 

1. La inconformidad básicamente se encuentra sustentada en que, ante las serias y 
graves circunstancias que se presentaron en la conectividad durante el desarrollo 
de la Audiencia, originó, y es humanamente lógico, un alto grado de stress, sumado 

al normal que se presenta en el modo de la virtualidad, y resultando aún más grave, 
cuando se hace necesario recibir testimonios y/o declaraciones de personas que no 
manejan a la perfección este modo virtual, como bien lo exige estas clase de 

actuaciones; y aún más, el stress normal para esta clase de actos de todos los 
participantes, entre ellos para el caso que nos ocupa, también afectaba a la señora 

Juez, quien debía atender seguidamente otra audiencia y a la suscrita como bien 
se puede evidenciar el video de la misma. 
 

2. Como clara consecuencia de lo anterior, el desarrollo de la citada Audiencia 
resultaba ser un serio caos, todo esto ocasionaba el ser disperso, al tener que 

llamar telefónicamente, orientar, y lo más grave de todo esto, es que haciéndose 
necesario hacer uso al derecho de la CONTRADICCIÓN, resultaba imposible 
ejercerlo, de esta manera restando toda la gran responsabilidad y profundidad que 

exige esta clase de procesos y desestimando todo esfuerzo por parte de mi 
representada y todo gasto ocasionan en el ejercicio de la posesión de BUENA FE.  
 

FUNDAMENTOS DE SUSTANCIACIÓN: 
 
1. El proceso 2018-0623, como bien se aprecia inicia en el año 2018, luego de 09 

años de ejercer mi representada la posesión del inmueble objeto de accion sin que 
a esa y a esta fecha nadie presente mejor derecho que el suyo, además, se ha 

demostrado y estimado en todo el material probatorio que lo ha poseído con ánimo 
de señor y dueña por todo el tiempo que exige el ordenamiento jurídico. 
 

Ordenamiento jurídico, en que define que la prescripción lleva inmersos elementos 
concurrentes, estos son ejercicio de la posesión sobre una cosa y el cumplimiento 

del factor tiempo. 
 
Ordenamiento jurídico, que determina que la Posesión, consiste es la relación entre 

el individuo y la cosa (Corpus y animus) 
 

2. La valoración por parte del juez de primera instancia completamente equivocada, 
consistente en que, a partir de la inspección Judicial, debió apoyarse con el 
dictamen pericial en donde se logró darle identidad al inmueble objeto de acción, y 
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no fue tenida en cuenta, en otros términos, rechazada. La actividad probatoria del 
señor Perito con su dictamen fue suprimida de manera subjetiva por el señor Juez, 

cuando este dictamen es el saneamiento de la escritura en cuestión. Claramente 
estamos frente a un error de hecho al excluir los resultados de una Inspección 

Judicial, que es una prueba importante dentro del proceso.  
 
El estudio técnico del experto profesional, conocedor y con amplia trayectoria en 

materia catastral fue silenciada y sin ninguna clase de efecto para la acción incoada, 
cuando es la prueba encargada de disipar toda duda acerca de la identificación del 

bien objeto de accion procesal.  
 
Dictamen pericial, que con su aclaración y precisiones hubiera llevado al Juez a 

acoger las pretensiones de la demanda en su totalidad, pues se trata de un dictamen 
que da cuenta de la plena identificacion del inmueble, prueba pericial creada 

especialmente con ese proposito por la ley. 
 
Respecto de que se trataba de cesión de tenencia, ya resulta bien claro de que el 

URIEL BARRETO, NO ostenta la calidad ese secuestre del inmueble objeto de esta 
accion. 

 
También resulta claro, con las afirmaciones del señor JUAN CARLOS ROMERO, 
representante del Edificio en donde se encuentra el inmueble es que URIEL 

BARRETO, venía ejerciendo la posesión del citado inmueble desde 
aproximadamente del año 2006. 

 
Así las cosas, sumando la posesión actual con la del anterior, mediante suma de 
posesiones quietas, tranquilas, pacificas e ininterrumpidas data desde hace 17 

años, como bien lo anota JUAN CARLOS ROMERO, por ende, estaríamos frente a 
una prescripción extraordinaria al momento de la presentación de la demanda del 

proceso de la referencia. Sumadas las posesiones ejercidas, se precisa, además, 
que ninguno de ellos ha sido demandado por reivindicación u reclamación alguna   
 

 
ANEXOS: 

1- Contrato celebrado entre Barreto y Lucila Prada, para efectos de corroborar 
manifestaciones hechas por la demandante. 

2- Actual Cámara de Comercio de Construcciones SUES Ltda., quien fue 

representada en el proceso por Curador Ad-Litem 
 

 
Del señor Magistrado, atentamente, 

 

 
_______________________ 

MARIELA PRADA PRADA   
C.C. No. 37.823.588 
T.P. No. 37.148.del C.S. de la J.  
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA CRUZ MIRAND

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Martha Gomez <info@rodriguezespi�a.net>
Enviado: miércoles, 7 de junio de 2023 14:46
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Juan José Rodríguez <jjre@rodriguezespi�a.net>; Daniel Camacho <dcr@rodriguezespi�a.net>; Daniela
Corredor Diaz <dcd@rodriguezespi�a.net>; Mariana Rodríguez Vega <mrv@rodriguezespi�a.net>;
danielcardenash@hotmail.com <danielcardenash@hotmail.com>; doramagdalena.rodriguez@bbva.com
<doramagdalena.rodriguez@bbva.com>; Camila Tenorio Cárdenas. <marcelavalerolegal@gmail.com>; Camila
Tenorio <ctenoriolegal@gmail.com>
Asunto: Radicación virtual de recurso de reposición y en subsidio queja
 
Honorables Magistrados
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. - SALA CIVIL
E.          S.          D.
 
Referencia:                 Proceso Verbal
Demandante:             ADRIANA KLOCH CONVERS
Demandado:              BBVA ASSET MANAGMENT S.A. – SOCIEDAD FIDUCIARIA, WELLNESS CENTER MDI MARINO

S.A.S. EN REORGANIZACIÓN Y FIDEICOMISO WELLNESS CENTER MDI.
Expediente:                11001310302420190034301
Asunto:                        Recurso de reposición y en subsidio queja
 
Apreciados;
 
JUAN JOSÉ RODRÍGUEZ ESPITIA, abogado en ejercicio con tarjeta profesional No. 53.001 del C. S. de la J., en mi
condición de apoderado de BBVA ASSET MANAGMENT S.A. – SOCIEDAD FIDUCIARIA, por medio del archivo
adjunto interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO QUEJA en contra del auto del 1 de junio de 2023
no�ficado en el estado electrónico No. 95 del 2 de junio de 2023 que denegó la concesión del recurso
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extraordinario de casación interpuesto en contra de la sentencia del 16 de marzo de 2023 no�ficada en el estado
electrónico No. E-48 del 17 de marzo de 2023.
 
En cumplimiento del ar�culo tercero (3º) de la Ley 2213 de 2022 y el numeral catorce (14) del ar�culo 78 del
Código General del Proceso remito el recurso adjunto con copia a los demás extremos procesales.
 
 
Atentamente,
 
 
MARTHA GÓMEZ AGUDELO
Secretaria

Carrera 7 # 80-49 of. 802
Conmutador: 3175861/67
info@rodriguezespitia.net
Bogotá D.C. - Colombia
 

mailto:info@rodriguezespitia.net
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Honorables Magistrados 
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. - SALA CIVIL 
E.          S.          D. 
 
 
Referencia:  Proceso Verbal  
Demandante: ADRIANA KLOCH CONVERS 
Demandado: BBVA ASSET MANAGMENT S.A. – SOCIEDAD FIDUCIARIA, 

WELLNESS CENTER MDI MARINO S.A.S. EN 
REORGANIZACIÓN Y FIDEICOMISO WELLNESS CENTER MDI.  

Expediente: 11001310302420190034301 
Asunto: Recurso de reposición y en subsidio queja 
 
 
JUAN JOSÉ RODRÍGUEZ ESPITIA, abogado en ejercicio con tarjeta profesional 
No. 53.001 del C. S. de la J., en mi condición de apoderado de BBVA ASSET 
MANAGMENT S.A. – SOCIEDAD FIDUCIARIA, por medio del presente escrito 
interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO QUEJA en contra del 
auto del 1 de junio de 2023 notificado en el estado electrónico No. 95 del 2 de junio 
de 2023 que denegó la concesión del recurso extraordinario de casación interpuesto 
en contra de la sentencia del 16 de marzo de 2023 notificada en el estado 
electrónico No. E-48 del 17 de marzo de 2023, carga procesal que asumo en los 
siguientes términos:  
 

I. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD  
 
De conformidad con los artículos 352 y 353 del Código General del Proceso contra 
el auto niegue el recurso de casación procede en primera medida el recurso de 
reposición y de manera subsidiaria la queja. 
 
Este recurso es oportuno, en la medida que se presenta dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a la notificación del auto que denegó la concesión del recurso de 
casación. En efecto, la providencia se notificó a través del estado electrónico No. 95 
del 2 de junio de 2023 y en esa medida el plazo para interponer el recurso de 
reposición y en subsidio queja inició a contabilizarse a partir del 5 de junio de 2023 
y culmina el 7 de junio de 2023, motivo por el cual este recurso se allega en tiempo. 
 

II. LA PROVIDENCIA RECURRIDA  
 
La providencia recurrida denegó la concesión del recurso extraordinario de casación 
interpuesto por el suscrito en contra de la sentencia del 16 de marzo de 2023 
notificada en el estado electrónico No. E-48 del 17 de marzo de 2023, con el 
argumento de que no se cumple el segundo presupuesto del artículo 334 del Código 
General del Proceso relativo al interés para recurrir en la medida que el valor de la 
resolución desfavorable es inferior a los 1.000 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.  
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III. FUNDAMENTACIÓN  

 
1. Sobre la Constitucionalización del Código General del Proceso  
 
El Código General del Proceso ejemplifica la constitucionalización del derecho 
procesal en la medida que: (i) los procedimientos en él previstos, procuran 
garantizar la tutela judicial efectiva de todos los asociados y (ii) el proceso civil 
adquiere un interés social. Todo esto produce que la ley procesal les otorgue 
amplias potestades y poderes a los jueces al interior del proceso para responder a 
esta nueva tendencia. 
 
Como prueba de lo anterior, el artículo 11 del estatuto procesal establece que el 
juez al interpretar la ley debe tener en cuenta que la finalidad del proceso judicial es 
la materialización de los derechos sustanciales y las dudas que resulten en la 
exégesis de las disposiciones deben clarificarse a través de la aplicación de 
principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo 
caso: (i) el debido proceso; (ii) la igualdad entre las partes y (iii) los demás derechos 
constitucionales fundamentales.1 
 
Análogamente, el artículo 14 ibidem prevé la aplicación del debido proceso a todas 
las actuaciones previstas en el estatuto procesal en la medida que el derecho al 
debido proceso es una garantía del justiciable y bajo ninguna circunstancia es 
renunciable, por cuanto constituye un parámetro de conducta al cual no puede 
sustraerse la jurisdicción. Ese derecho tiene distintas expresiones, entre las cuales 
se encuentra la garantía a la defensa, así como la facultad de presentar pruebas y 
controvertir aquellas que se aducen en contra del justiciable.2 
 
Es más, el principio del debido proceso consagrado en el artículo 29 Constitucional 
y el artículo 14 del Código General del Proceso es la esencia misma del derecho, 
del Estado de derecho, para nuestro caso, de las relaciones entre jurisdicción y 
justiciables. Lo cual implica entre otras cosas, entender y aplicar substancialmente 
los siguientes preceptos garantizadores: legalidad y preexistencia de los 
procedimientos y normas substanciales aplicables; juez o funcionario natural; juez 
y funcionarios competentes; legalidad del juicio; presunción de inocencia; derecho 
de defensa substancial y técnica durante todas las instancias procesales; derecho 
a pedir y a que se practiquen pruebas solicitadas; derecho de controversia como 

 
1 ARTÍCULO 11. INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES. Al interpretar la ley 
procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los 
derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las normas 
del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y 
generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de defensa, 
la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá 
de exigir y de cumplir formalidades innecesarias. 
2 ARTÍCULO 14. DEBIDO PROCESO. El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones 

previstas en este código. Es nula de pleno derecho la prueba obtenida con violación del debido 
proceso. 
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garantía substancial dentro de cualquier proceso judicial; derecho a impugnar las 
decisiones judiciales y derecho a la declaración como nulas de pleno derecho de 
todas aquellas pruebas que se obtengan con violación al debido proceso.  
 
La figura del debido proceso es aplicable a toda clase de actuaciones que se 
realicen en los estrados judiciales sin excepciones de ninguna índole y sin ninguna 
clase de consideraciones sobre el particular. En consecuencia, es deber de la 
jurisdicción garantizar al particular su ejercicio pleno y sin restricciones. La 
trasgresión del derecho al debido proceso afecta la actuación jurisdiccional e impide 
la efectividad de los derechos sustanciales.  
 
Sea esta la oportunidad para llamar la atención del Tribunal en el sentido de indicar 
que una de las reglas de la referida Constitucionalización del Código General del 
Proceso y la aplicación del principio del debido proceso al proceso judicial es la 
“casación de oficio”, institución procesal que demuestra que la finalidad del recurso 
de casación no es únicamente privada, sino que también subyacen en él fines 
públicos como la unificación de la jurisprudencia nacional, la integridad del 
ordenamiento jurídico, la eficacia de los tratados internacionales en los que 
Colombia es parte, la defensa del patrimonio público y la salvaguarda de los 
derechos fundamentales y de los derechos constitucionales.  
 
Sobre el particular, el inciso segundo del numeral quinto (5º) del artículo 336 del 
Código General del Proceso establece:  
 

“La Corte no podrá tener en cuenta causales de casación distintas de las que 
han sido expresamente alegadas por el demandante. Sin embargo, podrá casar 
la sentencia, aún de oficio, cuando sea ostensible que la misma compromete 
gravemente el orden o el patrimonio público, o atenta contra los derechos y 

garantías constitucionales.” (Negritas y subrayas fuera del texto) 
 
Ello implica claramente el reconocimiento de un interés que sobrepasa las 
tradicionales reglas del derecho procesal como la cuantía y habilita al máximo 
Tribunal para actuar aún sin petición de parte en aquellos casos que evidencie la 
violación de las garantías fundamentales. 
 
2. Sobre la violación de los derechos fundamentales y constitucionales de 
BBVA ASSET MANAGMENT S.A. – SOCIEDAD FIDUCIARIA por parte de la Sala 
Civil del Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
 
En el caso materia de estudio es claro que la Sala Civil del Tribunal Superior de 
Bogotá violó derechos fundamentales y constitucionales a mi representada tales 
como el derecho al debido proceso y a la seguridad jurídica, entre otros, por cuanto: 
(i) la condena impuesta a mi representada tiene como fundamento la supuesta 
“coligación de contratos”; (ii) la aludida “coligación de contratos” no fue un aspecto 
debatido al interior de la presente causa ni en primera ni en segunda instancia, con 
lo cual es diáfano que el Tribunal condenó con base en hechos y argumentos que 
nunca fueron planteados dentro del proceso; (iii) la referencia a los contratos 
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coligados solo aparece en la sentencia que se recurre y por inclusión oficiosa del 
Tribunal; (iv) reitero que el extremo demandante jamás mencionó la supuesta 
“coligación de contratos” a lo largo del trámite de primera instancia y tampoco en el 
recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia dictada por el a-quo; (v) 
El Tribunal de oficio condenó a mi representada por hechos que nunca fueron 
planteados en el proceso y con base en argumentos que la parte actora jamás 
expuso y mucho más grave aún desconoció el límite de su competencia, pues pese 
a que dichos argumentos no se plantearon por el extremo activo, decidió de manera 
subjetiva imponer una condena con base en ellos.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, mi representada no pudo ejercer válidamente su 
derecho defensa en la medida que los argumentos mediante los cuales se edificó la 
condena solamente fueron incluidos por primera vez y de manera sorpresiva en el 
fallo del ad-quem¸ situación está que representa la mayúscula violación a los 
derechos fundamentales y constitucionales de BBVA ASSET MANAGMENT S.A. 
– SOCIEDAD FIDUCIARIA. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, la violación a los derechos de mi representada se 
agudiza a través de la denegación del recurso extraordinario de casación por temas 
eminentemente formales, como lo es el interés para recurrir, desconociendo el 
carácter tuitivo y garantista de la Constitución Política y del Código General del 
Proceso. 
 
Por lo expuesto, me permito elevar las siguientes:  
 

IV. SOLICITUDES 
 

PRIMERA. REVOCAR el auto del 1 de junio de 2023 notificado en el estado 
electrónico No. 95 del 2 de junio de 2023 y CONCEDER el recurso extraordinario 
de casación en contra de la sentencia del 16 de marzo de 2023 notificada en el 
estado electrónico No. E-48 del 17 de marzo de 2023. 
 
En el evento que el Tribunal no revoque la providencia, formulo la siguiente petición: 
 
SEGUNDA. CONCEDER el recurso queja en contra del auto del 1 de junio de 2023 
notificado en el estado electrónico No. 95 del 2 de junio de 2023 y REMITIR la 
totalidad de la foliatura a la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia.  
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 
JUAN JOSÉ RODRÍGUEZ ESPITIA 
T.P. No. 53.001 C. S. de la J.  
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MEMORIALPARA REGISTRAR DRA GARCIA SERRANO RV: 11001310303120170049203
SUSTENTACIÓN RECURSO APELACIÓN (CENTRO COMERCIAL SUPERBODEGA MAICAO
P.H.” contra “INVERSIONES HUNA CI S.A.S.”)

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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MEMORIALPARA REGISTRAR DRA GARCIA SERRANO

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Fredy Saul Camargo Camargo <fredycamargo08@hotmail.com>
Enviado: miércoles, 7 de junio de 2023 15:19
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: 11001310303120170049203 SUSTENTACIÓN RECURSO APELACIÓN (CENTRO COMERCIAL SUPERBODEGA
MAICAO P.H.” contra “INVERSIONES HUNA CI S.A.S.”)
 

 
Señores:
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUIDICIAL DE BOGOTA  D.C. SALA CIVIL
Honorable Magistrada Dra. MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO
E.S.D.
  
REF:   Proceso         :  Verbal.
            Radicación    :  11001310303120170049203

Demandante :  “CENTRO COMERCIAL SUPERBODEGA MAICAO P.H.”
            Demandada  :   “INVERSIONES HUNA CI S.A.S.”
            Asunto           :    Sustento recurso de apelación.
  
En mi condición de Apoderado de la Demandada “INVERSIONES HUNA C.I. S.A.S”, en término,
sustento mi RECURSO DE APELACION formulado contra la sentencia dictada el día 15 de
octubre de 2.021 por el Juez 31 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA. 
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Agradezco acusar recibido del correo. 

Respetuosamente, 
FREDY SAUL CAMARGO CAMARGO
C.C. No. 79.105.578 Engativá (Bogotá)
T.P. No. 37.562 C.S.J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR SUAREZ OROZCO RV: Rec. Súplica; Ejec.; Cooperativa
De Profesores De La Universidad Nacional De Colombia Vs. Fabián Rodolfo Acosta
Sánchez, Edgar Alberto Novoa Torres Y Daniel Alberto Libreros Caicedo; Radicado: #
2016-463

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 07/06/2023 15:54

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (575 KB)
20230607- Rec. Súplica.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR SUAREZ OROZCO

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Eidelman Javier Gonzalez-Sánchez KSA <eidelman.gonzalez@kingsalomon.com>
Enviado: miércoles, 7 de junio de 2023 15:45
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota
<secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Marcela González Sandoval <marcela_1163@hotmail.com>; jrromero@ruiz-romero.com <jrromero@ruiz-
romero.com>; jorgeisalcedo@hotmail.com <jorgeisalcedo@hotmail.com>; Ana Maria Sandoval Combariza
<abogado15@kingsalomon.com>; Johana Araque Zuleta <juicios@kingsalomon.com>; Mónica Alejandra Forero
<li�gios@kingsalomon.com>; Ronald Camilo Ángel Cortés <control.judicial@kingsalomon.com>
Asunto: Rec. Súplica; Ejec.; Coopera�va De Profesores De La Universidad Nacional De Colombia Vs. Fabián Rodolfo
Acosta Sánchez, Edgar Alberto Novoa Torres Y Daniel Alberto Libreros Caicedo; Radicado: # 2016-463
 
Señor
ACTUAL: TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA-SALA CIVIL
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co; secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
ORIGEN: JUEZ TREINTA Y SIETE (37) CIVIL CIRCUITO DE BOGOTA
ccto37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.   S.   D.

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Referencia: Demanda Ejecutiva Singular De Mayor Cuantía De COOPERATIVA DE
PROFESORES DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA Vs. FABIÁN
RODOLFO ACOSTA SÁNCHEZ, EDGAR ALBERTO NOVOA TORRES Y DANIEL
ALBERTO LIBREROS CAICEDO.
 
Correos: marcela_1163@hotmail.com; jrromero@ruiz-romero.com; 
jorgeisalcedo@hotmail.com 
 

Pagaré # 47594
Pagaré # 47595
Radicado: # 2016-463

 
EIDELMAN JAVIER GONZÁLEZ SÁNCHEZ, en mi calidad de apoderado judicial de la entidad demandante,
COOPERATIVA DE PROFESORES DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA, acudo a su despacho con el fin
interponer RECURSO DE SÚPLICA contra el Auto del 1 de junio de 2023, notificado por Estado el 2 de junio de 2023,
por medio del cual el Despacho declaró inadmisible el recurso de apelación formulado por la parte demandante
en contra del Auto del 13 de enero de 2023 dictado por el JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ .
 

I. OBJETO DEL RECURSO
 
El presente recurso está en camino a que se revoque la decisión proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ mediante
Auto del 1 de junio de 2023, notificado por Estado el 2 de junio de 2023, a fin de que se conceda el recurso de
apelación interpuesto de manera subsidiaria en contra del Auto del 13 de enero de 2023, toda vez que dentro del
mismo se ordenó el levantamiento de medidas cautelares y la entrega de dineros al demandado.
 

A. EL AUTO QUE ORDENÓ LA ENTREGA DE DINEROS Y EL LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES ES
APELABLE DE CONFORMIDAD CON EL NUMERAL OCTAVO (8VO) DEL ARTÍCULO 321 DEL CODIGO
GENERAL DEL PROCESO

 
El Tribunal mediante Auto del 1 de junio de 2023, declaró inadmisible el recurso de apelación formulado contra el
Auto proferido el 13 de enero de 2023 por el JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. al no encontrar
que el punto atacado fuera apelable de conformidad con los establecidos taxativamente en el ARTÍCULO 321 DEL

CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO.
 
Sin embargo, tenga en cuenta el Despacho que la providencia del 13 de enero de 2023 dispuso la entrega de la
suma $10.043.786 M/Cte. al demandado DANIEL ALBERTO LIBREROS CAICEDO y el levantamiento de las medidas de
embargo decretadas en contra del demandado.
 
En ese sentido, de conformidad con el ARTÍCULO 321 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO, dentro de los autos de primera
instancia que son apelables, se encuentra en el numeral octavo (8vo) el Auto que resuelva sobre una medida
cautelar:
 

“ARTÍCULO 321. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera instancia, salvo las que se dicten en equidad.

 

También son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia:

 

1. El que rechace la demanda, su reforma o la contestación a cualquiera de ellas.

 

2. El que niegue la intervención de sucesores procesales o de terceros.

 

3. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas.

 

4. El que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago y el que rechace de plano las excepciones de mérito en el

proceso ejecutivo.

mailto:marcela_1163@hotmail.com
mailto:jrromero@ruiz-romero.com
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5. El que rechace de plano un incidente y el que lo resuelva.

 

6. El que niegue el trámite de una nulidad procesal y el que la resuelva.

 

7. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso.

 

8. El que resuelva sobre una medida cautelar, o fije el monto de la caución para decretarla, impedirla o levantarla. (…)”

(Subrayado y negrilla fuera del texto)

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Despacho no interpreta de manera correcta el ARTÍCULO 321 DEL CÓDIGO GENERAL DEL

PROCESO, por cuanto el mismo refiere que dicha providencia si es apelable en tanto hace alusión al levantamiento
de las cautelas y la entrega de dineros retenidos a favor del deudor DANIEL ALBERTO LIBREROS CAICEDO.

 
B. EL RECURSO DE APELACIÓN NO FUE ÚNICAMENTE IMPETRADO PARA QUE SE REVOQUE LA DECISIÓN DE

ENTREGA DE DINEROS A FAVOR DEL DEMANDADO, SINO TAMBIÉN PARA REVOCAR EL LEVANTAMIENTO
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

 
El despacho mediante Auto del 22 de octubre de 2021 dispuso la terminación del proceso por pago total de la
obligación, y ordenó dejar a disposición del JUEZ TREINTA (30) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, radicado #2019-690 los dineros
existentes debido al embargo de remanentes decretados sobre el deudor DANIEL ALBERTO LIBREROS CAICEDO por
dicha sede judicial.
 
Por lo anterior, los dineros fueron aparentemente enviados al JUEZ TREINTA (30) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ en virtud del
embargo de remanentes y, por lo tanto, deberá ser este mismo despacho quien decida qué hacer con los dineros
embargados, las demás medidas cautelares, y frente a las demás “ordenes” dadas por el Centro de Conciliación.
 
Finalmente, y no menos importante en razón a que en Auto del 22 de octubre de 2022 decretó la terminación del
proceso, su Despacho perdió la competencia para continuar conociendo sobre el presente asunto.
 

II. SOLICITUD
 

1. Sírvase señor (a) Juez revocar el Auto del 1 de junio de 2023, notificado por Estado del 2 de junio de
2023, y en ese sentido, sírvase dar trámite al recurso de apelación presentado contra el Auto del 13
de enero de 2023.

 
 
 
Del Señor Juez,
 
 
 
EIDELMAN JAVIER GONZÁLEZ SÁNCHEZ
C.C. No. 7.170.035 de Tunja
T.P. No. 108.916 del C. S. de la J.
eidelman.gonzalez@kingsalomon.com
 
Eidelman Javier González Sánchez.
King Salomón Abogados S.A.S. 
   
Dirección:     Carrera 8 No 38-33 Oficina 703, 904 y 906.
Tel:              (571) 2870737, 3230746 y 4573984
Celular:        (57)   300- 2726669
e-mail:         eidelman.gonzalez@kingsalomon.com
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR FERREIRA VARGAS RV: Sustenta recurso de apelación.
Proceso Verbal de Mayor Cuantía de BANCOLOMBIA S.A. contra ACCIÓN SOCIEDAD
FIDUCIARIA S.A. Rad: 110013103038-2019-00506-08

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 8/06/2023 4:20 PM

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (2 MB)
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR FERREIRA VARGAS

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Gallo Medina Abogados <gallomedina@gallomedinaabogados.com>
Enviado: jueves, 8 de junio de 2023 16:15
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Felipe García <fgarcia@robledoabogados.com>
Asunto: Sustenta recurso de apelación. Proceso Verbal de Mayor Cuan�a de BANCOLOMBIA S.A. contra ACCIÓN
SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. Rad: 110013103038-2019-00506-08
 
Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ -SALA CIVIL-. 
Mag. Pte. Dr. Jorge Eduardo Ferreira Vargas  
E.                                      S.                                    D. 
 

Ref.: Proceso Verbal de Mayor Cuantía de BANCOLOMBIA S.A. contra ACCIÓN
SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 
 

Rad: 110013103038-2019-00506-08  
 

LUIS HERNANDO GALLO MEDINA, en mi calidad de apoderado judicial de la parte
demandada dentro del proceso de la referencia, respetuosamente manifiesto que con el
presente correo allego un escrito, el cual corresponde a la SUSTENTACIÓN DEL
RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en contra de la sentencia de primera instancia
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proferida por el Juzgado Treinta y Ocho (38) Civil del Circuito de Bogotá, el 7 de
diciembre de 2022.

En cumplimiento de lo previsto en la Ley 2213 de 2022, el presente escrito se remite con
copia al apoderado de la contraparte. 

Cordialmente, 

P Antes de imprimir este e-mail piense bien si es necesario hacerlo

En cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 1581 de 2012 y de conformidad con lo señalado en el Decreto 1377 de
2013, GALLO MEDINA ABOGADOS ASOCIADOS S.A.S., garantiza la confidencialidad de los datos personales. Sus datos
forman y/o formarán parte de una base de datos gestionada bajo la responsabilidad de GALLO MEDINA ABOGADOS
ASOCIADOS S.A.S., con la única finalidad de prestarle los servicios comprendidos en nuestro objeto social.  En caso de que
usted no manifieste expresamente que no autoriza el tratamiento de sus datos personales ni haya solicitado la supresión de los
mismos de nuestras bases de datos, se entenderá que nos autoriza para continuar con el tratamiento de sus datos personales,
de acuerdo a la “Política de Tratamiento de Datos Personales” adoptada por la Compañía y que se encuentra disponible para su
consulta en la Av. Calle 72 No. 6-30 Piso 18. 
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Señores 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ -SALA CIVIL-. 

Mag. Pte. Dr. Jorge Eduardo Ferreira Vargas  

E.                                      S.                                    D. 

 

Ref.: Proceso Verbal de Mayor Cuantía de BANCOLOMBIA S.A. contra ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

 

Rad: 110013103038-2019-00506-08  

 

LUIS HERNANDO GALLO MEDINA, en mi calidad de apoderado judicial de la parte 

demandada dentro del proceso de la referencia, respetuosamente manifiesto que 

SUSTENTO EL RECURSO DE APELACIÓN interpuesto en contra de la sentencia de 

primera instancia proferida por el Juzgado Treinta y Ocho (38) Civil del Circuito de 

Bogotá, el 7 de diciembre de 2022, notificada por anotación en el estado electrónico 

del 9 del mismo mes, de acuerdo con lo siguiente:  

 

 

I. OPORTUNIDAD PARA SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACIÓN. 

 

El artículo 12 de la Ley 1322 de 2022, señala que, ejecutoriado el auto que admite 

el recurso, en nuestro caso, el apelante debe sustentar la apelación, a más tardar 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia.  

 

Ahora bien, el Tribunal admitió el recurso de apelación mediante providencia del 26 

de mayo de 2023, notificada por anotación en el estado electrónico del 29 del mismo 

mes y año. De acuerdo con el artículo 302 del Código General del Proceso, las 

providencia que se profieren fueran de audiencia cobran ejecutoria transcurridos 

tres (3) días después de su notificación.  

 

Así las cosas, el auto que admitió el recurso de apelación cobró ejecutoria el 1º de 

junio de 2023 y los cinco (5) días con los que se cuenta para sustentar el recurso de 

apelación transcurren del 2 al 8 de junio de 2023, por lo que esta sustentación se 

presenta dentro de la oportunidad legal.  

 

II. OBJETO DEL RECURSO.  

 

El recurso tiene como objeto que se REVOQUE la sentencia del 7 de diciembre de 

2022, y en su lugar, se nieguen las pretensiones de la demanda y se declare la 

prosperidad de las excepciones de mérito.  
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III. FUNDAMENTOS DE DERECHO DEL RECURSO.  

 

i) La sentencia proferida por el juzgado de primera instancia señala que 

la demanda presentada por BANCOLOMBIA no tenía como fin la 

protección de los derechos que supuestamente tenía BANCOLOMBIA 

como “consumidor financiero”, cuando, tanto en las pretensiones 

como en los fundamentos de derecho de la demanda, la entidad 

demandante invocó las normas de consumo.  

 

Este punto es de vital importancia considerando que, uno de los presupuestos para 

que prospere una acción de protección al consumidor financiero es que, quien 

impetre la acción tenga dicha calidad.  

 

Lo anterior dado que, tanto el estatuto de protección del consumidor y el del 

consumidor financiero, contemplan reglas especiales orientadas a balancear el 

“desequilibrio” que se presume existe en las relaciones de consumo y no así en las 

relaciones entre particulares.  

 

De allí que, sea claro que las normas de estos estatutos solo deban aplicarse a 

relaciones de consumo y no a aquellas que deban regularse por el derecho común; 

lo anterior, con el fin de evitar que, quien carezca de la calidad de consumidor se 

valga de dicha protección especial.  

 

En el caso que nos ocupa y como se verá en el desarrollo de los demás cargos, el 

juzgador señala que, la demanda impetrada por BANCOLOMBIA no es de protección 

al consumidor sino una encaminada a que se declare la responsabilidad contractual 

y extracontractual de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., circunstancia esta 

última que a juicio del fallador lleva a las condenas que impone con la sentencia, 

desconociendo que, BANCOLOMBIA pretendió aprovecharse de las normas de 

protección al consumidor impetrando una acción de esta naturaleza cuando no tenía 

dicha condición, lo que debió llevar a una sentencia que negara las pretensiones de 

la demanda.  

  

Respecto de este reparo, conviene retomar que en la sentencia el fallador señala:  

 

“Por otro lado, en el proceso no se invocó acciones de protección al 

consumidor financiero, sino de responsabilidad precontractual y 

contractual, por lo que no tienen fundamento las excepciones antes 

transcritas.”  

 

Lo anterior, omitiendo que, la pretensión 1.2. de la demanda formulada por 

BANCOLOMBIA es que se declare que dicha entidad tiene la calidad de consumidor 

financiero, así:  
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Y que, dentro de los incumplimientos que reclama en la pretensión 1.3 de la 

demanda y respecto de los cuales solicita que se declare la responsabilidad 

precontractual de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., están:  no haber recibido 

educación sobre el producto y el mercado -literal d) del artículo 5 del Estatuto de 

Protección al Consumidor Financiero - y por no suministrar información 

comprensible y transparente -literal c) artículo 7º del Estatuto de Protección al 

Consumidor Financiero-, así:   

 

 
  

Y que, dentro de los fundamentos de derecho también se invocan normas del 

Estatuto del Consumidor Financiero:  

 

 

 

Conforme a lo anterior, es evidente que, no es cierto, como señala la sentencia, que 

BANCOLOMBIA no pretendió invocar una acción de protección al consumidor; y, 

por el contrario, es evidente que la acción impetrada es la de consumidor financiero 

y que solicitó la aplicación de la ley 1328 al presente trámite.  

 

Ahora bien, no puede desconocerse que la demanda fue formulada de manera 

ambigua, de tal forma que se invocan normas de consumo, pero también se impetra 

como una demanda cuyo propósito es la declaratoria de responsabilidad civil 

contractual y extracontractual.  
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Al respecto, bastará con indicar que la demanda impetrada estaba llamada a 

fracasar dado que, si era una acción de protección al consumidor, BANCOLOMBIA 

no tiene dicha calidad y, si se trata de una acción de responsabilidad civil, lo cierto 

es que no se reúnen los elementos, como se pasará a analizar en los demás cargos.  

 

ii) En la sentencia de primera instancia, el Despacho señala que la 

definición de consumidor financiero no tiene limitaciones, 

desconociendo no solo las normas legales sino la jurisprudencia 

constitucional, la cual señala que, a la definición de consumidor 

financiero le resultan aplicables los requisitos previstos en el numeral 

3° del artículo 5° de la Ley 1480 de 2011.  

 

En la sentencia objeto de este recurso, la juez señala:  

 

“De acuerdo a lo anterior, es consumidor financiero, cualquier 

usuario de bienes o servicios que brinden las entidades vigiladas por 

la Superintendencia Financiera, sin que obre limitación alguna a 

que solo puedan ser personas naturales o jurídicas o menos aún, que 

sociedades vigiladas por la misma entidad no puedan adquirir tal 

calidad al hacer uso de un servicio financiero como en este caso una 

fiducia. 

 

Igualmente, la ley no se hace diferenciación o salvedad alguna entre 

consumidores financieros que simplemente como personas naturales 

accedan a  los servicios que presten las entidades vigiladas, con los que se 

tengan por        calificados por prestar también tal actividad, como es el caso de 

la demandante, por lo que al no haber tal distinción legal, las defensas 

presentadas en tal sentido no tienen respaldo alguno.” (Subrayado para 

resaltar)  

 

Lo anterior va en contravía de las normas de consumo, dado que, como se señaló en 

el acápite anterior, estas parten de la presunción de la existencia de un desbalance, 

de una asimetría, un desequilibrio que no es propio de las relaciones reguladas por 

el derecho común.  

 

Y si bien, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en cuanto a que, la 

desigualdad que se presume en los estatutos no viene del caso en particular sino en 

general de las circunstancias propias del mercado en el que se desarrollan las 

relaciones de consumo, lo cierto es que, la Corte Constitucional también reconoce 

que la Ley 1480 de 2011 actualiza la definición de consumidor y que, sus límites son 

aplicables a la del consumidor financiero.  

 

Por lo que, sin perjuicio de que, en la Ley 1328 de 2009, no se “establezcan 

limitaciones” a la definición, lo cierto es que, no todo aquel que afirme ser consumidor 



 

 

 

Página 5 de 65 

 

 

financiero puede serlo, aun cuando no se encuentra en una condición de indefensión 

en relación con el productor, proveedor o cualquiera de los miembros de la cadena 

de consumo.  

 

Si el razonamiento realizado por el Despacho se admitiera, incluso un sujeto como 

BANCOLOMBIA, quien claramente no se encuentra en situación de indefensión sino 

que, al contrario, tiene una posición privilegiada en el sistema financiero, y es un 

experto conocedor del tema al que se refiere el negocio celebrado, podría 

aprovecharse de las prerrogativas que traen las normas de consumo, tales como la 

protección al derecho de información, las garantías, la indemnidad, la interpretación 

más favorable de las normas y de los contratos, adecuadas cláusulas generales de 

la contratación en los negocios de adhesión, sin obligación de permanencia mínima, 

la prohibición de cláusulas que generen desequilibrio o abusivas y su ineficacia de 

pleno derecho, la posibilidad de retracto, acciones especiales de protección en las 

que el juez del juez puede fallar  “de la forma que considere más justa para las partes 

según lo probado en el proceso, con plenas facultades para fallar infra, extra y 

ultrapetita”. 

 

Ahora bien, cabe resaltar que la Corte Constitucional, al resolver la demanda de 

inconstitucionalidad formulada contra los artículos 2° literal d) (segmento), 11 literal 

e) y 12 literal d) de la Ley 1328 de 2009, “Por la cual se dictan normas en materia 

financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones”, al analizar el 

cambio normativo que se dio en materia de consumo con la expedición de la 

Constitución Política de Colombia, señaló:  

 

“El cambio cualitativo antes citado radica en el reconocimiento, por parte del 

derecho constitucional, de las hondas desigualdades inmanentes al 

mercado y al consumo. De un lado, el avance de la ciencia y la tecnología 

en la sociedad contemporánea y, sobre todo, la especialización en los 

procesos productivos, ocasiona grandes asimetrías de información 

entre los sujetos que concurren al intercambio de bienes y 

servicios. En efecto, los consumidores suelen carecer del conocimiento y 

experticia suficientes para discernir acerca de los aspectos técnicos que 

definen la calidad de los productos, incluso aquellos de consumo ordinario.  

 

De igual modo, los fabricantes y comercializadores son, en la mayoría de 

ocasiones, conglomerados empresariales que tienen a su disposición 

infraestructuras que, a manera de economías de escala, participan en el 

mercado económico e, inclusive, concurren ante las autoridades 

administrativas y judiciales con evidentes ventajas, habida cuenta la 

disponibilidad de recursos, asesorías profesionales permanentes de primer 

nivel y conocimiento acerca del funcionamiento de las instancias de 

resolución de conflictos jurídicos, derivada de la condición de litigantes 

recurrentes.   
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7. Los consumidores, en ese marco de información asimétrica y 

desigualdades fácticas con los comercializadores y productores, adoptan 

sus decisiones de adquisición de bienes y servicios basados, esencialmente, 

en relaciones de confianza. El prestigio obtenido por determinada marca, la 

novedad del bien o, en muchas ocasiones, el éxito mediático de una 

campaña publicitaria, llevan al consumidor a optar por determinado 

producto, incluso en aquellos casos en que su uso conlleva riesgo social, 

como sucede con los alimentos, los fármacos de venta libre, los vehículos, 

etc.1”.  

 

De la anterior lectura es inevitable preguntarse ¿quién puede pensar que 

BANCOLOMBIA carece del conocimiento y experticia suficientes para discernir 

acerca de los aspectos técnicos que definen la calidad de los productos de leasing?, 

ó, mejor aún ¿Quién puede señalar que BANCOLOMBIA concurre a un proceso de 

esta índole con evidentes desventajas de asesoramiento?, ó lo que resulta más 

relevante a este proceso ¿quién y cómo podría señalarse que BANCOLOMBIA no 

cuenta con asesoría profesional permanente de primer nivel y conocimiento acerca 

del funcionamiento no sólo de los productos de leasing sino además de las 

alternativas que tiene para ejercer sus derechos?.  

 

Dicho de otra manera ¿cómo puede señalarse por el Despacho que, en este caso, 

BANCOLOMBIA tiene la condición de consumidor porque la ley no hace ninguna 

distinción, cuando el presupuesto mínimo para la existencia de consumidor está 

cimentado desde la desigualdad del consumidor en relación con cualquiera de los 

miembros de la cadena de consumo? 

 

Ahora bien, es preciso indicar que, la precitada sentencia no detuvo su análisis allí, 

sino que, fue concluyente al señalar que las limitaciones a la definición de 

consumidor previstas en la Ley 1480 de 2011 – Estatuto General del Consumidor-, 

son aplicables a la que trae el Estatuto del Consumidor, así:  

 

“Resulta imperativo insistir de manera previa, en que el concepto 

censurado se subsume en el objeto y ámbito de aplicación de la Ley 

1328 de 2009, que regula los principios y las reglas sobre la 

protección del consumidor de bienes y servicios, ofrecidos por las 

empresas vinculadas a dichos sistemas (financiero, asegurador y de 

valores, art. 1°). 

  

Esta realidad incontrastable arroja un rol identificado de manera análoga 

con una de las actividades de la economía con la que se relaciona, 

 

1 Corte Constitucional, Sentencia C-909 de 2012. M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla. 
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resumida en el título de la ley y la jurisprudencia atrás enunciadas, 

como “materia financiera” o “actividad financiera”, esto es, la 

persona natural o jurídica será “consumidor financiero”, que por 

obvias razones refiere al sujeto de la relación de consumo, que busca 

en las entidades del sistema un producto de esa naturaleza, para 

adquirirlo, disfrutarlo o utilizarlo con el fin de satisfacer una 

necesidad propia. 

  

Consecuencialmente, tal nominación comporta de la persona una condición 

que le es propia, ligada a la relación productor / proveedor – consumidor, 

esto es, por antonomasia, descripción y dirección, la cual en cuanto a la 

norma examinada, es “todo cliente, usuario o cliente potencial de las 

entidades vigiladas”, definición ajustada al medio, porque participa de los 

propósitos de esa actividad económica en la que el consumidor funge como 

un extremo mercantil o contractual de esa relación, cuyos elementos 

constitutivos han sido a su vez descritos en los literales a), b) y c) del artículo 

2° de la Ley 1328 de 2009. 

 

(…) 

 

También ha de precisar esta Corte que la expresión “todo” converge 

en quien entrañe una relación de consumo ante las entidades 

vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, de 

manera que, como consumidor financiero, (i) refiere a un 

determinado sector de la economía, (ii) frente a la adquisición de un 

bien o servicio, para satisfacer una necesidad propia, no ligada 

intrínsecamente a su actividad económica, componentes que 

coetáneamente permiten establecer que, (iii) aunque no sea habitual 

consumidor financiero, ello no enerva ni impide que llegue a serlo, 

manteniéndose como potencial consumidor, que se materializará al 

mostrar interés por un bien o servicio, y (iv) lo será todo aquel 

vinculado de una u otra forma, directa o indirectamente, con las 

entidades vigiladas por razón del producto o servicio ofrecido y 

adquirido o por adquirir, propio de tal actividad económica. 

  

Las situaciones descritas en torno a “consumidor financiero”, abarcan a 

toda persona natural o jurídica, sin que concierna sobre esa calidad la 

existencia o no de desigualdades y asimetrías, o de circunstancias de 

necesidad o conveniencia, dado que las profundas 

desigualdades “inmanentes” al mercado y al consumo, explicadas por esta 

corporación a partir de los postulados del artículo 78 superior, son 

suficientes y superan cualquier incertidumbre, duda o especulación, una 
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vez elevada a categoría constitucional el amparo de los derechos del 

consumidor2.” (Subrayado y negrilla para resaltar).  

 

De la anterior sentencia y para concluir en torno a este reparo, se hace necesario 

referir:  

 

- La jurisprudencia de la Corte Constitucional no admite la posibilidad de hacer 

juicios particulares sobre la condición de desigualdad de quien se predica 

consumidor, pues según esta corporación, el desbalance nace del mercado en 

sí mismo -conclusión que no se comparte-.  

 

- Esta misma corporación admite que, a la definición prevista en el Estatuto del 

Consumidor Financiero le son aplicables las limitaciones previstas en la Ley 

1480 de 2011, esto es que, quien solicite su protección como consumidor debe 

haber adquirido el bien o servicio para sí mismo, para satisfacer una necesidad 

que no sea propia de su actividad.  

 

Ahora bien, descendiendo al caso en concreto, tenemos que en el proceso está más 

que demostrado que BANCOLOMBIA no adquirió el bien para sí mismo, sino que lo 

hizo en virtud de una operación de arrendamiento financiero, cuya finalidad era para 

transferir el local a TENNIS, en desarrollo de un contrato de leasing y satisfacer una 

necesidad propia de la actividad de esta sociedad y no del BANCO, quien, dicho sea 

de paso, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sector 

Financiero, solo puede tener los bienes muebles necesarios para su operación -

oficinas bancarias- o que haya recibido en dación en pago, nada de lo cual se 

presenta en el negocio celebrado.    

 

Y en cuando a que sea adquirido para satisfacer una necesidad que no esté ligada 

intrínsecamente a su actividad económica, no es necesario hacer mayores 

disquisiciones, dado que, conforme al mismo EOSF, la celebración de los contratos 

de leasing es una de las actividades permitidas a los bancos, esto es, se encuentran 

dentro del objeto social y, dado que el demandante es uno de los bancos más 

grandes del país, por lo que  realiza múltiples operaciones de leasing y 

seguramente muchas de estas a través de encargos fiduciarios como el que nos 

ocupa.  

 

Dicho lo anterior, yerra la señora Juez al señalar que, BANCOLOMBIA tiene la 

calidad de consumidor financiero, cuando existe jurisprudencia constitucional que 

señala que, quien invoque dicha condición debe haber adquirido el producto para 

satisfacer una necesidad propia que no se encuentre dentro de su actividad 

económica, circunstancias que le son absolutamente ajenas a BANCOLOMBIA, pues 

 

2 Ibídem.  
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se itera, el BANCO NO ADQUIRIÓ PARA SÍ Y, EN TODO CASO,  NO SE TRATA DE 

UNA NECESIDAD AJENA A SU ACTIVIDAD.  

 

iii) La Juez de Primera Instancia omitió valorar en su sentencia, los 

documentos exhibidos por BANCOLOMBIA, y, de haberlo hecho, habría 

concluido, sin asomo de duda, que la sociedad demandante NO ERA 

DESTINATARIO FINAL del bien y, en consecuencia, NO TENÍA LA 

CALIDAD DE CONSUMIDOR, y, consecuentemente, debía llevar al 

Despacho a negar las pretensiones formuladas por BANCOLOMBIA 

para la protección de los derechos que invocaba como consumidor 

financiero.  

 

Entre los documentos que no fueron objeto de valoración alguna, se destacan:  

 

a) La invitación de Tennis a BANCOLOMBIA para presentar propuesta 

de servicios financieros.  

 

b) La cotización de “Compraventa sometida a condición suspensiva” 

presentada por BANCOLOMBIA a Tennis.  

 

c) Documento mediante el cual BANCOLOMBIA le informa a Tennis 

sobre las condiciones generales del Leasing inmobiliario ofrecido 

por esta a Tennis.  

 

d) La orden de compra que Tennis le da a BANCOLOMBIA.  

 

e) El estudio de títulos realizado sobre los inmuebles identificados 

con los folios de matrícula inmobiliaria Nos. 370-780114, 370-

187446 y 370-595292.  

 

f) El memorando interno que le remitió José Libardo Calderón a 

Alejandro Munera Londoño, en el que se señala que los inmuebles 

obtuvieron visto bueno del Comité Inmobiliario de la Gerencia.  

 

g) Acta No. 2014-05-09 del comité de Gerencia de Infraestructura y 

ciudades. 

 

h) La cadena de correos cruzados entre Urbanizar – Tennis y 

BANCOLOMBIA.  

 

i) Oferta irrevocable de venta de servicios de arrendamiento No. 

165043.  
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j) Contrato de promesa de compraventa sometido a condición 

suspensiva.   

 

En línea con lo expuesto en el capítulo precedente, es preciso indicar que, siendo 

claro que las limitaciones a la definición de consumidor previstas en la Ley 1480 de 

2011, resultan aplicables para establecer si una persona natural o jurídica tiene la 

calidad de consumidor financiero, conviene rememorar todos los documentos que 

obran en el proceso y que demuestran que BANCOLOMBIA no ostenta dicha calidad. 

 

Al respecto, es preciso retomar que, de acuerdo con la Ley 1480 de 2011, tiene la 

calidad de consumidor aquel que es DESTINATARIO FINAL del bien o del servicio.  

 

Sobre el particular, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, señaló que:  

 

“Con relación al primer jurídico planteado, se observa que en el artículo 1 

de la Ley 1480 de 2011 se establecieron como objetivos la protección, 

promoción y garantía de la efectividad y el libre ejercicio de los derechos de 

los consumidores. De ahí que esa normatividad regule “los derechos y las 

obligaciones surgidas entre los productores, proveedores y consumidores y 

la responsabilidad de los productores y proveedores tanto sustancial como 

procesalmente” (art. 2), la cual se aplicaría “en general a las relaciones de 

consumo y a la responsabilidad de los productores y proveedores frente al 

consumidor en todos los sectores de la economía respecto de los cuales no 

exista regulación especial” (ibidem).  

 

Para los efectos del Estatuto del Consumidor se debe tener en cuenta que el 

consumidor es “[t]oda persona natural o jurídica que, como destinatario 

final, adquiera, disfrute o utilice un determinado producto, 

cualquiera que sea su naturaleza para la satisfacción de una 

necesidad propia, privada, familiar o doméstica y empresarial 

cuando no esté ligada intrínsecamente a su actividad económica” 

(num. 3, art. 5). Por su parte, el productor es “[q]uien de manera habitual, 

directa o indirectamente, diseñe, produzca, fabrique, ensamble o importe 

productos” y el proveedor es “[q]uien de manera habitual, directa o 

indirectamente, ofrezca, suministre, distribuya o comercialice productos con 

o sin ánimo de lucro” (nums. 9 y 11, ibidem).  

 

(…) 

 

Lo anterior se debe a que una sociedad puede ser consumidora, 

puesto que aquel estatuto lo que exige es que actúe en un ámbito 

ajeno a su actividad empresarial o profesional cuando adquiere un 

determinado producto. Lo que sucede es que en ocasiones no es fácil 
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determinar que actos quedan dentro de este ámbito empresarial o 

profesional.  

 

El punto es que el consumidor –persona jurídica– puede tener esa 

condición si adquiere los bienes con fines distintos a los que 

caracterizan el tráfico económico de la empresa. Así, por ejemplo, una 

persona jurídica puede en su calidad de consumidor adquirir un inmueble 

con la finalidad de utilizarlo para el establecimiento del domicilio social de 

la sociedad o para vivienda de sus directivos, y no para comercializarlo, 

caso en el cual tiene la calidad de consumidor. Por lo tanto, era la parte 

demandada quien debía acreditar que los bienes raíces se incorporaron en 

los procesos empresariales y que, en efecto, de las relaciones comerciales 

suscritas con aquellas sociedades no había emergido la cadena de 

consumo3.” (subrayado y negrilla para resaltar). 

 

Nótese que, en la sentencia en cita, el Tribunal es enfático en la necesidad de 

constatar que quien reclame la protección de consumidor debe ser el destinatario 

final del servicio o del bien adquirido y que el mismo sea adquirido para satisfacer 

una necesidad propia que DEBE ESTAR FUERA DE SU ACTIVIDAD ECONÓMICA.  

 

En el caso que nos ocupa es preciso señalar que, el numeral 2.7 del acápite de 

hechos, la sociedad demandante señala:  

 

 

Y en el 2.9:  

 

 
 

 

 

3 Tribunal Superior de Bogotá. Sala Civil. Magistrada Ponente: Liana Aida Lizarazo. Radicado 

No. 110013199 001 2020 43285 01 
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Y que, en los documentos exhibidos por el BANCO, entre los que se destaca el 

denominado “cotización de “Compraventa sometida a condición suspensiva” 

presentada por BANCOLOMBIA a Tennis” no hay asomo de duda de que, la 

vinculación de BANCOLOMBIA al proyecto MARCAS MALL se da con el fin de 

adquirir un local comercial para TENNIS, es decir que, es esta última sociedad quien 

eventualmente podría tener la calidad de consumidor y no BANCOLOMBIA. En 

relación con el documento en cita, rememórese que en este se señala que el leasing 

se celebrará con una compraventa sometida a condición suspensiva y que, dentro 

de los escenarios que se le ofrecen a TENNIS para celebrar la compraventa finalizado 

el tiempo del arrendamiento, el plazo es de 120 meses así: 

 

 

 

 

 

(…)  
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Así mismo, se destaca que dentro de los documentos exhibidos por el BANCO obra 

la orden impartida por TENNIS a BANCOLOMBIA para que adquiera los servicios 

financieros ofrecidos en la orden No. 165043, la cual fue aportada por la sociedad 

demandada y corresponde al anexo 16 de los documentos exhibidos.  

 

Igualmente, son visibles en el expediente los correos intercambiados entre TENNIS 

y BANCOLOMBIA -anexo 10 y 12- en torno a la adquisición del inmueble.  

 

En la misma línea se resalta que dentro de los documentos aportados se encuentra 

el estudio de títulos realizado por el BANCO y el ACTA DEL COMITÉ DE GERENCIA 

DE INSFRAESTRUCTURA Y CIUDADES en el que se evidencia que, el local 

comercial que BANCOLOMBIA estaba adquiriendo lo estaba haciendo para TENNIS.  

 

Dicho lo anterior, es claro que BANCOLOMBIA no tenía la calidad de 

DESTINATARIO FINAL del bien adquirido, lo que impide que pueda tenerse como 

consumidor financiero.  

 

Al respecto y en relación sobre dicho requisito para la prosperidad de una acción de 

protección al consumidor, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá sostuvo:  

 

“Con esta restricción, desde ya se anuncia que la sentencia será 

revocada en cuanto a dichos apelantes, porque los señores Barrero 

y Bernal no pueden ser considerados consumidores en el contrato de 

vinculación, si se advierte que, según el numeral 3º del artículo 5º de la 

Ley 1480 de 2011, sólo puede calificarse como tal a la “persona natural o 

jurídica que, como destinatario final, adquiera, disfrute o utilice un 

determinado producto, cualquiera que sea su naturaleza para la 

satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar o doméstica y 

empresarial cuando no esté ligada intrínsecamente a su actividad 

económica” (se subraya).  

 

Precisamente sobre la definición de “consumidor”, la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, aunque refiriéndose a la que traía el 

derogado Decreto 3466 de 1982, puntualizó lo siguiente en jurisprudencia 

que mantiene vigencia bajo la actual regulación, que conservó el lineamiento 

que destacó esa Corporación:  

 

“…para estos efectos estima la Corte que, con estrictez, siempre será 

forzoso indagar en torno a la finalidad concreta que el sujeto - 

persona natural o jurídica - persigue con la adquisición, utilización 

o disfrute de un determinado bien o servicio, para reputarlo 

consumidor sólo en aquellos eventos en que, contextualmente, aspire 

a la satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar, 

doméstica o empresarial - en tanto no esté ligada intrínsecamente a 
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su actividad económica propiamente dicha, aunque pueda estar 

vinculada, de algún modo, a su objeto social -, que es lo que 

constituye el rasgo característico de una verdadera relación de 

consumo. Este punto de vista, cabe resaltar, es el que puede identificarse 

en numerosos ordenamientos jurídicos que, como adelante se examinará, 

catalogan únicamente como consumidor a quien sea destinatario final del 

bien o servicio, o, por otro lado, exigen que la adquisición o utilización esté 

ubicada por fuera de la esfera de actividad profesional o empresarial de 

quien se dice consumidor4” (Subrayado y negrilla para resaltar)  

 

Por último y sin mayores reflexiones, bastará con indicar que la adquisición de 

inmuebles a través de la suscripción de encargos fiduciarios para realizar 

operaciones de leasing, es una actividad propia de la actividad económica del 

BANCO, de allí que no sólo no es destinatario final del “producto” sino que, el mismo 

fue justamente suscrito en el desarrollo de su actividad económica.  

 

Para concluir, se itera que yerra la falladora al considerar que, no había restricciones 

a la definición de consumidor financiero y tener como tal a BANCOLOMBIA cuando 

claramente no era el destinatario final del local comercial y la suscripción del encargo 

fiduciario es una actividad que está corresponde al objeto social del BANCO.  

 

iv) La sentencia de primera instancia no realizó ningún análisis en 

relación con el hecho de que, el negocio celebrado por BANCOLOMBIA 

con la suscripción del Encargo Fiduciario No. 0001100010252, estaba 

ligado intrínsecamente a su actividad económica y en consecuencia 

BANCOLOMBIA no podía ser tenido como consumidor ni reclamar la 

protección de derechos de esta clase.  

 

Como se abordó en el acápite precedente de este escrito, la falladora de instancia no 

realizó ningún análisis en torno a la calidad de BANCOLOMBIA en el sector 

financiero y si de cara a la suscrición del Encargo Fiduciario No. 0001100010252, 

se encontraba o no dentro de su actividad empresarial.  

 

Sobre la actividad bancaria, la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 13 de 

octubre de 2020, señaló:  

 

“Es indiscutible la trascendencia de la actividad financiera en la economía, 

tan es así que el artículo 335 de la Constitución Política consagra que a la 

par de la bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, 

aprovechamiento e inversión de los recursos de captación «son de interés 

 

4 Tribunal Superior de Bogotá. Sala Civil. Magistrado Ponente. Marco Antonio Álvarez. 

Radicación: 110013199001202149657 02  
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público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme 

a la ley, la cual regulará la forma de intervención del Gobierno en estas 

materias y promoverá la democratización del crédito». 

 

Precisamente, el Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero, señala como integrantes de éste a los establecimientos de 

crédito, de los cuales hacen parte los establecimientos bancarios, 

que en el artículo 2° se definen como las «instituciones financieras 

que tienen por función principal la captación de recursos en cuenta 

corriente bancaria, así como también la captación de otros 

depósitos a la vista o a término, con el objeto primordial de realizar 

operaciones activas de crédito». 

 

La importancia de tal actividad en el orden social y económico, la cual es de 

riesgo, necesita la existencia de controles y políticas que limiten su 

ejecución, medidas que imponen a las instituciones financieras un 

mayor grado de diligencia y profesionalismo, porque su labor 

implica tener el dominio del dinero que entra y sale de la entidad 

como resultado de la relación banco-cliente con todos los productos 

ofrecidos por aquel. 

 

En ese orden de ideas, las instituciones financieras están en la 

libertad de entablar la relación contractual con quien quiera acorde 

con sus estándares de calidad, seguridad y eficacia en la 

comercialización de bienes y servicios que ofrecen al público5.” 

(subrayado y negrilla para resaltar)  

 

De la jurisprudencia en cita, se destaca el reconocimiento de la importancia de la 

actividad bancaria en el orden social y económico del país, de allí las exigencias que 

se hacen en torno a la suma diligencia de quien la desempeñe pues no sólo es 

desarrollada por un profesional, sino que se trata de una actividad habitual, 

masiva y lucrativa, que para ser desarrollada requiere toda una organización la 

cual está conformada por expertos en diferentes áreas.  

 

Ahora bien, de acuerdo con el literal o) del artículo 7º del EOSF, dentro de las 

operaciones que tiene permitido un banco esta: “Realizar operaciones de leasing y 

arrendamiento sin opción de compra.”. 

Al respecto, resulta esencial señalar que, el “leasing financiero”, en cualquiera de 

sus categorías, es un contrato esencialmente atípico, pues no se halla ampliamente 

 

5 Corte Suprema de Justicia. Sala Penal. Sentencia de Tutela. Magistrado Ponente: Hugo Quintero 

Bernate. Radicado No. STP11842-2020 
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regulado en nuestro ordenamiento jurídico, ni se adecuaba a plenitud con las figuras 

ya reconocidas por el legislador.   

Por su parte, el Decreto Único del Sistema Financiero, define el leasing financiero -

operación celebrada entre BANCOLOMBIA y TENNIS- en los siguientes términos:  

“Entiéndase por operación de arrendamiento financiero la entrega 

a título de arrendamiento de bienes adquiridos para el efecto 

financiando su uso y goce a cambio del pago de cánones que recibirá 

durante un plazo determinado, pactándose para el arrendatario la 

facultad de ejercer al final del período una opción de compra.  

En consecuencia el bien deberá ser de propiedad del arrendador, derecho 

de dominio que conservará hasta tanto el arrendatario ejerza la opción de 

compra. Así mismo debe entenderse que el costo del activo dado en 

arrendamiento se amortizará durante el término de duración del contrato, 

generando la respectiva utilidad.” (subrayado y negrilla para resaltar)  

Todo lo anterior con el fin de señalar que:  

i) Las operaciones de leasing son operaciones típicas del BANCO, en el que 

este se debe desempeñar como el profesional que la ley y la jurisprudencia 

exige que se comporte.    

 

ii) Las operaciones de leasing implican la adquisición de un bien por parte de 

la entidad financiera para otorgarla en arrendamiento al locatario.  

 

iii) Le es exigible al BANCO una suma diligencia en la adquisición del bien que 

va a destinar a la operación de arrendamiento.  

 

iv) La suscripción de encargos fiduciarios con el fin de realizar un 

arrendamiento financiero es una actividad que el banco ejecuta en 

desarrollo de su objeto social principal.   

 

v) Conforme a las normas legales, cuando el BANCO realiza este tipo de 

operaciones, debe efectuar un estudio de títulos, el cual obra en el 

expediente y del que se resalta:  

 

(…) 
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De acuerdo con el documento mencionado, es claro que, pese a la diligencia 

que le es exigible al BANCO, no realizó nuevamente el estudio de los 
documentos que expresamente le indicaron en el estudio de títulos que se 

aportó al proceso.  
 

Así las cosas, es claro que si el fallador de primera instancia hubiera  analizado la 

calidad de profesional que tiene  BANCOLOMBIA, la diligencia que debía tener en 

este tipo de asuntos y que la suscripción de un encargo fiduciario con el objeto de 

entregar el inmueble en arrendamiento comercial era una actividad propia de este 

como BANCO, no habría podido arribar a la conclusión de que ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A. era responsable por violar su deber de información ni que el 

BANCO ostentaba la calidad de consumidor.  

v) La sentencia incurre en un yerro garrafal al declarar responsabilidad 

precontractual y contractual, cuando la primera, de acuerdo con la 

Jurisprudencia de las altas cortes, desaparece cuando se celebra el 

contrato y solo tiene función, en el mejor de los casos, interpretativa 

del contrato celebrado. 

  

De acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia las tratativas precontractuales 

cumplen dos funciones a saber:  

 

- Una indemnizatoria,  

- Y otra interpretativa.  

 

La función indemnizatoria sólo se presenta cuando se frustra la celebración del 

contrato, que es lo que se ha denominado “el interés negativo”, el cual consiste, en: 

“la pérdida que se origina al violar la expectativa que se tenía en no ser lesionado en 

el ejercicio de la libertad contractual, por haber confiado en la conclusión del contrato 

que no se celebre o que sea declarado nulo6” 

 

 

6 OVIEDO Albán, Jorge. Tratos preliminares y responsabilidad precontractual. Vniversitas. 

Bogotá (Colombia) N° 115: 83-116, enero-junio de 2008 
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Y la función interpretativa:  

 

“Así, los tratos preliminares cumplirán la función de permitir indagar por la 

real voluntad de los contratantes, frente a cualquier discrepancia que 

pudiere surgir durante la ejecución del contrato que se llegare a 

perfeccionar7.” 

 

Lo anterior, dado que, celebrado el contrato, el interés negativo no es lo que se 

indemniza sino el positivo, esto es, los daños que se causan con ocasión del 

incumplimiento de la o las obligaciones establecidas en el contrato celebrado.   

 

Y es que, celebrado el contrato, incluso si el incumplimiento se origina por actos del 

deudor realizados en la etapa precontractual, lo que se puede reclamar son los 

perjuicios del incumplimiento del contrato, pero nada relacionado con las tratativas 

precontractuales, que, se entienden subsumidas en el contrato.  

 

Piénsese en los eventos en que existe responsabilidad por vicios redhibitorios, la 

misma siempre es de carácter contractual pese a que, los hechos que dan lugar a ella 

se presentan en la etapa de formación del contrato.  

 

Ahora bien, sobre los daños indemnizables por responsabilidad por culpa in 

contrahendo, la Corte Suprema de Justicia con ponencia del doctor José Alejandro 

Bonivento, señaló:  

 

“Los participantes perjudicados tienen derecho a una 

indemnización CUYA MEDIDA YA NO SE ENCADENA CON EL INTERÉS 

DE CUMPLIMIENTO O INTERÉS POSITIVO –EXIGIBLE ÚNICAMENTE EN 

LA HIPÓTESIS DE CONTRATOS EFECTIVA Y VÁLIDAMENTE 

CELEBRADOS–, sino que vendrá dada por el que comúnmente se llama 

“interés negativo o de confianza”, ordenado por definición hacia el 

restablecimiento de la situación patrimonial negativa en la que puedan 

encontrarse aquellos por la confianza que tuvieron en que el curso normal 

de la negociación no se interrumpiría, … por el primero de aquellos 

conceptos –daño emergente– el damnificado podrá demandar el reembolso 

de los gastos ocasionados con motivo de tales negociaciones, mientras que 

a título de ganancias frustradas habrá lugar a reclamar beneficios ciertos 

que se hayan dejado de percibir en razón de las actuaciones 

precontractuales que no progresaron debido al retiro injustificado de la otra 

parte, este último teniendo en cuenta, obviamente, que no se trata del lucro 

cesante por incumplimiento de la propia relación negocial proyectada –pues 

una utilidad de esa naturaleza integra sin duda el interés positivo o de 

 

7 Ibídem.  
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cumplimiento que, como se advirtió antes, presupone un contrato ab initio 

válido y perfecto– sino de la pérdida que significa el que, por haber confiado 

en que el otro negociador haría lo necesario para llegar a la perfección del 

vínculo contractual proyectado, se haya abandonado una posición 

económicamente favorable y existente en realidad al momento del evento 

dañoso –v. gr. la posibilidad cierta de celebrar otro contrato distinto– que le 

habría reportado ventaja8.” (subrayado y negrilla para resaltar).  

 

El anterior pronunciamiento fue traído a colación por la Corte Suprema de Justicia, 

quien en sede de casación y con ponencia de la doctora Margarita Cabello, en 

relación con la responsabilidad por culpa in contrahendo, señaló a modo de 

conclusión lo siguiente:  

 

“Dedúcese de lo plasmado, atendiendo la doctrina y la jurisprudencia 

memoradas, que todo daño generado durante las conversaciones 

planteadas en procura de un negocio determinado, cuya génesis, 

eventualmente, derive del rompimiento abrupto y sin causa 

justificativa de las mismas ó de la comisión de actos exentos de 

buena fe, debe ser reparado y de manera integral (Art. 16 Ley 446 

de 1998). Tal acción reparadora comprenderá, por supuesto, los 

conceptos tradicionales que estructuran la indemnización de 

perjuicios, por ejemplo y según el caso, el daño emergente, el lucro 

cesante, la posible afectación moral etc., en el entendido, eso sí, que 

dicho resarcimiento no puede pretenderse bajo características 

idénticas a las que originarían la indemnización por el no 

cumplimiento de la prestación pretendida si el contrato promovido 

hubiese llegado a feliz término, habida cuenta que no es el interés 

positivo el que debe repararse sino el negativo o de confianza, en los 

precisos términos concebidos por la Corte. En este propósito, la 

indemnización pretendida tiende, esencialmente, a volver las cosas al 

momento en que se encontraban cuando la víctima decidió emprender las 

conversaciones truncadas y colocarlo en condiciones tales como si nunca 

hubiese acometido las mismas (id quod contractum initum non fuiste), amén 

de repararle las probables pérdidas o daños colaterales9”. (subrayado y 

negrilla para resaltar)  

 

Así las cosas, es claro que yerra el fallador de primera instancia al hallar a ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. responsable extracontractualmente por “violación al 

 

8 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 23 de noviembre de 1989, 

Magistrado Ponente.  José Alejandro Bonivento Fernández 
9 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 5 de agosto de 2014. 

Magistrado Ponente: Margarita Cabello. Radicado No. SC10103-2014 
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deber de información, lealtad y buena fe”, cuando en el caso que nos ocupa media 

un contrato válidamente celebrado.  

 

Rememórese que sólo hay lugar a hablar de responsabilidad por culpa in 

contrahendo, cuando el negocio no se celebra o el mismo es invalidado con ocasión 

de los actos de mala fe de una de las partes comete durante la negociación del pacto, 

circunstancias que de manera alguna se presentan en el caso objeto de estudio.  

 

Por todo lo anterior, es claro que la sentencia de primera instancia debe ser revocada, 

en tanto que, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., no puede ser tenida como 

responsable extracontractualmente de los “perjuicios” que aduce haber sufrido la 

sociedad demandante.  

 

vi) La falladora de primera instancia desconoce que sólo hay lugar a 

indemnizar perjuicios en la etapa precontractual, en las hipótesis de 

“interés negativo”, pero que, una vez celebrado el contrato, la 

responsabilidad que se derive de su celebración, ejecución y 

liquidación tiene el carácter de contractual.  

 

Como se expuso en el acápite precedente, cuando el Despacho en la sentencia objeto 

de este recurso afirma:  

“Conforme a las normas citadas, el consumidor financiero y en general 

toda parte contractual tiene derecho a obtener una información 

clara, cierta, transparente y veraz del producto ofrecido, en este 

caso, del encargo fiduciario, su objeto, características y demás 

efectos, a fin de que no se le induzca a error respecto de las 

condiciones del mismo, sus derechos y obligaciones, por lo que oferente 

es responsable de su contenido. 

 

(…)  

 

Así las cosas, la sociedad demandada no obró de buena fe exenta de 

culpa en la etapa precontractual, puesto que incluyó una cláusula ajena 

a la realidad del momento en que se suscribió el contrato de encargo 

fiduciario No 0001100010252, dado que como se ha referido, para la fecha 

de su firma con  BANCOLOMBIA, ya se había proferido acta de verificación 

de requisitos para el giro de los recursos a la promotora del proyecto, por lo 

que se debió haber informado de tal situación a la inversionista 

demandante y obviamente no haber incluido tal cláusula y menos aún como 

objeto del mismo, que se repite, era una circunstancia totalmente ajena a la 

realidad. 
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(…) 

  

Como conclusión de lo anterior, resulta evidente que la conducta de la 

sociedad     demandada no se ejecutó de buena fe exenta de culpa, sino 

que se ocultó información preponderante que de haberse conocido 

por la parte actora, claramente hubiese modificado el objeto del 

contrato o incluso no hubiese existido, porque una vez cumplidos los 

requisitos por la promotora para la transferencia de los recursos de los 

inversionistas, como lo certificó el representante de la fiduciaria, obviamente 

no tenía por qué haber recibido los  dineros de la sociedad demandante, por 

lo que se configura la alegada responsabilidad precontractual en 

cabeza de la sociedad demandada.” (subrayado y negrilla para resaltar)  

 

Yerra el juzgador de primera instancia en los apartes citados en:  

- Encontrar responsable precontractualmente a ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., por los hechos ocurridos en fase preparatoria del contrato, 

desconoce la doctrina y la jurisprudencia que existe en torno a la culpa in 

contrahendo en lo que respecta a que, celebrado el contrato lo que puede 

reclamarse es el denominado interés positivo, que no es otra cosa que el 

perjuicio que se genera a partir del incumplimiento de una obligación.  

 

- La doctrina y jurisprudencia mayoritaria sitúan la responsabilidad 

precontractual como extracontractual y téngase en cuenta que, se ha dicho, 

que existe indebida acumulación de pretensiones cuando se formulan como 

principales pretensiones de responsabilidad extra y contractual, luego ¿cómo 

una sentencia puede encontrar responsable al demandado por estos dos 

títulos cuando son excluyentes? 

 

Dicho lo anterior, no existe duda en torno a que la sentencia incurre en sendos 

errores al estimar que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., es responsable 

precontractualmente cuando media un contrato, que dicho sea de paso no fue 

incumplido por mi representada y que, en todo caso, no existe nexo de causalidad 

entre el daño que alega haber sufrido el BANCO y la conducta desplegada por mi 

mandante.  

vii) La falladora de primera instancia, a pesar de señalar en su fallo que la 

acción invocada por BANCOLOMBIA no era una acción de protección 

de consumidor, se vale de las normas que regulan los derechos del 

consumidor para declarar responsable precontractualmente a ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA. De allí que el fallo no sea coherente ni 

congruente, tanto en relación con las pretensiones, como en los 

fundamentos de derecho que se emplean para resolver los problemas 

jurídicos planteados. 
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En relación con este reparo, conviene rememorar que el artículo 281 del Código 

General del Proceso, establece:  

 

“Artículo 281. Congruencias. La sentencia deberá estar en consonancia 

con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás 

oportunidades que este código contempla y con las excepciones que 

aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 

 

(…)” (subrayado y negrilla para resaltar).  

 

Es decir que la sentencia no gozará de congruencia cuando lo fallado no se 

compadezca de lo solicitado.  

 

Ahora, si bien es cierto que, de acuerdo con la norma citada, la congruencia no 

abarca las consideraciones o fundamentos de derecho que realiza el juez en la 

sentencia, no puede omitirse o dejarse de censurar que, en el fallo proferido por el 

Juzgador de instancia, este asegura que lo invocado por BANCOLOMBIA no es una 

acción de consumidor financiero y sin embargo, se vale de las normas previstas en 

este estatuto para fundamentar la supuesta responsabilidad precontractual que le 

endilga a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.   

 

Al respecto y como se expuso de manera precedente, la demanda formulada por 

BANCOLOMBIA pretendía entre otras que, se declarara que el BANCO tenía la 

calidad de consumidor financiero y además dentro de las pretensiones en los 

denominados incumplimientos precontractuales, se invoca entre otras, normas del 

estatuto del consumidor financiero y en la sentencia el Juez invoca las previsiones 

del Estatuto del Consumidor, así:   

 

“Por su parte la Ley 1328 de 2009 en su artículo 3 aplicable para la 

sociedad demandada, por ser una entidad vigilada por la Superintendencia 

Financiera, establece como principios en sus relaciones con los 

consumidores financieros     en su literal a), el de la “Debida Diligencia”, que 

consiste en que “deben emplear la debida diligencia en el ofrecimiento de sus 

productos o en la prestación de sus servicios a los consumidores, a fin de que 

estos reciban la información y/o la atención debida y respetuosa en desarrollo 

de las relaciones que establezcan con aquellas, y en general, en el 

desenvolvimiento normal de sus operaciones.”  

 

Del mismo modo, como derechos de los consumidores financieros, establece 

el artículo 5 en su literal b “Tener a su disposición, en los términos establecidos 

en la presente ley y en las demás disposiciones de carácter especial, 

publicidad e información transparente, clara, veraz, oportuna y verificable, 

sobre las características propias de los productos o servicios ofrecidos y/o 
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suministrados. En particular, la información suministrada por la respectiva 

entidad deberá ser de tal que permita y facilite su comparación y comprensión 

frente a los diferentes productos y servicios ofrecidos en el mercado.” 

(subrayado y negrilla para resaltar).  

 

Lo anterior, aun cuando sostiene a lo largo de todo el fallo que la acción impetrada 

por BANCOLOMBIA es una de responsabilidad y no una de consumidor financiero.  

 

Es menester retomar en este punto que, en aclaración de voto proferida dentro del 

proceso identificado con el radicado 001 2020 43285 01, dos magistrados de la Sala 

Civil del Tribunal Superior de Bogotá señalaron: 

 

“Como se ha dicho por esta corporación en otras ocasiones, las 

relaciones jurídicas deben gobernarse por el dispositivo legal 

previsto por el legislador de manera concreta, tanto más en 

tratándose del régimen específico contemplado en el derecho 

moderno para proteger a los consumidores, que es de linaje 

imperativo, como establece el inciso primero del art. 4º de la ley 1480 de 

2011: “Las disposiciones contenidas en esta ley son de orden público. 

Cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita, salvo en los 

casos específicos a los que se refiere la presente ley.”  

 

Dentro de esa concepción, es puesto en razón que el estatuto del 

consumidor, examinadas sus reglas especialmente protectoras, solo 

pueden aplicarse a las relaciones de consumo, mas no a las 

situaciones ajenas, que son propias del derecho común. Aplicación 

que debe ser restringida o excepcional dado ese carácter imperativo 

que se desliga de la conmutatividad propia de la contratación 

común, fundada ésta en la igualdad de las partes, pero que ya no muestra 

observancia en las relaciones de consumo10.” (subrayado y negrilla para 

resaltar)  

 

Dicho lo anterior, yerra la juzgadora -a pesar de que también invoca normas del 

denominado derecho común- al tener como fundamento para imputar 

responsabilidad precontractual a mi mandante, las normas del estatuto del 

consumidor, cuando BANCOLOMBIA no puede ostentar dicha calidad.  

 

Más aún, su sentencia presenta una contradicción evidente y es que, niega que la 

acción sea de protección al consumidor, pero se aplican sus normas para imputar 

responsabilidad a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.  

 

10 Aclaración de voto de la magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez y el magistrado José 

Alfonso Isaza Dávila dentro del Proceso Verbal Carlos Fernando Faccini Orozco y otros vs. 

Inversiones CAFI y otros. Rad. 001 2020 43285 01 
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En todo caso, se resalta que, en la sentencia se acude a “reglas especialmente 

protectoras” que no son aptas para regular una relación entre dos entidades vigiladas 

y respecto de las cuales no media una relación de consumo.  

 

viii) El fallo de primera instancia desconoce que, en el ámbito de cargas de 

la autonomía privada de la libertad, sólo se puede endilgar 

responsabilidad por falta de información, cuando quien la reclama es 

un IGNORANTE LEGÍTIMO y BANCOLOMBIA no lo era; de hecho, 

contrario a eso, la demandante es o debía ser un experto conocedor 

del negocio que celebró, dada su calidad de profesional.   

 

En relación con este punto, conviene retomar lo señalado por el doctrinante Carlos 

Alberto Chinchilla Imbet, en relación con la diligencia como límite al deber de 

información, así:  

“La buena fe requiere un comportamiento libre de toda actitud 

incorrecta, por ello un comportamiento negligente no podría jamás 

estar acorde con la corrección exigida por la buena fe, en cuanto es 

incompatible con el espíritu de honestidad, lealtad y respeto por el 

interés ajeno que le son propios. Se exige un comportamiento cuyo patrón 

directriz es la diligencia como requisito adicional que deriva de la buena 

fe11”. (Subrayado y negrilla para resaltar).  

 

Lo anterior, requiere una breve reflexión en torno a que, entre iguales, el deber de 

información no tiene un espectro tan amplio como el que alcanza en el derecho de 

consumo, el cual pretende proteger a una parte débil de la relación, circunstancia 

que de manera alguna es admisible en las relaciones reguladas por el derecho 

común.  

 

En las relaciones entre iguales y más en una en la que ambas partes tienen la calidad 

de profesionales, el deber de información se ve limitado por la diligencia de la parte 

para cerciorarse de las condiciones del negocio y de su conveniencia, máxime si como 

en el caso que nos ocupa, la suscripción del encargo tenía como objeto adquirir un 

inmueble para un tercero que, dicho sea de paso, iba a realizar una operación de 

crédito con el BANCO.  

 

Al respecto señala el precitado autor:  

 

 

11 Chinchila, Carlos Alberto. El deber de información contractual y sus límites. Revista 

Uexternado. Link: 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/2992/3432 
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“La diligencia exigida al acreedor de la información implica el deber 

de tomar iniciativas oportunas dirigidas a conseguir la información 

necesaria y determinante que le permita cumplir con dos cometidos, 

por una parte, el interno, el cual permite fortalecer el propio 

consentimiento para determinar la conveniencia de celebrar el 

contrato y ejecutarlo conforme a los cánones de la buena fe. Y por la 

otra, el externo, que exige comunicar a la contraparte de manera clara, 

precisa y veraz la información que consiguió, de forma que permita la 

ilustración y orientación de ambos contratantes en la formación, celebración 

y ejecución de los contratos, y por supuesto preservar el interés que les 

asisten. 

 

Así pues, la diligencia, en su cometido interno, es el instrumento de 

control que limita el deber de informar que le asiste al deudor en 

relación con el contenido de la información que este debe 

suministrar al acreedor, por cuanto le exige a este último tomar la 

iniciativa de informarse. De ahí que el acreedor de la información 

no deberá adoptar un comportamiento pasivo y, por el contrario, 

deberá buscar diligentemente la información que de acuerdo con su 

posición deba conocer, en aras de una adecuada colaboración en el 

cumplimiento de las obligaciones emanadas de la relación negocial. 

 

En este orden de ideas, la diligencia como límite al deber de 

información nos permite afirmar que sólo es factible edificar un 

incumplimiento del deber de informar sobre la base de que el 

acreedor de la información se encontraba en una posición de 

ignorancia excusable y legítima, al propio tiempo que el deudor 

tenía el deber de informarlo debido a su situación. Por esta razón, una 

genérica afirmación de ignorancia por parte del acreedor resultará 

insuficiente para imputar el incumplimiento del deber. De ahí que sea 

necesario determinar si quien dice no haber sido informado se encontraba 

obligado a informarse y no lo hizo12.” (subrayado y negrilla para resaltar)  

 

De la anterior cita y descendiendo al caso en concreto, tenemos que:  

 

i) BANCOLOMBIA es un profesional, no un consumidor,  

 

ii) BANCOLOMBIA no se encuentra en posición de inferioridad respecto de 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., de hecho, en el negocio de leasing 

tiene más conocimientos que la fiduciaria, dado que esta no celebra 

 

12 Ibídem.  
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directamente este tipo de negocios por no ser una de las actividades 

permitidas, mientras que ese negocio sí está permitido para el Banco.   

 

iii) La información que echa de menos BANCOLOMBIA y que afirma que no le 

fue suministrada, era de aquella que podía obtener actuando con la 

diligencia propia de una entidad bancaria y hasta actuando como un buen 

hombre de negocios simplemente.  

 

iv) BANCOLOMBIA no probó durante el proceso que le hubiera solicitado a 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., ningún tipo de información y lo 

que es peor, de los documentos exhibidos se colige que, para la suscripción 

del negocio, dicha entidad debía realizar una serie de verificaciones que no 

realizó.  

 

Dicho lo anterior y contrario a lo que afirma el Despacho en relación con la diligencia 

y su vocación para limitar el deber de información, la diligencia sí es un límite a ésta, 

dado que, no se puede simplemente señalar que no se le suministró la información 

e imputar responsabilidad por ello, cuando no existe prueba de la actitud positiva 

de BANCOLOMBIA por enterarse de las condiciones del negocio y contrario sensu 

existe prueba de que, el BANCO no realizó las verificaciones que le correspondía de 

acuerdo con la normatividad aplicable y tal y como se lo habían señalado en su 

propio estudio de títulos.  

 

Menos aún, cuando el propio BANCO había realizado con anterioridad otros doce 

(12) negocios similares de encargos fiduciarios para la ejecución de los contratos de 

leasing, con los que se tenía PLENO conocimiento de que en noviembre de 2014 

deberían estar cumplidas la totalidad de las condiciones para el desembolso de los 

dineros, como lo era que el predio estuviera en cabeza del patrimonio.  

 

Especial mención en este punto conviene hacer en relación con que, si el Despacho 

no hubiera limitado la prueba pericial hasta tal grado de hacerla inocua y hubiera 

permitido la revisión de los demás encargos fiduciarios, no habría siquiera debate 

en relación con:  

 

- El conocimiento que tenía el BANCO en relación con el proyecto MARCAS 

MALL y las condiciones de sus encargos.  

 

- No podía alegar haber sido “engañado” por la falta de información 

suministrada por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., ya que con la 

verificación de los otros encargos sería evidente que no había manera de que, 

BANCOLOMBIA ignorara las condiciones propias del negocio.   

 

No se puede dejar de mencionar, que fue gravemente violado el derecho de defensa 

de la parte demandada, cuando el propio juez negó que se exhibiera por parte del 
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BANCO los documentos de los otros contratos de leasing que había celebrado con 

otros clientes, respaldando indebidamente la posición del BANCO con la que eludió 

facilitar la documentación requerida, so pretexto de que era reservada. 

 

Téngase en cuenta que la negativa del Juez de decretar las pruebas para acreditar 

el conocimiento que BANCOLOMBIA tenía del negocio por la celebración de los 

negocios constituye una flagrante violación al derecho de defensa y el debido 

proceso, que no fue subsanado por ningún medio legal y respecto de lo cual se 

solicita se tomen los correctivos necesarios, so pena de continuar con la violación de 

esos derechos. 

 

Pero si lo anterior no fuera suficiente y si se aceptara que, BANCOLOMBIA en la fase 

precontractual no tuvo manera de enterarse del cumplimiento del punto de 

equilibrio, es preciso rememorar que, de acuerdo con el encargo No. 

0001100010252, que es el que atañe a este proceso, la fecha de cumplimiento de las 

condiciones era 20 de mayo de 2015¸ tal y como se aprecia en el parágrafo primero 

de la cláusula primera la cual se cita a continuación:  

 

 

 

Y que, de acuerdo con la demanda y lo acreditado en el proceso, llegada esta fecha 

BANCOLOMBIA no solicitó ninguna información a ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., sobre el cumplimiento del punto de equilibrio y en cambio en este 

encargo fiduciario realizó seis (6) pagos más en las siguientes fechas:  

 

- 9 de junio de 2015 

- 9 de julio de 2015 

- 11 de agosto de 2015 

- 9 de septiembre de 2015 

- 9 de octubre de 2015 

- 9 de noviembre de 2015 

 

Se resalta que, el BANCO llegado el 20 de mayo de 2015 -conociendo esta fecha 

porque la misma estaba en el encargo individual y en el MR-799- no realizó ninguna 

acción positiva tendiente a averiguar sobre la acreditación del punto de equilibrio.  

 

Este actuar despreocupado, negligente y carente de todo cuidado es lo que 

demuestra que, el BANCO no se comportó con la diligencia que le es exigible, 

circunstancias que, de suyo debió ser valorada en la sentencia e impactar en el 

análisis del problema jurídico que se le trajo al Despacho.  
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Y es que, es claro que para la fecha en que se suscribió el encargo 

No.0001100010251 materia de este proceso, ya habían sucedido todas las 

condiciones previstas, y que el banco no hubiera hecho el menor esfuerzo por 

enterarse o verificar si ello era así, antes de firmar el encargo y con posterioridad de 

suscrito, no hace que la fiduciaria hubiera actuado de mala fe, sino que demuestra 

plenamente la falta de profesionalismo y de cuidado con la que actuó el BANCO. 

 

En el mismo sentido, es evidente que, BANCOLOMBIA fácilmente hubiera podido 

cerciorarse si el inmueble había sido o no transferido al Patrimonio Autónomo 

cuando suscribió el contrato dado que, el certificado de libertad y tradición es un 

documento público y de fácil acceso.  

 

Para concluir, falla el Despacho al señalar que BANCOLOMBIA era un ignorante 

legítimo y que, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. es responsable por no 

suministrarle una información que por demás estaba al alcance del BANCO y que, 

podía ser analizada por todo el equipo jurídico que tiene a su disposición, de hecho, 

le bastaba cumplir con las recomendaciones que le habían hecho los abogados que 

contrató para hacer el estudio de títulos de los bienes y, contrario a eso, las 

desconoció abiertamente, es decir, actuó de manera negligente e imprudente, por lo 

que no puede alegar su propia culpa en su favor.   

 

ix) El Despacho omitió cualquier consideración en torno al carácter 

profesional de BANCOLOMBIA y su obligación de haber verificado al 

momento de la suscripción del encargo, si el inmueble estaba 

transferido o no al patrimonio autónomo.  

 

Como se señaló en la sustentación del reparo anterior, BANCOLOMBIA podía y debía 

averiguar fácilmente si al momento de la celebración del contrato se había 

transferido el inmueble, lo que era una señal clara en relación con el cumplimiento 

del punto de equilibrio.  

 

Sobre el particular, téngase en cuenta que el 15 de enero de 2015 se suscribió el 

encargo fiduciario No. 0001100010252 entre ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

y BANCOLOMBIA y que, de acuerdo con la información que reposa en el Folio de 

Matrícula del inmueble denominado “Lote Baxter” la escritura de compraventa del 

mismo fue suscrita el 19 de noviembre de 2014 y la inscripción en la oficina de 

registro se dio el 1 de diciembre de 2014, es decir, más de un mes de anterioridad 

a que BANCOLOMBIA suscribiera el encargo fiduciario.  

 

Conviene rememorar que, en el estudio de títulos del BANCO se señala:  
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Y que especial mención merecen los numerales 1 y 3.  

 

El primero porque en este se señala específicamente que alcanzado el punto de 

equilibrio el proyecto, la fiduciaria iba a tener con qué girar el anticipo a los 

propietarios del lote, es decir que, contrario a lo que se ha indicado en torno a que, 

los recursos que se recaudaron en el proyecto no podían ser usados para pagar los 

inmuebles, dicha circunstancia era conocida por el BANCO y además estaba 

presente en el contrato de fiducia mercantil inmobiliaria que dio lugar al 

FIDEICOMISO FA-2351, en el numeral 4º de la cláusula décimo primera, la cual 

señala a su tenor literal:  

 

“4. Girar con cargo a los recursos existentes en el FIDEICOMISO el saldo 

correspondiente al valor de la cada uno de los inmuebles conforme a la 

promesa de compraventa suscrita por el la (sic) DESARROLLADORA DEL 

PROYECTO con LOS PROPIETARIOS DE LOS LOTES. Lo anterior, en el 

evento que EL FIDEICOMITENTE no haya realizado el pago directamente 

a los PROPIETARIOS DE LOS LOTES”.  

 

Y en el punto 3, en tanto que, de acuerdo con el propio estudio de títulos del BANCO, 

una vez se formalizara la negociación DEBÍA VERIFICAR una serie de documentos 

que le habrían permitido determinar que el inmueble había sido transferido y, en 

consecuencia, que se había llegado al punto de equilibrio.  
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En este punto resulta imperioso preguntarse ¿cómo puede señalar el fallador de 

primera instancia que BANCOLOMBIA resultó “engañado” con el actuar de 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., si el BANCO realizó un estudio de títulos 

del inmueble, el cual establecía, sin asomo de duda, la necesidad de verificar todos 

los documentos que se señalan en el punto 3)?  

 

Además, cómo puede señalar la falladora de instancia que, BANCOLOMBIA resultó 

defraudada en su buena fe, cuando la información que echa de menos estaba al 

alcance de solicitar un certificado de libertad y tradición del inmueble, el cual es, 

entre otras cosas, una actuación de rutina en este tipo de negocios.  

 

Por último, no puede dejar de destacarse que, el estudio de títulos es de 16 de julio 

de 2014 y el contrato se suscribió casi seis (6) meses después, esto es el 15 de enero 

de 2015, es decir que, BANCOLOMBIA a pesar de todo el tiempo transcurrido entre 

el estudio de títulos y la suscripción del contrato, NO REALIZÓ LA VERIFICACIÓN 

QUE SUS PROPIOS PROFESIONALES ALLÍ LO RECOMENDABAN.  

 

Al respecto conviene rememorar el viejo adagio del derecho romano “NEMO 

AUDITUR PROPRIAM TURPITUDINEM ALLEGANS” esto es, “NADIE PUEDE 

ALEGAR SU PROPIA CULPA”, lo que no significa otra cosa que, no es digno de ser 

oído ni menos que se le tutele por la justicia un bien jurídico a una persona cuya 

conducta es reprochable y es que, no se puede pretender acudir a la justicia para 

pedir la protección de los derechos bajo la conciencia de que el comportamiento no 

está conforme a la ley y los fines que persigue la misma norma13.  

 

En este punto, BANCOLOMBIA invoca la buena fe y la violación al deber de 

información cuando su actuar no se sujeta al estándar de un profesional de este tipo 

de negocios.  

 

Acude BANCOLOMBIA a la justicia a pedir que se le amparen sus derechos cuando 

de haberse comportado de forma diligente, esto es, siguiendo la recomendación de 

su estudio de títulos y pidiendo un certificado de libertad y tradición del inmueble 

habría podido determinar que se había transferido el inmueble y cumplido el punto 

de equilibrio. 

 

Y si esto no fuera suficiente se llama la atención del Ad quem en cuanto a que, no 

obra ninguna prueba en el expediente que, al momento de suscribir el encargo 

BANCOLOMBIA hubiera solicitado ninguna información de ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., constituye un completo descuido del BANCO que este suscribiera 

un contrato con una información de seis (6) meses atrás.  

 

 

13 Corte Constitucional. Sentencia de tutela T-122/17. Magistrado Ponente: Luis Guillermo Pérez.  
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La forma en la que suscribió el contrato y las condiciones en las que lo hizo, si se 

considera un error, es imputable a su propia negligencia y no es posible hacer 

responsable de ella a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S. A. 

 

Mas grave es el yerro del juez de primera instancia cuando pretende que los dineros 

provenientes del encargo materia de este proceso, supuestamente le fueron 

entregados al fideicomitente antes de que se hubiera adquirido el inmueble para el 

patrimonio, lo que supuestamente constituye un incumplimiento. 

 

Nada más alejado de la realidad, que demuestra ampliamente el garrafal error en 

que incurre el juez, por la simple razón de que el encargo se firmó con posterioridad 

a la fecha en que el dinero de los demás encargos firmados hasta noviembre de 

2014, ya habían sido entregados al promotor en ese mismo mes, de manera que 

no era posible que los dineros que se entregaron por parte del banco a partir de 

enero de 2015 se hubieran podido entregar indebidamente en noviembre de 

2014, por la simple imposibilidad de que la entrega fuera retroactiva. 

 

x) En la sentencia no se realizó ninguna mención al estudio de títulos 

realizado por la misma entidad, en el que claramente se señala que se 

debía verificar nuevamente la transferencia del inmueble, lo cual 

omitió. 

 

En línea con el reparo anterior, es claro que, el estudio de títulos del BANCO es una 

prueba irrefutable de la falta de diligencia en la que incurrió BANCOLOMBIA, con 

la suscripción del encargo fiduciario, si es que es cierto que, de haber conocido las 

condiciones en las que se encontraba el negocio no se hubiera vinculado o lo hubiera 

hecho de manera diferente como señala en la demanda.  

 

Al respecto, es preciso retomar que el estudio de títulos tiene fecha de 16 de julio 

de 2014 y el contrato se suscribió casi seis (6) meses después, esto es el 15 de enero 

de 2015, sin embargo, lo que resulta más llamativo es lo mencionado en el punto 3 

de este documento, en el que, se señala que al momento de formalizar el negocio 

BANCOLOMBIA debe realizar una serie de verificaciones que como quedó 

demostrado en el proceso, el BANCO NO HIZO.  

 

Dicho lo anterior, es claro que, el BANCO no obró con la diligencia que es exigible 

de una entidad bancaria y que, su vinculación al negocio MARCAS MALL no se 

realizó como consecuencia de una falta de información atribuible a ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., sino a un hecho propio de su actuar como 

profesional.  

 

En otras palabras, si es que fuera cierto que, BANCOLOMBIA conociendo que, ya se 

habían cumplido los requisitos del punto de equilibrio se hubiera vinculado de otra 

manera al proyecto -afirmación huérfana de prueba, dado que nunca ha señalado 
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cómo se habría vinculado- o no se hubiera vinculado -otra afirmación sin sustento, 

máxime si se retoma que dentro de los correos aportados en la exhibición de 

documentos se observa que aun cuando el negocio presentaba incumplimientos, un 

año después de suscrito el encargo y de haber entregado dineros, el BANCO estaba 

dispuesto a suscribir otrosí al contrato- lo cierto es que, el supuesto engaño del que 

alega fue víctima no se hubiera podido concretar si hubiera actuado con la pericia 

que le es exigible como entidad bancaria y atendiendo las cargas de la 

autorresponsabilidad negocial. 

 

xi) En la sentencia tampoco se realizó ninguna valoración, en cuanto al 

conocimiento que tenía BANCOLOMBIA, en torno a que los inmuebles 

en los cuales se iba a desarrollar el proyecto, serían pagados con parte 

de los dineros que se recaudaran con los encargos que se celebraban 

y, contrario a eso, señala que haber permitido el uso de los dineros 

recaudados para el pago de los predios, hace responsable a mi 

mandante.   

 

En relación con este reparo, resulta esencial señalar que el reproche que se hace en 

la sentencia de la forma en la que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., realizó la 

administración de los recursos de los inversionistas es preciso indicar:  

- En el contrato de fiducia mercantil que dio origen al denominado Fideicomiso 

MARCAS MALL FA 2351, se establecía, en el numeral 4º de la cláusula 

decimoprimera, que el pago de los lotes se iba a hacer con cargo a los recursos 

aportados por los inversionistas.  

 

- De allí que el uso de los recursos aportados por los inversionistas -diferentes 

a BANCOLOMBIA - para terminar de pagar el precio del denominado Lote 

“Baxter” era una conducta legítima a las luces del contrato que dio origen al 

FA 2351.  

 

- Así mismo, la transferencia de los recursos aportados por BANCOLOMBIA al 

promotor no es otra cosa que, el cumplimiento de las estipulaciones 

contractuales según las cuales acreditadas las condiciones del punto de 

equilibrio los recursos debían ser entregados al promotor para que este por su 

cuenta y riesgo adelantara la construcción del centro comercial. 

 

Así las cosas es claro que, la administración que realizó ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., de los recursos de los inversionistas y en general de los 

inversionistas se sujetó a las previsiones establecidas en los contratos tanto el que 

dio origen al FA 2351 como el del MR-799 y los encargos individuales que se 

suscribieron con ocasión de los dos primeros.  
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Al respecto y en este punto, es preciso llamar la atención al Ad quem en cuanto a 

que, con independencia de lo manifestado en relación con el manejo de los recursos 

de los demás inversionistas, el caso de BANCOLOMBIA se aparta de los supuestos 

fácticos de los demás dado que:  

- BANCOLOMBIA se vinculó al proyecto cumplidas las condiciones del 

punto de equilibrio.  

 

- Los recursos del BANCO fueron transferidos al promotor habiéndose cumplido 

todas las condiciones del punto de equilibrio.  

 

- Si bien con la demanda se pretendió cuestionar la fecha en la cual se firmó el 

acta de verificación del punto de equilibrio, así como la acreditación de la 

condición relacionada con el número de encargos suscrito, lo cierto es que, el 

BANCO no logró demostrar dichas afirmaciones a lo largo del proceso. Se trata 

de una más de los múltiples hechos alegados en la demanda que quedaron 

huérfanos de prueba. Nótese que en el hecho 2.26 de la demanda, se señala:  

 

 

 

 
 
Documento que no fue aportado como prueba -no se anuncia en la 

documental - y el cual por demás no tiene la facultad de desvirtuar lo 
establecido en el acta del 4 de noviembre de 2014, pues ni siquiera existe 

certeza de su creador o la fecha de emisión. 
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- Los recursos aportados por BANCOLOMBIA no fueron usados para el pago de 

los lotes, aunque si hubiera sido de esta manera, dicha actuación no 

contravenía las estipulaciones contractuales del FA 2351.  

 

- Los recursos aportados por BANCOLOMBIA, así como los de todos los 

inversionistas fueron invertidos en el proyecto, dado que, el FA 2351 no fue 

un patrimonio del que se sustrajeran recursos, sino que el mismo fue 

superavitario.  

 

Dicho lo anterior, es claro que yerra la falladora al encontrar configurada la 

responsabilidad de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., cuando mi representada 

administró los recursos con sujeción a las previsiones de los contratos suscritos por 

las partes.   

xii) La falladora incurrió en un yerro garrafal al no ubicar en el tiempo los 

hechos que motivaron la demanda y, como consecuencia de ello, no 

advirtió que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA no pudo incumplir ni el 

encargo fiduciario No. 0001100010252, ni el contrato de preventas 

MR-799, dado que, para el momento de su suscripción, TODAS LAS 

CONDICIONES PREVISTAS EN ESTOS se hallaban cumplidas, por lo 

que legalmente es imposible incumplir algo que ya había sucedido con 

anterioridad a la firma del contrato.  

 

Es menester resaltar como se ha hecho a lo largo de este escrito que, el encargo 

fiduciario No. 0001100010252 fue suscrito el 15 de enero de 2015 por 

BANCOLOMBIA, TENNIS, EL PROMOTOR DEL PROYECTO y la sociedad que 

represento, tal y como se evidencia en el precitado contrato:  
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Para esta fecha el inmueble en el que se iba a desarrollar el proyecto ya se encontraba 

a nombre del Fideicomiso, circunstancia que reconoce la sentencia así:  

 

“(…) quedó en cabeza del fideicomiso, mediante escritura 2845 del 19 de 

noviembre de 2014 de la Notaría 11 de Cali, como consta en la anotación 

011 (…)” 

 

Nótese que, en el momento en que, se suscribió el encargo por BANCOLOMBIA, por 

lo menos tres (3) meses atrás se había producido el cumplimiento de las condiciones 

del punto de equilibrio ¿luego cómo podía incumplirse una cláusula que ya se había 

acreditado en su totalidad?  

 

Y es que, de acuerdo con la RAE, incumplimiento es: “Falta de cumplimiento” y dado 

que, estando acreditadas las condiciones mi representada procedió conforme a las 

instrucciones que le fueron dadas en el contrato a “transferir los recursos al promotor” 

¿dónde reside su incumplimiento? 

 

Si mi representada no hubiera barrido los recursos al promotor o los hubiera 

entregado a una persona diferente es claro que, se habría configurado el 

incumplimiento, pero no puede señalarse tan laxamente por el Despacho que se 

configura un incumplimiento cuando  las condiciones señaladas en este se habían 

acreditado y se le entregaron los recursos al Promotor y que, existe prueba en cuanto 

a que, LA TOTALIDAD DE LOS RECURSOS DE LOS INVERSIONISTAS DEL 

PROYECTO MARCAS MALL FUERON ENTREGADOS AL PROMOTOR Y 

EMPLEADOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL CENTRO COMERCIAL.  

 

Luego, si las condiciones del encargo estaban cumplidas y el fin de este era entregar 

los recursos al promotor para que, este construyera el proyecto y le transfiriera el 

local comercial al BANCO, es claro que, por lo menos lo que correspondía a ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIRIA S.A. se encontraba acreditado.  

 

El hecho de que, el proyecto fracasara no es un hecho imputable a mi representada, 

ni puede ser entendido que por haberle entregado los recursos al promotor para que 

desarrollara el proyecto, pueda ser considerado como la causa del fracaso del 

proyecto. Luego yerra el Despacho en sus consideraciones en torno al 

incumplimiento de mi representada.  

 

xiii) La falladora encontró probada la responsabilidad contractual, pese a 

que no existe NEXO CAUSAL entre el supuesto incumplimiento 

reclamado y el daño que se imputa a ACCCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA.  
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De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia para que se 

declare la responsabilidad contractual es necesario que se demuestre por parte de 

la demandante los elementos que la estructuran, así:  

 

“La prosperidad de un reclamo de esa clase exige, amén de la acreditación 

de la existencia del convenio -tema pacífico entre las partes de la litis-, la 

comprobación irrefragable de: i) el incumplimiento contractual 

imputable al reo de las pretensiones elevadas en la demanda; ii) la 

generación de daños ciertos y no meramente hipotéticos o 

eventuales para el actor; y, iii) la presencia de un nexo causal entre 

los anteriores presupuestos, de modo que los perjuicios invocados 

por el demandante sean consecuencia directa del comportamiento 

que recrimina a su contendor procesal14.” (subrayado y negrilla para 

resaltar)  

 

Ahora bien, en relación con el NEXO CAUSAL, en la sentencia el Despacho señala 

lo siguiente:  

 

“Por consiguiente, con las pruebas allegadas y recaudadas, se acreditó la 

relación de causalidad, entre el daño y la culpa contractual de la 

sociedad demandada, pues ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

firmó un contrato de encargo fiduciario con BANCOLOMBIA S.A. con 

el fin de transferir sus recursos     al promotor del proyecto, solo hasta 

que cumpliera las condiciones de transferencia, no obstante, para 

su fecha de suscripción ya había proferido acta de verificación para 

el giro y sin embargo recibió mes a mes cada uno de los pagos que 

efectuó la demandante.” 

 

Igualmente, transfirió los recursos de los inversionistas sin el 

cumplimiento de     los requisitos pactados en el encargo fiduciario a 

la sociedad promotora y está   a su vez no ejecutó la obra que iba a 

poner en cabeza de la demandante el inmueble objeto de 

negociación, sin que la excepción propuesta de “H. INEXISTENCIA DE 

NEXO CAUSAL”; por la sociedad demandada rompan el referido nexo 

causal. 

 

En atención a las afirmaciones que realiza la falladora de primera instancia resulta 

esencial señalar lo siguiente:  

 

 

14 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Magistrado ponente: Hilda González Neira. 

Radicado No. 68081-31-03-002-2016-00074-01 
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i) El daño que reclama el BANCO tiene su origen en el hecho de que, 

entregados los recursos para la adquisición del local comercial, el 

mismo nunca le fue escriturado.  

 

ii) Nótese que, la condena que se le impone a ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., es la devolución de los aportes hechos por el 

BANCO, pese a que, mi representada no los recibió para sí y cumplió 

con la instrucción de entregarlos al Promotor.  

 

iii) Se señala que, el nexo causal radica en que, ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A. “transfirió los recursos de los inversionistas 

sin el cumplimiento de   los requisitos pactados en el encargo 

fiduciario a la sociedad promotora” sin embargo, dicha afirmación 

de manera alguna resulta aplicable al caso en marras, dado que, los 

recursos de BANCOLOMBIA fueron entregados al PROMOTOR 

habiéndose cumplido TODAS LAS CONDICIONES ¿luego como 

dicha consideración puede ser aplicable al caso que analiza el 

fallador?  

 

Es menester en este punto referir que, el caso de BANCOLOMBIA NO RESULTA 

EQUIPARABLE A LOS DE LOS DEMÁS INVERSIONISTAS DEL PROYECTO 

MARCAS MALL, en primer lugar, por la calidad del sujeto: un profesional y en 

segundo, dado que, BANCOLOMBIA se vinculó cuando ya se habían acreditado 

todas las condiciones para la transferencia de los recursos al promotor.  

 

Se itera sin ánimo de caer en la repetición que, si el fundamento de la sentencia es 

que, la conducta que causa el daño que reclama BANCOLOMBIA es el hecho de 

que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. transfiriera los recursos antes de que 

se cumplieran los requisitos del punto de equilibrio, dicha circunstancia no es 

admisible en este caso, dado que, es evidente que los requisitos se acreditaron 

por lo menos un mes antes de la suscripción del encargo No. 0001100010252.  

 

Ahora bien, se itera que, si lo que la señora Juez quiso indicar en su sentencia es 

que, el proyecto Marcas Mall fracasó por la transferencia a los recursos al promotor, 

lo cierto es que, dicha afirmación es huérfana de prueba en este expediente y, en esa 

medida no puede sustentar una condena a mi representad.  

 

Dicho lo anterior, en ausencia de nexo causal no hay lugar a tener por configurada 

la responsabilidad contractual cuando uno de los elementos que la estructuran no 

se encuentra acreditado y no resulta aplicable al caso en concreto dado que, LOS 

RECURSOS DE BANCOLOMBIA FUERON TRANSFERIDOS AL PROMOTOR 

CUANDO YA SE HABÍAN ACREDITADO LOS REQUISITOS DEL PUNTO DE 

EQUILIBRIO.  
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xiv) La falladora encontró probada la responsabilidad contractual, pese a 

que la cláusula que declaró incumplida, justamente se encontraba 

cumplida al momento en que BANCOLOMBIA suscribió el encargo, 

luego ¿cómo se puede incumplir una obligación que ya está cumplida? 

 

En línea con lo expuesto a lo largo de este escrito, conviene retomar las 

consideraciones realizadas por la señora juez en torno a los hechos que sustentan 

el incumplimiento “contractual” que se declara y que fundamenta la condena 

impuesta a mi representada así:  

 

“Por consiguiente, con las pruebas allegadas y recaudadas, se acreditó la 

relación de causalidad, entre el daño y la culpa contractual de la sociedad 

demandada, pues ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. firmó un contrato 

de encargo fiduciario con BANCOLOMBIA S.A. con el fin de transferir sus 

recursos al promotor del proyecto, solo hasta que cumpliera las 

condiciones de transferencia, no obstante, para su fecha de 

suscripción ya había proferido acta de verificación para el giro y sin 

embargo recibió mes a mes cada uno de los pagos que efectuó la 

demandante.”  (subrayado y negrilla para resaltar)  

 

Ahora bien, es preciso llamar la atención en cuanto a que, dicho punto fue el mismo 

que fundamentó la declaratoria de responsabilidad precontractual de ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., por violación del deber de información y la buena fe, 

así:  

“Sin embargo, en dicho contrato no se hizo tal salvedad, sino por el contrario 

en la cláusula primera se determinó como objeto “que estos recursos sean 

transferidos al Promotor, una vez se cumplan por éste, las condiciones de 

transferencia de recursos…”, de modo que está demostrado claramente 

que para la fecha en que Bancolombia firmó el encargo fiduciario, 

esto es el 15 de enero de 2015, ya se había certificado por la 

fiduciaria demandada que para el 4 de noviembre de 2014, se 

habían cumplido los requisitos para la transferencia de los recursos 

de los inversionistas, lo cual va en contra de lo manifestado en la 

citada cláusula primera.  

(…)  

Con este proceder, la sociedad demandada como parte contractual 

y ente vigilado por la Superintendencia Financiera transgredió su 

deber de conducta y el referido principio de la buena fe pues la 

demandante tenía derecho a fiarse en que los términos del contrato 

eran reales y la fiduciaria tenía obligación a honrar esa confianza 

y obrar con rectitud y no haber ocultado que para la fecha en que se 

iba a suscribir el contrato de encargo fiduciario, esto es, el 15 de enero 
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de 2015, ya se había expedido el 4 de noviembre de 2014, por su 

representante señor ÁLVARO JOSÉ SALAZAR ROMERO “ACTA DE 

VERIFICACIÓN   DE   CUMPLIMIENTO   DE    REQUISITOS    ENCARGO 

FIDUCIARIO DE PREVENTAS PROMOTOR MR-799 MARCAS MALL. 

(…)  

Como conclusión de lo anterior, resulta evidente que la conducta de la 

sociedad demandada no se ejecutó de buena fe exenta de culpa, sino 

que se ocultó información preponderante que de haberse conocido 

por la parte actora, claramente hubiese modificado el objeto del 

contrato o incluso no hubiese existido, porque una vez cumplidos los 

requisitos por la promotora para la transferencia de los recursos de 

los inversionistas, como lo certificó el representante de la fiduciaria, 

obviamente no tenía por qué haber recibido los dineros de la sociedad 

demandante, por lo que se configura la alegada responsabilidad 

precontractual en cabeza de la sociedad demandada” (Subrayado y 

negrilla para resaltar)  

Es indispensable señalar que un mismo hecho no puede ser el fundamento de una 

condena por responsabilidad precontractual y contractual al mismo tiempo. 

Y sin perjuicio de esta contradicción evidente de la sentencia, resulta necesario 

llamar la atención del Ad quem en cuanto a que, como fundamento de la 

responsabilidad precontractual se tiene que se suscribe un contrato cuya cláusula 

ya está cumplida y por responsabilidad contractual la responsabilidad se configura 

por la misma cláusula pero esta vez por su incumplimiento, luego ¿cómo puede 

estar cumplida la cláusula para configurar responsabilidad precontractual 

e incumplida para estructurar la contractual?  

Y es que, lo cierto e innegable es que, al momento en que BANCOLOMBIA suscribió 

el encargo fiduciario, las condiciones para la transferencia de los recursos al 

promotor se encontraban cumplidas, luego no hay lugar a estructurar 

responsabilidad contractual a partir de este hecho.  

xv) En la sentencia se señala que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA no obró 

con buena fe exenta de culpa, pero ningún análisis se hace de la 

conducta de BANCOLOMBIA, de quién también era exigible dicho 

actuar y de quien no se puede verificar el elemento objetivo de este 

tipo de buena fe, pues BANCOLOMBIA no desplegó ninguna actuación 

positiva encaminada a consolidar la certeza sobre su actuar en 

relación con el contrato.  

 

Sobre el particular, es preciso señalar que, la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia del 8 de junio de 2017, citando a la Corte Constitucional, indicó que para 
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que se hable de buena fe exenta de culpa se requiere un elemento subjetivo y 

objetivo, así:  

“De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la buena fe 

simple y la buena fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los dos eventos 

se parte del supuesto de que la persona obró con lealtad, rectitud y honestidad, 

la buena fe simple se presume de todas las actuaciones o gestiones que los 

particulares realizan ante el Estado, de ahí que sea éste quien deba 

desvirtuarla. Por su parte, la buena fe exenta de culpa exige ser probada por 

quien requiere consolidar jurídicamente una situación determinada. Así, la 

buena fe exenta de culpa exige dos elementos: de un lado, uno subjetivo, que 

consiste en obrar con lealtad y, de otro lado, uno objetivo, que exige tener la 

seguridad en el actuar, la cual solo puede ser resultado de la realización 

actuaciones positivas encaminadas a consolidar dicha certeza15.” (Subrayado 

para resaltar)  

De la jurisprudencia en cita es claro que:  

i) La buena fe objetiva o exenta de culpa es la única que crea derecho.  

 

ii) La buena fe exenta de culpa requiere no solo la convicción de actuar 

conforme a derecho sino la realización de actos positivos que den cuenta 

de ella.  

 

Al respecto, es preciso señalar que, en ninguna parte de la sentencia el Despacho 

realiza un análisis en torno a la conducta desplegada por BANCOLOMBIA, mucho 

menos si el BANCO actúo con buena fe exenta de culpa.  

 

Sobre el particular, es preciso señalar que, siendo BANCOLOMBIA un profesional 

en el sector, el BANCO debió actuar con buena fe exenta de culpa, por lo que, la 

tutela de los bienes jurídicos que invocaba solo procedía si existían hechos 

materiales que demostrara una actuación acorde con dicho principio.  

Ahora bien, si se revisa el material probatorio que obra en el proceso, lo cierto es 

que, el BANCO no realizó mayores estudios para la suscripción del encargo fiduciario 

y, en cambio, se vinculó al mismo con un estudio de títulos que tenía una 

anterioridad de seis (6) meses y en el cual se le recomendaba la verificación de una 

serie de documentos que la entidad nunca revisó. 

Luego, la condena impuesta a mi representada es un evento en el que alguien alega 

su propia torpeza y la misma es objeto de protección legal porque el Despacho exige 

 

15 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente: Octavio Augusto 

Tejeiro. Radicado: 11001-02-03-000-2017-01331-00 
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a una de las partes haber obrado con buena fe exenta de culpa, y a la otra se le 

ampara, pese a que no observó las cargas propias de la autonomía privada.  

No se observa que BANCOLOMBIA hubiera actuado con la diligencia que se exige de 

uno de los bancos más grandes del país, quien, además, había suscrito otros 

encargos fiduciarios para vincularse a este mismo proyecto y quien para el 27 de 

octubre de 2017, es decir más de dos (2) años después de haberse vinculado al 

proyecto, seguía insistiendo en la ejecución del mencionado contrato.  

No puede dejarse de resaltar al Despacho que una entidad bancaria con el 

“profesionalismo” de BANCOLOMBIA, no aportó ninguna prueba de una actuación 

positiva tendiente a informarse del estado del proyecto para la fecha de suscripción 

del encargo e incluso después de suscrito.  

Su demanda se limita a alegar que fue “engañado” como si el BANCO no contara con 

la estructura técnica y profesional -incluso superior a la de mi representada- para 

superar las omisiones -si es que las hubo- en el suministro de la información y dicha 

actitud pasiva y negligente es amparada con la sentencia de la falladora de primera 

instancia.   

 

xvi) La sentencia de primera instancia omitió valorar el correo electrónico 

de fecha 27 de octubre de 2017, en el que se evidencia, que a pesar de 

que ya existían incumplimientos en la ejecución del proyecto por 

parte de PROMOTORA MARCAS MALL, BANCOLOMBIA seguía 

interesada en la ejecución del contrato, lo que descarta su 

manifestación de que teniendo toda la información “se habría 

vinculado de manera diferente”, pues no solo la conocía por su 

vinculación de otros negocios anteriores, como está probado, sino 

que, en todo caso, hubiera podido obtenerla de haber actuado con 

mediana diligencia.  

 

Al respecto, conviene recordar que, en la cadena de correos del 27 de octubre de 

2017, que abra dentro del expediente, se observa que BANCOLOMBIA le remite a 

TENNIS unos documentos correspondientes a una negociación que se estaba 

adelantando con Urbanizar para poder firmar y que, es TENNIS quien señala que 

quiere salirse del negocio.  

El BANCO ha alegado a lo largo de este proceso que de haber tenido toda la 

información en relación con el punto de equilibrio no se habría vinculado o lo habría 

hecho en otros términos, circunstancia que da por acreditada el Despacho en la 

sentencia pese a que, no existe ninguna prueba de ello, más allá del dicho de 

BANCOLOMBIA, es decir que, se le permitió a este fabricar su propia prueba.  
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Pero peor que lo anterior, es el hecho de que, existiendo en el expediente un correo 

electrónico de dos (2) años después de la suscripción del encargo objeto de este 

proceso, en el que BANCOLOMBIA comunica su intención de continuar con el 

negocio, la conclusión a la que arriba el Despacho es que, si el BANCO hubiera 

conocido la circunstancia de la existencia o no del punto de equilibrio, no se habría 

vinculado al proyecto.  

En este punto, conviene resaltar que el último desembolso del BANCO se hizo el 10 

de noviembre de 2015 y que, a pesar de haber terminado de realizar los aportes y 

tener claridad que, para octubre de 2017 de la inejecución del proyecto por parte del 

promotor, BANCOLOMBIA estaba decidido a continuar con el contrato luego ¡cómo 

es posible que se tenga por acreditado que su conocimiento de la situación lo hubiera 

motivado a no vincularse al proyecto MARCAS MALL? 

Lo que queda claro de las pruebas que obran dentro del expediente es que 

BANCOLOMBIA, no solo actuó negligentemente, sino que aún, sabiendo de los 

retrasos del proyecto, tenía todo el interés en la continuidad del negocio. Queda claro 

en consecuencia que, la responsabilidad que se declara a mi mandante está basada 

en la suposición de que si BANCOLOMBIA hubiera conocido que ya se había 

acreditado el punto de equilibrio no se habría vinculado al proyecto o lo habría hecho 

en otros términos. 

Esta consideración subjetiva, corresponde a una afirmación de parte del 

representante del BANCO, que carece de cualquier soporte probatorio sobre cual 

otro hubiera podido ser el negocio que hubiera realizado, por lo que no resulta 

admisible ni ajustado a derecho, que una sentencia tenga como fundamento el dicho 

sin prueba de una de las partes.  

 

xvii) La sentencia arriba a la conclusión de que ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA es responsable precontractualmente por violación al  

deber de información, omitiendo que para que pueda ser considerada 

como un incumplimiento, dicha vulneración debe haber causado un 

error en la voluntad de BANCOLOMBIA, circunstancia esta última que 

es  huérfana de prueba dentro del proceso, máxime cuando lo que está 

acreditado es que, para el 2017 BANCOLOMBIA seguía interesada en 

realizar el negocio y además había suscrito otros encargos fiduciarios 

para el proyecto MARCAS MALL, es decir, estaba informado.  

 

Tal como se abordó en la sustentación del reparo precedente, BANCOLOMBIA nunca 

demostró que de haber conocido el hecho de que los recursos habían sido 

transferidos al promotor, el BANCO no se habría vinculado al negocio o lo habría 

hecho en otros términos, razón por la cual, para que se hubiera declarado 

responsable a mi mandante, BANCOLOMBIA tenía la carga de demostrar que la 
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“omisión en la información” en la que supuestamente incurrió ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A.S. vició su consentimiento, produjo un error en voluntad.  

Rememórese que, el error en la voluntad o vicio del consentimiento se presenta 

cuando opera alguna circunstancia que coarta la conciencia y libertad en la 

manifestación de la voluntad y, de acuerdo con el artículo 1513 del Código Civil, en 

concordancia con el 1741 y 1743 de la misma obra, los vicios del consentimiento 

producen la nulidad relativa del contrato.  

De allí que, quien se considere afectado por la ocurrencia del error, el dolo y la fuerza 

pueda solicitar la declaración de la nulidad relativa del acto o contrato, cuando 

estimen acreditada su configuración. 

Por lo que, si se alega que se consintió un contrato ajeno a la realidad a partir de un 

engaño, se está ante la presencia del vicio del consentimiento por dolo.  

Además de que el Dolo debe ser probado y que, dicha circunstancia no aparece 

acreditada en el proceso, es menester señalar que, si la parte demandante afirma 

que, si hubiera conocido que los recursos ya habían sido transferidos al promotor, 

no habría contratado o lo hubiera hecho en otras circunstancias, lo que debió 

solicitar no es el incumplimiento del contrato sino la invalidez de este por vicio en el 

consentimiento.  

Yerra el juzgado al declarar la responsabilidad de mi representada, al tener por 

acreditado que las actuaciones de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.S. viciaron 

el consentimiento del BANCO, cuando lo que generan los vicios del consentimiento 

es nulidad relativa y comoquiera que BANCOLOMBIA no lo solicitó, no podía el juez 

declararla de oficio, ni atribuirle al hecho consecuencias diferentes a las que prevé 

la norma por lo que, debió proferir una sentencia nugatoria de las pretensiones. 

 

xviii) La sentencia, equivocadamente tiene por probado que, si 

BANCOLOMBIA hubiera conocido que los requisitos para la 

transferencia de los recursos ya se habían acreditado, su voluntad para 

contratar se habría alterado, pero en realidad no hace mención a cuál 

es la prueba de ello y solo se soporta en el propio dicho de la parte, 

olvidando que “nadie puede construir su propia prueba”. 

 

En línea de todo lo expuesto en los reparos precedentes, con el fin de sustentar este 

se indicará brevemente que:  

 

- El artículo 1508 del Código Civil establece que, los vicios de que pueden 

afectar el consentimiento son error, fuerza y dolo. 

 

- Ahora bien, el artículo 1515 del Código Civil, establece:  
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“El dolo no vicia el consentimiento sino cuando es obra de una de las 

partes, y cuando además aparece claramente que sin él no hubiera 

contratado. 

 

En los demás casos el dolo da lugar solamente a la acción de perjuicios 

contra la persona o personas que lo han fraguado o que se han 

aprovechado de él; contra las primeras por el total valor de los perjuicios y 

contra las segundas hasta concurrencia del provecho que han reportado del 

dolo.” (Subrayado y negrilla para resaltar)  

 

- Así las cosas, es claro que, el Código Civil establece la existencia de un dolo 

determinante y uno incidental.  

 

- El determinante es aquel que de haberse producido daría a lugar a que no se 

celebrara el contrato y el incidental, el que llevaría a la parte a celebrar el 

contrato, pero en condiciones diferentes.   

 

- Ahora bien, en la sentencia la juez declara que la falta de información 

suministrada por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA, llevó a que 

BANCOLOMBIA celebrara un contrato ajeno a la realidad y también establece 

que, de haber conocido el BANCO que las condiciones del punto de equilibrio 

se habían cumplido, el mismo no habría contratado o lo había hecho en 

circunstancias diferentes.  

 

- Así mismo, en el hecho 2.22 de la demanda, BANCOLOMBIA afirma que 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA “incurre en una conducta dolosa al omitir u 

ocultar deliberadamente información relevante” y en el hecho 2.23, señala: “Si 

BANCOLOMBIA hubiera tenido esta información, simplemente no hubiera 

firmado dicho contrato o se hubiera vinculado al proyecto MARCAS MALL 

mediante otro negocio diferente” 

 

- En atención a lo anterior es preciso señalar que, si se alega que el dolo fue 

determinante debió solicitar que se declarara la nulidad relativa del contrato 

y si el mismo era incidental, debió invocar la indemnización de perjuicios 

derivada de este, pero ninguna de esas peticiones hizo, circunstancia que 

impide que el juez pueda pronunciar una sentencia en estos términos.  

 

- Por último, en relación con el denominado dolo incidental, bastará con indicar 

que cuando BANCOLOMBIA afirma que “se hubiera vinculado al proyecto 

MARCAS MALL mediante otro negocio diferente” dicha afirmación es carente 

de todo sustento, dado que: i) la única manera de vincularse al proyecto 

MARCAS MALL era a través de un encargo fiduciario y ii) BANCOLOMBIA 
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nunca demostró cuál era ese otro negocio que supuestamente hubiera 

celebraría. 

 

- Por último, el artículo 1516 del Código Civil, señala que:  

 

“El dolo no se presume sino en los casos especialmente previsto por la ley. En 

los demás debe probarse” (negrilla para resaltar)  

 

Y comoquiera que, en el caso en concreto no se acreditó la existencia de dolo por 

parte de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., no habría lugar a ninguna 

declaratoria de responsabilidad; y si se hubiera demostrado, la sentencia debió negar 

las pretensiones por las consideraciones expuestas en torno a los efectos del dolo 

como vicio del consentimiento.  

xix) Para declarar la responsabilidad precontractual y contractual de mi 

mandante, el Despacho señala que “de haberlo sabido no hubiera 

firmado ese contrato o se hubiera vinculado al proyecto por medio 

de otro negocio jurídico dado que el objeto del encargo fiduciario ya 

se había agotado”, lo cual es una hipótesis que, como tal, carece de 

prueba y, consecuentemente, no puede ser el fundamento para 

endilgar responsabilidad a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA, como 

equivocadamente lo hace la sentencia.   

 

Con el fin de no reiterar los mismos argumentos expuestos en la sustentación de los 

reparos precedentes en torno al dolo y la falta de prueba de su existencia, a la 

imposibilidad de declarar la nulidad relativa e incluso a la limitante en el que se 

encuentra el juez en torno a ordenar la indemnización de perjuicios por considerar 

que se configura un dolo incidental, me remito a lo expuesto anteriormente para 

sustentar este reparo.  

 

xx) La falladora señala en la sentencia que, el objeto del contrato de 

encargo fiduciario No. 0001100010252, es “ajeno a la realidad”; sin 

embargo, dicha conclusión resulta contraria a lo acreditado en el 

proceso porque, lo cierto es que, los recursos de BANCOLOMBIA 

fueron girados por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA al Promotor del 

Proyecto cumpliendo los requisitos previstos para tal fin. 

 
En la sentencia, al referirse a la responsabilidad precontractual, se señala que:  

 

“Sin embargo, en dicho contrato no se hizo tal salvedad, sino por el 

contrario en la cláusula primera se determinó como objeto “que 

estos recursos sean transferidos al Promotor, una vez se cumplan 

por éste, las condiciones de transferencia de recursos…”, de modo 
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que está demostrado claramente que para la fecha en que Bancolombia 

firmó el encargo fiduciario, esto es el 15 de enero de 2015, ya se había 

certificado por la fiduciaria demandada que para el 4 de noviembre de 2014, 

se habían cumplido los requisitos para la transferencia de los recursos de 

los inversionistas, lo cual va en contra de lo manifestado en la citada 

cláusula primera.” (Subrayado y negrilla para resaltar)  

 

Ahora bien; la conclusión de la falladora es errada, toda vez que, el hecho de que al 

momento de la suscripción del contrato ya se hubieran cumplido las condiciones 

para la transferencia de los recursos de los inversionistas anteriores al contrato 

materia de este proceso, y que los mismos ya se hubieran transferido, no contraría 

la citada cláusula primera del contrato ni el objeto de este, porque justamente la 

condición ya estaba cumplida para la fecha de su suscripción.  

 

El fallador de primera instancia confunde lo que es el objeto del contrato de encargo 

fiduciario, como lo era entregar unos recursos cuando se hubieren acreditado unas 

condiciones, con lo que es una obligación condicional.  Que las condiciones previstas 

en el contrato se encontraran cumplidas antes de la suscripción de este, no lo 

invalidan ni constituye engaño, sino que se tiene por cumplidas las condiciones 

pactadas. 

 

En otras palabras, estando cumplidas las condiciones para la entrega del dinero 

desde la firma del contrato, ello solo implica que era procedente entregar 

inmediatamente los dineros al promotor del proyecto dado que las condiciones ya 

estaban cumplidas. Cosa distinta sería que el BANCO DEMANDANTE hubiera 

alegado que para el momento de la suscripción del encargo o para la entrega de los 

dineros al promotor, no estuviera cumplida una o varias de las condiciones, en cuyo 

caso le correspondía al demandante probar tal cosa, o, por lo menos, acreditar que 

la prueba del cumplimiento que hubiere presentado el demandado, no eran 

suficientes o válidas para acreditar el cumplimiento de la condición. 

 

Además, la transferencia de los recursos por el cumplimiento de los requisitos era 

una circunstancia que fácilmente podía conocer BANCOLOMBIA si hubiera 

empleado la diligencia que como un simple comerciante debía tener, y mucho más 

exigente para un PROFESIONAL como él.  Más grave aún, cuando, como ya se ha 

dicho, el BANCO ya había celebrado con anterioridad varios encargos semejantes 

para el mismo proyecto, por lo que es evidente que no puede alegar desconocimiento 

o engaño sobre las condiciones del negocio a celebrar. 

 

Yendo en extenso en este reparo, la falladora concluye que, el hecho de que ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., suscribiera un contrato en el cual se obligaba con 

BANCOLOMBIA a administrar unos recursos hasta que se cumpliera el punto de 
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equilibrio, estando ya cumplido éste, mi representada firmó un “contrato ajeno a la 

realidad” cuyo objeto “ya se había agotado”.  

 

En relación con este punto, es preciso retomar que si bien en la cláusula primera 

del encargo fiduciario No. 0001100010252 se establece que su objeto es la 

administración de los recursos, no puede perderse de vista que, la suscripción del 

encargo por parte de BANCOLOMBIA tenía por finalidad la adquisición del local No. 

1-073, lo anterior, en virtud del contrato de leasing que había suscrito con TENNIS.  

 

El encargo se suscribe para adquirir un local comercial y la administración de los 

recursos por parte de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., estaba limitada al 

momento en que se cumplieran las condiciones del punto de equilibrio, dado que, 

acreditadas éstas los recursos debían entregarse al promotor. Lo anterior, toda vez 

que se trata de un encargo de preventas.  

 

Luego, de ninguna manera es cierto que, el hecho de que BANCOLOMBIA 

suscribiera el contrato del encargo cuando las condiciones del punto de equilibrio 

estaban cumplidas y transferidos los recursos al promotor, implica que se trata de 

un contrato ajeno a la realidad o cuyo objeto se había agotado, por cuanto  el fin de 

la operación era que los recursos se le entregaran al Promotor para que construyera 

el centro comercial al que pertenecía el local comercial que pretendía adquirir el 

BANCO para TENNIS.  

 

La anterior afirmación tiene pleno sustentos en el contrato de encargo fiduciario No. 

0001100010252, en el que se señala:  

 

i) En los antecedentes queda claro que el encargo se suscribe en virtud de 

una operación de leasing celebrada entre BANCOLOMBIA y TENNIS para 

que, ésta última adquiera el local, así:  

 

 

 

ii) En el parágrafo segundo del objeto del contrato se señala:  
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iii) Y en el numeral 3° del artículo segundo del mencionado encargo se 

establece:  

 

 

 

iv) Y las cláusulas cuarta y quinta:  

 

 

 

Todo lo anterior, prueba plenamente que, con independencia de que el contrato se 

suscribiera cuando ya se habían cumplido las condiciones para la transferencia de 

recursos, el objeto de este seguía vigente, esto es: adquirir el local comercial 1-073. 

Luego, la falladora yerra al limitar el objeto del contrato y señalar que el mismo se 

había agotado por el barrido de los recursos al promotor.  

 

Dicha afirmación desconoce la naturaleza del negocio y el objeto del encargo, ya que, 

se reitera, el mismo no se agotaba con el cumplimiento de las condiciones y la 

transferencia de los recursos al promotor, sino que, estaba vigente hasta la 

suscripción de la promesa de compraventa del local comercial, así se desprende 

de la cláusula décima primera del mencionado encargo, la cual establece a su tenor 

literal:  
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Así las cosas, es claro que, no le asiste razón al Juez de primera instancia en relación 

con que, por las condiciones en que se suscribió el contrato este era ajeno a la 

realidad o que su objeto se había agotado, cuando resulta claro que, conforme a las 

condiciones contractuales pactadas en el encargo, transferidos los recursos al 

promotor el encargo se mantenía vigente hasta tanto no se hubiera suscrito la 

promesa de compraventa del local comercial, dado que, como es evidente el fin de 

este negocio era la adquisición por parte del BANCO de un local comercial para 

TENNIS, en virtud de la operación de leasing que se desarrollaba entre ellos.  

 

xxi) La sentencia incurre en un contrasentido al señalar, a la vez, que el 

objeto del contrato de encargo fiduciario No. 0001100010252, es 

ajeno a la realidad, y por otra parte indica que la Fiduciaria 

indebidamente transfirió los recursos.  Además, en la sentencia se 

está desconociendo que el objeto de la celebración del encargo era 

precisamente trasferir los recurso para el desarrollo del proyecto.  

 

Es preciso indicar que, este reparo no hace sino hacer evidente lo que se ha puesto 

de presente a lo largo del escrito.  

El fallador de primera instancia incurre en graves contradicciones a lo largo del fallo, 

una de ellas, es señalar que se celebró un contrato ajeno a la realidad y otro, decir 

que, la transferencia de los recursos cuando se cumplió el punto de equilibrio es un 

incumplimiento de lo pactado.  

Al respecto, se itera que, BANCOLOMBIA se vinculó al contrato con el fin de adquirir 

un local comercial en virtud de un contrato de leasing celebrado con TENNIS, hecho 

que se encuentra acreditado con los documentos que obran en el proceso y que, 

además fue confesado por el BANCO demandante.  

Ahora bien, el encargo No. 000110010252 tenía como objeto que BANCOLOMBIA 

entregara a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., los recursos para que cumplido 

el punto de equilibrio mi representada los transfiriera al promotor del proyecto para 

que este, por su cuenta y riesgo, realizara la construcción del centro comercial en el 

que se ubicaría el local comercial de TENNIS.  

Dicho lo anterior y sin el ánimo de ser repetitivos, en el caso objeto de estudio se dio 

cabal cumplimiento al contrato, pues los recursos aportados por BANCOLOMBIA 

fueron entregados al promotor cumplidas las condiciones del punto de 

equilibrio.  
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De allí que se haga imperativo preguntarse ¿cómo pudo incumplirse el contrato si al 

momento de la suscripción del encargo No. 000110010252 ya se había verificado la 

totalidad de las condiciones para la transferencia de los recursos? ¿por qué resulta 

responsable ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. por transferir los recursos al 

promotor si así fue pactado en el contrato? ¿Por qué la transferencia al promotor de 

los recursos entregados por BANCOLOMBIA a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA 

S.A. generó un perjuicio al BANCO si ese era el objeto del contrato? ¿cuál es la 

relación de causalidad existente entre la transferencia de los recursos aportados por 

BANCOLOMBIA al promotor, cumplidas las condiciones, con el fracaso del proyecto 

y la imposibilidad material que existe en hacer entrega del local comercial o del 

dinero entregado, dado que el mismo fue invertido en el proyecto? 

Así las cosas, es evidente que la sentencia de primera instancia yerra al declarar la 

responsabilidad de mi representada no por incumplir un contrato sino por dar 

cumplimiento a lo pactado en el mismo.  

xxii) En la sentencia se señala:  

 

“Como refirió uno de los testigos que laboran en la entidad 

demandante, ellos  verifican el contrato, más no entran a revisar si 

ya se cumplió o no con el punto de equilibrio, lo cual considera el 

despacho, corresponde a una obligación legal que está en cabeza de 

la fiduciaria y por tanto en el acta de verificación se expidió tal 

constancia, pese a que el inmueble sobre el cual se  iba a construir el 

proyecto, aun no estaba en cabeza del fideicomiso, sino del vendedor, 

LABORATORIOS BAXTER según se observa en la anotación 011 del 

certificado de tradición.” (Subrayado y negrilla para resaltar)  

 

El Despacho se vale del testimonio de los empleados de 

BANCOLOMBIA, para encontrar probado que el Banco no realizaba 

ninguna verificación sobre el proyecto al que entregaba los recursos 

de varios de sus clientes, porque se trataba de una obligación de 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA, lo que evidencia una indebida 

valoración probatoria porque, sin perjuicio de las obligaciones 

contractuales de la Fiduciaria, lo cierto es que, con los testimonios lo 

que demuestran es que, BANCOLOMBIA actuó con tal negligencia que 

desembolsó la suma de $2.835.000.000, sin realizar ninguna 

verificación sobre el proyecto y el contrato al que se vinculaba.  

 

En este punto es preciso indicar que, contrario a lo esperado, es decir que, habiendo 

verificado la señora Juez por el propio dicho de los empleados de la sociedad 

demandante que esta no realizó ninguna verificación, pese a que era su obligación y 

así le habían señalado en el estudio de títulos, la falladora volcó toda la 
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responsabilidad a mi mandante, sin realizar ninguna consideración en torno a la 

negligencia de BANCOLOMBIA.  

 

Es decir, el Despacho tiene la prueba de que el BANCO no desplegó ninguna 

actividad positiva tendiente a cumplir con las cargas propias de la autonomía 

privada de la libertad, es decir no actuó con buena fe exenta de culpa, se abstrae 

no sólo de realizar alguna valoración al respecto, sino que, tiene dicha circunstancia 

como una prueba del actuar de mala fe de mi mandante.  

 

Se itera, BANCOLOMBIA es un profesional que celebra de manera regular 

operaciones de leasing y suscribe encargos fiduciarios, de hecho, sólo en el 

proyecto MARCAS MALL se vinculó en doce (12) encargos, de allí que, conocía 

perfectamente el negocio y el alcance de este.  

 

Y sin embargo, dicha circunstancia resulta inocua para la señora Juez al momento 

de decidir sobre lo peticionado en la demanda y lo que es peor, estando probado que 

el BANCO no realizó ninguna acción tendiente a informarse sobre el negocio y que 

suscribió el encargo con base en un estudio de títulos cuya anterioridad era superior 

de 6 meses y en cual se le instaba a revisar otros documentos al momento de 

formalizar la negociación,  no lo hizo, y ampara la negligencia e impericia de la 

entidad bancaria sin atribuirle ninguna responsabilidad a su actuar descuidado.   

 

La valoración que realiza la falladora de instancia de los testimonios rendidos por 

BANCOLOMBIA es tan limitada que lo único que señala es que, como los empleados 

del BANCO indican que para este tipo no se hace ningún otro estudio, esta conducta 

es la esperable de uno de los bancos más grandes del país.  

 

Parece olvidar la señora Juez en la sentencia objeto de este reparo que, el modelo de 

conducta bajo el cual debe juzgar al BANCO no es lo que indiquen sus empleados 

sino las actuaciones que desplegaría un profesional.  

 

De allí que, para concluir este reparo, resulte esencial preguntarse ¿un profesional 

suscribiría un encargo fiduciario y desembolsaría $2.835.000.000 con base a un 

estudio de títulos desactualizado que además le recomendaba realizar un estudio de 

documentos que nunca fueron analizados por la entidad?  

 

Y dicha negligencia ¿no debió ser valorada por la sentencia y tener algún efecto por 

lo menos en la determinación de la indemnización si es que a ella hubiera lugar?  

 

Así las cosas, no existe duda que la falladora incurre en un yerro garrafal al valorar 

el testimonio de los empleados del BANCO y a fincar su decisión en el dicho de estos, 

sin tener en cuenta que ese propio dicho demuestra la negligencia del BANCO y se 

equivoca aún más al tener su testimonio como el modelo de responsabilidad o de 

diligencia que se le exige a un profesional como la sociedad demandante.  
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xxiii) En la sentencia se tiene a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA como 

responsable pre-contractual y contractualmente por el mismo hecho, 

esto es, la celebración del contrato de encargo fiduciario cuando ya se 

habían acreditado los requisitos para la transferencia de los recursos. 

Siendo que, no se puede ser responsable extracontractual y 

contractualmente al mismo tiempo por el mismo hecho.  

 

En este punto y como se señaló de manera precedente, la juez en su sentencia se 

aferra a la suscripción del contrato “ajeno a la realidad” y al incumplimiento del 

contrato de encargo fiduciario No. 0001100010252, a partir de la transferencia de 

recursos al promotor apenas eran girados por BANCOLOMBIA por haberse 

acreditado el punto de equilibrio.  

 

Sobre el particular, es preciso indicar que:   

 

i) Aunque existe un debate doctrinal en torno al tipo de responsabilidad en 

la que se enmarca la denominada “culpa in contrahendo” lo cierto es que, 

la posición mayoritaria es que, esta pertenece a la llamada responsabilidad 

aquiliana o extracontractual; lo anterior dado que, en etapa de 

negociaciones no media un contrato que es lo que enmarca el derrotero de 

la responsabilidad contractual.  

 

ii) Ahora bien, el Código General del Proceso señala que la indebida 

acumulación de pretensiones es una causal de inadmisión de la demanda. 

Igualmente, dicha codificación establece que un demandante podrá 

acumular varias pretensiones contradictorias entre sí siempre que las 

formule como principal y subsidiarias -numeral 2° del artículo 88-.  

 

Respecto de dicho requisito, el doctor Henry Sanabria Santos señala:  

 

“Este requisito apunta a que una pretensión no se contradiga ni repugne con 

otra, es decir, que entre ellas no se generen contradicciones, como podría 

suceder, por ejemplo, si respecto de un bien el demandante formula al mismo 

tiempo y en el mismo plano que se declare que lo adquirió por prescripción 

ordinaria y extraordinaria, o si el demandante pide que su demandado 

se declare contractual y extracontractualmente responsable por un 

mismo acto, dado que en estos casos una pretensión resulta ser 
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totalmente contraria de la otra, por lo que la exigencia legal en 

comento es fruto de elemental lógica16.”  

 

Y aunque es un tema de elemental lógica como lo señala el doctrinante en cita, lo 

cierto es que, la sentencia desconoce tal restricción procesal pues, profiere condena 

por responsabilidad extracontractual -precontractual- y contractual, sin reparar que 

estaba cimentando los dos tipos de responsabilidad en un mismo evento, lo cual 

contraviene normas sustanciales y procesales.  

 

xxiv) En la sentencia se señala que: “hubo manejo irregular de los recursos 

por parte de la demandada; que no separó sus bienes de los 

patrimonios autónomos que se constituyeron; que no obró con 

diligencia ni profesionalidad como está obligada”. Al respecto es 

preciso indicar que NO EXISTE PRUEBA EN EL EXPEDIENTE que 

demuestre lo indicado en la sentencia y, en todo caso, la valoración 

que se hizo de la denuncia penal interpuesta es totalmente errada. 

Téngase en cuenta que la denuncia de manera alguna indica que los 

bienes de la Fiduciaria y de los patrimonios autónomos no estaban 

separados, al punto que lo que se indica en esa denuncia, es que los 

funcionarios denunciados utilizaron irregularmente los recursos de 

los patrimonios autónomos. Pero más grave resulta el error de 

apreciación probatoria, cuando la juez entiende, en contra de la 

prueba testimonial y documental, que los dineros entregados por 

BANCOLOMBIA fueron sustraídos por el denunciado, cuando lo que se 

manifestó claramente por los declarantes y el interventor, fue que 

NINGUNA SUMA DE DINERO DEL PATRIMONIO MARCAS MALL había 

sido sustraída, sino que simplemente el patrimonio había sido 

utilizado para “jinetear” cuentas.  

 

En este punto resulta esencial señalar que, tanto el testimonio rendido por el 

auditor, así como el de los doctores Moscote y Trujillo, los tres fueron enfáticos y 

coincidentes en señalar que, en relación con el FIDEICOMISO MARCAS MALL, no se 

presentaron “faltantes de recursos” por los hechos denunciados a la Fiscalía; de 

hecho, el FA 2351, presentó un superávit, dado que, este resultó recibiendo recursos 

de otros patrimonios autónomos y de hecho, el valor en aportes registrados fue 

superior al entregado por los inversionistas.  

 

Así mismo, se resalta que en el testimonio rendido por el doctor Pablo Trujillo este 

señaló que en los fideicomisos en los que había faltantes de recursos, -entre los que 

no se encontraba el FA 2351 ni el encargo general MR-799- ACCIÓN SOCIEDAD 

 

16 SANABRIA Santos, Henry. Derecho Procesal Civil General. Universidad Externado de Colombia. 

Bogotá 2021, pág.444. 
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FIDUCIARIA S.A., realizó la devolución de dichas sumas de dinero, asumiendo de 

su propio pecunio la sustracción de recursos en los que incurrieron los que eran sus 

empleados.  

 

Ahora bien, de la denuncia penal que obra en el proceso y de los informes de 

auditoria aportados por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. no se concluye, de 

ninguna manera, que el FA 2351 fue un patrimonio del que se sustrajeron los 

dineros de los inversionistas. Contrario a ello, de los documentos exhibidos por 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. es claro que, todos los recursos de los 

inversionistas en el proyecto Marcas Mall, fueron entregados al Promotor del 

proyecto y girados por este para el desarrollo del proyecto, circunstancia esta 

última que desvirtúa las afirmaciones del Despacho en la sentencia.  

 

Sin perjuicio de lo anterior y en gracia de discusión, si se aceptara que la Fiduciaria 

no obró con el “profesionalismo que estaba obligada”, dicha circunstancia per se no 

puede ser el fundamento de la responsabilidad que se le endilga a mi representada 

cuando en este proceso no se demostró cuál fue la causa o la razón por la cual 

fracasó el Proyecto Marcas Mall, y en consecuencia la conexión existente entre el 

actuar de la fiduciaria y el supuesto perjuicio irrogado a BANCOLOMBIA.  

 

De hecho, y acudiendo al estudio de la denominada “causalidad” para determinar la 

existencia del nexo entre el hecho generador del daño y el incumplimiento del 

demandado, es preciso indicar que, si se suprimiera el jineteo de recursos, lo cierto 

es que, el Proyecto Marcas Mall igual habría fracasado y BANCOLOMBIA no habría 

recibido el local ni la devolución de los aportes porque estos fueron válidamente 

transferidos al Promotor. Así mismo, es claro que, si el jineteo de recursos no tuvo 

como consecuencia la sustracción de recursos del FA 2351, sino que todos los 

recursos de los inversionistas fueron invertidos en el proyecto ¿cómo puede ser el 

jineteo de recursos la causa eficiente del daño que reclama BANCOLOMBIA? 

 

Lo anterior, dado que, el fracaso del proyecto es un hecho imputable a la Promotoría 

del Proyecto, pero no así a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., dado que, el FA 

2351 no presentó faltantes de recursos aportados y todos los pagos realizados por 

cuenta de este corresponde a gastos del proyecto.  

 

Se itera, en efecto, en este proyecto se presentaron “movimientos inusuales” pero no 

hubo faltantes de recursos y, de hecho, este recibió aportes superiores a los 

entregados por los inversionistas.   

 

xxv) La sentencia incurre en un grave error, al considerar que los hechos 

que dieron lugar a la interposición de la denuncia en contra del señor 

Álvaro José Salazar, fueron la causa eficiente del fracaso del 

PROYECTO MARCAS MALL y, en consecuencia, que dicha situación 

da lugar a que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA deba realizar el 
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reembolso de las cifras entregadas por BANCOLOMBIA por el encargo 

fiduciario No. 0001100010252. El análisis del nexo causal entre una 

y otra cosa brilla por su ausencia en la sentencia.  

 

En este punto, resultan válidas las consideraciones hechas en el anterior, dado que, 

es claro que, este reparo está encaminado igual que el precedente a ilustrar el yerro 

en el que incurre el Despacho al tener como causa eficiente del fracaso del proyecto 

las conductas denunciadas por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. ante la 

Fiscalía General de la Nación. 

Sobre la causalidad vale la pena señalar que, en nuestro ordenamiento jurídico, la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha acogido la teoría de la causalidad 

adecuada como herramienta para establecer cuándo surge en cabeza de un sujeto 

el deber de indemnizar.  

 

Ahora bien, retomando la denominada “causa eficiente” es menester indicar que esta 

prescinde de factores cronológicos; es decir que, la connotación de que esta sea la 

razón del daño no depende de la cercanía de la ocurrencia de la conducta con el 

hecho generador; la causa eficiente indaga por aquella circunstancia que tuvo el 

“poder” para cualitativamente producir el daño que se reclama.  

 

Dicho lo anterior, conviene interrogarse ¿cómo si todos los recursos de los 

inversionistas fueron entregados al promotor del proyecto e invertidos en este, las 

actuaciones de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., e incluso de sus 

exempleados, pueden ser la causa eficiente del fracaso del Proyecto?  

 

Así las cosas, yerra el Despacho al tener como causa eficiente del daño, las 

actuaciones de mi mandante, cuando estas no están cualificadas para producir el 

daño que reclama el BANCO.  

 

Se itera, los recursos de la entidad bancaria fueron entregados al promotor cuando 

se había cumplido la totalidad de las condiciones del punto de equilibrio y el jineteo 

de recursos no llegó a provocar faltantes de dinero en este fideicomiso, de hecho, 

este fue superavitario ¿luego cómo puede ser el actuar de la fiduciaria la causa 

eficiente del daño sufrido por el BANCO?  

 

xxvi) De acuerdo con la sentencia, el que “para la fecha en que se suscribió 

el encargo fiduciario, ya se había certificado por el representante de 

la demandada, acta de verificación de requisitos para la 

transferencia de los recursos a la promotora del proyecto”, 

constituye un incumplimiento de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA de 

su deber de “perseguir la consecución del negocio fiduciario”, siendo 

que esa manifestación, con todo respecto, es una simple conjetura del 
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Despacho, en la medida en que, se encuentra acreditado en el proceso 

que, suscrito el contrato y recibidos los recursos del encargo No. 

0001100010252, los mismos fueron entregados al Promotor del 

Proyecto e invertidos en este, dado que, como se acreditó en el 

proceso con los informes de auditoría, el testimonio del auditor y el 

del doctor Jorge Moscote, en el PA MARCAS MALL 2351, existió un 

superávit de recursos no una pérdida de los mismos, lo que no mereció 

ningún análisis de fondo en la sentencia.   

 

Tal y como se señaló de manera precedente, el juez de primera instancia no realizó 

ninguna valoración en torno a los testimonios rendidos por el auditor y el doctor 

Jorge Moscote, así como omitió cualquier valoración en torno a la condición 

superavitaria del Fideicomiso MARCAS MALL.  

Al respecto resulta esencial poner de presente al Despacho que en el documento 

denominado “Informe definitivo de auditoria” de julio de 2018, el auditor establece 

que se sustrajeron recursos por valor de $14.064 millones y detalla los Fideicomisos 

en los que se produjo dicha circunstancia, así:  

 

 
Siendo pertinente resaltar que, dentro de los patrimonios enlistados por el 

auditor no se encuentra el FA 2351.  
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Ahora bien, lo que sí se observa de una revisión de este informe es que, el fideicomiso 

MARCAS MALL fue destinatario final de algunos de los giros inusuales que se 

realizaron desde los demás fideicomisos y que, con cargo de estos recursos se 

honraron obligaciones propias del Proyecto.  

 

Luego, si el Fideicomiso recibió recursos de otros fideicomisos y en consecuencia 

resultó superavitario ¿cómo puede dicha circunstancia ser la causa del fracaso del 

proyecto? Si contrario a lo que podría pensarse, dicho proyecto fue beneficiario de la 

conducta de los exempleados de la fiduciaria denunciados.  

 

De allí que, resulte evidente que la falladora de primera instancia yerra en sus 

consideraciones, máxime cuando se acreditó en el proceso que los recursos de 

BANCOLOMBIA fueron girados al promotor cumplidas todas las condiciones 

establecidas en el encargo y que, los recursos de los inversionistas fueron empleados 

en el proyecto, dado que, el FA 2351 no se vio perjudicado por el jineteo de los 

recursos sino que, contrario a ello, se benefició dado que, sus ingresos fueron 

mayores al aporte hecho por los inversionistas.  

 

xxvii) En la sentencia se señala como hecho generador de la declaratoria de 

responsabilidad precontractual y contractual de ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA, el “haber suscrito con BANCOLOMBIA un contrato ajeno 

a la realidad, por el agotamiento previo de su objeto”, sin embargo, 

dicha circunstancia no se compadece de la realidad contractual 

porque, lo cierto es que, entregados los recursos por parte de 

BANCOLOMBIA, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA los transfirió al 

Promotor, luego el objeto no estaba agotado. Nótese que, el objeto del 

contrato era: verificar los requisitos y transferir los recursos; luego, si 

entregados los recursos por el Banco, los mismos no hubiesen sido 

girados al Promotor, aquí sí se habría configurado un incumplimiento 

contractual. Lo anterior, con el fin de ejemplificar que, el objeto del 

contrato no se había agotado como erradamente señala la falladora en 

la sentencia.   

 

Sobre este reparo y comoquiera que, sobre el agotamiento del objeto del contrato, así 

como sobre el giro de recursos al promotor cumplidas con las condiciones señaladas 

en el encargo No. 0001100010252, ya se fue en extenso, me remito a lo manifestado 

a lo largo de este escrito, no sin puntualizar que:  

- Tal y como reconoce BANCOLOMBIA en la demanda y como se desprende de 

la documental que obra en el proceso, el fin del contrato era hacer entrega de 

los recursos a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. para que, cumplidas 

las condiciones del encargo, los aportes fueran remitidos al promotor y éste 
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construido el centro comercial escriturara el local que pretendía adquirir el 

BANCO.  

 

- La duración del encargo se extendía hasta el momento en que se suscribiera 

la promesa de compraventa, luego, no era cierto que se agotaba con el traslado 

de los dineros.  

 

- Al momento en que se barrieron los recursos aportados por BANCOLOMBIA 

en virtud del encargo No. 0001100010252, se habían acreditado las 

condiciones para decretar el punto de equilibrio.  

 

- Los recursos aportados por BANCOLOMBIA, así como los de TODOS LOS 

INVERSIONISTAS DEL PROYECTO, fueron entregados al Promotor y este los 

invirtió en el proyecto, circunstancia diferente es que, los mismos resultaran 

insuficientes para la construcción del centro comercial.  

 

Dicho lo anterior, es claro que, la conducta desplegada por mi representada no tenía 

la virtualidad de ocasionar el daño que reclama BANCOLOMBIA con la demanda, 

máxime cuando es evidente que, la entrega de recursos de ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A. al promotor del proyecto, era lo que comportaba el cumplimiento 

de una de las obligaciones principales del encargo fiduciario, luego honrarla no 

puede ser el fundamento de la responsabilidad que reclama el BANCO.  

 

xxviii) En la sentencia, se señala como incumplimiento del encargo No. 

0001100010252, el que “se pusieron a disposición del promotor los 

recursos sin el cumplimiento de tales requisitos a los que se obligó 

de manera clara y expresa la fiduciaria”, lo que resulta 

completamente contrario a la realidad y a lo probado en el proceso, 

toda vez que, los dineros entregados por BANCOLOMBIA a ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. fueron entregados al Promotor CUANDO 

YA SE HABÍAN CUMPLIDO TODAS LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS 

EN EL ENCARGO, INCLUSO EL INMUEBLE YA HABÍA SIDO 

TRANSFERIDO AL PATRIMONIO AUTÓNOMO.  

 

Sobre este punto conviene señalar que, tal y como se ha expuesto a lo largo de este 

memorial de sustentación, no es cierto que, los recursos aportados por 

BANCOLOMBIA al encargo fiduciario No. 0001100010252, hayan sido entregados 

al promotor sin que se hubiera cumplido la totalidad de los requisitos para hacerlo.  

Al respecto, conviene señalar que la señora Juez, el único requisito que echa de 

menos en relación con la suscripción del acta de verificación es la transferencia del 

lote “Baxter”. Ahora bien, es menester reiterar que, para el 15 de enero de 2015 el 

inmueble ya figuraba como de propiedad del Fideicomiso FA 2351, luego ¿cómo 
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puede afirmarse que los recursos de BANCOLOMBIA fueron entregados al Promotor 

sin el lleno de los requisitos?  

De otra parte, si lo que pretendía la juez era referirse a los demás encargos fiduciarios 

y a los recursos de los demás inversionistas, es preciso indicar que:  

- En el decreto de pruebas y en la fijación del litigio, la señora Juez fue enfática 

en referir que no era posible referirse a los demás encargos fiduciarios 

suscritos por el BANCO, los cuales iban a ser usados por el suscrito para 

demostrar el conocimiento que tenía BANCOLOMBIA y su voluntad de 

vincularse al proyecto MARCAS MALL.  

 

- El proceso debe ser decidido por el juez desde los conocimientos que adquiera 

con los hechos y pruebas válidamente practicadas en el proceso, es decir que, 

no puede fallar a partir del conocimiento “privado” que tenga de los hechos.  

 

- Sin importar la existencia de otros casos de inversionistas del Proyecto 

MARCAS MALL, el de BANCOLOMBIA es especial en atención a su calidad de 

profesional, la inaplicabilidad de las normas de consumo y su actuar 

negligente al momento de suscribir el contrato.  

 

Dicho lo anterior, es dable concluir que yerra el Despacho al señalar que, los 

recursos aportados por BANCOLOMBIA fueron girados al promotor sin el 

cumplimiento del punto de equilibrio, cuando en la misma sentencia se reconoce 

que al momento de suscribir el encargo fiduciario, el objeto del contrato se 

encontraba cumplido, refiriéndose a la transferencia de los recursos al promotor.  

xxix) La sentencia incurre en una contradicción, en la medida en que señala 

que ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA es responsable por suscribir el 

contrato cuando los requisitos para la entrega del dinero ya se habían 

cumplido, y luego sostiene que se incumple porque puso a disposición 

del Promotor los dineros entregados por BANCOLOMBIA sin el 

cumplimiento de los requisitos.  

 

Sobre este reparo y en atención a que, sobre el mismo se ha ido a lo largo de todo 

el documento me reitero en los argumentos expuestos con el fin de que el Tribunal 

lo tenga por sustentado en estos términos.  

xxx) La sentencia desconoce los hechos acreditados en el proceso; estos 

son que, BANCOLOMBIA se vinculó por el encargo No. 

0001100010252 con posterioridad al acta de verificación, que entregó 

los recursos luego de que TODOS los requisitos estuvieran cumplidos, 

que en el FA 2351 no hubo ninguna pérdida de recursos y que, todos 

los dineros entregados por los inversionistas fueron invertidos en el 

Proyecto.  
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En este reparo se enjuicia la sentencia por desconocer todos los elementos de juicio 

que obraban en el proceso y que permitían concluir más allá de toda duda razonable 

que:  

- Los recursos de BANCOLOMBIA fueron girados al promotor cumplidos todos 

y cada uno de los requisitos establecidos para declarar el punto de equilibrio. 

Lo anterior, dado que, para el 15 de enero de 2015 -fecha de suscripción del 

encargo fiduciario No. 0001100010252 no estaba pendiente la acreditación de 

ninguna de las condiciones.  

 

- Del informe del auditor, así como de los testimonios rendidos por este y el 

doctor Jorge Moscote, no queda duda que, el jineteo de recursos benefició al 

FA 2351 y que en este fideicomiso no se generaron faltantes por cuenta de 

egresos inusuales, de hecho, contrario a lo planteado en el proceso, este 

fideicomiso sufrió un superávit por cuenta de los ingresos inusuales de otros 

fideicomisos.  

 

- De acuerdo con los documentos exhibidos por ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., la totalidad de los recursos aportados por los inversionistas 

fueron entregados al Promotor del Proyecto, de allí que, no haya lugar a 

señalar que, los actos cometidos por los exempleados de la Fiduciaria y 

denunciados ante la Fiscalía pueden ser tenidos como causa eficiente del 

daño.  

 

- No obra en el expediente prueba alguna que permita establecer que las 

actuaciones adelantadas por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., dieron 

origen al fracaso del proyecto y en consecuencia a la no entrega del local 

comercial a BANCOLOMBIA.  

 

Por todo lo anterior, es claro que no le asiste razón al fallador de instancia en torno 

a las consideraciones que realiza a lo largo de la sentencia y menos cuando declara 

responsable a mi mandante cuando no se reúnen los requisitos para declarar la 

responsabilidad extracontractual ni contractual.  

xxxi) En la sentencia, el Despacho estima que el daño sufrido por 

BANCOLOMBIA recae en que, no le entregaron el local que pretendía 

adquirir, ni le reembolsaron los dineros que entregó, cuando la causa 

de dichos hechos es el fracaso del Proyecto, el cual de manera alguna 

es imputable a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA, más aún cuando no 

existe prueba que la suscripción del contrato “con un objeto agotado” 

sea el evento que dio lugar al incumplimiento del Promotor en el 

desarrollo del proyecto.  
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Comoquiera que a lo largo de este escrito de sustentación se ha ido en extenso en 

relación con la causa eficiente del daño, con el fin de puntualizar respecto de este 

reparo, es necesario indicar que, en la sentencia el Despacho señala:  

 

“Ahora frente al requisito, que el incumplimiento de la obligación acarree un 

daño o perjuicio a los demandantes, no se probó por parte de la sociedad 

fiduciaria que haya devuelto los recursos que depositó BANCOLOMBIA y 

menos aún que le haya escriturado el inmueble objeto del encargo fiduciario 

y que iba a poner como locatario mediante contrato de leasing a la sociedad 

TENNIS S.A., pues ni siquiera a la fecha se ha ejecutado el proyecto.” 

 

Al respecto bastará con indicar que:  

 

-  La obligación de ACCIÓN SOCIDAD FIDUCIARIA S.A. de suscribir las 

escrituras públicas de transferencia de los inmuebles resultantes de la 

construcción del centro comercial está sujeta a dos condiciones: que se 

construyeran las unidades inmobiliarias y la instrucción del promotor -

numeral 19 de la cláusula decimoprimera del FA 2351-.  

 

- La solicitud de devolución de recursos al inversionista sólo era procedente 

siempre y cuando no se transfirieran los recursos al promotor, circunstancia 

que evidentemente ocurrió en el caso en concreto, luego ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A. no tenía la obligación legal de devolver dichos recursos 

máxime cuando los mismos fueron entregados al promotor en cumplimiento 

del contrato de encargo.  

 

Así las cosas y sin mayores discusiones es evidente que, el daño que reclama 

BANCOLOMBIA le fue irrogado, está en la esfera obligacional de un sujeto distinto 

a mi mandante quien no le escrituró el local porque el Promotor no construyó el 

centro comercial, circunstancia no imputable a mi representada y no devolvió los 

recursos porque los mismos fueron invertidos al Proyecto y contractualmente dicha 

devolución sólo procedía si el promotor no acreditaba las condiciones para el punto 

de equilibrio.  

 

xxxii) En el mismo sentido, en la sentencia no se indica por qué, si el hecho 

generador de responsabilidad es que a BANCOLOMBIA no le 

entregaron el local que pretendía adquirir ni le reembolsaron los 

dineros que entregó, quien debe restituir los mismos es ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA, si esta ni recibió los recursos para sí ni los 

administró de forma incorrecta y mucho menos era la responsable de 

la construcción del proyecto.  Por el contrario, está probado que la 

Fiduciaria le entregó los recursos al Promotor, como estaba 

establecido en el contrato, luego ¿Por qué jurídicamente es la llamada 

a reintegrar unos dineros que fueron entregados al Promotor e 
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invertidos en el Proyecto MARCAS MALL, tal y como lo prevía el 

contrato? 

 

Este reparo recae sobre la denominada “imputación jurídica” al respecto y 

comoquiera que, dicha circunstancia se encuentra relacionada con el nexo de 

causalidad, con el fin de sustentar este reparo me reitero de todos los argumentos 

señalados a lo largo del escrito sobre esta temática, no sin indicar brevemente lo 

siguiente:  

 

- Como se abordó en el reparo anterior, no cabe duda de que, la escrituración 

del inmueble y la devolución de los recursos, eran dos obligaciones 

condicionales. La primera, sujeta al cumplimiento de dos eventos positivos: la 

construcción del centro comercial y la instrucción del promotor de realizar 

dicha actuación.  

 

La segunda, sujeta al no cumplimiento del punto de equilibrio y en este punto 

y sin ánimo de ser repetitivo, al momento de suscripción del encargo fiduciario 

No. 0001100010252, las mismas ya se habían cumplido.  

 

- Así mismo, conviene anotar como se ha hecho durante todo este escrito y el 

desarrollo del proceso que, los recursos del BANCO, así como los de todos los 

inversionistas fueron recibidos por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., en 

ejecución de los encargos fiduciarios que suscribió y entregados al Promotor 

en virtud del mismo contrato.  

 

- Ni los recursos del BANCO ni los de ninguno de los inversionistas fueron 

invertidos en algo diferente al Proyecto Marcas Mall.  

 

- El fracaso del proyecto no es un hecho imputable a ACCIÓN SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A., dado que, los hechos que dieron lugar a la denuncia penal 

impetrada por mi representada contra sus exempleados no afectaron 

negativamente el fideicomiso, el cual fue superavitario.  

 

Dicho lo anterior, carece de todo fundamento que la falladora de primera instancia 

impute responsabilidad a mi representada cuando sus actuaciones no son la causa 

eficiente del daño que aduce BANCOLOMBIA le fue irrogado y tampoco se obligó a 

realizar la construcción del proyecto ni recibió a nombre propio los recursos que le 

entregaran los inversionistas.  

 

xxxiii) La sentencia omitió hacer pronunciamiento alguno en relación con 

las obligaciones a cargo exclusivo del Promotor del Proyecto MARCAS 
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MALL, que eran conocidas y aceptadas por BANCOLOMBIA, dentro de 

las cuales estaba el desarrollo del Proyecto.  

 

Si bien, en la sentencia el Juzgado de Instancia señala:  

 

“Por otro lado, es de resaltar, que no se recrimina que la sociedad 

fiduciaria no haya ejecutado la construcción del centro comercial 

sobre el cual la sociedad demandante pretendió adquirir un local, 

pues en efecto, su obligación no era la edificación de este, sino la de 

haber suscrito con BANCOLOMBIA un contrato ajeno a la realidad, por el 

agotamiento previo de su objeto (…)” (subrayado y negrilla para resaltar)  

 

Lo cierto es que, la providencia sí termina reprochándole dicha circunstancia a 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. Téngase en cuenta que, de acuerdo con el 

fallo, el daño que reclama BANCOLOMBIA se estructura a partir de la no 

escrituración del local y la devolución de los aportes.  

 

Respecto de esta última, la misma no era viable porque el punto de equilibrio se 

había cumplido y en consecuencia los recursos fueron transferidos al promotor; al 

respecto téngase en cuenta que el numeral 5° de la cláusula segunda del encargo 

fiduciario No. 0001100010252 señala:  

 

 

 

 

 

Así mismo, se pone de presente que la cláusula décima, el inversionista manifiesta:  
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Adicionalmente, en el precitado encargo se señala que el inversionista conoce el 

Encargo de Preventas General MR-799, en el cual es claro que, el proyecto será 

construido por cuenta y riesgo del Promotor del Proyecto.  

 

Expuesto lo anterior resulta pertinente acotar que, comoquiera que, la construcción 

del proyecto y el manejo de los recursos una vez se acreditara el punto de equilibrio 

no correspondían a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., sino a la promotoría del 

Proyecto, dicha circunstancia debió ser abordada por la sentencia, máxime cuando 

esta impacta de forma directa a la hora de definir a quién le es imputable el daño 

que alega haber sufrido BANCOLOMBIA.  

 

También se debe llamar la atención en el hecho de que las cláusulas precitadas 

fueron conocidas y asimiladas por BANCOLOMBIA, dado que, una entidad de esta 

envergadura tiene toda la capacidad para determinar el alance de los contratos que 

suscribe, de allí que, el fallador yerre al no realizar ninguna consideración al respecto 

y atribuirle alguna consecuencia a dicha circunstancia. 

 

Por último y no menos importante es el hecho de que el juzgado en la sentencia 

condenó a ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., las siguientes sumas de dinero:   

 

Esa condena es totalmente improcedente, si se tiene en cuenta que es con esta 

sentencia es que se está declarando la supuesta responsabilidad de la demandada, 

por lo que previo a la misma el negocio celebrado no era uno de aquellos en que el 

capital “rentara”, pues la entrega de los recursos, como tantas veces se ha dicho, 

tenía como fin último que TENNIS adquiriera un local. 

En este punto es importante traer a colación lo establecido en el artículo 884 del 

Código de Comercio, así:  

“Cuando en los negocios mercantiles haya de pagarse réditos de un 

capital, sin que se especifique por convenio el interés, éste será el bancario 

corriente; si las partes no han estipulado el interés moratorio, será 

equivalente a una y media veces del bancario corriente y en cuanto 

sobrepase cualquiera de estos montos el acreedor perderá todos los 

intereses, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 45 de 

1990.” (resaltado fura del texto). 

 

Siendo lo anterior, es claro que el reconocimiento de intereses remuneratorios, cuando 

las partes no los pactan, como es este el caso, solo procede si estamos frente a un negocio 

en los que normalmente se pagan réditos, pero, como se dijo anteriormente, es claro que 

la adquisición de un bien sea cualquiera el mecanismo que se escoja, no es uno de esos 

en los que se pactan réditos.  
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Adicionalmente se debe tener en cuenta que de ninguna manera se puede indemnizar 

un perjuicio que no se ha causado, y en el presente caso no hay prueba de que 

BANCOLOMBIA hubiera esperado que ese dinero le rentara. Lo que esperaba 

BANCOLOMBIA era, o en verdad TENNIS era que le entregaran el local comercial, lo 

que indefectiblemente debe llevar a revocar cualquier condena que le reconozca réditos 

a un capital que no estaba destinado a producirlos.  

 

IV. SOLICITUD. 

 

Conforme a lo expuesto, respetuosamente solicito al Despacho REVOCAR en su 

totalidad la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2022 por el Juzgado Treinta y 

Ocho Civil del Circuito de Bogotá, y en su lugar, declarar la prosperidad de las 

excepciones propuesta y condenar en costas a la parte demandante. 

 

 

Honorables Magistrados,  

 

 

 

 

LUIS HERNANDO GALLO MEDINA 

C.C. No. 3.226.936 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 21.479 del C. S. de la J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DRA CRUZ MIRANDA

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: lunes, 5 de junio de 2023 16:00
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: sergiob88@hotmail.com <sergiob88@hotmail.com>
Asunto: RV: Proceso Verbal No. 2021-081-02 de Allianz Seguros S.A Vs. Edificio Papyrus Park 118 P.H.- Recurso
 
Cordial saludo,

Se remite por competencia a OSCAR CELIS FERREIRA - SECRETARIO JUDICIAL DE LA SALA
CIVIL, cualquier inquietud sobre su proceso debe dirigirla al correo
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.

Laura Melissa Avellaneda Malagón 
Secretaria Administrativa de la Sala Civil
Tribunal Superior de Bogotá
(571) 423 33 90 Ext. 8378
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Avenida Calle 24A No. 53-28, Of. 305 C
Bogotá D.C.

De: SERGIO BELLO <sergiob88@hotmail.com>
Enviado: lunes, 5 de junio de 2023 15:54
Para: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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Cc: no�ficaciones@gha.com.co <no�ficaciones@gha.com.co>; Rodrigo Andrés Lopeda Reyes
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<no�ficacionesjudiciales@bancofinandina.com>
Asunto: Proceso Verbal No. 2021-081-02 de Allianz Seguros S.A Vs. Edificio Papyrus Park 118 P.H.- Recurso
 
Señor 
DOCTORA 
MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 
MAGISTRADA PONENTE  
H. TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.- SALA CIVIL. 
E.                         S.                         D. 
 
Ref.;  Proceso Verbal No. 2021-081-02 de Allianz Seguros S.A Vs. Edificio

Papyrus Park 118 P.H. 
 
SERGIO ANDRÉS BELLO MAYORGA, mayor de edad, domiciliado y residente en la
ciudad de Bogotá, D.C., identificado con la cédula de ciudadanía número 79’779.727
expedida en esta ciudad capital, abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional
número 121.863 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando en
nombre y representación de la parte demandada, comedidamente me dirijo a Usted
 sustentando el recurso de apelación contra la sentencia proferida por el Juzgado 01
Civil del Circuito de Bogotá D.C. el pasado 16 de marzo de 2.023, a saber: 

Cordialmente, 
 
 

SERGIO ANDRES BELLO MAYORGA
Carrera 7 No. 17 -51, Of.708. Bogotá D.C. - Colombia
Teléfono: (571) 342 1471
Celular :(310) 283 0327  
Skype: sergiob88      
 

P Save a tree. Don't print this e-mail unless it's really necessary
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Señor 

DOCTORA 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

MAGISTRADA PONENTE  
H. TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.- SALA 

CIVIL. 

E.   S.   D. 

 
Ref.; Proceso Verbal No. 2021-081-02 de Allianz Seguros S.A Vs. Edificio 

Papyrus Park 118 P.H. 

 

SERGIO ANDRÉS BELLO MAYORGA, mayor de edad, domiciliado y residente 

en la ciudad de Bogotá, D.C., identificado con la cédula de ciudadanía número 

79’779.727 expedida en esta ciudad capital, abogado en ejercicio portador de la 

tarjeta profesional número 121.863 expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando en nombre y representación de la parte demandada, 

comedidamente me dirijo a Usted  sustentando el recurso de apelación contra la 

sentencia proferida por el Juzgado 01 Civil del Circuito de Bogotá D.C. el pasado 

16 de marzo de 2.023, a saber: 
 

i. De la Procedencia de la Apelación y de su Oportunidad.- 

 

1. El pasado 16 de marzo de los corrientes se llevó a cabo audiencia en los 

términos del artículo 373 del Código General del Proceso;  

 
2. La sentencia recurrida desestimó la totalidad de los posibles medios 

exceptivos de defensa que pudiesen favorecer los intereses de mi 

representada;  

 

3. La sentencia recurrida desestimó la totalidad de pretensiones formuladas 
en la demanda de reconvención que le asisten a mi representada;  

 

4. El pasado 29 de mayo hogaño, por estado fue notificada la admisión del 

recurso de alzada imponiendo carga procesal al apelante, de la cual se da 

alcance mediante el presente memorial. 
 

ii. Pronunciamiento al acápite de hechos del líbelo de demanda y a las 

pretensiones.- 

 

Esta defensa, al momento de contestar la demanda mediante la formulación 

de excepciones de mérito, en la etapa probatoria y al momento de alegar de 
conclusión se opuso a la prosperidad de las pretensiones incoadas por la 
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parte demandante desvirtuando los hechos sobre los cuales se basaron las 

pretensiones de la demanda, sin embargo, no se tuvieron por probadas las 

excepciones de mérito o argumentos de defensa, a saber:  

 
MEDIOS EXCEPTIVOS DE DEFENSA ALEGADOS. 

 

PRIMERA Y SEGUNDA EXCEPCIÓN 

 
(1)  Buena fe del demandado, mala fe del demandante, y;  

(2) Hecho exclusivo y determinante de la víctima en la producción del 

daño. 

 

El medio exceptivo de defensa planteado tiene por objeto demostrar la 
diligencia y cuidado con el que actuó la propiedad horizontal y su 

Administrador, al punto de llegar a demostrarse dentro del plenario que, 

se procuró la ocurrencia del hecho generador de daño, pues a pesar que, 

el montacoches se encontraba funcional, si se advertía la posible 
ocurrencia de una falencia en tal equipo, que podría dar lugar a su daño o 

al desplome del mismo. 

 

Debido a ello, como quedó demostrado, al menos con ochenta (80) días de 

antelación a la ocurrencia del siniestro, la Asamblea General de 
Copropietarios actuando como autoridades de la copropiedad con 

fundamento en el principio de precaución o preventiva1, tomó la decisión de 

limitar en cuanto a la capacidad de carga el uso del equipo de transporte 

vertical, esto es, advirtiendo a la comunidad a través del acta de Asamblea 

que conmina a los presentes, ausentes y disidentes, y en general, a todos 
los moradores de la propiedad horizontal, que el equipo de transporte 

vertical de vehículos no debería ser sometido a cargas superiores a los dos 

mil (2.000) kilogramos, decisión de Asamblea que fuera comunicada a 

todos los residentes de la propiedad horizontal, lo que denota un actuar 
diligente y cuidadoso. 

 

Ahora. El conductor del vehículo RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, 

conforme quedó acreditado en los medios de prueba documentales 

obrantes en la actuación, es quien en ejercicio de una actividad peligrosa 
como lo es la conducción de vehículos, toma la decisión de ingresar un 

 
1 El principio de precaución ha sido de gran debate en la Doctrina y objeto de pronunciamiento por parte de la H. Corte 

Constitucional v.gr. Sentencia de Sentencia C-293 de 2002 que sostuvo: “Acudiendo al principio de precaución, que 

una autoridad ambiental puede proceder “a la suspensión de la obra o actividad que desarrolla el particular, 

mediante el acto administrativo motivado, si de tal actividad se deriva daño o peligro para los recursos naturales o la 

salud humana, así no exista la certeza científica absoluta”. 
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vehículo que sobre pasaba la capacidad de carga estimada por la propiedad 

horizontal, ingresando el vehículo al equipo de transporte vertical junto con 

tres (3) personas más, lo que fácilmente se traduciría en un peso de al 

menos, dos mil quinientos (2.500) kilogramos, y acciona el mecanismo para 
dirigirse a uno de los sótanos de parqueo, lo que denota una falta de 

cuidado y diligencia a pesar de la medida de precaución adoptada por la 

propiedad horizontal. Fruto del infortunado suceso, en el cual 

afortunadamente no existieron lesiones personales ni un saldo trágico que 
lamentar.  

 

Es menester señalar que, otros propietarios de vehículos, conforme quedó 

acreditado en el plenario, sí acogieron la medida de seguridad adoptada 

por la propiedad horizontal, tal es el caso de un vehículo blindado que en 
efecto se abstenía de hacer uso del equipo de transporte vertical, evitando 

así un siniestro, lo que por obvias razones era un hecho notorio que era 

conocido por el señor RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, como conocedor 

del riesgo que presentaba el uso del montacoches y con falta de diligencia 
o imprudentemente decide usarlo.    

 

En otras palabras, en el plenario quedó acreditada la debida diligencia de 

la propiedad horizontal y sus órganos de dirección, lo que da lugar a 

cuestionar la culpa que tuvo por probada el A Quo en su decisión ya que 
no existió acto u omisión imputable a la propiedad horizontal, como 

presupuesto de responsabilidad civil que ahora se achaca, no así la de un 

tercero que edificó el proyecto inmobiliario dotando a la copropiedad de un 

equipo de transporte vertical que, como caso fortuito se desplomó, un 
rompimiento del nexo de responsabilidad fruto del caso fortuito que 

resulta liberatorio de responsabilidad.   

 

En suma, la propiedad horizontal y administrador obraron de buena fe y 

con la debida diligencia procurando precaver un evento dañino, no así el 
conductor del vehículo RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, quien ni 

siquiera es el arrendador financiero del contrato de leasing, poniendo de 

presente que, el arrendador financiero era el señor EMILIO ALEXANDER 

ORTIZ SOTELO quien perdió o entregó la tenencia del vehículo sin efectuar 

lo actos propios del tenedor para recuperar la tenencia lo que va en 
contravía del contrato de seguro en lo que respecta a las exclusiones de 

responsabilidad -Exclusiones para Todos los amparos- conforme se aprecia 

en el medio de prueba aportado por el Banco Finandina en el documento 

obrante en el plenario bajo epígrafe 023AlleganContestacionDemanda 
visible a folios 15 al 16, a saber: 
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II. Exclusiones para Todos los amparos. 

 

No habrá lugar a indemnización por parte de La Compañía para los 

siguientes casos: 
 

1.  Cuando el siniestro sea consecuencia de exceso de carga 

o sobrecupo de pasajeros y esta situación sea influyente 

y/o determinante en la ocurrencia del mismo o agrave o 
extienda las consecuencias que se llegaren a producir. 

(…)  

 

4.  Cuando el vehículo asegurado sea dado en alquiler, en 

arrendamiento, o en comodato en cualquiera de sus formas, 
incluyendo la prenda con tenencia, leasing financiero, sin 

previa notificación y autorización de La Compañía. 

 

(…) 

 
10.  Cuando el vehículo asegurado sea conducido por una 

persona no autorizada por el asegurado. 

 

11.  Cuando exista dolo o culpa grave en la ocurrencia del 
siniestro por parte del conductor autorizado, tomador, 

asegurado o beneficiario. 

 

(…) 

 
15.  Siniestros que cause o sufra el vehículo cuando no se 

movilice por sus propios medios, excepto cuando el vehículo 

sea remolcado o desplazado por grúa, cama baja, niñera o por 

cualquier otro medio de transporte de carga autorizado por el 

Ministerio de Transporte. La Compañía conservará para tales 
efectos el derecho de subrogación contra las personas 

responsables, sin que el asegurado, propietario, beneficiario o 

terceros puedan oponerse a tal derecho. 

 
Previo a referirme a las exclusiones de responsabilidad para la Compañía de 

Seguros, comedidamente solicito al Señor Magistrado Ponente que se tenga en 

cuenta que la prueba remitida extemporáneamente por la sociedad Banco 

Finandina, habiéndose contestado la demanda, da cuenta que, no debía pagarse 

por parte de la compañía de seguros, debiendo haberse objetado la reclamación. 
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Es menester señalar, que el actuar de la Compañía de Seguros quien se subrogó 

en los derechos al propietario y tenedor del vehículo, fue imprudente y debía 

objetarse la reclamación. Fruto del actuar poco diligente de la compañía de 

seguros, de mala fe, pretende efectuar el recobro a mi representada, procurando 
que conforme el aforismo le sea premiada su falta de diligencia- “Nemo auditur 

propriam turpitudinem allegans”, siendo el deber ser que, la Compañía de Seguros 

subrogatoria de los derechos del propietario y arrendador financiero, procure el 

reembolso de lo indebidamente pagado. 
 

 

Frente a las exclusiones de responsabilidad de la Compañía de Seguros resulta 

necesario mencionar que existía un sobrepeso en el vehículo y el siniestro en 

efecto es consecuencia de ese sobrepeso, el vehículo había sido dado en mera 
tenencia sin notificación y autorización de la Leasing o Compañía de Seguros, 

existiendo culpa en la ocurrencia del siniestro por parte del conductor quien se 

encontraba en ejercicio de actividad peligrosa, aunado que, el siniestro acaecido 

cuando el vehículo no se movilizaba por su propios medios. 

 
En consecuencia, sin lugar a dudas, mi representada obró con la diligencia 

debida, no así, la Compañía de Seguros demandante, lo que se hace extensivo al 

arrendador financiero y al mero tenedor del vehículo, haciendo hincapié que la 

Compañía de Seguros ni el Banco Finandina acreditaron en el sumario que 
existiera una solicitud o notificación del arrendador financiero para que otra 

persona pudiese conducir el vehículo siniestrado.      

 

Continuando con el hilo conductor del presente acápite del recurso de alzada, 

según lo expuesto que da lugar a predicarse y tenerse por probada la existencia 
de un hecho exclusivo y determinante de la víctima en la producción del daño, 

liberatorio de responsabilidad por rompimiento del nexo causal de 

responsabilidad, se hace necesario mencionar que, conforme el contrato de 

leasing aportado por el Banco Finandina conforme obrante en el plenario bajo 
epígrafe 023 Allegan Contestacion (sic) Demanda visible a folios 52, Cláusula 

Décimo Quinta- Tenencia Exclusiva y Cesión, a saber: 

 

Sin autorización expresa del Banco, EL LOCATARIO, no podrá otorgar la 

tenencia del bien a terceros, ni entregarlo a estos para su explotación bajo 
cualquier forma contractual, ni ceder este contrato de manera alguna. Aún 

el caso de existir dicha autorización el locatario seguirá siendo 

solidariamente responsable con el cesionario o el sustituto frente al banco 

de las obligaciones contraídas en este contrato (…)  
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Más allá de la defensa planteada por parte del Banco Finandina en el sentido 

que, conforme las pretensiones enfiladas a buscar la declaratoria de 

responsabilidad de cara a la demanda de reconvención formulada, en el sentido 

que no es dable predicar su responsabilidad en el contrato de Leasing cuando el 
locatario entrega la tenencia del bien, lo cierto es que, si existió una falta de 

vigilancia y cuidado por parte del Banco Finandina, habida consideración que, el 

siniestro se produjo cuando el vehículo era conducido por un tercero, no el 

locatario, lo cual desde la ocurrencia del infortunado evento, fue conocido por el  
Banco Finandina y la Allianz Seguros conforme folio 223 del documento pdf 

obrante en el cuaderno principal de la actuación denominado 006 Allega 

Subsanación De La Demanda Correo en dónde expresamente se menciona que el 

vehículo al momento del siniestro era conducido por un tercero, es decir, el señor 

RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, que resulta congruente con el INFORME 
POLICIAL DE ACCIDENTE DE TRANSITO visible a folio 224 del cuaderno 

mencionado donde expresamente se reitera que el vehículo al momento del 

siniestro era conducido por un tercero, es decir, el señor RAMÓN GERARDO 

LEÓN CADENA, donde si es dado predicar la culpa del arrendatario del bien al 

entregar la tenencia a un tercero, la ocurrencia de un daño y el nexo de 
responsabilidad o causalidad. 

 

Itero, en la misma línea de defensa, existió una culpa exclusiva y determinante 

de la víctima en la producción del daño al entregar la tenencia o mera tenencia 
del bien sin la autorización del Banco Finandina, ello referido al arrendatario 

financiero quien, ahora, es representado por subrogación de la Compañía de 

Seguros respecto de quien declararse prosperas las excepciones incoadas.  

 

 
 

QUINTA, SEXTA Y SÉPTIMA EXCEPCIÓN 

 

(5) Falta de Legitimación en la causa por pasiva; 
(6) Hecho Exclusivo y determinante de un tercero, y; 

(7) Excepción genérica o innominada. 

 

Como se ha expuesto, la responsabilidad en la producción del daño o es causa 

eficiente en la producción del daño el hecho exclusivo y determinante de un 
tercero, que indistintamente, de desistimiento del llamamiento en garantía, debió 

ordenarse su comparecencia a fin de procurar la adecuación de la verdad 

material y verdad formal, fin de la Administración de Justicia.   

 
Es así como en el debate probatorio -en congruencia con los medios de prueba 

documentales- se pudo determinar que al momento de ocurrir el siniestro el 
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vehículo era conducido por un tercero, ello debido a la falta de diligencia del 

Banco Finandina y del actuar imprudente del arrendador financiero, quien 

entregó la mera tenencia del vehículo del tercero varias veces mencionado 

RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, morador de la propiedad horizontal donde 
ocurrió el siniestro, arrendatario del apartamento 202 que es propiedad de la 

sociedad INKUBA LATAM CONSULTORES S.A.S., con domicilio principal ubicado 

en la ciudad de Bogotá D.C., con número de identificación tributario – N.I.T. 

901.064.254-7 conforme se acreditara con el certificado de tradición y libertad 
número 50N - 20833494. 

 

Nuevamente se hace énfasis en que las decisiones de la Asamblea de Propietarios 

de un inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal tienen efectos 

vinculantes, no solo para los propietarios de los inmuebles, sino también, para 
todas las personas que viven en comunidad en la copropiedad. 

 

De tal suerte, se encuentra probado que, conforme el cuaderno principal 

denominado 013 Allega Pruebas Anexos Contestacion (sic) Demanda Parte2 
visible a folio 79 y 80, el 21 de mayo de 2019, el Administrador de la Propiedad 

Horizontal remitió el acta de asamblea a la sociedad a la sociedad INKUBA LATAM 

CONSULTORES S.A.S., sociedad esta última que debió informar a su 

arrendatario la restricción de peso por precaución dada por la Asamblea General 

de Propietarios para el uso del equipo de transporte vertical hasta 2.000 
kilogramos, a la par de la  obligación del tercero RAMÓN GERARDO LEÓN 

CADENA de procurar estar enterado lo que acontecía en la propiedad horizontal, 

bajo la consideración que este, era usuario del montacoches y de otras zonas 

comunes y amenidades. 

 
Bajo esta consideración y la del ejercicio de actividad peligrosa por parte del señor 

RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, este decidió ingresar el vehículo ocupado por 

su grupo familiar, teniendo en cuenta que, en el plenario quedó acreditado que 

el vehículo por sí mismo tenía un peso superior al de la restricción dada por la 
Copropiedad, lo que denota un actuar imprudente, es decir, el hecho exclusivo y 

determinante de un tercero en la producción del daño como rompimiento del 

nexo de responsabilidad, que en el deber ser, debía articularse en con la 

excepción innominada, y tenerse como un caso fortuito, habida cuenta que, el 

equipo de transporte vertical se mantuvo funcional hasta el día de marras.  
 

De otro lado, ha de tenerse en cuenta que existe una falta de legitimación en la 

causa por pasiva, ya que, la personería jurídica de la propiedad horizontal tan 

solo se obtuvo después del incidente que conllevó la pérdida total del vehículo. 
Nótese, que en estricto sentido, la personería jurídica es la capacidad de ejercer 

derechos y contraer obligaciones, de manera que, para el caso de las personas 
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naturales se adquiere con la mayoría de edad y para las personas jurídicas sin 

ánimo de lucro como las copropiedades con la obtención de la personería jurídica 

que expiden las Alcaldías Locales por Jurisdicciones con la consecuente 

expedición del Número de Identificación Tributario – N.I.T. sin el cual no se 
contaba con la solvencia legal para comparecer al pleito como sujeto capaz de 

contraer obligaciones, mucho menos para, hacerse a una póliza de zonas 

comunes.  

 
La inexistencia de la propiedad jurídica debido a la falta de expedición del 

“documento de identidad” como presupuesto para contraer obligaciones y que da 

asidero a la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva fue probado 

a través de la declaración del señor Luís Horacio García representante legal de la 

propiedad horizontal demandada junto con el formulario del Registro Único 
Tributario – R.U.T. visible a folio 41 en el documento obrante en el Cuaderno 

Principal rotulado con el nombre 013 Allega Pruebas Anexos Contestacion (sic) 

Demanda Parte 2, documento que al examinarse con detenimiento, en la margen 

inferior izquierda, se puede colegir de la prueba documental que fue expedido el 

11 de julio de 2019, esto es, once (11) días después de ocurrido el infortunado 
suceso, por lo cual itero, la propiedad horizontal no era persona jurídica para el 

momento del siniestro, toda vez que, no contaba con un elemental atributo de la 

personería jurídica2 como lo es la capacidad3, sin siquiera poder contratar por sí 

 
2 Código Civil. Artículo 633. <DEFINICION DE PERSONA JURIDICA>. Se llama persona jurídica, una persona 
ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y 

extrajudicialmente. (Negrilla fuera de texto). 
 
3 H. Corte Constitucional, sentencia T-352/22. MP Cristina Pardo Schlesinger. Bogotá D.C., siete (7) de 
octubre de dos mil veintidós (2022). “25.   La Constitución Política de 1991 reconoce el derecho a la 
personalidad jurídica en su artículo 14. Según la Corte Constitucional este derecho presupone que toda 
persona es titular de derechos y de obligaciones y puede ser partícipe del tráfico jurídico para ejercer sus 
atributos como ser social que lo caracteriza. Estos atributos que componen la personalidad jurídica son el 
nombre, el domicilio, el estado civil, el patrimonio, la nacionalidad y la capacidad. En cuanto a este último, 

se trata de «la aptitud legal para adquirir derechos y contraer obligaciones». Al respecto la jurisprudencia 
constitucional ha señalado: 
  

«(…) la capacidad jurídica tiene dos acepciones: la de goce y la de ejercicio. La primera hace 
referencia a ser titular de un derecho, a disfrutar de él; mientras que la segunda, implica 
practicar el derecho, utilizarlo o realizar actos jurídicos que permitan su disfrute. La Corte 
concluyó en esta oportunidad que la capacidad de goce es “(i) es una cualidad, no un derecho 
ni un estatus; (ii) actúa como centro unificador y centralizador de las diversas relaciones 
jurídicas que conciernen al individuo; (iii) es general y abstracta, ya que representa la 
posibilidad de ser titular de derechos aunque no se llegue a ejercer alguno; (iv) está 
fuera de la voluntad humana y del comercio, porque no puede ser objeto de contratos o 

negocios jurídicos”. La capacidad de ejercicio, por su parte, “habilita a la persona para ejercer 
directamente la titularidad de sus derechos, sin que medie una voluntad de un tercero o sin 
que se requiera la autorización de la ley para ello. En palabras más concretas, la capacidad 
de ejercicio es la aptitud que tiene una persona para ejercer autónoma e independientemente 
sus derechos. || Así pues, la capacidad jurídica, o sea, la capacidad para ser titular 
de derechos subjetivos patrimoniales, la tiene toda persona sin necesidad de estar dotada 
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misma, es decir, abrir una cuenta bancaria, hacerse a una póliza de zonas 

comunes, entre otras limitantes. 

 

        
En este orden de ideas, la capacidad jurídica se traduce en la facultad de ser 

titular de derechos y obligaciones (capacidad legal) y de ejercer esos derechos y 

obligaciones (legitimación para actuar), precisando, nuevamente que, para la 

fecha de ocurrencia de los hechos la persona jurídica no contaba con el atributo 
de la capacidad. 

 

Téngase en cuenta que la escritura pública contentiva del reglamento de 

propiedad horizontal fue inscrita ante la Alcaldía Local de Usaquén el 29 de mayo 

de 2.019 por parte del Constructor y, presuntamente, el Administrador 
Provisional señor Lino Buitrago, sin que este último logrando que se reconociese 

como Administrador pudiere obtener el documento de identificación tributario 

encontrándose habitada la propiedad horizontal, razón por la cual, los 

propietarios tomaron la decisión de cambiar el Administrador para que en lo 
venidero fungiera como tal el señor Luís Horacio García, lográndose la 

expedición de la personería jurídica el día 11 de julio de 2019, once (11) días 

después de ocurrido el accidente, lo cual es apreciable en la margen inferior de 

la certificación de personería jurídica expedida por la Alcaldía Local de esa 

jurisdicción territorial que obra en el folio 42 del documento denominado 013 
Allega Pruebas Anexos Contestacion DemandaParte2 obrante en el cuaderno 

principal. 

 

Obrando con suma diligencia, el Administrador Luís Horacio García, procedió a 

solicitar y hacerse al Registro Único Tributario – R.U.T., lo que desde ese 
momento consolida la personería jurídica entendida como la capacidad de 

ejercer derechos, contraer obligaciones o ser llamada pleito en virtud del 

patrimonio propio y su autonomía al ser portadora o beneficiaria de un 

documento de identidad, como lo es el R.U.T., lo que permite concluir que, para 
el momento del siniestro la copropiedad no era personería jurídica, por lo cual 

debía tenerse por probada la excepción falta de legitimación en la causa por 

pasiva. 

 

 
Referido a la culpa exclusiva y determinante de un tercero en la producción ha 

de mencionarse otra vez que el arrendador financiero entregó la tenencia del 

vehículo siniestrado a un tercero como lo es el señor RAMÓN GERARDO LEÓN 

 

de voluntad reflexiva; en cambio, la capacidad de obrar está supeditada a la existencia de 
esa voluntad”»  

 



 

Página 10 de 25 

 
Carrera 7a. No. 17 - 51, oficina 708. Telefax: (57 1) 342 1471 Cel.: (310) 283 0327  

E-mail: sergiob88@hotmail.com Bogotá, D.C. Colombia 

CADENA, que resulta congruente con el INFORME POLICIAL DE ACCIDENTE 

DE TRANSITO visible a folio 224 del cuaderno mencionado donde expresamente 

se reitera que el vehículo al momento del siniestro era conducido por un tercero, 

es decir, el señor RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA. 
 

El A Quo omitió revisar con detenimiento la conducta que ejercía el señor RAMÓN 

GERARDO LEÓN CADENA al momento de acaecer el accidente, esto es, una 

actividad peligrosa como lo es la conducción de un vehículo, conducta que por sí 
misma, permite presumir la culpa del conductor, bajo la premisa que el vehículo 

ingreso por dirección de su conductor al equipo de transporte vertical de 

automotores por dirección del señor LEÓN CADENA, de contera sobrepasando la 

capacidad de carga estimada en virtud del peso del vehículo más su cuatro (4) 

ocupantes, limitante dada fruto de la precaución y previsión de la Asamblea de 
Copropietarios, de manera que, a la par de la falta de diligencia del conductor del 

vehículo, la sobre exposición al riesgo, decide hacer uso del elevador, debiendo 

ponerse de presente que, el hecho dañino era previsible y resistible, para ese 

tercero que, conducía el vehículo. 
 

 

Así mismo, dentro del plenario quedó acreditada la existencia de la culpa 

exclusiva y determinante de un tercero como la del señor MANUEL FRANCISCO 

SALAZAR DEL CASTILLO, constructor de la propiedad horizontal, sin que mi 
prohijada tenga responsabilidad alguna en tal hecho, pues no era persona 

jurídica para la fecha del acaecimiento del siniestro, aunado que, el responsable 

de obra era la sociedad Papyrus Park S.A.S. la cual fue hábilmente liquidada por 

el señor MANUEL FRANCISCO SALAZAR DEL CASTILLO, socio y representante 
legal, que con ello pretende eludir sus responsabilidades, no obstante, conforme 

la licencia de construcción es el profesional responsable de obra aunado a la 

responsabilidad para administradores o factores que contempla el artículo 200 

del Código de Comercio, factores que deben responder cuando causen perjuicios 

a la sociedad misma o a un tercero. 
Una vez concluida la obra el señor SALAZAR DEL CASTILLO, debía solicitarle a 

la Alcaldía Local de Usaquén el certificado de permiso de ocupación bajo la 

mirada pasiva de la Alcaldía Local de Usaquén quien por norma debe supervisar 

la ejecución de las licencias de construcción4, previo el cumplimiento de todos 

los requisitos técnicos y legales a dicha Entidad, sin embargo, se abstuvo de ello, 
y permitió la ocupación del inmueble que contiene varios yerros de construcción 

e incumplimiento de norma y reglamentos técnicos.  

 

 
4 Decreto Nacional 1077 de 2015.  
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No bastándole ello, nombró un administrador provisional quien no fue capaz de 

obtener la personería jurídica de la propiedad horizontal (inscripción, registro y 

el consecuente R.U.T.) lo que imposibilitó que la propiedad horizontal tuviese 

póliza para las zonas comunes. 
 

Un grupo de propietarios tomó el liderazgo y nombró un administrador (Luís 

Horacio García) con posterioridad a la ocurrencia del insuceso cuyo 

resarcimiento aquí se reclama quien tramitó y obtuvo la personería, no obstante, 
para el día de marras por ello no existía póliza de zonas comunes.      

 

 

De otra parte, existe la responsabilidad de un tercero, esto es la sociedad Unocol 

S.A.S. quien es la firma que se encargó de construir e instalar el defectuoso 
Montacoches como contratista del constructor, sobre el cual se encontraba 

montado el vehículo siniestrado el día de marras.    

 

De otra parte, se encuentra la sociedad INKUBA LATAM CONSULTORES S.A.S. 
e INVERSIONES SUME S.A.S.  propietarios del apartamento 202 y 1401 quienes 

actuando por conducto de sus representantes asistió a la asamblea de 

copropietarios en la cual se advirtió que el montacoches no podía ser cargado 

con un peso superior a dos mil (2.000) kilogramos, información que además fue 

puesta en conocimiento RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA arrendatario de la 
firma mencionada, una reforma al reglamento de propiedad horizontal aprobada 

el pasado 10 de abril 19 de 2019, visible a folio 5.    

 

Por último, existe la responsabilidad de un tercero, el señor Lino Buitrago, que 
no fungió por falta de nombramiento e inscripción en la Secretaria de Gobierno 

para ser el administrador de la propiedad horizontal dentro de la jurisdicción de 

la Alcaldía Local de Usaquén, quien debió hacerse a la personería jurídica, 

obtener el número de identificación tributario – N.I.T., es decir, procurar la 

personería jurídica (para ejercer derechos y contraer obligaciones) y proceder a 
tomar la póliza de zonas comunes.  

 

El reparo contra la decisión de primera instancia, consisten en que el deber ser 

del fallo tenía que tenerse por probado el hecho exclusivo y determinante de un 

tercero para la producción del daño, un rompimiento del nexo de responsabilidad 
liberatorio de toda responsabilidad a mi prohijada. 

 

Por último, la formulación de la  

 
 

EN LO QUE ATAÑE AL TRÁMITE PROCESAL. 
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En primer lugar, ha de mencionarse que, la parte demandante al momento de 

radicar la demanda omitió remitir los medios de prueba obrantes en su custodia, 
lo que sería objeto de reproche por parte del A Quo al exigir que compartiera los 

medios de prueba, pues se había limitado a remitir un link que daba cuenta el 

alojamiento de los documentos (003Anexos) en un archivo digital en un servidor. 

El link nunca fue funcional y tan solo, después de la audiencia inicial, el 
apoderado de la parte demandante por reconvención que efectuara el señor Juez, 

daría acceso a tales medios de prueba, lo que atenta contra la lealtad procesal 

dentro del trámite. 

 

En segundo lugar, de contera, la decisión de fondo -sentencia de primera 
instancia- se profirió con desconocimiento de lo establecido por el artículo 121 

del Código General del Proceso5, esto es, habiendo fenecido el término de un (1) 
 

5 Código General del Proceso. Artículo 121. Duración del proceso. Salvo interrupción o suspensión del proceso por 

causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, 

contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada 

o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, 

contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tri bunal. 

 

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el 

funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso , por lo cual, al día siguiente, deberá 

informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado 

que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la providencia dentro del término máximo de seis (6) 

meses. La remisión del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni participación de las oficinas de 

apoyo judicial. El juez o magistrado que recibe el proceso deberá informar a la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura sobre la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.  

 

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, por razones de congestión, podrá previamente indicar 

a los jueces de determinados municipios o circuitos judiciales que la remisión de expedientes deba efectuarse al propio 

Consejo Superior de la Judicatura, o a un juez determinado. 

Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, el proceso pasará al juez que designe la 

sala de gobierno del tribunal superior respectivo. 

 

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia 

respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite 

recurso.  

 

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la 

respectiva providencia. 

 

Para la observancia de los términos señalados en el presente artículo, el juez o magistrado ejercerá los poderes de 

ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley. 

 

El vencimiento de los términos a que se refiere este artículo, deberá ser tenido en cuenta como criterio obligatorio de 

calificación de desempeño de los distintos funcionarios judiciales. 
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año que tenía el A Quo para resolver la primera (1ª) Instancia, una norma de 

orden público, que agota la competencia del fallador, resaltando que, el A Quo 

no prorrogó su competencia la cual empezó a correr desde el día 24 de junio de 

2.021 -para el caso de la demanda principal- y que la Sentencia se profirió el día 
16 de marzo de 2.023, resaltando que, tampoco el A Quo no informó ello a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

En tratándose de la demanda de reconvención, la misma fue admitida el 11 de 
octubre de 2.021 habiéndose agotado su competencia el 11 de octubre de 2022, 

profiriéndose Sentencia el día 16 de marzo de 2.023 sin que el A Quo no informó 

ello a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

En consecuencia, conforme lo prescrito por la norma en cita, la decisión proferida 
por el A Quo y los actos previos a esta son nulos: 

 

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez 

que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia. 
 

 

En tercer lugar, dentro del trámite procesal se ordenó la vinculación de los 

llamados en garantía, no obstante, el A Quo tuvo por desistidos los llamamientos 

en garantía, y negó además la comparecencia de los llamados en garantía, a pesar 
del recurso horizontal y vertical formulados al respecto.  

 

Al respecto ha de afirmarse, que el A Quo debía mantener la concurrencia al 

proceso integrando el contradictorio, aunado que, dentro de la oportunidad para 

el saneamiento del proceso debía de oficio ordenar la vinculación de las personas 
naturales o jurídicas que tenían interés en las resultas del proceso conforme se 

anunciaba en la contestación de la demanda y en la demanda de reconvención, 

y, en lo prescrito por el numeral 3º y 8º del artículo 372 del Código General del 

Proceso, lo que puede tenerse como una vulneración al debido proceso bajo la 
consideración que, el A Quo dio prelación al derecho adjetivo frente al derecho 

sustantivo referido al derecho de contradicción y defensa.  

 

De tal suerte el A Quo debía ordenar la vinculación o tener por notificados o 

llamados al trámite del señor Manuel Francisco Salazar del Castillo, de la 
sociedad Inkuba Latam S.A.S. y Unocol S.A.S., reitero, con el propósito de la 

congruencia de la verdad material y formal.    

 

 

Parágrafo. Lo previsto en este artículo también se aplicará a las autoridades administrativas cuando ejerzan funciones 

jurisdiccionales. Cuando la autoridad administrativa pierda competencia, deberá remitirlo inmediatamente a la 

autoridad judicial desplazada”. (Negrilla  y subraya fuera de texto). 
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EN LO QUE ATAÑE A LA PRACTICA Y VALORACIÓN DE LAS 

PROBATORIA. 

 
En lo que atañe actividad probatoria comedidamente se efectúan los siguientes 

comentarios y reparos:  

 

1. Interrogatorio de parte:  
 

1.1. Representante legal de la propiedad horizontal. 

 

Conforme la declaración rendida se probó que la propiedad horizontal no existía 

para el momento de los hechos y que las zonas comunes no se encontraban 
recibidas Vgr. tal equipo de transporte vertical que no es un área común esencial, 

y que en Asamblea de Copropietarios del 10 de abril de 2.019 se limitó la 

capacidad de carga del equipo de transporte vertical y que el constructor no había 

recibido a su contratista Unocol el Montacoches, lo que permite cuestionar la 
causa eficiente del daño y la consecuente responsabilidad.   

 

El A Quo en el interrogatorio de parte preconcibió la decisión que tomaría en la 

sentencia proferida al sostener que la persona jurídica ya existía, esto es una 

oportunidad no procesal pertinente, prejuzgó frente a la existencia de la persona 
jurídica, ello en el minuto treinta (30) de la audiencia inicial llevada a cabo el 13 

de diciembre de 2.022, a pesar de haberse alegado una falta de legitimación en 

la causa por pasiva, descartando, el medio exceptivo de defensa con antelación, 

una vulneración del derecho de defensa sin atención a las formas de cada 
proceso, pues tales pronunciamientos debían darse en la sentencia. 

 

El A Quo en su intervención tuvo por probado que el vehículo era conducido por 

un tercero, residente del edificio, lo que cobra relevancia al haberse incoado la 

culpa exclusiva y determinante de un tercero, el señor LEON CADENA. 
 

 

Al momento de formularse el interrogatorio por parte del apoderado de Allianz el 

representante de la propiedad horizontal se refiere a la causa del accidente 

mencionando que el ingeniero Enrique Gómez conforme lo plasmó en el informe 
contratado determinó que la causa del accidente se debió a la mala calidad del 

elevacoches, al rompimiento de un cable que sostiene la plataforma, se soltaron 

anclajes, que da asidero, a la culpa exclusiva y determinante del tercero 

constructor, quien determinaba el rumbo del edificio mientras se obtenía 
personería jurídica y se contaba con la identificación tributaria como capacidad 

para ejercer derechos y contraer obligaciones. 
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Así mismo que, el vigilante de la propiedad horizontal no era quien operaba el 

equipo de transporte vertical, lo que da lugar a inferir que, el conductor del 

vehículo es quien ingresa y activa el mecanismo del equipo, quien en ejercicio de 
actividad peligrosa como es la conducción del vehículo, dirige el vehículo y asume 

el riesgo, lo que debía tomarse en el peor de los casos como una concurrencia o 

neutralización de culpas. 

 
 

Al momento de formularse el interrogatorio por parte del apoderado del Banco 

Finandina se declaró que no se habían recibido las zonas comunes, conforme lo 

mencionó atrás, respecto de zonas comunes no esenciales, que vuelve a darle 

asidero a la excepción de la culpa exclusiva y determinante de un tercero como 
lo es el responsable de obra, lo que inexorablemente debe ser una vocación de 

prosperidad del medio exceptivo de defensa que se menciona. 

 

Así mismo, se reiteró que desde la Administración y la Asamblea en mayo y en 
abril de 2019 se advirtió a todos los habitantes de la copropiedad como estaba 

funcionando el elevacoches y la restricción de peso y que se le reclamó al 

constructor acerca de la advertencia que debía publicarse acerca de la limitante 

en el uso del peso del equipo de transporte vertical, sin que ese tercero ubicara 

los avisos, que vuelve a darle asidero a la excepción de la culpa exclusiva y 
determinante de un tercero como lo es el responsable de obra, precisando que la 

propiedad horizontal, no podía celebrar contratos de mantenimiento y el 

constructor era quien debía contratar los mantenimientos, así las cosas, tenerse 

una culpa en cabeza de la administración o propiedad horizontal debido a la falta 
de mantenimiento, es darle cabida, al cumplimiento de un imposible.  

 

 

1.2. Representante legal de Allianz Seguros. 

 
El representante legal confesó que el beneficiario de la póliza era el señor Ortiz 

Sotelo a quien se le pagó la indemnización y confeso que el vehículo pesaba mas 

de dos toneladas lo que es congruencia con la prueba documental obrante, lo 

que denota un actuar imprudente de la víctima del daño señor Ortiz Sotelo y, a 

su vez, el señor León Cadena. 
 

Aunado a lo anterior, y referido a la prueba documental, el representante legal, 

bajo las consecuencias legales, en la audiencia inicial cuando transcurría una 

hora con dieciocho minutos con cincuenta y cinco segundos (1:18:55) faltó a la 
verdad en el sentido de aseverar que la póliza de seguros si amparaba el siniestro 

cuando el vehículo era conducido por un tercero, lo cual, se desmiente con la 
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prueba documental contrato de seguro en lo que respecta a las exclusiones de 

responsabilidad -Exclusiones para Todos los amparos- conforme se aprecia en el 

medio de prueba aportado por el Banco Finandina en el documento obrante en 

el plenario bajo epígrafe 023AlleganContestacionDemanda visible a folios 15 al 
16, a saber: 

 

II. Exclusiones para Todos los amparos. 

 
No habrá lugar a indemnización por parte de La Compañía para los 

siguientes casos: 

 

 

10.  Cuando el vehículo asegurado sea conducido por una 
persona no autorizada por el asegurado. 

 

11.  Cuando exista dolo o culpa grave en la ocurrencia del 

siniestro por parte del conductor autorizado, tomador, 

asegurado o beneficiario. 
 

(…) 

 

La falta a la verdad del representante legal de Allianz Seguros, indistintamente 
de la tipificación de una conducta penal, le da asidero y permite tener por 

probada la excepción de la mala fe del demandante subrogatario, ya que el actuar 

de la Compañía de Seguros, fue imprudente y debió objetar la reclamación, no 

obstante, ahora pretende efectuar el recobro a mi representada, procurando que 

conforme el aforismo le sea premiada su falta de diligencia- “Nemo auditur 
propriam turpitudinem allegans”. 

 

 

1.3. Representante Legal de la sociedad Banco Finandina como demanda 

en reconvención. 
 

En su declaración en congruencia con la prueba documental que reposa en la 

actuación se refirió a que el locatario del contrato de Leasing era el señor Emilio 

Alexander Ortiz Sotelo. 
 

La representante legal de la sociedad demandada, absolvió el interrogatorio 

cuando transcurría una hora veintiún minutos y cincuenta segundos (1:25:50) 

de la audiencia inicial, quien al momento de declarar y manifestar que no sabía 

quién era el conductor del vehículo para el momento de ocurrencia del insuceso. 
En seguida, manifestó que no existía ninguna restricción para que el locatario 
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entregue la tenencia del vehículo sin que demostrará ningún tipo de diligencia 

en el cuidado de la cosa, llánamente calló las estipulaciones contractuales que 

obligan al locatario para hacerse a una autorización para que otra persona 

pudiera conducir el vehículo, lo que la Leasing no preciso induciendo en error a 
la compañía de seguros quien pagó el siniestro, y ahora, funge como subrogataria 

pretendiendo el cobro, lo que sirve de basamento a la excepción de buena fe de 

mi prohijada y mala fe de la compañía de seguros, indistintamente, que, haya 

sido inducida, o no en error o que falta de su diligencia haya pagado el valor de 
la indemnización estando exonerada a ello. 

 

Ahora más allá de los lineamientos jurisprudenciales en el sentido que las 

compañías de financiamiento comercial no les es dado responder por daños 

irrogados por sus bienes dados en tenencia, cobra especial relevancia la 
autonomía de voluntad de parte plasmada en el contrato de leasing aportado por 

el Banco Finandina conforme obrante en el plenario bajo epígrafe 023 Allegan 

Contestacion (sic) Demanda visible a folios 52, Cláusula Décimo Quinta- Tenencia 

Exclusiva y Cesión, a saber: 

 
Sin autorización expresa del Banco, EL LOCATARIO, no podrá otorgar 

la tenencia del bien a terceros, ni entregarlo a estos para su explotación 

bajo cualquier forma contractual, ni ceder este contrato de manera alguna. 

Aún el caso de existir dicha autorización el locatario seguirá siendo 
solidariamente responsable con el cesionario o el sustituto frente al banco 

de las obligaciones contraídas en este contrato (…)  

 

Se resalta que, no obra en el plenario documento que demuestre que el locatario 

solicitó o logró la autorización del Banco Finandina, lo que le da fundamento a 
la excepción denominada culpa exclusiva y determinante de la víctima en la 

producción del daño fruto del incumplimiento contractual, por lo cual, la 

excepción estaría llamada a prosperar.  

 
 

 

2. Pruebas documentales: las pruebas documentales arrimadas a la 

actuación fueron debidamente incorporadas y respecto de ellas no se 

formuló reparo alguno, por lo cual fueron tenidas como pertinentes, 
conducentes y útiles a la actuación. 

 

 

3. Dictamen Pericial. 
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El dictamen pericial decretado y recaudado tenia por objeto precisar de manera 

fehaciente el padecimiento de un daño económico a la propiedad horizontal por 

cuenta de la demanda de reconvención, lo cual el perito sustento en debida 

forma. 
 

Fruto de la diligencia se refirió a otros hechos que encontró probados en la 

actuación como lo es la prueba documental obrante frente a la limitación en la 

capacidad de carga dada por la Asamblea de Propietarios en ejercicio del principio 
de precaución.    

 

  

4. Indicio de responsabilidad: Ejercicio de actividad peligrosa. 

 
 

Ha de tenerse la existencia de una presunción de responsabilidad en cabeza de 

un tercero que ejercía la actividad peligrosa de conducción de un vehículo y que 

el conductor por sus propios medios ingresa al equipo de transporte vertical y 
acciona el mecanismo del elevador que dio lugar al siniestro, que en el peor de 

los escenarios debía tenerse como una concurrencia de culpas.   

 

 

En lo que atañe a la valoración probatoria comedidamente se efectúan los 
siguientes comentarios, a saber: 

 

La valoración racional de las pruebas de acuerdo con las reglas de la sana crítica 

trasciende las reglas estrictamente procesales, porque la obligación legal de 
motivar razonadamente las decisiones no se satisface con el simple cumplimiento 

de las formalidades.  

  

Por el contrario, los instrumentos legales son un medio para alcanzar la verdad 

de los hechos que interesan al proceso y esta función sólo se materializa 
mediante procesos lógicos, epistemológicos, semánticos y hermenéuticos que no 

están ni pueden estar reglados por ser extrajurídicos y pertenecer a un plano 

bien distinto al del tecnicismo dogmático. Así lo precisó la Sala Civil de la H. 

Corte Suprema de Justicia. 

 
Igualmente, este fallo indicó que estos criterios objetivos garantizan el 

cumplimiento de la obligación que tiene el juez de motivar las sentencias como 

garantía del derecho constitucional a la prueba que asiste a las partes. 

 
La apreciación individual y conjunta de las pruebas según la sana crítica no es 

un concepto vacío, ni una válvula de escape que puede usar el juez para dar la 
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apariencia de racionalidad y juridicidad a sus intuiciones, posturas ideológicas, 

emociones, prejuicios culturales, políticos, sociales o religiosos, o a sus sesgos 

cognitivos o de sentido común, explica la alta Corporación. 

 
Por el contrario, es un método de valoración que impone a los falladores reglas 

claras y concretas para elaborar sus hipótesis sobre los hechos a partir del uso 

de razonamientos lógicos, analógicos, tópicos, probabilísticos y de cánones 

interpretativos adecuados, que constituyen el presupuesto efectivo de la decisión.  
 

Con base en ello, la valoración individual de la prueba es un proceso 

hermenéutico, que consiste en interpretar la información suministrada a la luz 

del contexto dado por las reglas de la experiencia, las teorías e hipótesis 

científicas y los postulados de la técnica. Para ello, debe contrastar la 
consistencia del contenido de la prueba (adecuación o correspondencia) con la 

realidad, mediante el análisis de las circunstancias de tiempo, modo y lugar de 

los hechos. 

 
Una vez asignado el mérito individual a cada prueba, se procede a analizar la 

prueba de manera conjunta mediante el contraste de la información 

suministrada por cada una de ellas. Con el fin de que sirvan de base para la 

construcción de hipótesis con gran probabilidad, esto es, sin contradicciones, 

con alto poder explicativo y concordantes con el contexto experiencia. (M. P. Ariel 
Salazar Ramírez. H. Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, Sentencia SC-

91932017 (Rad. No. 11001310303920110010801), Mar.29/17). 

 

La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juez acomete con 
un discreto margen de autonomía, inherente al ejercicio de la función de 

administrar justicia conforme a lo estatuido por el artículo 230 de la Constitución 

Política, lo que determina que sobre la sentencia que dirime la litis recaiga una 

presunción de legalidad y acierto, de ahí que la ponderación efectuada  sea 

inmodificable en sede de la impugnación extraordinaria, salvo que se demuestre 
la existencia de yerros que por sus características de notoriedad y trascendencia, 

hayan conducido a la violación de normas de derecho sustancial, por lo que debe 

ser evidente la contrariedad de la decisión adoptada con la realidad que surge 

del proceso. 

 
La H. Corte Suprema de Justicia, en múltiples oportunidades, ha señalado que 

el error fáctico generador del indicado quebranto tiene lugar: «a) cuando se da por 

existente en el proceso una prueba que en él no existe realmente; b) cuando se 

omite analizar o apreciar la que en verdad si existe en los autos; y, c) cuando se 
valora la prueba que si existe, pero se altera sin embargo su contenido 

atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien sea por adición 
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o por cercenamiento…» (CSJ SC, 10 Ago. 1999, Rad. 4979; CSJ SC, 15 Sep. 1998, 

Rad. 4886; CSJ SC, 21 Oct. 2003, Rad. 7486; CSJ SC, 18 Sep. 2009, Rad. 

00406). 

 
Empero, para que el fallo sea casado es necesario que la Sala pueda concluir que 

«el juicio probatorio del sentenciador es arbitrario o cuando la única ponderación y 

conclusión que tolera y acepta la apreciación de las pruebas sea la sustitutiva que 

proclama el recurrente’, ya que si la inferencia a la que hubiera llegado, ‘(…) luego 
de examinar críticamente el acervo probatorio se halla dentro del terreno de la 

lógica y lo razonable, en oposición a la que del mismo estudio extrae y propone el 

censor en el cargo, no se genera el yerro de facto con las características de evidente 

y manifiesto, por cuanto en dicha situación no hay absoluta certeza del desatino 

cometido» (G.J., t. CCLVIII, p. 212 y 213; CSJ SC, 26 Nov. 2010, Rad. 2007-
00116-01). 

 

Existe un consenso unificado entre sectores gubernamentales, la rama judicial, 

legislativo, la academia, y en general de la sociedad organizada a la par de la 
percepción de los medios de comunicación y de la sociedad no organizada frente 

a un hecho incontestable: debe existir mayor celeridad en la tramitación de los 

procesos judiciales, hecho que no debe ser materia de discusión por resultar 

evidente. Al respecto: “Las quejas de los abogados y los ciudadanos que acuden 

a la justicia ordinaria y contenciosa administrativa para resolver disputas 
radican, sobre todo, en la lentitud de los operadores de los operadores judiciales 

para tramitar procesos, mientras estos alegan la insuficiencia de herramientas 

para desempeñar cabalmente sus funciones”. (Ámbito Jurídico. No 352. p. 16). 

 

No obstante, lo anterior no puede suponer un desmedro de las garantías 
procesales, pues a pesar de que las mismas a veces no se entiendan por el 

ciudadano del común, lo cierto es que, dentro del proceso judicial, debe ser el 

Juez el primer llamado a respetar el debido proceso como máximo galardón 

constitucional y manifestación de un Estado democrático. 
 

El cumplimiento del debido proceso no debe sacrificarse en aras de la celeridad 

de los procesos. Por ello al interior de la exposición de motivos del Código General 

del Proceso se advierte que: “El Código elaborado, persigue que los procesos 

tengan una duración razonable, sin detrimento de las garantías de los 
justiciables. Pero no se trata de acelerar por la rapidez misma, sino de lograr una 

cercanía real entre la incoación de la demanda y la sentencia que evite el desgano 

y la pérdida de la confianza en el órgano judicial por parte de la ciudadanía y 

como consecuencia se erosione la democracia”. 
(http://www.icdp.org.co/esp/descargas/cgp/ExposicionMotivos.pdf). 
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La crítica generada en la morosidad de la tramitación de procesos no se debe al 

letargo de los mismos por cuenta del desgano de los funcionarios judiciales, sino 

que obedece a un conjunto de causas que van desde la asignación de recursos 

para la modernización de las plantas físicas de los Juzgados y Tribunales, 
pasando por la masificación de sistemas tecnológicos en la rama judicial que 

también implica un decidido. 

 

En concreto frente a la valoración probatoria: 
 

1. El A Quo no tuvo por probado estándolo, que existió buena fe de la 

propiedad horizontal, y que, existe una mala fe por parte del demandante 

pretendiendo el recobro de lo pagado a título de indemnización 

imprudentemente debido a la existencia de causales de exoneración, un 
abuso del derecho, exclusiones de responsabilidad para el seguro cuando 

el vehículo asegurado sea conducido por una persona no autorizada por el 

asegurado, cuando exista culpa en la ocurrencia del siniestro por parte del 

conductor autorizado, tomador, asegurado o beneficiario, siniestros que 
cause o sufra el vehículo cuando no se movilice por sus propios medios.  

 

2. El A Quo no tuvo por probado estándolo, que existió una culpa exclusiva y 

determinante de la víctima en la producción del daño, ello referido al señor 

Ortiz Sotelo, quien a espaldas del contrato de seguro y de arrendamiento 
financiero concedió la mera tenencia del vehículo a un tercero conforme 

quedó acreditado en el proceso. 

 

3. El A Quo no tuvo por probado estándolo, que existió la culpa exclusiva y 
determinante de un tercero en la producción del daño como lo es el señor 

León Cadena quien en ejercicio de actividad peligrosa ingresa al elevador, 

asumiendo el riesgo, y genera el siniestro, que en todo caso es un caso 

fortuito en un equipo que se encontraba funcional. 

 
4. El A Quo no tuvo por probado estándolo, que la causa eficiente del daño, 

que la causalidad del daño obedece a la culpa exclusiva y determinante de 

un tercero en la producción del daño como lo es someter el equipo de 

transporte vertical a una capacidad de carga superior a la tolerada. 

 
5. El A Quo no tuvo por probado estándolo, que existió un caso fortuito 

liberatorio de responsabilidad fruto de la ocurrencia de un accidente en un 

equipo funcional sin que exista o esté acreditada el actuar o la falta de 

diligencia de mi representada.   
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6. El A Quo tuvo por probado sin estarlo que la propiedad horizontal debía 

contar con algún sustento científico para hacer buen uso del principio de 

precaución lo cual iría en contra del aludido principio, pues la precaución 

y cuidado, en tratándose de diligencia para precaver insucesos no requiere 
asidero científico, solo la voluntad y el sentido común para que no ocurran 

eventos infortunados.  

 

7. El A Quo tuvo por probado sin estarlo que la propiedad horizontal era 
persona jurídica para el momento de ocurrencia de los infortunados 

hechos, pasando por alto que, la personería jurídica para ejercer derecho 

y contraer obligaciones surge con el otorgamiento del documento de 

identidad, sin el cual, o en oportunidad anterior, no se puede identificar y 

que tal eventualidad no es retroactiva, en el sentido que, sin documento de 
identidad no se puede gravar con obligaciones a quien no era persona para 

tal momento. 

 

8. El A Quo tuvo valoró indebidamente la prueba acta de asamblea de mayo 
y abril 10 de 2.019 la cual no es cierto que solo conmine a los propietarios 

de inmuebles, también a terceros como los moradores de la propiedad 

horizontal, pues inaplicó las disposiciones de la Ley 675 de 2.001 que 

contiene efectos vinculantes para los propietarios de unidades privadas, 

poseedores o meros tenedores de quienes incluso se puede demandar el 
pago de expensas comunes de administración, por lo cual, el A Quo dejó 

de aplicar la norma que conminaba al tercero a atender las 

recomendaciones dadas por precaución por la Asamblea de Propietarios.   

 
9. El dictamen pericial decretado y recaudado fue indebidamente valorado 

por el Juez a instancia de la parte demandante y demandada en 

reconvención al hacer creer que el peritaje tenía por objeto referirse a temas 

de infraestructura o de obra, cuando el propósito del mismo era para temas 

netamente económicos, no obstante, el perito procurando dar luces al 
trámite se refirió a pruebas documentales obrantes en la actuación como 

lo es la  limitación en la capacidad de carga dada por la Asamblea de 

Propietarios en ejercicio del principio de precaución.    

 

 

iii. Auto para mejor Proveer.- 

 

Con base en los argumentos expuestos, desde ya, con fundamento en numeral 

3º del artículo 327 del Código General del Proceso y artículo 12 de la Ley 2213 

de 2.022 comedidamente le solicito al señor Magistrado Ponente decretar las 

siguientes pruebas: 
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Documental: 

 

1. Se sirva Oficiar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales a fin que 

se certifique día que la propiedad horizontal le fue otorgado por primera vez, 
valga la redundancia, el Registro Único Tributario – R.U.T. a fin de 

predicarse la personería jurídica y su capacidad como atributo de la persona 

moral que le permite comparecer a pleito que para la fecha de ocurrencia d 

ellos hechos, era una persona moral inexistente. 

 
2. Se sirva Oficiar a la Alcaldía Local de Usaquén de esta ciudad Capital a fin 

que se remita el certificado de ocupación de la propiedad horizontal que 

demostrará la culpa exclusiva y determinante de un tercero, como lo es, el 

constructor responsable según licencia de construcción la sociedad Papyrus 
Park S.A.S. y/o el señor Manuel Francisco Salazar del Castillo. 

 

3. Se sirva Oficiar a la Secretaría de Planeación de esta ciudad Capital a fin 

que se allegue la licencia de construcción LC 15 -3-0559 del 7 de septiembre 

de 2015 otorgada por la Curaduría Urbana No. 3 de la ciudad de Bogotá 
D.C. que demostrará la culpa exclusiva y determinante de un tercero. 

 

 

iv. Lo que se demanda.- 

 

Comedidamente solicito al Ad Quem, acceder a las siguientes súplicas:  
 

RESPECTO DE LA DEMANDA PRINCIPAL 

 

Primero: Que se REVOQUE íntegramente el fallo que se recurre por medio 

del presente escrito por ser contrario a derecho. 
 

Segundo: Que se CONDENE a la parte demandante al pago de costas y 

agencias en derecho. 

 
 

RESPECTO DE LA DEMANDA DE RECONVENCION 
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Primero: Que se REVOQUE íntegramente el fallo que se recurre por medio 

del presente escrito por ser contrario a derecho. 

 

Segundo: Que se CONDENE a la parte demandante al pago de costas y 
agencias en derecho. 

 

 

Conforme lo dispuesto en el artículo 327 del Código General del Proceso, 
comedidamente me suscribo a órdenes del Ad Quem, señor Magistrado Ponente 

a fin de sustentar el presente recurso.  

 

Del señor Magistrado Ponente, atentamente; 

 
 

 

 

SERGIO ANDRÉS BELLO MAYORGA 
C.C. 79’779.727 de Bogotá 

T.P. 121.863 C.S. de la J. 



1 

OFYP 2022 01611 01 

 

 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SEXTA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D. C., ocho de junio de dos mil veintitrés  

 

 11001 3199 001 2022 01611 01 
Ref. proceso verbal del Activos Contadores y Asesores S.A.S. frente a Constructora Victoria 

Administradores S.A.S. (y otros) 

 

 

En atención a las vicisitudes de orden tecnológico que se resaltaron en el 

informe que precede, por secretaría habilítese el traslado previsto en el artículo 

12 de la Ley 2213 de 2022, a la parte demandante, para que se pronuncie, si así 

lo estima pertinente, respecto del memorial con el que oportunamente Fiduciaria 

Bancolombia S.A. (vocera del patrimonio autónomo Santa Lucía de Atriz), 

sustentó su apelación contra la sentencia que se dictó en primera instancia, en el 

asunto de la referencia.  

 

 Cúmplase 

 

 

 

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 

 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12



 

Código de verificación: a0d20c234e5ef9f94072357a8b319a4a295705f928f1f93525cfd6d3d163f6e7

Documento generado en 08/06/2023 11:35:34 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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RADICADO No. 11001319900120220161101- SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE
APELACIÓN.

ICS Legal & Advisors <abogado1@inslegalco.com>
Lun 05/06/2023 11:59

Para:Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:Carolina Virginia Torres Patiño <egb.karo@gmail.com>;Daniela María Jiménez del Valle
<danielajimenezdelvalle@gmail.com>

4 archivos adjuntos (18 MB)
RADICADO 11001319900120220161101 - SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN .pdf; MATERIAL PROBATORIO
DEMANDADA PA.pdf; INGRESOS PA SANTA LUCÍA DE ATRIZ.xlsx; CONCILIACIÓN SOBRE EL CRÉDITO CONSTRUCTOR.xlsx;

Señores,  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ́ D.C. 
Magistrado, OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
 
E.        S.        H.        D. 
 
TIPO DE PROCESO: PROCESO VERBAL JURISDICCIONAL FRENTE A ACCIÓN

DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. 

RADICADO: 11001319900120220161101

 
DEMANDANTE: ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S 
TIPO Y N.I: NIT. 814.003.232-9 
 
DEMANDADO: 

 
PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE
ATRIZ representado por FIDUCIARIA
BANCOLOMBIA S.A. exclusivamente actuando
como vocera y administradora Y OTRO.  

TIPO Y N.I: NIT. 830.054.539 - 0 
 
APODERADO: 

 
CRISTHIAN RICARDO INSIGNARES CERA  

TIPO Y N.I:  
CORREO E: 

C.C. 72.286.234 y T.P No. 154.832 
abogado1@inlesgalco.com  

 
ASUNTO: 

 
SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN
CONTRA SENTENCIA #2761 de 2023,
PROFERIDA POR LA DELEGATURA PARA
ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LA
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y
COMERCIO.  

CRISTHIAN RICARDO INSIGNARES CERA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Barranquilla
(Atlántico), e identificado con cédula de ciudadanía No. 72.286.234 de Barranquilla (Atlántico), portador
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de la tarjeta profesional No. 154.832 del C.S. de la J, obrando en mi calidad de apoderado especial del
PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, identificado con el NIT No. 830.054.539-0,
representado por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. actuando única y exclusivamente en calidad de
vocera y administradora, en virtud del poder conferido por la representante para asuntos judiciales
MARÍA DE JESÚS PÉREZ CAEZ, identificada con C.C. No.55.301.960 y/o quien haga sus veces, me
dirijo respetuosamente ante esta entidad a fin de presentar, en el término señalado por la ley:
SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA #2761 DE 2023,
PROFERIDA POR LA DELEGATURA PARA ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LA
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO (En adelante “Delegatura”), FRENTE AL
PROCESO RADICADO NO. 2022 - 201611.

En el adjunto se encuentran varios archivos que contienen: 1. Escrito de sustentación de rec
urso de apelación y 2. los obrantes en el acápite de pruebas y anexos. 
Quedamos atentos al acuse de recibido de la presente radicación. 
La Clave de acceso a los documentos es: 830054539
Agradeciendo su atención y deseándoles un feliz resto de día. 

Atentamente, 

 

Cristhian Insignares Cera
Apoderado del Patrimonio Autónomo

Santa Lucía de Atriz
        www.inslegalco.com    
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Señores,  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ́ D.C. 

Magistrado, OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

 

E. S. H. D. 

 

TIPO DE PROCESO: PROCESO VERBAL JURISDICCIONAL FRENTE A 

ACCIÓN DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. 

RADICADO: 11001319900120220161101 
 

DEMANDANTE: ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S 

TIPO Y N.I: NIT. 814.003.232-9 

 

DEMANDADO: 

 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ 
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SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN 

CONTRA SENTENCIA #2761 de 2023, PROFERIDA 

POR LA DELEGATURA PARA ASUNTOS 

JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA 

DE INDUSTRIA Y COMERCIO.  

 

CRISTHIAN RICARDO INSIGNARES CERA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad 

de Barranquilla (Atlántico), e identificado con cédula de ciudadanía No. 72.286.234 de 

Barranquilla (Atlántico), portador de la tarjeta profesional No. 154.832 del C.S. de la J, 

obrando en mi calidad de apoderado especial del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA 

LUCÍA DE ATRIZ, identificado con el NIT No. 830.054.539-0, representado por 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. actuando única y exclusivamente en calidad de 

vocera y administradora, en virtud del poder conferido por la representante para asuntos 

judiciales MARÍA DE JESÚS PÉREZ CAEZ, identificada con C.C. No.55.301.960 y/o 

quien haga sus veces, me dirijo respetuosamente ante esta entidad a fin de presentar, 

en el término señalado por la ley: SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN 

CONTRA SENTENCIA #2761 DE 2023, PROFERIDA POR LA DELEGATURA PARA 

mailto:abogado1@inlesgalco.com


 

ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO (En adelante “Delegatura”), FRENTE AL PROCESO RADICADO NO. 

2022 - 201611.   

 

I. ACLARACIÓN PRELIMINAR: RECURSO DE APELACIÓN 

SUSTENTADO EN EL TÉRMINO PROCESAL CONCEDIDO.  

 

Mediante el presente escrito procede el suscrito como apoderado del PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, representado por FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. en su exclusiva calidad de vocera y administradora, a realizar en 

debida forma, la sustentación del RECURSO DE APELACIÓN presentado en el curso 

de la acción de protección al consumidor adelantada por el señor GERARDO CLARET 

TORRES MESIAS en calidad de representante legal de la empresa ACTIVOS 

CONTADORES Y ASESORES S.A.S. ante la Delegatura Para Asuntos Jurisdiccionales 

de la Superintendencia de Industria Y Comercio. 

 

En tal sentido, en el ejercicio de la segunda instancia como garantía fundamental 

consagrada mediante la Constitución Política de 1991, y tomando como fundamento el 

artículo 12 de la ley 2213 de 2022 que precisa:  

 

ARTÍCULO 12. APELACIÓN DE SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL Y FAMILIA (…) 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días (…)  

 

Al haber sido admitido por esta honorable corporación, el recurso de apelación de la 

referencia en el efecto devolutivo a través de auto ejecutoriado con fecha del 11 de 

mayo de 2023, téngase entonces esté por sustentado en debida forma y en el tiempo 

procesal concedido por la ley.  

 

 

II. REPAROS CONCRETOS FRENTE A LA DECISIÓN DE PRIMERA 

INSTANCIA 

 

1. FRENTE A LA DECISIÓN DEL AQUO QUE INDICA QUE FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. COMO VOCERA Y ADMINISTRADORA DEL PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ VULNERÓ LOS DERECHOS DEL CONSUMIDOR; 

NOS OPONEMOS EN SU TOTALIDAD:  

 

Es importante destacarle a este despacho que, mi representado dentro del problema 

jurídico que nos concierne ha actuado con la debida diligencia requerida para amparar 

los derechos del consumidor financiero, toda vez que, en el cumplimiento del objeto del 



 

contrato de fiducia mercantil suscrito con la otra demandada, siempre ha procurado por 

llevar a cabo puntualmente las obligaciones pactadas, y en razón de ello, ha seguido al 

pie de la letra lo instruido por el FIDEICOMITENTE CONSTRUCTOR (VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S.). Lo anterior, en virtud del principio de la buena fe 

contractual que, llevó a mi prohijado, el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA 

DE ATRIZ, representado por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera 

y administradora, a creer que la constructora VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S, 

se encontraba cumpliendo también a cabalidad no solo lo pactado en el contrato de 

fiducia mercantil, sino lo informado por ella en los estudios precontractuales presentados 

en su calidad de FIDEICOMITENTE CONSTRUCTOR al FIDUCIARIO, en los cuales 

se corroboraba la capacidad de VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. para llevar a 

cabo la construcción y ejecución de proyecto inmobiliario SANTA LUCÍA DE ATRIZ.  

 

Adicional a lo antes señalado, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera 

y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO demandado, confiaba 

contractualmente en que, al cumplir con sus obligaciones establecidas en el contrato de 

fiducia mercantil, la otra parte del contrato, es decir la sociedad VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S de igual forma lo haría. Mi representado siguió 

puntualmente las instrucciones de entrega de dineros que el FIDEICOMITENTE 

CONSTRUCTOR le presentó por escrito, lo anterior con la certeza de que no se le 

entregó dineros para otra finalidad que no fuera la de construir el proyecto y permitir las 

condiciones para que se pudiesen entregar tanto material como jurídicamente los 

inmuebles a los terceros compradores.  

 

De conformidad a lo anterior, no fue comprobado por el juez de primera instancia y no 

existe en el expediente prueba siquiera sumaria, de que la FIDUCIARIA como vocera 

del PATRIMONIO AUTÓNOMO, haya actuado por fuera de sus deberes legales y de 

las obligaciones que adquirió mediante el contrato de Fiducia Mercantil; razón por la 

cual, no puede atribuírsele a mi defendido responsabilidad alguna en la vulneración a los 

derechos del consumidor, debido a que, sus acciones no fueron determinantes en el 

incumplimiento de la garantía legal a raíz de la falta de escrituración, situación que se 

deriva únicamente del actuar negligente de la CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. 

 

2. FRENTE A LA DECISIÓN ADOPTADA POR EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA QUE 

ORDENA AL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, REPRESENTADO 

POR SU VOCERA FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. LA ESCRITURACIÓN DEL 

INMUEBLE OBJETO DE LA LITIS; NOS OPONEMOS EN SU TOTALIDAD:  

 

El motivo de la oposición de mi representado frente a la decisión de no entregar la 

escritura pública del bien inmueble apartamento y parqueadero 1503 pertenecientes a 



 

la Torre II del Conjunto Residencial Santa Lucía de Atriz, no se debe a un actuar de mala 

fe por su parte, toda vez que, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera 

y administradora, siempre ha estado en toda la disposición de entregar jurídicamente a 

los promitentes compradores los bienes inmuebles adquiridos por tratarse de una 

obligación a su cargo. Sin embargo, muy a pesar de la buena fe de mi prohijado en 

entregarles oportunamente los apartamentos, bodegas y parqueaderos prometidos en 

venta por VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., mi defendido se encuentra en una 

situación de imposibilidad de cumplimiento, debido a que, la ejecución de esta obligación 

está condicionada a una serie de condiciones previas que debía propiciar la constructora 

y esta no lo hizo.  

 

A saber, honorable magistrado, Actualmente la fiducia mercantil en aspectos 

inmobiliarios es definida por la Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Financiera 

de Colombia, como el “negocio fiduciario que, en términos generales, tiene como 

finalidad la administración de recursos y bienes afectos a un proyecto inmobiliario o a la 

administración de los recursos asociados”. Dicho lo anterior, La finalidad de la fiducia 

radica en servir de medio contractual que permita la administración de dineros 

destinados al desarrollo de un proyecto inmobiliario, que bien pueden ser aportados por 

los compradores interesados en adquirir un inmueble o por los propios fideicomitentes 

constructores, usualmente a través de los denominados “créditos constructores”. 

 

En el presente caso objeto de análisis por su despacho, parte del proyecto inmobiliario 

fue financiado por un crédito constructor que bajo su propia responsabilidad la 

constructora VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S suscribió con la sociedad 

financiera BANCOLOMBIA S.A. y debido a lo cual, se constituyó una hipoteca matriz 

como garantía a favor del Banco que recae sobre los bienes inmuebles perteneciente al 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ.  

 

Este crédito constructor, se encontraba a cargo del FIDEICOMITENTE 

CONSTRUCTOR, quien tenía la obligación de pagar las prorratas o cuotas respectivas, 

para que, una vez cancelado se pudiese levantar la hipoteca y entregar a favor de los 

promitentes compradores las escrituras públicas respectivas, libre de gravámenes y 

limitaciones en el dominio. No obstante, aunque la CONSTRUCTORA era consciente de 

su obligación, a la que se comprometió por escrito y la cual generaba las consecuencias 

jurídicas establecidas legalmente mediante el contrato de Fiducia Mercantil suscrito; 

decidió omitir el pago de las cuotas del crédito constructor justificados en la iliquidez de 

su sociedad, y eso ha llevado a que actualmente FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. 

en calidad de vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA 

DE ATRIZ, se encuentre en una imposibilidad de entregar jurídicamente los inmuebles 

en la fecha y hora que fue pactada por la constructora, quien no ha propiciado las 

condiciones necesarias para el otorgamiento del instrumento, puesto que, aunque 



 

compareciera la constructora y la fiduciaria en su posición de representante del 

Fideicomiso, si no comparece BANCOLOMBIA S.A. para el levantamiento de la hipoteca 

matriz, la escritura pública quedaría como memorial en la notaría imposible de firmar  y 

entregar.  

 

Adicionalmente su señoría, motivados por el incumplimiento de la CONSTRUCTORA en 

el pago de las prorratas del crédito constructor, BANCOLOMBIA S.A. (Razón social 

diferente a la vocera del patrimonio autónomo que defiendo) ha iniciado contra el 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, contra la sociedad 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. y sus socios principales  “Demanda Ejecutiva 

Hipotecaría” que actualmente cursa en Juzgado Primero Civil Del Circuito de Pasto con 

radicado No. 52001310300120220006000, colocando en una situación más gravosa e 

imposible de cumplir la entrega jurídica de los bienes inmuebles por parte de mi 

representado, haciéndose así aplicable el principio constitucional que predica que, 

“Nadie esta obligado a lo imposible”  

 

A modo de conclusión, frente a este reparo se destaca que el cumplimiento de esta orden 

de escrituración se encuentra condicionada a la decisión adoptada por el juez del 

concurso en el trámite del proceso de reorganización que actualmente cursa a favor de 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. en la SUPERITENDENCIA DE 

SOCIEDADES DE COLOMBIA, quien a través de auto con fecha del 03 de agosto de 

2022 admitió en reorganización a la constructora debido a su declaratoria de iliquidez, 

existiendo por todo lo anterior entonces, una LITISPENDENCIA DE PROCESOS.  

 

3. FRENTE A LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA DE CONDENAR EN COSTAS AL 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ; NOS OPONEMOS EN SU 

TOTALIDAD:  

 

Al no existir en el expediente prueba siquiera sumaria de que la vulneración a los 

derechos del consumidor, la sociedad ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S. 

representada legalmente por GERARDO CLARET TORRES MESIAS se haya 

derivado por el actuar de mi defendido, el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA 

DE ATRIZ representado por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera 

y administradora, al comprobarse que la escrituración del inmueble se ha visto 

imposibilitada por los incumplimientos previos de la constructora VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S., más no por el actuar de mi representado en la 

administración de los bienes pertenecientes al Fideicomiso, sugiero respetuosamente a 

este despacho revocar en su totalidad la condena en costas a mi prohijado, quien ha 

actuado en el marco de sus deberes y obligaciones fiduciarias con buena fe, compromiso 

y lealtad, procurando por el amparo de los derechos del consumidor frente a 

Constructora, exigiéndole periódicamente mediante comunicaciones, correos 



 

electrónicos y solicitudes de conciliación el pago de las cuotas del crédito constructor a 

fin de que sea levantada la hipoteca matriz de los bienes, para posteriormente otorgar 

el instrumento sin algún tipo de limitación. Así las cosas, al ser la sociedad VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. quien con su actuar negligente ha generado no el 

incumplimiento de mi defendido, y consecuentemente la vulneración a la garantía legal, 

sírvase este honorable despacho de condenarla en costas únicamente.  

 

4. NOS OPONEMOS TAMBIÉN A TODA SANCIÓN QUE OBLIGUE AL PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ AL PAGO DE CUALQUIER SUMA DINERARIA 

POR CONCEPTO DE SANCIÓN O DEVOLUCIÓN DE DINEROS.  

 

No puede el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ ser condenado al 

pago de sanción alguna y/o devolución de dineros por la falta de recursos del mismo, 

como consta en la certificación anexada a esta sustentación, debido a que estos fueron 

entregados en debida forma y bajo las instrucciones dadas a la Constructora, con el 

objetivo de permitirle la consecución del proyecto inmobiliario y con la certeza que estos 

iban a ser invertidos en la construcción de los bienes inmuebles pertenecientes al 

conjunto residencial SANTA LUCÍA DE ATRIZ, con el propósito de que fuesen 

entregados tanto material como jurídicamente los apartamentos a los promitentes 

compradores.  

 

El relación con lo anterior, este despacho no puede desconocer que, actualmente el 

patrimonio autónomo demandado se encuentra con insuficiencia de fondos, siendo la 

constructora quien actualmente tiene en su poder los dineros que el consumidor, la 

sociedad ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S. representada legalmente 

por GERARDO CLARET TORRES MESIAS, depositó para la compra de su 

apartamento y siendo dicha sociedad, quien debe comparecer de acuerdo con lo 

contemplado en el contrato de fiducia mercantil suscrito, en el que la constructora 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S se obligó a responder en caso tal el patrimonio 

autónomo se quedará sin recursos. Así pues, aunque mi defendido previno a la otra 

demandada de la falta de recursos y le exigió el pago de las prorratas para el 

otorgamiento de la escritura, esta hizo caso omiso de las comunicaciones enviadas, 

ocasionando dicha omisión por parte del FIDEICOMITENTE CONSTRUCTOR, el 

problema jurídico que hoy es objeto de estudio por parte de este despacho del Honorable 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, y en el que no existe prueba alguna de 

que mi poderdante haya actuado por fuera de los deberes fiduciarios que estaban a su 

cargo.  

 

Manifestado esto, no puede entonces predicarse responsabilidad alguna por parte de mi 

representado, sino únicamente por parte de la sociedad VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. quien con su actuar negligente y arbitrario devino en la 



 

vulneración de derechos de la empresa ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S. 

de modo que debe ser únicamente la constructora quien resarza los daños que le fueron 

ocasionados.   

 

De conformidad con los reparos anteriormente señalados y en ejercicio de la garantía 

constitucional de la doble instancia confirmada por la honorable Corte Constitucional en 

la sentencia C- 718 de 2012, se fundamentan las anteriores oposiciones a la sentencia 

proferida, teniendo en cuenta los siguientes: 

 

III. FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO. 

 

PRIMERO: Mediante auto No. 35262 fue fijada para la audiencia prevista en los 

artículos 372 y 373 del C.G.P. – “Audiencia inicial e instrucción y juzgamiento" para el 

día 29 de marzo de 2023 a las 1:30. P.M., y posteriormente la delegatura para asuntos 

jurisdiccionales falló erróneamente en contra de los demandados, dictando la sentencia 

#2761 de 2023, en la cual argumenta que ambas demandadas eran responsables por el 

incumplimiento en la efectividad de la garantía legal, que es definida por el Artículo 7 de 

la Ley 1480 de 2011, como “la obligación a cargo de todo productor y/o proveedor de 

responder por la calidad, idoneidad, seguridad y el buen estado y funcionamiento de los 

productos”. 

 

SEGUNDO:  La delegatura pasó por alto aspectos relevantes del caso al dictar sentencia, 

al no tener en cuenta el cumplimiento de las obligaciones de mi defendido, al haber 

realizado con la debida diligencia la administración de los dineros que entraban al 

Fideicomiso del Patrimonio Autónomo, al igual que ceñirse a las órdenes de la 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., acorde a lo establecido 

en el contrato de Fiducia mercantil; Asimismo, el delegado paso por alto la causal de 

exoneración de mi representado en el presente caso, establecida igualmente en el 

numeral 2 del artículo 16 de la Ley 1480 de 2011, siendo esta la ‘‘exoneración de 

responsabilidad de la garantía por el hecho de un tercero’’’, toda vez que la violación de 

los derechos de la sociedad ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S. 

representada legalmente por GERARDO CLARET TORRES MESIAS tuvo lugar 

exclusivamente a raíz de las acciones de la constructora, no por el actuar de mi 

representado. 

 

TERCERO: Como se evidencia en el análisis del caso, la relación contractual de 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. (Sociedad fiduciaria) con la sociedad 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S surge de la suscripción de un contrato de 

Fiducia Mercantil el 04 de abril de 2017, creándose de ese modo, un patrimonio 

autónomo denominado “SANTA LUCÍA DE ATRIZ” quien figura como demandado en 

el proceso de la referencia. Lo anterior, según lo contemplado en el artículo 1226 del 



 

Código de Comercio que señala:   

   

“La fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada 

fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, llamada 

fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para cumplir una finalidad 

determinada por el constituyente, en provecho de éste o de un tercero llamado 

beneficiario o fideicomisario”.  

 

CUARTO: Es de igual importancia recalcar que en el marco del contrato de Fiducia 

mercantil suscrito por mi representado, si bien este obtuvo la titularidad de los inmuebles 

y de la misma manera adquirió la obligación de otorgar la escritura pública que transfiere 

el dominio, las mismas obligaciones del contrato requieren que mi defendido cumpla con 

las condiciones dictadas por la constructora, en particular la instrucción de escrituración 

por escrito; Además, como consecuencia del incumplimiento de VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. con la sociedad financiera BANCOLOMBIA S.A. frente 

al pago de las cuotas del crédito constructor suscrito, el cual se encontraba 

exclusivamente a su cargo, resulta una hipoteca sobre los inmuebles referenciados, 

imposibilitando a FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como vocera y 

administradora del PSTRIMONIO AUTONOMO SANTA LUCIA DE ATRIZ de 

realizar la escrituración. 

 

QUINTO: Ahora bien, también es importante resaltar que ante la delegatura para 

asuntos jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio han sido 

presentados más de 30 casos con hechos, pretensiones y partes procesales idénticas al 

presente, los cuales han sido apelados y les han sido asignados por competencia al 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el cual en virtud de esto ha sentado un 

precedente horizontal en el fallo de uno de estos procesos, como se observa a 

continuación.  

 

SEXTO: De esa manera, en particular acerca de lo referente al contrato de fiducia 

mercantil, el Tribunal Superior del Distrito de Bogotá se pronunció de la siguiente 

manera: 

    

“Se tiene que dentro de las características del contrato de Fiducia Mercantil está la 

transferencia de los bienes fideicomitidos por parte del fiduciante al fiduciario, quien, por 

tanto, adquiere la titularidad del derecho de propiedad, aunque nunca de manera 

plena, ni definitiva de conformidad con lo previsto en el art. 1244 C. de Co., sino en 

la medida necesaria para atender los fines establecidos por el fideicomitente. En rigor, 

el fiduciario no recibe un derecho real integral o a plenitud ni con vocación de 

perpetuidad, no sólo porque en ningún caso puede consolidar dominio sobre los bienes 

objeto de la fiducia, ni ellos forman parte de su patrimonio (arts. 1227 y 1233 ib.), 



 

sino porque esa transferencia, de uno u otro modo, está condicionada por el fiduciante, 

quien no sólo determina el radio de acción del fiduciario, sino que es la persona -o sus 

herederos- a la que pasara nuevamente el dominio, una vez termine el contrato, salvo 

que el mismo fideicomitente hubiere señalado otra cosa (art. 1242 ib.)”  citado de la 

Sentencia radicado No. 11001319900120217155101. M.P JORGE FERREIRA 

VARGAS.   

   

Lo anterior permite entender que en concordancia con lo dictado por el Código de 

Comercio al igual que lo citado por la sala civil del Tribunal Superior del Distrito judicial 

de Bogotá en la sentencia mencionada, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad 

de vocera y administradora no recibió el derecho real de manera plena e integral, al 

encontrarse este sujeto a las condiciones establecidas por la sociedad VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S.  

 

SEPTIMO: En la antes citada sentencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá/ Sala Civil también consideró:   

   

 “Desde esta perspectiva, es viable asegurar que los bienes fideicomitidos constituirían 

un patrimonio autónomo afecto a la finalidad prevista en la fiducia (art. 1233 C. de Co.), 

cuyo titular formal es el fiduciario, aunque no puede desconocerse que bajo ciertas 

condiciones y limitaciones subsiste una titularidad en el constituyente, en cuyo 

patrimonio pueden considerarse, en ocasiones, los bienes fideicomitidos, los cuales, 

inclusive, pueden regresar a dicho constituyente”  

 

En concordancia con lo citado, observamos que el contrato de Fiducia Mercantil suscrito 

el 04 de abril de 2017 señala las siguientes condiciones a cargo de VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S, cuyo cumplimiento es esencial para que sea posible el 

otorgamiento de la escritura pública:  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

OCTAVO: En observancia de las obligaciones surtidas del contrato de Fiducia mercantil 

citado, es evidente el incumplimiento por parte de VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S., tanto del saneamiento del inmueble como de comparecer a la suscripción de la 

escritura pública, resultando en los perjuicios a los promitentes compradores, los cuales 

igualmente no fueron informados por la constructora que el cumplimiento de estas 

condiciones era necesario para que fuera posible la transferencia jurídica de los 

inmuebles pertenecientes al conjunto residencial SANTA LUCIA DE ATRIZ. 

 

NOVENO: Honorable tribunal, se destaca a su despacho que, como ya fue mencionado, 

la financiación de la construcción del proyecto inmobiliario estaba a cargo de la sociedad 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S por su propia cuenta y riesgo mediante un 

crédito constructor suscrito con BANCOLOMBIA S.A., tal y como se establece en el 

contrato de Fiducia mercantil suscrito con mi representado, quien actúa exclusivamente 

bajo la instrucción de la constructora. Igualmente, acorde al contrato suscrito, era 



 

obligación de la constructora cumplir con el pago de las cuotas del crédito constructor 

al igual que cualquier otro pago que se encontrase en mora, de acuerdo a lo estipulado 

en la cláusula décima novena numeral 7 del contrato de Fiducia Mercantil, la cual dicta 

que: 

 

 
 

DÉCIMO: De igual manera, es la sociedad VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S la 

encargada de gestionar el levantamiento de la hipoteca de mayor extensión, que impide 

a la FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera y administradora del 

patrimonio autónomo el cumplimiento de la transferencia jurídica de los inmuebles:  

 

 
 

DÉCIMO PRIMERO:  Como consecuencia del incumplimiento de la constructora en el 

pago del crédito constructor, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera 

y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ se 

encuentra imposibilitada para comparecer a la suscripción de la escritura pública de los 

inmuebles referenciados, independientemente de la buena fe en querer realizarla, debido 

a la hipoteca existente sobre estos a favor de BANCOLOMBIA S.A. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Igualmente, BANCOLOMBIA S.A. se niega rotundamente al 

levantamiento del gravamen hipotecario y consecuentemente, inició un proceso 

ejecutivo hipotecario respecto a los bienes inmuebles pertenecientes al PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, que cursa en el JUZGADO PRIMERO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE PASTO, a través del radicado No. 

52001310300120220006000, evidenciando así nuevamente la imposibilidad de mi 

representado para comparecer a la escrituración como resultado directo del actuar de 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. 

 

DÉCIMO TERCERO: Finalmente, es importante resaltar honorable tribunal que, mi 

representado ha actuado de buena fe dentro de la relación contractual con la sociedad 

demandante, la cual se deriva de la calidad de adherente al encargo fiduciario que tiene 

la empresa ACTIVOS CONTADORES Y ASESORES S.A.S. representada 

legalmente por GERDARDO CLARET TORRES MESIAS, quien aceptó en su 

integridad las condiciones que en el contrato de fiducia referido les fueron comunicadas, 



 

y quien sabía que, para darse las condiciones de la entrega jurídica la constructora debía 

cumplir plenamente con sus obligaciones. Así mismo que, FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO 

SANTA LUCÍA DE ATRIZ únicamente ha servido de vehículo fiduciario, que siempre 

ha estado en disposición de entregar el instrumento público, pero que no lo ha realizado 

porque se encuentra imposibilitada para hacerlo, y por no colocar a la sociedad 

accionante en una situación más gravosa al transferir la propiedad con límites en el 

dominio. 

  

En mérito de lo expuesto, con el propósito de que sea revocada la decisión tomada en 

primera instancia, debido a que, desde la perspectiva jurídica expuesta se observa cómo 

fueron omitidos aspectos procesales y de fondo relevantes, afectando el derecho a la 

defensa de mi representado, se presenta ante este despacho detalladamente los 

siguientes: 

 

IV. ARGUMENTOS QUE SOPORTAN LA APELACIÓN. 

 

1. INSUFICIENCIA DE RECURSOS EN EL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA 

LUCÍA DE ATRIZ POR LA DEVOLUCIÓN DE DINEROS EN DEBIDA FORMA A 

LA CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. 

 

En el caso que nos concierne, es evidente que las obligaciones de FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. en su calidad de vocera y administradora del PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, se limitan a la administración de los dineros 

que le pertenecen al patrimonio autónomo y así mismo, a efectuar los pagos del proyecto 

según las instrucciones señaladas en el contrato. Sin embargo, es preciso recalcar en 

este punto, que la fiduciaria como gestora y administradora de recursos cumple 

obligaciones de medio y no de resultado. Es por esto, que quien tiene la fiel obligación 

de garantizar que el proyecto llegue a su término, es el Fideicomitente constructor y/o 

gerente.  

 

Adicional a esto, el ordenamiento jurídico colombiano indica en el Estatuto Orgánico del 

Sistema Financiero, en su artículo 29 que, 

 

 “los encargos y contratos fiduciarios que celebren las sociedades fiduciarias no podrán tener por 

objeto la asunción por estas de obligaciones de resultado, salvo en aquellos casos en que así lo 

prevea la ley” 

 

Así mismo, la justicia arbitral ha indicado en el caso Monómeros Colombo Venezolanos 

S.A contra Lloyds Trust S.A en el año 2003 que,  

 



 

“Se ha reconocido que ciertos profesionales, y en particular las compañías fiduciarias, junto a las 

obligaciones de medio, que son las preponderantes, también pueden contraer obligaciones de 

resultado. Respecto de lo cual, la doctrina ha precisado que, por ejemplo, la prohibición general 

establecida en el numeral 3º del artículo 29 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero tiene 

un alcance excesivo, pues según el contenido de las prestaciones, en un mismo contrato pueden 

coexistir obligaciones de medio y de resultado. Es así como se explica que las obligaciones 

principales o de gestión —tales como la administración de los bienes, la adecuada inversión de 

valores y la obtención del mayor rendimiento, por ejemplo— son obligaciones de medio” 

 

Todo lo anterior, para concluir que en los contratos de fiducia se establece claramente 

cuáles son las obligaciones tanto de la fiduciaria como las del fideicomitente; y que, 

conforme a ello, quienes tienen como tal la obligación de resultado en este tipo de 

contratos son los Fideicomitentes, quienes son los encargados de realizar las actuaciones 

más relevantes para que llevar a término la finalidad. Toda vez que las fiduciarias, en 

este caso FIDUCIARIA BANCOLOMBIA, si bien tiene el deber de asesorar en aspectos 

financieros y de viabilidad a los proyectos, no tiene gran inherencia en cuanto a la toma 

definitiva de decisiones que al fin y al cabo solo le correspondieron a la 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. y que sería las única que 

tendría un efecto importante en el desenlace del proyecto. 

 

Ahora bien, es preciso indicar que FIDUCIARIA BANCOLOMBIA actuó bajo el correcto 

ejercicio de sus funciones, otorgándole a la CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. dineros que la misma autorizaba y que debían ser usados 

en función de poder cumplir con lo que se había pactado con los terceros compradores, 

entendiendo así que FIDUCIARIA BANCOLOMBIA, durante la vigencia de la relación 

contractual, fungió como lo que había acordado, como la entidad encargada de manejar 

los dineros del patrimonio autónomo, en aras de garantizar de que los mismos fueran 

utilizados correctamente, para poder así garantizar el cumplimiento de todas las etapas 

contractuales a los terceres implicados en el proyecto.  

 

Por ello, basta simplemente con dirigirnos al contrato en virtud del cual se constituye el 

patrimonio autónomo inmobiliario para darnos cuenta de que dentro de las obligaciones 

de la fiduciaria no se encuentra consagrada el desarrollo del proyecto ni mucho menos 

el deber de garantizar el éxito del mismo; toda vez que estas obligaciones le son 

inherentes al fideicomitente como constructor o gerente del proyecto a realizar, pues 

como bien se establece en los contratos de administración inmobiliaria, el proyecto se 

desarrolla por cuenta y riesgo del Fideicomitente y con plena autonomía técnica y 

financiera de este. 

 

Siguiendo con este asunto, la Superintendencia Financiera de Colombia, se pronunció al 

respecto a través de diversos conceptos que manifestaban que las obligaciones de las 

sociedades fiduciarias en la gestión y administración de los negocios fiduciarios son 



 

obligaciones de medio, fundamentado en el numeral 3° del artículo 29 del Estatuto 

Orgánico Financiero, que les prohíbe a las fiduciarias asumir obligaciones de resultado. 

Por ello, tal y como se ha reiterado en diversas ocasiones en este punto del escrito, la 

obligación de FIDUCIARIA BANCOLOMBIA, además de manejar los recursos, era la 

de velar por el cumplimiento de las obligaciones del Fideicomitente constructor, cumple 

instrucciones que este le dé, y realiza controles para evitar la desviación de recursos, 

reduciendo y minimizando los riesgos asociados a la construcción. Mismas que mi 

defendido cumplió a cabalidad, pero que no contaba con que acciones de terceros, en 

este caso de la CONSTRUCTORA generarían las situaciones que nos tienen inmersos 

en el actual problema jurídico.  

 

La Corte Suprema al respecto ha tenido diversos pronunciamientos, en uno de ellos, el 

alto Tribunal en sentencia de Casación afirmó lo siguiente “ya que la actora en el 

presente caso se limitó a endilgarle a la demandada un supuesto incumplimiento 

relacionado con la no entrega de los bienes adquiridos, así como la no terminación de la 

construcción y acabados, lo atinente a la no puesta en marcha del condominio 

recreacional, sin tener en cuenta que por la misma función que desempeña la fiduciaria, 

ésta se encarga de desarrollar tareas de intermediación más no de resultado” (Proceso 

Ordinario de Rita Josefina García Aragón en contra de Fiduciaria Popular S.A., 2009). 

 

Lo que una vez más nos indica, honorable magistrado, que mi prohijado no tuvo 

incidencia en los incumplimientos presentados a los consumidores afectados, puesto que 

las mismas no estaban dentro de sus funciones.  

 

Adicional a lo anterior, donde quedo sustentado que no se le puede endilgar 

responsabilidad alguna a mi defendido, ante la insuficiencia de recursos del 

PATRIMONIO AUTÓNOMO, debe la CONSTRUCTORA solventar los gastos que se 

tienen actualmente de acuerdo con lo suscrito en el contrato de fiducia, donde se indica 

lo siguiente: 

 



 

 

En resumen de todo lo anterior, es claro su señoría que el actuar de mi representado se 

realizó en concordancia con las obligaciones establecidas en el contrato de fiducia; 

puesto que este en todo momento, cumplió con sus deberes de custodia y 

administración, a pesar de las diversas negligencias cometidas por el fideicomitente; por 

lo que se referencia en este punto a VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. como la 

sociedad responsable, y de quien derivaron situaciones determinantes para que 

actualmente no se tengan los recursos con lo que se le responderá a la cantidad de 

promitentes compradores, que alegan una afección a sus derechos. 

 

2. VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S ES LA RESPONSABLE DEL 
SANEAMIENTO DEL BIEN INMUEBLE DE CONFORMIDAD A LO PACTADO EN 
EL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL DE ADMINISTRACIÓN Y PAGOS. 

 

Ante la suscripción de un crédito constructor, como el que existe en este caso, se realiza 

la hipoteca de los bienes inmuebles pertenecientes al proyecto inmobiliario como 

garantía de la constructora frente a la entidad financiera que le otorga los dineros para 

que se pueda llevar a cabo la ejecución del mismo.  

 

En este sentido, frente a la obligación que existe con BANCOLOMBIA S.A. son los 

inmuebles pertenecientes al proyecto inmobiliario, los que garantizan el pago de la 

obligación; que sobrevino en función de poder llevar a cabo el proyecto en mención, 

donde la misma, tenía la obligación de efectuar pagos que correspondían al cumplimiento 

de sus obligaciones, pero fue por el mismo actuar incumplido de esta, que dicha entidad 

financiera, debe buscar los medios para poder proteger sus recursos tal y como se había 

pactado en el contrato que suscribieron.  

 

Por ello, para poder realizar el debido saneamiento de los bienes, y su correspondiente 

enajenación, la CONSTRUCTORA debía cumplir con las condiciones que se pactaron 

para poder llevar a cabo dicha acción; pero, para efectos de este problema jurídico no 

fue así, VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. incumplió en sus obligaciones como 

fideicomitente. Por lo anterior, traemos a colación la cláusula decimoprimera del contrato 

de fiducia mercantil suscrito; la cual permite observar las obligaciones a cargo de la 

constructora para la entrega de la escrituración del inmueble, adjunta a continuación: 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En razón de lo anterior, también nos permitimos en este punto, citar las incumplidas 

obligaciones por parte de la CONSTRUCTORA, y que una vez más dejan en evidencia 

el actuar negligente de la misma:  

PRIMERO: Ignoró su obligación de suministrar los recursos solicitados en caso de 

inexistencia. 

SEGUNDO: Recibió por su cuenta dineros por parte de la promitente compradora. 

TERCERO: Incumplió con el pago de las prorratas adeudadas a BANCOLOMBIA S.A. 

por el crédito constructor suscrito para el desarrollo del proyecto inmobiliario. 

 

De esta manera, es más que notorio el incumplimiento de la constructora frente a las 

obligaciones que le permitirían ejecutar el saneamiento de los bienes inmuebles, 

traduciendo esto en imposibilidad de mi cliente de poder liberar la hipoteca que se 

encuentra sobre los inmuebles en cuestión.  

Así mismo, traemos a colación que en los términos del artículo 1893 del Código Civil, 

aplicable por expresa remisión del artículo 822 del Código de Comercio, que el 

FIDEICOMITENTE tiene el deber de salir al saneamiento por evicción y vicios 

redhibitorios a favor del PATRIMONIO AUTÓNOMO constituido en virtud del contrato 

de fiducia mercantil. En la práctica, las sociedades fiduciarias suelen establecer en los 

contratos de fiducia mercantil, una extensión de la obligación de saneamiento del 

fideicomitente, la cual consiste en que el fideicomitente no solo le debe responder al 

patrimonio autónomo, sino a todas aquellas personas a las cuales la sociedad fiduciaria 

como vocera del patrimonio autónomo, le transfiera la propiedad de los bienes 

fideicomitidos a terceros. 

Con base en lo anterior, reiteramos el cumplimiento de las obligaciones contractuales 

del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ representado por 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera y administradora, sin 

embargo y con mayor importancia aún, a pesar de actuar con la debida diligencia 



 

requerida, discernible en todas las actuaciones de mi defendido; este no podía impedir 

las consecuencias derivadas de la omisión de las obligaciones contractuales de 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., toda vez que estas se encontraban fuera 

de su esfera de control. 

En materia de responsabilidad contractual, como ya se advirtió, la fiduciaria como 

vocera del fideicomiso transfiere la propiedad de las distintas unidades inmobiliarias, 

exonerándose expresamente de cumplir su obligación de saneamiento ya sea por vicios 

redhibitorios o evicción, y endilgando dicha responsabilidad al fideicomitente del 

proyecto. 

Esta situación que aparentemente es irregular encuentra respaldo jurídico por el hecho 

de que la fiduciaria como vocera si bien instrumentaliza la venta o la transferencia de 

dominio en todo caso, es el constructor quien realmente se obliga a transferir la 

propiedad de la cosa, valiéndose para ello de la fiduciaria como vocera de los bienes. 

Ejemplo de la validez de esta estipulación, la encontramos en la venta de cosa ajena, 

en la cual si bien es el propietario el que transfiere la propiedad de la cosa, éste no 

responde frente al comprador por evicción o vicios redhibitorios, teniendo en cuenta 

que para todos los efectos se entiende vendedor, quien se obligó a vender. “El 

vendedor, al disponer de una cosa de un tercero a título de compraventa, no hace más 

que obligarse para con el comprador a entregarle el objeto vendido y a salir al 

saneamiento.” 

 

A. OBLIGACIONES DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ 

BAJO EL CONTRATO DE FIDUCIA. 

 

Tal como se indicó, para el correcto desarrollo de la gestión fiduciaria y en cumplimiento 

de lo establecido en el artículo 1233 del Código de Comercio, se constituyó́ un patrimonio 

autónomo llamado FIDEICOMISO PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE 

ATRIZ, respecto del cual, en única calidad de vocero, actúa FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A., y al cual ingresan los bienes establecidos de manera expresa en 

la cláusula cuarta del contrato de fiducia que obra en el expediente de este proceso, ello 

obedeciendo al artículo precitado, que ordena separar los bienes administrados del 

patrimonio de la fiducia, constituyendo un patrimonio autónomo del suyo, del cual serán 

tomados los recursos para el desarrollo del proyecto, y que recibe el nombre de 

FIDEICOMISO.  

 

Todo ello con el propósito final de transferir las unidades inmobiliarias que resultaren del 

proyecto constructor a los compradores, a los fideicomitentes o a cualquier tercero, 

BAJO LA PREVIA INSTRUCCIÓN ESCRITA DEL FIDEICOMITENTE GESTOR 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., siempre que se cumplieren las condiciones 

que permitan la transferencia de tales unidades, sea que se encuentren explícitamente 



 

indicadas en el contrato de fiducia, o que surjan con ocasión del desarrollo del proyecto 

inmobiliario. Tal como se explicará posteriormente, en lo referente a la suscripción del 

crédito constructor autorizado entre VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S y 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A, en calidad de vocera y administradora 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ.  

 

Las obligaciones a cargo de los contratantes se encuentran contenidas de manera 

expresa en el cuerpo del contrato de fiducia. A fin de reforzar la línea argumentativa, el 

suscrito traerá a colación aquellas que incumben al fondo del asunto. La cláusula novena 

estipula las 4 obligaciones principales a cargo de FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. 

en calidad de vocera del FIDEICOMISO P.A SANTA LUCÍA DE ATRIZ.  

 

 
 

Obligaciones que resultan ser las únicas asumidas por mi poderdante, siendo que la 

cuarta, referida a la transferencia de las unidades inmobiliarias, se supedita al 

cumplimiento de determinadas obligaciones a cargo exclusivamente de VICTORIA 

CONSTRUCTORES S.A.S. Por tal razón, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. no 

responde por el incumplimiento de ninguna de las obligaciones adquiridas por los 

fideicomitentes, y por ende cuando alguno de ellos deje de ejecutar sus prestaciones, 

afectando las condiciones necesarias para que mi poderdante ejecutare la obligación 

referida, no le será́ ello imputable. Ello se expresa en la cláusula décima séptima del 

contrato:  

 

 
 

De igual manera, ante cualquier circunstancia en que, a causa del incumplimiento de las 

obligaciones a cargo del fideicomitente gestor se hiciere reclamo o se vinculare en 

cualquier tipo de actuación judicial o administrativa a mi poderdante, tiene el 

fideicomitente gestor la obligación de mantenerle indemne y, por ende, responder este 



 

por el cumplimiento exigido o liberarle de cualquier tipo de responsabilidad que 

indebidamente se pretenda que asuma, obsérvese para ello la siguiente cláusula: 

 
De igual forma, el patrimonio autónomo como figura jurídica tiene la posibilidad de ser 

sujeto de derechos y obligaciones, que son ejercidos y cumplidas a través de su vocero. 

Sin embargo, al momento de exigirse el cumplimiento de las obligaciones, quien cuenta 

con la capacidad para ser parte en un eventual proceso es el propio patrimonio 

autónomo, máxime cuando el numeral 2 del artículo 53 del Código General del Proceso 

lo dispone.  

 

En el caso concreto, se constituyó el referido patrimonio autónomo con el propósito final 

de transferir las unidades inmobiliarias que resultaren del proyecto a los compradores, a 

los fideicomitentes o a cualquier tercero, BAJO LAS INDICACIONES DEL 

FIDEICOMITENTE GESTOR, CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S. en reorganización, siempre que se cumplieren las condiciones que permitan la 

transferencia de tales unidades, sea que se encuentren explícitamente indicadas en el 

contrato de fiducia, o que surjan con ocasión del desarrollo del proyecto inmobiliario. 

Aspecto que se explicará posteriormente, en lo referente a la suscripción del crédito 

constructor autorizado.  

 

3. LA OBLIGACIÓN DE REALIZAR EL PAGO DE LAS CUOTAS DEL CRÉDITO 

CONSTRUCTOR SE ENCUENTRA A CARGO DE CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. 

 

Tal como se indicó en el acápite referente a obligaciones de las partes, la mayor carga 

obligacional dentro del contrato de fiducia, y de cuyo cumplimiento depende el éxito 

total del proyecto, se encuentra a cargo de CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. Ante esto, es de suma importancia resaltar que la 

responsabilidad por los pagos del crédito constructor obtenido ante BANCOLOMBIA 

S.A., recae de manera exclusiva en CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S., quien responde personalmente por el cumplimiento de 



 

las condiciones y obligaciones inherentes a dicho crédito, tal como se muestra en la 

consideración tercera del contrato de fiducia, que a continuación se exhibe:  

 

 

 

 

 

Obligación que se torna vinculante en la cláusula décima tercera del contrato de fiducia, 

referente a las obligaciones de CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S. en calidad de fideicomitente gestor y gerente del proyecto:  

 

 
 

Se trae a colación lo señalado por el Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de 

Bogotá́ en laudo arbitral del 29 de enero de 2003, resolviendo el caso “Comercializadora 

y Constructora Integral Limitada Comerintegral Limitada v. Fiducolombia S.A.”, en el que 

realiza un paralelo entre el contrato de mandato y el encargo, y que de manera previa 

se citó dentro de estas consideraciones, destacando que “La sociedad fiduciaria contrae 

obligación de hacer (invertir, administrar bienes o dineros del fiduciante, etc.) en cuya 

ejecución jamás obra por cuenta propia”.  

 

En el caso sub examine, al tenor literal del contrato de fiducia puede observarse en la 

cláusula sexta, referente a instrucciones de los fideicomitentes, que los pagos se realizan 

atendiendo a varias reglas. La primera de ellas es la limitación de FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A., en calidad de vocera del FIDEICOMISO PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE FATRIZ, quien debe realizar cualquier tipo de 

desembolso monetario bajo las instrucciones que CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. dicte. El literal a de tal cláusula 6.3 establece que 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. únicamente es responsable, en calidad de vocera 

del FIDEICOMISO PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ por los 

pagos a realizar, siempre y cuando existan recursos suficientes para tal fin; de manera 

tal que la falta de recursos no da origen a responsabilidad alguna a cargo de la fiduciaria 

como vocera.  

 



 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera del FIDEICOMISO 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ no responde por la falta de 

recursos para el pago de cualquier tipo de obligación asumida con ocasión del fideicomiso 

o patrimonio autónomo, pues esta circunstancia será́ asumida de manera exclusiva por 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. en calidad de fideicomitente gestor. Así lo 

estipula la cláusula sexta, literal g, de contrato de fiducia:  

 

 
 

De tales estipulaciones se colige que el pago o impago de las obligaciones dinerarias 

asumidas con ocasión del crédito constructor celebrado entre BANCOLOMBIA S.A. y 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. no es, en ningún caso, 

imputable a FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A., en calidad de vocera del 

FIDEICOMISO PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ. Esto debido 

a que, en calidad de sociedad fiduciaria, realiza cualquier tipo de desembolso dinerario 

bajo el estricto cumplimiento de las instrucciones dadas por el fideicomitente gestor, y 

únicamente respecto de los rubros que se le ordene pagar, entre los que no se 

encuentran las cuotas del crédito constructor por insuficiencia de fondos. Encontrándose 

eximida de responder por los pagos, tal como se expresa en la cláusula décima novena, 

referente a la responsabilidad de mi poderdante:  

 

 
 

En ese orden de ideas, cualquier causa que generare la iliquidez al momento de cubrir 

las cuotas del crédito hipotecario es de exclusiva responsabilidad de CONSTRUCTORA 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., en virtud de lo establecido en el contrato de 

fiducia. De manera tal que le corresponde a esta, en calidad de fideicomitente gestor, 

exponer las razones que conllevaron a dicho incumplimiento, y ejercer defensa frente a 

la sociedad demandante, en lo relacionado a cómo el impago de las cuotas del crédito 

constructor conllevó a que no se suscribiera la escritura pública de compraventa los 

inmuebles objeto de la demanda, máxime cuando tampoco se ha cancelado el valor de 

la prorrata hipotecaria que corresponde a dicho bien.  

 



 

 
 

Lo mencionado en este acápite, fue omitido por parte del Juez de primera instancia quien 

en la parte motiva de su decisión, ni en la sentencia proferida hizo referencia a la 

obligación de pagar las cuotas del crédito constructor que actualmente tiene la 

constructora VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. El delegado omitió́ que el pago 

de dichas cuotas, cumplen un papel relevante en el levantamiento del gravamen 

hipotecario, dejando de ese modo, un vacío en la decisión al dejar sin solución un tema 

fundamental en el curso del proceso.  

 

La sentencia entonces es una efímera solución a las pretensiones de la sociedad 

accionante, toda vez, que el acreedor hipotecario (El BANCO- BANCOLOMBIA S.A.) no 

levantará la hipoteca que recae sobre los inmuebles, hasta que verifique el pago de la 

prorrata que el constructor adeuda, y mucho menos acudirá́ a la firma de la Escritura 

Pública hasta que VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S, no se encuentre al día con 

su obligación. 

 

4. LA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS DEL CONSUMIDOR ES ATRIBUIBLE A 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., NO A EL PATRIMONIO AUTÓNOMO 

SANTA LUCIA DE ATRIZ REPRESENTADO POR FIDUCIARIA BANCOLOMBIA 

S.A. EN CALIDAD DE VOCERA Y ADMINISTRADORA 

 

Partiendo de lo anterior, es evidente como la Delegatura contraría la normativa vigente 

al proferir la sentencia referenciada, siendo su razonamiento erróneo en cuanto a la 

responsabilidad de mi defendido, el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE 

ATRIZ, representado por FIUCIARIA BANCOLLMBIA S.A. en calidad de vocera y 

administradora, toda vez que ignora aspectos necesarios para determinar la 

responsabilidad respecto a la garantía legal, derivándose esta del Contrato de Promesa 

de Compraventa, del cual mi representado no hace parte, por lo cual únicamente debería 

atribuírsele responsabilidad a la constructora VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S.. 

 

Inicialmente, el primer resuelve de esta decisión omite que mi defendido, el 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, representado por la 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. actuando única y exclusivamente como vocera y 

administradora, nunca vulneró los derechos del consumidor, contrario a ello, cumplió 



 

puntualmente con las obligaciones atribuidas en el contrato de “Fiducia Mercantil” (que 

es la única relación contractual que la involucra con la sociedad demandante), al actuar 

con la debida diligencia, de conformidad con lo exigido por el artículo 7 del estatuto del 

consumidor, pese a no existir una relación de consumo entre este y la parte demandante. 

De igual manera, al llevar a cabo los deberes que le impone, la Circular Básica Jurídica, 

la ley, la costumbre, los principios generales del negocio fiduciario y la jurisprudencia; 

asimismo, no ha vulnerado los derechos de la sociedad demandante al no haber realizado 

la escrituración del inmueble en cuestión, toda vez que se encuentra imposibilitada para 

hacerlo por un hecho atribuible a un tercero, como lo es la constructora VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S en reorganización, quien si ha incumplido lo estipulado 

en el contrato de Promesa de Compraventa celebrado, del cual mi representado incluso 

no hace parte.  

 

Es menester resaltar que, mi poderdante nunca se ha negado a realizar la escritura 

pública del inmueble, de buena fe siempre ha estado dispuesta a otorgar el título notarial 

y a trasferir el dominio a la sociedad demandante, siempre que la constructora 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S en reorganización cumpla con las 

condiciones propias para que lo anterior sea posible, al ser la imposibilidad de realizar la 

escrituración consecuencia del incumplimiento de esta  

 

Es entonces de igual manera improcedente esta decisión, toda vez que por parte del 

extremo demandante no se ha allegado al despacho de la delegatura de asuntos 

jurisdiccionales, algún tipo de elemento material probatorio que sea conducente para 

demostrar la existencia de una supuesta vulneración de la garantía legal en la que haya 

participado mi representado, contrario de ello, la sociedad demandante es consciente de 

que todas las condiciones del proyecto inmobiliario fueron asumidas e informadas a ella 

por la constructora, como responsable y titular del proyecto inmobiliario, y que si bien, 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del Patrimonio 

autónomo parte del proceso, recibió únicamente los dineros del fideicomitente 

comprador, y esta nunca adquirió compromisos u obligaciones frente a la ejecución del 

proyecto, por ser sus obligaciones de medios, y por no endilgársele algún tipo de 

responsabilidad frente a hechos que son totalmente ajenos a su control y voluntad.  

 

Por otro lado, es igualmente necesario recalcar que entre el PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ representado por FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora, y la empresa ACTIVOS 

CONTADORES Y ASESORES S.A.S. representada legalmente por GERARDO 

CLARET TORRES MESIAS, la única relación de consumo existente es de tipo 

financiero, al ser mi representado una entidad vigilada por la SUPERINTENDENCIA 

FINANCIERA DE COLOMBIA, y estar este obligado contractualmente a seguir las 

instrucciones establecidas por la constructora VICTORIA ADMINISTRADORES 



 

S.A.S., la cual fue omitido por el delegado al proferir la sentencia de primera instancia.  

 

Ahora bien, frente a la naturaleza jurídica y objeto social de mi poderdante (el cual se 

puede corroborar en los Certificados de existencia y representación legal), manifestamos 

que los mismos, son totalmente distintos al de la constructora, siendo que de manera 

lógica, mi defendido solo ofrece un producto financiero y nunca ha desarrollado 

proyectos inmobiliarios, mucho menos el que nos concita en la presente acción, por lo 

tanto, al no estar siquiera relacionada a la actividad comercial de la fiduciaria, no es 

posible que a mi representado se le endilgue responsabilidad alguna.  

 

Lo anterior, encuentra justificación en las mismas consideraciones de la 

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, tal como aparece consignado 

en publicación institucional denominada como: “Consumo Inteligente: Protección al 

Consumidor en el sector vivienda”, en la que se señala lo siguiente:  

 

 
 

En efecto, teniendo en cuenta que la decisión mediante la cual se le atribuyó a mi 

representado la responsabilidad de violar los derechos de consumo de la sociedad 

demandante, manifestamos que nos oponemos a la misma, soportándonos en que no 

existe un vínculo obligacional directo surgido por el contrato de promesa con la 

interesada en adquirir el inmueble, puesto que en este caso: “para que se configure la 

relación de consumo, en el otro extremo del vínculo obligacional se requiere que el 

vendedor o la persona que entrega el uso del inmueble destinado a vivienda lo haga de 

manera profesional y habitual, es decir, que en los términos de la Ley 1480 de 2011 sea 

considerado productor o vendedor”.  

 

Con base entonces al citado artículo, reiteramos nuestra postura de no trasgredimos, 

afectamos o vulneramos los derechos del consumidor, entendiendo que, FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. únicamente actuó como administradora de los dineros 

depositados en el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, y a la 

misma, no se le puede atribuir la condición de productora o vendedora, por cuanto, en 

primer lugar nunca ofreció el proyecto inmobiliario, ni socializó al comprador las 

condiciones del negocio jurídico inmobiliario a través de algún tipo de información y/ o 

publicidad, igualmente no es una entidad capacitada para en aspectos de obra, 

construcción, materias primas relacionados con la elaboración de viviendas urbanas, sino 



 

meramente es una entidad con conocimientos financieros y administrativos relacionados 

a manejos de dinero.  

 

Finalmente, tal y como consta en el contrato de fiducia inmobiliaria, FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. al tener calidad de vocera del PATRIMONIO AUTÓNOMO  

SANTA LUCÍA DE ATRIZ, se obliga únicamente con el consumidor a la buena gestión 

de los recursos con la finalidad de alcanzar el punto de equilibrio, obligación que se 

aclara fue de medios y no de resultados, y que no generaba la responsabilidad de mi 

representado frente al adherente consumidor inmobiliario por situaciones propias de la 

construcción y venta del inmueble, “tales como la obligación de garantía de calidad e 

idoneidad del bien inmueble, regulada en la Ley 1480 de 2011 y el Decreto 

Reglamentario 1375 de 2014”.  

 

Referente a esto, debemos tener en cuenta que los compradores, adherentes a la fiducia 

y quienes iniciaron la presente acción, y la delegatura, debían entender que aspectos 

como la calidad del proyecto inmobiliario, los plazos de entrega de los bienes inmuebles 

y demás situaciones propias de las condiciones del contrato de promesa, suscrito 

únicamente por la constructora, no están del patrimonio autónomo, y de estas 

obligaciones se encuentra eximido.  

 
5. EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE FIDUCIARIA BANCOLOMBIA 

S.A. FRENTE A LA EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL DE LA ENTREGA 

JURÍDICA DE LOS INMUEBLES 

 

De acuerdo a lo consagrado en la ley 1480 de 2011, es evidente que FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO 

SANTA LUCÍA DE ATRIZ ostenta la calidad de proveedor indirecto o productor del 

proyecto inmobiliario, sin embargo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de la 

ley mencionada, se determina que mi representado se encuentra bajo una causal de 

exoneración frente a lo exigido, al establecer el artículo mencionado lo siguiente: “al ser 

el incumplimiento derivado de un tercero, la responsabilidad no podría atribuírsele por 

tratarse de circunstancias ajenas a su control”.  

 

Así las cosas, siguiendo lo consagrado en ley 1480 de 2011 en su artículo 16: 

  

“ARTÍCULO 16. EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LA GARANTÍA. 

El productor o proveedor se exonerará de la responsabilidad que se deriva de la garantía, 

cuando demuestre que el defecto proviene de:  

 

1. Fuerza mayor o caso fortuito;  

2. El hecho de un tercero;  



 

3. El uso indebido del bien por parte del consumidor, y  

4. Que el consumidor no atendió ́las instrucciones de instalación, uso o mantenimiento 

indicadas en el manual del producto y en la garantía. El contenido”.  

 

 

Es también importante resaltar lo establecido en la Sentencia C-973 de 2002, la cual 

dispone que:  

 

‘‘Dentro del marco de las causales de exoneración a que se ha venido haciendo referencia, el 

productor puede ejercer eficazmente su derecho de defensa en el procedimiento que se adelante 

en su contra y demostrar que su situación se encuadra en una de esas causales, presentando 

argumentos, solicitando pruebas e impugnando las que se presenten en su contra, y 

controvirtiendo las decisiones que se tomen.’’ 

 

Siguiendo lo estipulado por la Honorable Corte Constitucional, Manifestamos que, 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como administradora del PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, debe quedar exonerada de cualquier tipo de 

responsabilidad frente a la efectividad de la garantía legal, debido a que la escrituración 

no ha sido posible por hechos atribuibles a la CONSTRUCTORA y por el no 

levantamiento de la hipoteca por parte del Banco que es acreedor del crédito constructor 

adquirido por VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S.  

 

También es importante recordar lo establecido por el parágrafo del artículo 16 de la Ley 

1480 de 2011, el cual establece lo siguiente: 

 

‘‘En todo caso el productor o expendedor que alegue la causal de exoneración deberá demostrar 

el nexo causal entre esta y el defecto del bien.’’ 

 

En concordancia con esto, cabe precisar que los aspectos de la garantía legal se 

encontraban inmersos objetivamente en el contrato de promesa de compraventa del que 

mi representado no es parte, pues fue la constructora, quien condicionó la entrega ante 

la sociedad demandante y pacto los plazos del otorgamiento del instrumento, omitiendo 

sus obligaciones adquiridas en virtud del contrato de fiducia mercantil, contrato que se 

aclara, es independiente al ya mencionado contrato de promesa.  

 

Asimismo, se evidencia el nexo causal entre la causal de la exoneración y el 

incumplimiento de la escrituración a través de la intervención de la constructora y el 

banco, la cual ha imposibilitado la transferencia de dominio de los bienes inmuebles por 

parte de mi poderdante, toda vez que si no se cumplen las condiciones como lo son: el 

pago de las prorratas, la instrucción por escrito libre de vicios, y el levantamiento de la 

hipoteca de mayor extensión que recae sobre ellos, la escritura no puede ser firmada y 

el derecho no puede ser transferido. Siendo esto anterior, un hecho irresistible que 



 

coloca a la FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora, muy a 

pesar de sus mayores esfuerzos, en imposibilidad de evitar la vulneración a la sociedad 

demandante.  

 

Por lo anterior, al cumplirse los requisitos establecidos en el código civil (título XXXIV). 

y en el mismo estatuto del consumidor (Art 16 inciso 2, parágrafo), al derivarse la 

imposibilidad de mi representado por el hecho de un tercero ligado, mediante relación 

contractual de cualquier clase y no seguimiento de la instrucción impartida por el 

productor por tener estos vicios que impiden su ejecución (Boletín jurídico SIC, 2018) 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera, debe ser eximida de la 

responsabilidad que ha sido atribuida en la sentencia proferida.  

 

La imposibilidad en la que se encuentra mi representado, se prueba en que, pese a las 

reiteradas comunicaciones que este ha realizado a la constructora, la misma no ha 

cumplido con sus obligaciones caídas. 

 

Y en que, actualmente la CONSTRUCTORA se encuentra inmersa en un proceso de 

reorganización ante la SuperSociedades, que no ha permitido que esta cancele las 

prorratas adeudadas y pueda ser levantada la hipoteca por el banco, tal como consta a 

continuación:  

 

Estos hechos con antelación narrados han llevado a que FIDUCIARIA BANCOLOMBIA 

S.A. en calidad de vocera y administradora se encontrara ante un hecho imprevisto. Es 

decir, frente un evento de un carácter tan remotamente improbable y súbito, que no 

pese a actuar con la debida diligencia y cumpliendo plenamente sus obligaciones, no le 

permitió́ tomar las medidas necesarias para precaverlo. Entendiendo igualmente que, 

todo lo realizaba bajo la sumisión de la constructora, y que los recursos eran 

administrados y entregados bajo previa autorización del Fideicomitente constructor, no 

por arbitrio propio.  



 

 

Así las cosas, según lo contemplado en la normatividad, el hecho de un tercero, en este 

caso VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S y el Banco acreedor del crédito 

constructor que impide el levantamiento de la hipoteca de los inmuebles, rompe el 

vínculo de causalidad entre el perjuicio sufrido y el presunto incumplimiento de mi 

representado como demandado en el presente proceso. Generando ello como 

consecuencia, una sentencia desestimatoria de cualquier pretensión de declaratoria de 

responsabilidad que debe ser aplicada a mi poderdante, frente a la efectividad de la 

garantía legal, por la imposibilidad de cumplirla. 

 

6. EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD POR CUMPLIMIENTO DEL DEBER 

DE DILIGENCIA. 

 

Las fiduciarias dentro de un contrato de fiducia mercantil inmobiliaria de administración 

y pagos tienen obligaciones y deberes, estas se encuentran consignadas de manera 

principal en el contrato bilateral que suscribe la fiducia en calidad de vocera del 

patrimonio autónomo y la constructora, en este caso, mi representado con la 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S, las cuales se han 

cumplido por parte de mi poderdante a cabalidad. También, la Superintendencia 

Financiera, también ha fijado ciertas obligaciones que se enmarcan en los deberes de 

diligencia del fiduciario. Este deber de diligencia se encuentra estipulado en la Circular 

Externa 46 de 2008 de la Superintendencia Financiera, en donde se establece lo 

siguiente:  

  

“v) Deber de diligencia, profesionalidad y especialidad.  

  

En su actuar, las sociedades fiduciarias deberán tener los conocimientos técnicos y 

prácticos de la profesión, emplearlos para adoptar las medidas tendientes a la mejor 

ejecución del negocio y prever circunstancias que puedan afectar su ejecución. En este 

sentido deberán abstenerse de realizar negocios fiduciarios en los cuales no tengan la 

adecuada experiencia para llevarlos a cabo o no cuenten con los recursos físicos, 

tecnológicos y humanos necesarios para el desarrollo de tales negocios.”  

  

El deber de diligencia de mi representado para el caso que nos ocupa la atención se ha 

verificado en todas las etapas del negocio jurídico judiciario, es decir, tanto en la etapa 

precontractual, como en el inicio y ejecución. Muestra de lo anterior, son los reiterados 

requerimientos que mi poderdante le ha realizado a la constructora (se encuentran en 

los anexos del presente escrito) desde que advirtió la falta de pago de las prorratas 

adeudas que son esenciales y condición sine qua non, (sin la cual no) para la 

escrituración de los bienes inmuebles en favor de los compradores.  

  

Los múltiples requerimientos se dieron, entre agosto de 2021 y abril de 2022. A 



 

continuación, me permito citar de manera textual, debido a la relevancia para el caso, 

el requerimiento de 26 de agosto de 2021, tal como se ve a continuación:  

  

“En nombre de Fiduciaria Bancolombia S.A. reciban un cordial saludo. De acuerdo a las 

obligaciones que establece el contrato fiduciario, solicitamos disponer los recursos 

necesarios requeridos en el Fideicomiso P.A. SANTA LUCIA DE ATRIZ para el 

cumplimiento y pago de las obligaciones que presenta el mismo a la fecha y 

que se presentarán hasta la terminación del Proyecto y liquidación del 

Fideicomiso. Todo lo anterior. teniendo en cuenta que las cuentas del 

Fideicomiso no presentan movimientos hace varios meses lo que viene 

generando que el mismo no cuente con los recursos suficientes para cumplir 

con sus obligaciones las cuales incluyen las relacionadas a continuación:  

  

P.A. SANTA LUCIA DE ATRIZ (9908)  

  

Obligación financiera con la entidad Bancolombia S.A. Comisión Fiduciaria.  

Honorarios de interventoría. Desarrollo y Finalización de obra.  

Escrituración y entrega de unidades inmobiliarias. Demás Gastos e 

impuestos que se generen en el Fideicomiso. (...)” (Negrillas y subrayas  ajenas 

al texto original).  

 

  

En la comunicación realizada por mi representado a la constructora, se avizora de 

manera clara y contundente que le requiere a la constructora el pago de los dineros 

adeudados que son esenciales para hacer la escrituración y entrega de las unidades 

inmobiliarias. Del mismo modo, así aparecen reflejado en los otros requerimientos que 

se encuentran anexos al presente escrito, exhibiendo a cabalidad la buena fe del actuar 

de mi representado inclusive frente a el incumplimiento de la constructora.  

 

Por otro lado, cabe mencionar también la sentencia SC18614 de 2016, en la cual la Corte 

Suprema de Justicia dispone lo siguiente: 

 

(…) se delimitaron como principios orientadores de las relaciones entre los consumidores 

financieros y las entidades vigiladas, la «debida diligencia» de estas al ofrecer los productos o 

prestar los servicios entregando la información y atención debida «en el desenvolvimiento normal 

de sus operaciones» (…) 

 

Adicional a lo anterior, dentro de los principios reconocidos por el estatuto mercantil  se  encuentra  

el   de  la  buena   fe que   además  fue   instituido como imperativo de conducta en las distintas 

operaciones comerciales. (…) 

 

 

La sentencia mencionada permite observar como la debida diligencia efectivamente 



 

actúa como principio orientador a través de las actividades financieras, al igual que la 

buena fue, lo que en observancia de lo expuesto, permite ver como mi representado 

siempre cumplió con la diligencia propia que actúa un profesional fiduciario, por lo que 

el actuar de mi poderdante nunca ha vulnerado los derechos del consumidor financiero 

y en consecuencia, se debe exonerar de cualquier tipo de responsabilidad a mi 

poderdante. 

 

7. LA ACTUACIÓN DE FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como VOCERA Y 

ADMINISTRADORA DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCIA DE 

ATRIZ NO OCASIONO LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS DEL 

CONSUMIDOR DEMANDANTE. 

 

En concordancia con el precedente horizontal expuesto frente al presente caso, 

observamos que el actuar de mi poderdante obedeció el cumplimiento de sus 

obligaciones en virtud del contrato de fiducia, las cuales establecían que esta estaba 

sujeta a las condiciones de manejo estipuladas por la CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S., imposibilitándola de realizar acciones contrarias a las 

previamente decretadas por la constructora. 

 

Asimismo, cabe resaltar que la administración de mi defendido no ocasionó la 

vulneración de los derechos del consumidor toda vez que esta no es el factor 

determinante en la imposibilidad de la escrituración, siendo este la hipoteca sobre los 

bienes inmuebles referenciados por BANCOLOMBIA S.A., a raíz del incumplimiento de 

la constructora en el pago de las prorratas adeudadas, entendiéndose así que mi 

representado cumplió con sus deber de diligencia al igual que sus obligaciones 

contractuales, y en el marco de estas no hubo acciones realizadas que condujeran al 

incumplimiento, al ser este ocasionado exclusivamente a raíz de las conductas de 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. en el marco de sus obligaciones contractuales 

en cuanto al contrato de fiducia, el crédito con el banco y el contrato de promesa de 

compraventa. 

 

En ese orden de ideas, es claro que la conducta de FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. 

como VOCERA Y ADMINISTRADORA DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA 

LUCIA DE ATRIZ no resulto en el eventual incumplimiento en la escrituración, siendo 

este un resultado directo del incumplimiento de VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S. en cuanto los pagos del crédito constructor, y consecuentemente el eventual 

proceso ejecutivo llevado a cabo por BANCOLOMBIA S.A., el cual efectivamente 

ocasiono el incumplimiento y resulta en la actual imposibilidad de cumplir con la 

obligación de la escrituración.  

 



 

De igual modo es evidente que es efectivamente el incumplimiento de las obligaciones 

de VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., surgidas del contrato de fiducia, al igual 

que frente al crédito adquirido e inclusive el contrato de promesa, la conducta que resulto 

en el incumplimiento y la consiguiente vulneración de los derechos del consumidor 

demandante, independientemente de la obligación en cabeza de mi representado de 

realizar la escrituración, debido a las limitaciones a las que se encuentra sujeto en virtud 

de sus obligaciones contractuales. 

 

8. EL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ representado por la 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en su calidad exclusiva de vocera y 

administradora NO ESTA OBLIGADO A LO IMPOSIBLE   

  

Frente al principio general del derecho denominado “nadie está obligado a lo 

imposible”, conocido también bajo la locución latina “Ad impossibilia nemo tenetur” – 

Nadie está obligado a realizar lo imposible -, al igual que el aforismo jurídico 

“Impossibilium nulla obligatio” que traduce - a lo imposible, nadie está obligado, la Corte 

Constitucional ha sido enfática en reiterar que a ninguna persona natural o jurídica se le 

puede forzar a realizar algo si a pesar de asistirle el derecho a quien lo invoque, no 

cuenta con las herramientas, técnicas o medios para hacerlo, aun cuando en él radique 

la obligación de ejecutar ese algo.   

  

En este caso, a pesar de que el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE 

ATRIZ, se encuentre en la total disposición de otorgar la escritura pública, se encuentra 

en una situación imposible de cumplir, toda vez que, a pesar de haberle comunicado con 

prevención a la CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES en 

reorganización, de la necesidad del pago de las prorratas del crédito Constructor a 

BANCOLOMBIA S.A., la misma hizo caso omiso de esas comunicaciones, y a la fecha 

continua adeudando las cuotas necesarias para levantar la hipoteca que recae sobre el 

inmueble, limitando el registro del instrumento público por parte de la notaría.   

  

Dentro de las distintas y múltiples Sentencias que se han proferido en torno a ese 

postulado general del derecho tenemos: Sentencia T-875/10 MP. Humberto Antonio 

Sierra Porto; Sentencia T-062 A/11 MP. Mauricio González Cuervo; Sentencia C-010/03 

MP. Eduardo Montealegre Lynett; Sentencia T-425/11 MP y las palabras del Doctor Luis 

Javier Moreno Ortiz en su escrito “La Encrucijada del Poder”, siendo claro que este 

postulado en principio significa: “Si lo imposible no puede ser, resulta obvio que deber 

serlo o deber hacerlo tampoco puede ser.  

  

Mi defendido se encuentra ante un hecho imposible, toda vez que, el notario no podrá 

autorizar escritura sin la aprobación de cancelación de la prorrata y/o levantamiento de 

hipoteca en mayor extensión, que debe incluirse dentro de la misma escritura de 



 

transferencia; si el notario no autoriza la escritura, esta es inexistente según lo 

consagrado en el Artículo 100 del Decreto 960 de 1970.   

  

De manera que, si el notario no autoriza la escritura, la sociedad accionante no podrá 

realizar el y registro, el comprador entonces, claramente no adquiere la propiedad, en 

tal sentido es a éste a quien compete perfeccionar el registro, sin embargo, teniendo 

presente los términos del parágrafo del artículo 17 de la Ley 675 de 2001.   

  

Por su parte, en virtud de lo señalado en la Ley será el comprador quien debe correr con 

los gastos de registro de la siguiente manera:   

  

• 50% de derechos notariales, tal como lo establece el artículo 223 del Decreto 

960 de 1970, reglamentado por el artículo 142 del Decreto 2148 (compilado en 

el Decreto 1069 de 2015).  

• Si es venta con hipoteca, el 100% de los derechos notariales los paga el 

comprador. Ley 788 de 2003, artículo 58.  

• 50% de impuesto de Registro, Ley 223 de 1995, artículo 227.  

• 50% derechos de registro.  

 

 

9. INEXIGIBILIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL FRENTE A FIDUCIARIA COMO 

VOCERA Y ADMINISTRADORA DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO. 

 

Frente a el segundo resuelve de la Sentencia proferida por la delegatura, nos oponemos 

con el argumento de que la garantía legal no es exigible frente a la FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del patrimonio autónomo SANTA 

LUCÍA DE ATRIZ, en los términos en que lo planteó la delegatura, puesto que, como 

es evidente nunca se estructuró una relación de consumo bajo la Ley 1480 de 2011 o 

mejor dicho, el Estatuto del Consumidor, y por el entendido de que el único contrato 

suscrito por mi defendido fue el de fiducia mercantil inmobiliaria, y este mismo, tal como 

se puede apreciar en las documentales allegadas con la demanda, fue celebrado entre 

mi representado y la constructora, en el cual quedan claramente definidas las calidades 

de las partes, tal como se avizora a continuación:  

 

CAPITULO I – DEFINICIONES, PARTES Y OBJETO DEL CONTRATO:  

“3. CONSTRUCTOR: Es EL FIDEICOMITENTE quien adelantará la construcción del 

PROYECTO bajo su propio riesgo y exclusiva responsabilidad. Se entiende que 

su participación como constructor la hace en función de su legítimo interés 

como FIDEICOMITENTE en el patrimonio autónomo y dada su condición de 

beneficiario de este.  

 

(...)  



 

 

FIDEICOMISO: Es el Patrimonio Autónomo denominado FIDEICOMISO P.A. SANTA 

LUCÍA DE ATRIZ identificado con el numero 9908 constituido mediante el presente 

contrato, identificado con el NIT 830.054.539-0, el cual actúa con plenos efectos 

jurídicos frente al FIDEICOMITENTE y terceros, mediante vocería que del 

mismo ejerce la FIDUCIARIA. 

 

(...)  

 

13. PROYECTO: Corresponde a las actividades constructivas tendientes a la 

iniciación, desarrollo y culminación de un proyecto de ciento ochenta unidades – 

apartamentos – de vivienda denominado- SANTA MARÍA DE FÁTIMA, que serán 

llevadas a cabo por el FIDEICOMITENTE sobre el INMUEBLE bajo su exclusiva 

responsabilidad, riesgo, dirección, planeación y control. (...)” (Negrillas y 

subrayas ajenas al texto original).  

 

Por lo citado con antelación, desde lo consignado en el contrato de fiducia es claro que 

mi prohijado, el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, representado 

por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera y administradora, no llevó 

a cabo ningún acto de planeación, ejecución y culminación del proyecto, por lo tanto, mi 

poderdante no está llamada a responder por la entrega jurídica del bien en los términos 

que lo plantea el extremo demandante en sus pretensiones y como fue sancionado por 

la delegatura. El único vínculo que se estructuró entre la sociedad demandante y mi 

representado, fue la relación de consumo de tipo financiero, pero nunca de otro tipo, 

por cuanto como se acabó de ver, mi poderdante no tiene calidad de constructor.  

 

Ahora bien, respecto a la garantía legal y a quien le es exigible, de antaño el Tribunal de 

Arbitramento (conformado por los Honorables Árbitros Rafael H Gamboa Serrano, José ́

Alejandro Bonivento Fernández y Ramón Eduardo Madriñán de la Torre) en el caso 

CONAVI BANCO COMERCIAL Y DE AHORROS S.A vs. CONCRETO S.A, mediante 

Laudo del 16 de febrero de 2004, señaló́ lo siguiente:  

 

“La obra debe ejecutarse en los términos convenidos, asumiendo aquel, como se dijo, la 

obligación de resultado: la entrega en la forma prevista y sin que adolezca de 

defectos o imperfecciones que atenten contra la estabilidad en integridad de la obra. De 

ese modo, la responsabilidad se radica en cabeza del constructor por el 

resultado buscado”  

 

 

Es así como se evidencia que la fiduciaria en calidad de vocera del patrimonio autónomo, 

en este caso, mi representado, nunca está llamado a responder por la entrega material 

y jurídica de los bienes, por cuanto esto le corresponde única y exclusivamente a la 

constructora. Es por ello por lo que, en el caso bajo estudio no está́ llamada a prosperar 



 

la efectividad de la garantía legal frente a mi poderdante y, además, porque el 

incumplimiento nunca ha sido por su parte, sino todo lo contrario, ha sido de parte de 

la constructora ante su negativa de cancelar las prorratas adeudadas, esenciales para la 

ejecución en debida forma del contrato de fiducia inmobiliaria.  

 

En caso tal, se le fuera atribuible a FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A, como vocera y 

administradora del Patrimonio Autónomo parte en la garantía legal de la entrega de la 

escrituración, esta sociedad fiduciaria a la que represento quedaría eximida de cualquier 

responsabilidad frente a misma, toda vez que el incumplimiento no se ha dado por su 

arbitrio, sino por la acción y omisión de un tercero, siendo esto anterior, casual válida 

de exoneración frente a algún tipo de responsabilidad.  

 

De acuerdo a lo anterior, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera del 

fidecomiso PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, esta exonerada de 

responsabilidad en lo que respecta al otorgamiento de la garantía de escrituración del 

bien inmueble aducido, toda vez que la imposibilidad de otorgar el instrumento, NO 

corresponde a la voluntad, sino a el hecho de un tercero, en este caso, de la 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S, pues es esta sociedad 

quien, en primer lugar no ha realizado la instrucción escrita que indique escriturar el 

inmueble, en segundo lugar, no ha cancelado las prorratas que adeuda, y por tal razón, 

no ha permitido que se levante la hipoteca.  

 

Al ser lo anteriormente mencionado un hecho que se aparta de la voluntad de 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. en calidad de vocera y administradora del 

fidecomiso PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, se convierte esto 

en motivo suficiente para exonerar de responsabilidad frente a la garantía legal a esta 

sociedad financiera, teniendo en cuenta, lo que claramente expresa la normatividad en 

materia de excepciones frente a la responsabilidad.  

 

En mérito de lo expuesto, se precisa que por parte de mi representado nunca fue 

incumplida la garantía legal, toda vez que, este incumplimiento es derivado del contrato 

de promesa de compraventa del que este no fue parte. Debido a ello, la única 

responsable de la garantía legal es la CONSTRUCTORA, pues fue esta la encargada de 

establecer las condiciones para poder hacer efectiva la entrega jurídica de los inmuebles. 

 

10. EL PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ REPRESENTADO 

POR FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. EN CALIDAD DE VOCERA Y 

ADMINISTRADORA CUMPLIÓ CON LA DEBIDA DILIGENCIA REQUERIDA 

EN VIRTUD DE SUS OBLIGACIONES CONTRACTUALES.  

 

En el caso objeto de estudio para esta honorable delegatura hay que tener presente que 



 

estamos ante dos negocios jurídicos separados, donde se generan relaciones jurídicas 

diferentes en relación de los mismos: en primer lugar tenemos un contrato de promesa 

de compraventa celebrado entre la sociedad demandante y CONSTRUCTORA 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., contrato en el cual mi poderdante no funge 

como parte del mismo y de la cual hoy se deriva el incumplimiento reclamado por la 

sociedad accionante, y por otro lado se encuentra el contrato de fiducia  inmobiliaria  de  

administración  y  pagos celebrado entre mi poderdante, FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A.. y CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S., donde la misma únicamente funge la calidad de vocera y administradora del 

patrimonio autónomo que de esta se desprende (FIDEICOMISO PATRIMONIO 

AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ).  

 

Al perfeccionarse el negocio fiduciario, siendo este en el único que funge como parte mi 

poderdante, surgen ciertas obligaciones para la fiducia en tal sentido que si bien es cierto 

que deben realizar la entrega de los bienes fideicomitidos a los terceros beneficiarios, 

esto se debe realizar en la forma y términos que determina el contrato de fiducia, tal 

como se ha reiterado en distintas ocasiones en la presente contestación, donde se tiene 

por objeto y finalidad solamente la realización de pagos a través de dicho fideicomiso, 

tal como se evidencia en la siguiente imagen:   

 

Ahora bien, es tanta la buena fe de mi representado que incluso sigue ejerciendo sus 

gestiones pese al incumplimiento de CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. (en reorganización), en el pago de su comisión 

debidamente pactada, muy a pesar de que, en el parágrafo segundo de la cláusula 

vigésimo primera del mencionado contrato de fiducia, a fin de tener una garantía del 

cumplimiento de la obligación por parte de la constructora, FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora puede válidamente abstenerse de 

realizar las gestiones encomendadas en dicho contrato, por el hecho de que la 

constructora se encontrase en mora de sus obligaciones dinerarias. A diferencia de ello, 



 

mi poderdante ha procurado por proteger los derechos del consumidor, enviando 

periódicamente comunicaciones a la constructora, en las cuales informa y exige el pago 

de las cuotas del crédito constructor, igualmente enviando a los compradores los 

informes del Fideicomiso y el estado actual del Patrimonio Autónomo, sin tener 

responsabilidad alguna frente a la ejecución y/o desarrollo del proyecto inmobiliario.    

 

 

 

Es entonces menester resaltar que,  FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A., en calidad de 

vocera del FIDEICOMISO P.A. SANTA LUCÍA DE ATRIZ, sin hacer parte de la 

relación jurídica existente entre la sociedad demandante y la CONSTRUCTORA 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., porque el negocio jurídico por ellos 

celebrados es ajeno al objeto de la misma, siempre ha buscado en el desarrollo de su 

gestión que se cumpla de forma íntegra cumpliendo con lo pactado en el contrato de 

fiducia mercantil, a fin de que, llegado el momento, se pudiera realizar en debida forma 

la transferencia del dominio a los compradores.   

 

Lo anterior, se evidencia en las diversas comunicaciones que se han realizado a la 

constructora, siendo esta única responsable del incumplimiento en la entrega jurídica de 

los bienes, al no cumplir con el pago debido de las prorratas adeudadas y 

consecuentemente no cumplir con las condiciones pactadas en contrato de fiducia 

mercantil de administración y pagos.   

 

 

 



 

 

 

Demostrando de esta forma que FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A., en calidad de 

vocera del FIDEICOMISO P.A. SANTA LUCÍA DE ATRIZ, siempre ha procurado el 

cumplimiento de las obligaciones que se encuentran a su cargo, así como de sus deberes 

contractuales de lealtad, buena fe, información, diligencia, profesionalidad, especialidad, 

previsión, protección de los bienes fideicomitidos. Sin embargo, no se puede hacer 

responsable de incumplimientos cuando los mismos se encuentran fuera de la órbita de 

su responsabilidad los hechos que devengan únicamente del actuar de 

CONSTRUCTORA VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S.   

  

Este actuar diligente de FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A., en calidad de vocera del 

FIDEICOMISO P.A. SANTA LUCÍA DE ATRIZ se ha realizado de acuerdo con los 

lineamientos que ha pregonado el ordenamiento jurídico colombiano a lo largo de su 

amplio desarrollo legislativo, jurisprudencial y doctrinal, esto se evidencia en que lo que 

dispone el Artículo 2.2.1.2.5. del Capítulo 1, Título 2 de la Circular Básica Jurídica de la 

Superintendencia Financiera, donde se dispone el deber de diligencia, profesionalidad y 

especialidad que deben procurar las sociedades fiduciarias en su actuar al tener los 

conocimientos técnicos y prácticos de la profesión, y emplearlos para adoptar las 

medidas tendientes a la mejor ejecución del negocio y prever circunstancias que puedan 

afectar su ejecución.  

 

11. EXISTENCIA Y OBLIGATORIEDAD DE PRECEDENTE HORIZONTAL EN EL 

CASO DE LA REFERENCIA. 

 

Es importante precisar ante este despacho que, al igual que este proceso, han sido 

presentadas ante la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de 

Industria y Comercio más de 30 ACCIONES DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, 

contra la sociedad constructora VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. y mi 

defendido, el PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ  representado 

por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. actuando única y exclusivamente en calidad 

de vocera y administradora, los cuales comparten supuestos de hecho y de derecho, al 

igual las mismas pretensiones; en específico, la escrituración de los apartamentos 

pertenecientes al CONJUNTO RESIDENCIAL SANTA LUCÍA DE ATRIZ, que no ha 



 

sido posible por los incumplimientos que ha llevado a cabo la CONSTRUCTORA. 

 

Ahora bien, en varios de estos procesos idénticos presentados ante la delegatura, 

también se ha presentado que el delegado de competencia ha fallado desfavorablemente 

contra mi representado en primera instancia, ordenando la escrituración de los 

apartamentos, lo cual constituye una decisión imposible de cumplir por parte de mi 

defendido, toda vez que, este se encuentra sujeto al cumplimiento de condiciones y 

obligaciones previas que se encuentran en cabeza de la constructora VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. como lo es, el pago de unas prorratas frente a un crédito 

constructor, por el cual actualmente se encuentran tanto hipotecados como embargados 

por BANCOLOMBIA S.A., quien no ha sido parte del proceso, los inmuebles 

pertenecientes al conjunto RESIDENCIAL SANTA LUCÍA DE ATRIZ, siendo de ese 

modo, imposible la escrituración por parte de FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. 

quien interviene exclusivamente en calidad de vocera y administradora del 

PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, y que además ha actuado con 

la debida diligencia, cumpliendo puntualmente las cláusulas del contrato de FIDUCIA 

MERCANTIL que suscribió con la mencionada constructora y siguiendo las instrucciones 

que eran impartidas por está en concordancia con el objeto del contrató de Fiducia que 

suscribieron. 

 

Por tal razón, en uno de los mencionados casos idénticos, fue proferida como decisión 

del recurso de apelación presentado, la sentencia de segunda instancia dictada por el 

magistrado JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS el día febrero 23 de 2023, de 

proceso Radicado N° 11001319900120217155101, en la cual fue revocada parcialmente 

la sentencia de primera instancia, y se ordenó negar el total de las pretensiones elevadas 

contra FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. actuando única y exclusivamente en calidad 

de vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE 

ATRIZ, por asistirle únicamente responsabilidad a la CONSTRUCTORA VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S por el no otorgamiento de la escritura pública a la sociedad  

demandante, como se puede observar en la siguiente imagen: 



 

 
 

Como se observa en la citada sentencia, el tribunal establece que FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO 

SANTA LUCÍA DE ATRIZ, no transgredió sus deberes contractuales y legales derivados 

exclusivamente del contrato de FIDUCIA MERCANTIL, ni fue su actuación la que 

ocasionó la vulneración de los derechos del consumidor demandante. 

 

Asimismo, en concordancia con la sentencia de la Corte Constitucional T-441 de 2018, 

la cual define el precedente judicial como “la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores 

a un caso determinado, que por su pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos 

resueltos, debe necesariamente considerarse por las autoridades judiciales al momento 

de emitir un fallo”, es menester destacar que, siendo el presente caso IDÉNTICO, con 

el caso previamente fallado por este mismo tribunal, es importante que se tenga como 

fundamento el precedente horizontal que se avizora, dado que de ese modo, se garantiza 

la consistencia de las decisiones judiciales, la seguridad y coherencia del sistema judicial, 

en virtud de la obligación de considerar el precedente, establecida en la sentencia C-

836 de 2001, la cual fija la obligación de considerar precedente existente. 

 

Igualmente, se destaca la importancia de esta sentencia como precedente horizontal, el 

cual, acorde a la sentencia de la Corte Constitucional mencionada previamente, es 

definido como ‘‘Seguir las decisiones emitidas por autoridades del mismo nivel jerárquico, 

o del mismo funcionario”, siendo estas dos salas pertenecientes al mismo tribunal y  

encontrándose en el mismo nivel jerárquico. 

 

Adicionalmente, en interpretación de la Constitución Política de 1991, en particular los 

principios contenidos en esta como la autonomía judicial y la seguridad jurídica, al igual 

que la igualdad, encontramos las bases normativas para la obligatoriedad de 

consideración del precedente, como ya fue expandido en las sentencias previamente 

mencionadas, al igual que concretamente el artículo 230 de la Constitución, el cual 



 

establece que ‘‘Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la 

ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son 

criterios auxiliares de la actividad judicial.’’, el cual en conjunto con los principios 

expuestos al igual que las sentencias mencionadas conduce a fijar al precedente como 

obligatorio, tal como se expresa la corte en sentencia C-836 de 2001, donde expresan 

lo siguiente:   

 

‘‘La igualdad, además de ser un principio vinculante para toda la actividad estatal, está 

consagrado en el artículo 13 de la Carta como derecho fundamental de las personas.  Este derecho 

comprende dos garantías fundamentales: la igualdad ante la ley y la igualdad de protección y 

trato por parte de las autoridades.  Sin embargo, estas dos garantías operan conjuntamente en 

lo que respecta a la actividad judicial, pues los jueces interpretan la ley y como consecuencia 

materialmente inseparable de esta interpretación, atribuyen determinadas consecuencias 

jurídicas a las personas involucradas en el litigio.  Por lo tanto, en lo que respecta a la actividad 

judicial, la igualdad de trato que las autoridades deben otorgar a las personas supone además 

una igualdad y en la interpretación en la aplicación de la ley.  

 

La comprensión integrada de estas dos garantías resulta indispensable para darle sentido a la 

expresión “imperio de la ley”, al cual están sometidos los jueces, según el artículo 230 de la 

Constitución’’ 

 

En virtud de lo antes expuesto, solicito respetuosamente a este despacho tener en 

cuenta los precedentes verticales y horizontales creados para fallar en el recurso de 

apelación de este proceso Radicado N° 2022 - 201611 por ser un proceso idéntico que 

contiene las mismas partes y presupuestos procesales que los antes fallados, 

ateniéndose a lo ya expuesto por el mismo TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, con el propósito de evitar fallos diferentes que puedan afectar 

la garantía de seguridad jurídica de los casos, así como también el derecho constitucional 

al debido proceso de mi representado. En tal sentido, sírvase este respetado despacho 

de APLICAR el PRECEDENTE HORIZONTAL que su corporación ha creado, que 

ha sido creado por esta institución judicial. 

  

12.  LAS CONDICIONES DE MANEJO ESTABLECIDAS POR VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S. IMPEDIAN A FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. 

como vocera y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCIA 

DE ATRIZ DE PREVENIR LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS DEL 

CONSUMIDOR. 

 

Como fue expuesto previamente, mi representado se encontraba sujeto a las condiciones 

de manejo establecidas por VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. para el desarrollo 

de sus obligaciones surtidas del contrato de Fiducia mercantil suscrito, y en cumplimiento 

de estas, FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A. como vocera y administradora del 

PATRIMONIO AUTONOMO SANTA LUCIA DE ATRIZ nunca otorgó dineros propios 



 

de su patrimonio individual para financiar la ejecución del proyecto, sino que únicamente 

administró los dineros otorgados y los entregó en los tiempos pactados y requeridos por 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. 

 

De tal manera, al haber ejercido plenamente sus obligaciones, de acuerdo con lo pactado 

en las cláusulas del contrato de Fiducia, cumpliendo únicamente las funciones 

establecidas en dicho acuerdo contractual, sin extralimitarse y en el marco del deber de 

debida diligencia, se observa como a raíz de las condiciones mencionadas, no podía mi 

representado prevenir que se vulneraran los derechos del consumidor toda vez que 

fueron precisamente estas instrucciones dadas por la constructora que resultaron en la 

vulneración. 

 

Las ordenes impartidas por VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S resultaron no solo 

en la insuficiencia de recursos en el patrimonio autónomo, sino que igualmente limitaban 

a mi representado de prevenir el incumplimiento en la escrituración, debido a que actuar 

de manera contraria a las ordenes impartidas por la constructora hubiera contrariado 

sus obligaciones contractuales. 

 

De igual manera, nos remitimos a lo dispuesto por el Tribunal de Arbitramento 

(conformado por los Honorables Árbitros Alejandro Venegas Franco, María Luisa Mesa 

Zuleta y Fernando Pabón Sanrander) en el caso RUIZ SILVA vs ALIANZA 

FIDUCIARIA S.A., a través de laudo del 1 de marzo de 2010, en el cual el panel arbitral 

establece lo siguiente: 

 

‘’El deudor puede exonerarse de su responsabilidad si comprueba que el incumplimiento, 

el cumplimiento defectuoso o la tardanza son atribuibles a una causa imprevisible e irresistible, 

es decir, que no son atribuibles a su conducta. 

 

El deudor de una obligación de hacer de índole profesional logra la liberación o exoneración de 

su responsabilidad si prueba haber adoptado la diligencia apropiada en la situación concreta’’ 

 

De acuerdo con lo establecido por el tribunal arbitral, vemos como mi representado 

cumple con los supuestos establecidos, al encontrarse ante una causa irresistible, debido 

a su obligación contractual de seguir las indicaciones de la constructora, e igualmente 

actuó con la diligencia apropiada, cumpliendo a cabalidad sus obligaciones al igual que 

los actos necesarios para cumplir el objeto del contrato, encontrándose restringida de 

cumplir con la escrituración y de esa manera prevenir la vulneración de los derechos del 

consumidor debido a las órdenes y el actuar de VICTORIA ADMINISTRADORES 

S.A.S.  

 

13. CONDICIONALIDAD DE LA OBLIGACIÓN DE ESCRITURACIÓN AL PROCESO 

DE REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL 



 

 

Es importante poner de conocimiento ante este honorable tribunal que, mediante auto 

de radicado No. 2022-01-590262 del 03 de agosto de 2022, la Superintendencia de 

Sociedades, decretó la apertura del proceso de reorganización de la sociedad 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S., identificada con NIT 900.054.746, 

demandada en la presente Litis.  

 

Consecuentemente, la delegatura de asuntos jurisdiccionales de la SIC recibió aviso por 

parte de la Superintendencia de Sociedades, en el cual solicitaba remitir ante ella, los 

procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado con anterioridad a la fecha de 

inicio del proceso de reorganización. 

 

Es menester entonces precisar que, la anterior solicitud genera una consecuencia de 

nulidad de pleno derecho de todas las actuaciones en contravención de lo solicitado y 

prescrito por la Ley 1116 de 2006 (Régimen de Insolvencia Empresarial). 

 

Ahora bien, el Art. 20 de la antes citada ley, precisa de la siguiente forma: NUEVOS PROCESOS 

DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso 

de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro 

proceso de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que hayan 

comenzado antes del inicio del proceso de reorganización deberán remitirse para ser incorporados 

al trámite… 

 

“El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las actuaciones 

surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá 

recurso alguno. 

 

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual o conjuntamente la 

nulidad del proceso al juez competente, para lo cual bastará aportar copia del certificado de la 

Cámara de Comercio, en el que conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la 

providencia de apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores 

incurrirá en causal de mala conducta. 

 

En virtud de lo anterior, se solicita ante este despacho suspender los efectos del fallo 

por las consecuencias que el proceso de reorganización empresarial genera para esta 

acción de protección al consumidor en particular, y en todas aquellas impetradas por la 

apoderada CAROLINA VIRGINIA TORRES PATIÑO, toda vez que, estas a diferencia 

de los procesos mencionados como precedente por la delegatura, tiene condicionada su 

pretensión principal a una conciliación que debe realizar la constructora y 

BANCOLOMBIA S.A. en el proceso que cursa en la SuperSociedades, por el pago de 

las cuotas del crédito constructor. 

 



 

De igual forma, es importante precisar que, la empresa ACTIVOS CONTADORES Y 

ASESORES S.A.S. representada legalmente por GERARDO CLARET TORRES 

MESIAS, junto con todos los acreedores de la sociedad VICTORIA 

ADMINISTRADORES S.A.S, fueron notificados del proceso de reorganización y se han 

hecho parte, por lo que, se puede inferir que aceptan en su integridad las condiciones 

que puedan pactarse en el antes mencionado proceso y que la obligación de entregar la 

escritura depende de lo que sea resuelto por la constructora.  

 

Así las cosas, como en el presente proceso se buscaban condenar a las demandadas a 

una obligación clara, expresa y exigible de hacer, es decir, escriturar el inmueble. 

Asimismo, subsidiariamente se pretendía la devolución del dinero pagado, una obligación 

de pago clara expresa y exigible.  Se puede considerar entonces que estamos ante un 

proceso de ejecución de una obligación de hacer, por lo que el proceso ante la SIC debía 

suspenderse y remitir las pretensiones de la sociedad demandante a la SuperSociedades, 

por estar estas condicionadas a una obligación dineraria ante un tercero. 

 

En conclusión, es ineludible que el resultado del proceso de reorganización sin duda 

alguna tendría efecto no solo en el presente proceso, también en la posibilidad de cumplir 

con el fallo. 

 

Finalmente se advierte que, al omitirse por parte de la delegatura lo estipulado en el art. 

17 la Ley 1116 de 2006 que dice: 

 

EFECTOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE ADMISIÓN AL PROCESO DE 

REORGANIZACIÓN CON RESPECTO AL DEUDOR. A partir de la fecha de presentación de 

la solicitud, se prohíbe a los administradores la adopción de reformas estatutarias; 

la constitución y ejecución de garantías o cauciones que recaigan sobre bienes propios 

del deudor, incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que tengan dicha 

finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, 

allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en 

curso; conciliaciones o transacciones de ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni 

efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro 

ordinario de los negocios del deudor o que se lleven a cabo sin sujeción a las limitaciones 

estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los encargos 

fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al fiduciario en 

tal sentido; salvo que exista autorización previa, expresa y precisa del juez del 

concurso. 

 

No se tuvo en cuenta la Contravención de los principios de coordinación, eficacia, 

economía y celeridad de la actuación administrativa. 

 

Explicados detalladamente los fundamentos de hecho y de derecho omitidos por la 



 

Delegatura de asuntos jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, 

al proferir la sentencia de primera instancia dentro del caso en referencia, este honorable 

Tribunal cuenta con los elementos de juicio necesarios para revertir las decisiones 

tomadas por el delegado en la sentencia en mención, y por esta vía, revocar las 

pretensiones concedidas a la sociedad demandante sin el soporte probatorio requerido 

contra mi defendido y con fundamentos normativos y jurisprudenciales que no son 

aplicables al PATRIMONIO AUTÓNOMO SANTA LUCÍA DE ATRIZ, representado por 

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA S.A., quien actúa en el presente trámite jurisdiccional, 

únicamente como vocera y administradora del mencionado Patrimonio Autónomo.  

  

En mérito de lo expuesto se presentan las siguientes: 

 

 

V. PETICIONES 

 

PRIMERA. Honorable Tribunal Superior del Distrito de Bogotá, sírvase REVOCAR en 

su integridad, la decisión proferida a través de la SENTENCIA #2761 DE 2023, por la 

Delegatura de Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y comercio, 

frente al proceso radicado No. 2022 - 201611 por cuanto la misma desconoce de 

aspectos procesales de suma importancia, y le atribuye responsabilidades a mi 

representado que no le son atribuibles en derecho. 

 

SEGUNDA. Solicito a este honorable tribunal CONDENAR en costas a la sociedad 

VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S. motivo de que por sus incumplimientos 

previos se ha derivado el presente problema jurídico.  

 

 

VI. PRUEBAS Y ANEXOS. 

 

1. Certificado de libertad y tradición del inmueble de mayor extensión al cual 

pertenece la unidad inmobiliaria objeto del litigio.   

 

2. Informe   de   rendición   de   cuentas   sobre   la   administración   del   fideicomiso 

encomendado.  

 

3. Informe semestral para compradores  

 

4. Estado del Crédito Hipotecario Constructor. 

 

5. Correos o comunicaciones que hacen constar la exigencia de los pagos prorratas 

a VICTORIA ADMINISTRADORES S.A.S.  



 

 

6. Registro de los Egresos del Patrimonio Autónomo SANTA LUCÍA DE ATRIZ.  

 

7. Registro de Ingresos del Patrimonio Autónomo SANTA LUCÍA DE ATRIZ. 

 

8. Informe de los movimientos de Patrimonio Autónomo SANTA LUCÍA DE ATRIZ.   

 

9. Certificado de conciliación sobre el crédito constructor. 

 
10. Certificado de falta de recursos en el patrimonio autónomo.  

 
 

VII. NOTIFICACIONES. 

 

El suscrito recibirá las notificaciones en la Carrera 52 No. 75 – 111 oficina 607 en el 

Edificio Gama en Barranquilla, Atlántico D.E.I.P, y también a través del correo electrónico 

abogado1@inslegalco.com   

 

 

La parte demandada recibirá notificaciones a través del correo electrónico 

notificacijudicial@bancolombia.com.co   

 

De su honorable despacho, atentamente,   

 

 

 

 

 
 

CRISTHIAN RICARDO INSIGNARES CERA 

Cédula de Ciudadanía No. 72.286.234 de Barranquilla 

Tarjeta Profesional No. 154.832 del C.S.J. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR YAYA PEÑA PROCESO 001-2022-01611-01 RV: Solicitud
de Seguimiento de Mensajes

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 07/06/2023 16:29

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (828 KB)
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR YAYA PEÑA   PROCESO 001-2022-01611-01    

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Soporte Correo - Bogotá <soportecorreo@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 7 de junio de 2023 16:26
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RE: Solicitud de Seguimiento de Mensajes
 
Buenos Días

Reciba un Cordial Saludo,

Adjunto respuesta al seguimiento de mensaje según lo solicitado.  
Nota 1: la hora que registra se le debe de restar 5 horas por diferencia con el servidor (UTC
(Universal Time Coordinated)) y la de Bogota – Colombia (UTC -5).
Nota 2: Los identificadores de correo (ID) son llaves que se generan al momento de enviar un
correo electrónico en cualquier plataforma de correo. estos ID son únicos para cada mensaje de
correo.

Los invitamos a consultar los manuales referentes a office 365 ingresando a la página web de la
Rama Judicial -> Servidores Judiciales -> Correo electrónico Institucional -> Manuales o
ingresando al siguiente enlace    https://www.ramajudicial.gov.co/web/correo-electronico-
institucional/manuales. 

Para sus solicitudes agradecemos indicar un numero de contacto con el fin de establecer
comunicación en caso de ser necesario.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ramajudicial.gov.co%2Fweb%2Fcorreo-electronico-institucional%2Fmanuales&data=05%7C01%7Cmlanchea%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C70e3727aa48c4d75cb1c08db679e4973%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C638217701758713764%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=I1n2zZjNlUXPigP%2Fh3e57PMv13wEb86sPdg1u9O%2BY3Y%3D&reserved=0
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Cordialmente.

 

  Jossie Esteban López Suárez
   Técnico Mesa Especializada 
   6013817200 - (601) 565 8500 Ext. 7562 – 7564 

   Edificio de la Bolsa 
   Carrera 8 # 12B – 82 Piso 8 

De: Soporte Correo - Bogotá <soportecorreo@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: lunes, 5 de junio de 2023 2:52 p. m.
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Solicitud de Seguimiento de Mensajes
 

Nueva Solicitud de: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota

Número de la Solicitud:   22313

Su solicitud quedo registrada correctamente y será atendida en un tiempo no
mayor a 72 horas hábiles. Cualquier duda se puede comunicar a la línea de
atención en Bogotá (1) 5658500 Ext. 7564 – 7562 e indicar el número de la
solicitud o responder este correo.

DATOS DE LA SOLICITUD

Tipo de Solicitud: 1a1

¿El correo es una
Notificación de TUTELA? sí es una notificación de tutela

Correo Remitente: abogado1@inslegalco.com

Correo Destinatario: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

Asunto: RADICADO No. 11001319900120220161101- SUSTENTACIÓN DE
RECURSO DE APELACIÓN.
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Fecha Inicio: 2023-05-17

Fecha Fin: 2023-05-19

Enlace del Formulario: Clic para ver los registros.

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fetbcsj.sharepoint.com%2Fsites%2Fmspc-cendoj%2Fforms%2F_layouts%2F15%2Flistform.aspx%3FPageType%3D4%26ListId%3D0127ece2-d2cd-4218-a748-0e5af48f94ae%26ID%3D22313%26ContentTypeID%3D0x010067F77E1C929608409337F0B896260FD0&data=05%7C01%7Cmlanchea%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C70e3727aa48c4d75cb1c08db679e4973%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C638217701758869966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=KrxeBywLfGDQS9exFMshfMUE4vtKuHJy18bZNL%2BoYpw%3D&reserved=0


                                      
                                                            MESA DE AYUDA CORREO ELECTRONICO   

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - CENDOJ   
 

1 “Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las 
firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones”. Agosto 18. Diario Oficial No. 
43.673, de 21 de agosto de 1999. 

De acuerdo con la reglamentación contenida en la Ley 527 de 1999, la Mesa de Ayuda de 
Correo Electrónico informa que realizada la verificación el día  6/7/2023, sobre la 
trazabilidad del mensaje solicitado se encuentran los siguientes hallazgos: 

Se realiza la verificación del mensaje enviado el día 6/5/2023 12:00:00 PM desde la cuenta 
“abogado1@inslegalco.com”   con el asunto: “RADICADO No. 
11001319900120220161101- SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN.” y con 
destinatario “secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co” 

Una vez efectuada la validación en servidor de correo electrónico de la Rama Judicial, se 
confirma que el mensaje descrito “SI” fue entregado al servidor de correo del destino, en 
este caso el servidor con dominio “cendoj.ramajudicial.gov.co” el mensaje se entregó con 
el ID 
”<BN8PR14MB26125B800EE07D5DCCF950D9FE7F9@BN8PR14MB2612.namprd14.prod.
outlook.com>”  

Se debe tener en cuenta que hay correos que caen en cuarentena, esto se debe a que fueron 
detectados como spam (correo no deseado) o suplantación por el servidor de correo 
electrónico dado a que las puntuaciones que realiza el servidor de los correos remitentes 
no superan el mínimo establecido, estos mensajes que son marcados por el servidor de 
correo se transfieren al sistema de cuarentena, donde se valida su procedencia.   
 
la mesa de ayuda encargada del correo electrónico institucional a diario realiza la validación 
de los mensajes que ingresan a cuarentena con el fin de darle salida a aquellos mensajes 
que no presentan sospechas en su estructura y bloquear a aquellos mensajes que se 
identifiquen como peligrosos. 
 
En este caso los cuales se ven reflejados en la bandeja de entrada el día que se efectúa o se 
liberan o se les da la salida a dicho mensaje. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior se identifica que el mensaje enviado desde la cuenta de 
correo abogado1@inslegalco.com con destino la cuenta de correo 
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co con asunto RADICADO No. 
11001319900120220161101- SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN. El mensaje 
anteriormente mencionado se recibió el 5/18/2023 4:51:16 PM en el servidor de correo 
electrónico de la Rama Judicial sin embargo debido a que no cumplió con los filtros de 
seguridad ubicando el mensaje en el sistema de cuarentena en el cual se realizó la validación 



                                      
                                                            MESA DE AYUDA CORREO ELECTRONICO   

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - CENDOJ   
 

1 “Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las 
firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones”. Agosto 18. Diario Oficial No. 
43.673, de 21 de agosto de 1999. 

y liberación del mensaje el día 6/5/2023 12:00:00 PM por tal motivo la cuenta de correo 
destino pudo visualizar el mensaje a partir de dicha fecha. 

 

 

 

En todo caso, es pertinente aclarar que: 
 
 

1. Confirmaciones de entrega: las confirmaciones de entrega dependen de la 
configuración del servidor de destino, adicional éstas pueden tardar hasta 72 horas 
en llegar, esto es por el funcionamiento de las confirmaciones en todos los servidores 
de correo electrónico. 
El que una confirmación de entrega no llegue no significa necesariamente que el 
correo no fue entregado. 

2. Confirmaciones de lectura: las confirmaciones de lectura dependen de: i) que la 
persona destino acepte enviar esta confirmación de lectura, ii) si la persona de 
destino no acepta enviar esta confirmación no se responderá la confirmación de 
lectura y iii) no necesariamente significa que no fue leído. 

3. Las certificaciones que emite la mesa de ayuda de correo electrónico se obtienen con 
las trazabilidades que se generan entre la comunicación de los servidores del correo 
remitente y destinatario, con esta información se valida, si un mensaje fue entregado 
al servidor de destino. 

4. El formato de la fecha es mm/dd/aaaa 
5. la hora que registra se le debe de restar 5 horas por diferencia con el servidor (UTC 

(Universal Time Coordinated)) y la de Bogota – Colombia (UTC -5). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cordialmente, 
MESA DE AYUDA CORREO ELECTRÓNICO   
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - CENDOJ 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ACOSTA BUITRAGO RV: Proceso No.
11001310302820200002901 Luis Alfonso Marín Navarro contra Enel Colombia S.A. E.S.P.
(antes Emgesa S.A. E.S.P.)_ Sustentación Recurso de Apelación

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 08/06/2023 15:59

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (6 MB)
08062023 Sustentación Recurso de Apelación Sentencia.pdf; Escritura Pública Fusión 562- Enel Colombia SA ESP (1).pdf; 34.
CERL ENEL COLOMBIA (15.05.2023).pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ACOSTA BUITRAGO

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Alvarado Acevedo, Yinna Liliana, Enel Colombia <yinna.alvarado@enel.com>
Enviado: jueves, 8 de junio de 2023 15:52
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: ospinaperales22@gmail.com <ospinaperales22@gmail.com>
Asunto: Proceso No. 11001310302820200002901 Luis Alfonso Marín Navarro contra Enel Colombia S.A. E.S.P.
(antes Emgesa S.A. E.S.P.)_ Sustentación Recurso de Apelación
 

INTERNAL

Bogotá, 8 de junio de 2023
 
 
Magistrado
Ricardo Acosta Buitrago 
Tribunal Superior Del Distrito Judicial De Bogotá Sala Civil
Bogotá
 
 
No. De proceso               11001310302820200002901
 
Demandante                   Luis Alfonso Marín Navarro 
 
Demandado                    Enel Colombia S.A. E.S.P. (antes Emgesa S.A. ESP)
 



8/6/23, 17:25 Correo: Mateo Lancheros Alonso - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGFjNjQ2NzcxLTg3NTktNGE3NS1hZjIyLTUzY2IwY2JjZjdhOAAQALPO0QKLP0WxsdE%2FP4ojnn0%3D 2/2

Asunto:                          Sustentación Recurso de Apelación contra la sentencia de fecha 8
de marzo de 2023

 
 
Estando dentro del término legal oportuno remito al despacho y las partes, sustentación al

recurso de apelación presentado por Enel Colombia S.A. ESP,
antes Emgesa S.A. E.S.P., contra la sentencia del 8 de marzo de
2023 proferida por el Juzgado 28 Civil del Circuito de Bogotá.

 
 
Agradezco remi�r acuse de recibido
 

Así mismo informamos al despacho que a par�r de la fecha solo se recibirán
no�ficaciones judiciales de Enel Colombia S.A. E.S.P. , en el siguiente correo
electrónico no�ficaciones.judiciales@enel.com, ningún otro correo de la
compañía se encuentra autorizado para recibir no�ficaciones judiciales, por
tanto los correos que sean enviados a otros funcionarios no serán atendidos.
 
Agradecemos al despacho tener en cuenta esta información para futuras
no�ficaciones.
 
Cordialmente,
 
 
Yinna Liliana Alvarado Acevedo
Apoderada
 
 

 
 
Enel Colombia
Dirección Carrera 13 A No. 93 – 66 Bogotá – Colombia
M: 317 6426440 
yinna.alvarado@enel.com
 
__________________________________________________________________________________________________________________________________

__________________________________________________________________________________________________________________________________

________________

Este correo electrónico es confidencial y puede contener información privilegiada por ley. Si lo ha recibido por error, está
avisado de su estatus. Avísenos de inmediato respondiendo al mensaje de correo electrónico y borre el mensaje de su
sistema. No lo copie ni lo use para ningún propósito, ni revele su contenido a ninguna otra persona, a menos que reciba
autorización. Cualquier uso malintencionado podría constituir una infracción de confidencialidad.

mailto:notificaciones.judiciales@enel.com
mailto:yinna.alvarado@enel.com
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CON FUNDAMENTO EN LA MATRÍCULA E INSCRIPCIONES EFECTUADAS EN EL
REGISTRO MERCANTIL, LA CÁMARA DE COMERCIO CERTIFICA:

 
NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

 
Razón social:        ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P
Nit:                 860063875 8
Domicilio principal: Bogotá D.C.
 
 

MATRÍCULA
 
Matrícula No.         01730333
Fecha de matrícula:   17 de agosto de 2007
Último año renovado:  2023
Fecha de renovación:  15 de marzo de 2023
Grupo NIIF:           Grupo I. NIIF Plenas.
 
 

UBICACIÓN
 
Dirección del domicilio principal:  Calle 93 13 45 Piso 1
Municipio:                          Bogotá D.C.
Correo electrónico:                 clientescolombia@enel.com
Teléfono comercial 1:               6015147000
Teléfono comercial 2:               No reportó.
Teléfono comercial 3:               No reportó.
 
Dirección para notificación judicial:   Calle 93 13 45 Piso 1
Municipio:                              Bogotá D.C.
Correo             electrónico             de            notificación:
notificaciones.judiciales@enel.com
Teléfono para notificación 1:           6015147000
Teléfono para notificación 2:           No reportó.
Teléfono para notificación 3:           No reportó.
 
 
La   persona   jurídica   SI   autorizó  para  recibir  notificaciones
personales  a  través  de  correo  electrónico,  de conformidad con lo
establecido  en los artículos 291 del Código General del Procesos y 67
del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso
Administrativo.
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CONSTITUCIÓN
 
Por Escritura Pública No. 0003480 del 15 de octubre de 1980 de Notaría
18 de Bogotá D.C., inscrito en esta Cámara de Comercio el 17 de agosto
de  2007,  con el No. 01151755 del Libro IX, se constituyó la sociedad
de naturaleza Comercial denominada CENTRAL HIDROELECTRICA DE BETANIA S
A Y PODRA UTILIZAR LA SIGLA CHB.
 
 

REFORMAS ESPECIALES
 
Por  Escritura  Pública No. 03174 de la Notaría 36 de Bogotá D.C., del
06  de  noviembre  de  2001,  inscrita el 17 de agosto de 2007 bajo el
número  1151808 del libro IX, la sociedad de la referencia traslado su
domicilio  de  la ciudad de: Neiva (Huila) al municipio de Campoalegre
(Huila).
 
Por  Escritura  Pública  No. 3262 de la Notaría 36 de Bogotá D.C., del
26  de  julio de 2007, inscrita el 18 de agosto de 2007 bajo el número
1151851  del  libro  IX,  la  sociedad  de  la  referencia traslado su
domicilio  del  municipio  de  Campoalegre  (Huila)  a  la ciudad de :
Bogotá.
 
 
Por Escritura Pública No. 0002322 del 10 de julio de 1996 de Notaría 3
de  Neiva (Huila), inscrito en esta Cámara de Comercio el 21 de agosto
de  2007,  con  el  No.  01152003  del Libro IX, la sociedad cambió su
denominación o razón social de CENTRAL HIDROELECTRICA DE BETANIA S A Y
PODRA  UTILIZAR  LA  SIGLA CHB a CENTRAL HIDROELECTRICA DE BETANIA S A
ESP Y PODRA UTILIZAR LA SIGLA CHB.
 
 
Por  Escritura  Pública  No. 2464 de la Notaría 36 de Bogotá D.C., del
28  de agosto de 2001, inscrita el 17 de agosto de 2007 bajo el número
1151767  del  libro  IX,  la  sociedad  de  la referencia (absorbente)
absorbe  mediante  fusión  a la sociedad CENTRAL BETANIA OVERSEAS CORP
la cual se disuelve sin liquidarse.
 
Por  Escritura  pública No. 3283 de la Notaría 36, del 21 de diciembre
de  2005,  inscrita  el  17  de agosto de 2007 bajo el No. 1151770 del
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libro  IX,  la  sociedad  CAPITAL  ENERGIA S A (escindente) se escinde
traspasando  parte  de  su patrimonio a la sociedad de la referencia y
otras beneficiarias.
 
Por  Escritura  Pública No. 5111 de la Notaría 36 de Bogotá, del 26 de
diciembre  de  2006,  inscrita  el  18  de  agosto de 2007 bajo el No.
1151849  del  libro  IX,  la  sociedad  de  la  referencia  se escinde
traspasando  en  bloque  una  parte  de  su  patrimonio  a la sociedad
PROYECTOS DE ENERGIA S A.
 
Por  Escritura Publica No. 4094 del 29 de agosto de 2007 de la Notaría
36  de  Bogotá  D.C.,  inscrita el 31 de agosto de 2007 bajo el número
1154732   del   libro  IX,  en  virtud  de  la  fusión  entre  CENTRAL
HIDROELECTRICA  DE  BETANIA S.A ESP y EMGESA S.A E.S.P, la sociedad de
la referencia absorbe a EMGESA S.A E.S.P
 
 
Por  Escritura Pública No. 0004094 del 29 de agosto de 2007 de Notaría
36 de Bogotá D.C., inscrito en esta Cámara de Comercio el 31 de agosto
de  2007,  con  el  No.  01154732  del Libro IX, la sociedad cambió su
denominación  o  razón social de CENTRAL HIDROELECTRICA DE BETANIA S A
ESP Y PODRA UTILIZAR LA SIGLA CHB a EMGESA S.A. ESP..
 
 
Por  Escritura Pública No. 562 del 1 de marzo de 2022 de Notaría 11 de
Bogotá  D.C.,  inscrito  en  esta  Cámara de Comercio el 1 de marzo de
2022,  con  el  No.  02798609  del  Libro  IX,  la  sociedad cambió su
denominación  o  razón social de EMGESA S.A. ESP. a ENEL COLOMBIA S.A.
E.S.P.
 
 
Por  Escritura  Pública  No. 562 del 01 de marzo de 2022 de la Notaría
11  de  Bogotá D.C., inscrita en esta Cámara de Comercio el 1 de Marzo
de  2022  ,  con  el  No.  02798609  del  Libro IX, mediante fusión la
sociedad:   EMGESA  S.A.  E.S.P.  (Ahora  ENEL  COLOMBIA  S.A.  E.S.P)
(absorbente),  absorbe  a  las  sociedades:  CODENSA  S.A E.S.P., ENEL
GREEN  POWER COLOMBIA S.A.S E.S.P., y la sociedad extranjera ESSA2 SpA
(absorbidas)., las cuales se disuelven sin liquidarse.
 
 

TÉRMINO DE DURACIÓN
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La  persona  jurídica  no  se  encuentra  disuelta  y  su  duración es
indefinida.
 
 

OBJETO SOCIAL
 
La   sociedad   tiene   por   objeto   la   generación,  distribución,
comercialización  y  el  almacenamiento  de  energía  eléctrica en los
términos  de  la  Ley  143  de  1994  y las normas que la reglamenten,
adicionen  y  modifiquen  o  deroguen,  y  todo  tipo  de  actividades
relacionadas  de  forma  directa, indirecta, complementaria o auxiliar
con  las  mismas, así como ejecutar todas las actividades relacionadas
con   la   prestación   de   los   servicios   públicos   en  general.
Adicionalmente  la  sociedad  como parte de su objeto social podrá: 1)
Adquirir,   construir,  operar,  mantener  y  explotar  comercialmente
plantas  de  generación  eléctrica de cualquier tecnología tales como,
pero  sin  limitarse a, hidráulica, térmica, fotovoltaica y eólica. 2)
Realizar  obras,  diseños  y  consultoría  en ingeniería eléctrica. 3)
Ejecutar  todas  las  actividades  relacionadas  con  la  exploración,
desarrollo,      investigación,     explotación,     comercialización,
almacenamiento,  mercadeo,  transporte  y  distribución de minerales y
material  pétreo,  así  como  el  manejo administrativo, operacional y
técnico  relacionado con la producción de minerales y la exploración y
explotación  de yacimientos en la República de Colombia, incluyendo la
compra,  venta,  alquiler,  distribución, importación y exportación de
materias  primas,  elementos,  maquinaria  y  equipos  para  el sector
minero;   la   importación  de  combustibles  líquidos  derivados  del
petróleo  para  la  generación  de energía, así como la importación de
gas  natural para la generación de energía y/o su comercialización. 4)
Adquirir,  gestionar  y  operar  otras empresas de servicios públicos,
celebrar   y  ejecutar  contratos  especiales  de  gestión  con  otras
empresas  de  servicios  públicos  en  Colombia  o  en el exterior. 5)
Vender  o  prestar  bienes  y/o  servicios  a otros agentes económicos
dentro  o  fuera del país, relacionados con los servicios públicos. 6)
Participar   en   cualquier   forma  consorcial  y/o  de  colaboración
empresarial   con   personas   naturales  y  jurídicas,  nacionales  o
extranjeras,   para  adelantar  actividades  relacionadas,  conexas  o
completarías   con   su   objeto   social.   7)   Promover   y  fundar
establecimientos  de comercio o agencias en Colombia y en el exterior.
8)  Adquirir  a  cualquier  título  toda  clase  de  bienes  muebles o
inmuebles,  arrendarlos,  enajenarlos, gravarlos y darlos en garantía.
9)  Explotar  marcas,  nombres  comerciales,  patentes,  invenciones o
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cualquier   otro   bien  incorporal  10)  Participar  en  licitaciones
públicas  y  privadas. 11) Celebrar y ejecutar toda clase de contratos
y  actos,  bien  sea  civiles,  laborales,  comerciales o financieros,
tales  como,  pero  sin limitarse a, contratos de seguros, transporte,
cuentas  en  participación,  así  como  todo  tipo  de  contratos  con
entidades  bancarias  y/o financieras y en general celebrar y ejecutar
actos  y  contratos  de  cualquier  naturaleza  que  sean  necesarios,
convenientes  o  apropiados para el logro de sus fines. 12) Participar
en  mercados  de derivados financieros de commodities energéticos. 13)
Vender  cualquier  producto o sub producto derivado de la operación de
plantas  de  generación  diferente  de  la energía eléctrica, así como
cualquier  otro  producto  que  tenga  como  componente  alguno de los
anteriores.  14)  Dar  a,  o  recibir  de,  sus accionistas, matrices,
subsidiarias  y  terceros,  dinero  en mutuo; girar, aceptar, endosar,
cobrar   y   pagar   toda   clase  de  títulos  valores,  instrumentos
negociables,  acciones, títulos ejecutivos y demás. 15) Participar con
entidades  financieras  como  corresponsal  bancario y de seguros. 16)
Realizar  actividades  de  apoyo  a  Operadores  de Servicios Postales
debidamente   habilitados   y   registrados   por   el  Ministerio  de
Tecnologías  de  la  Información  y las Comunicaciones en beneficio de
sus  clientes  y  de terceros. 17) Desarrollar líneas de negocio tales
como:  (i)  gestión  integral  del servicio de alumbrado público; (ii)
eficiencias   energéticas,  lo  cual  incluye,  iluminación  especial,
desarrollo   de  ciudades  y  edificios  inteligentes  y  sostenibles,
domótica,   sustitución   de  tecnología;  (iii)  movilidad  eléctrica
masiva,  pública o privada; (iv) prestación de servicios de asesorías,
interventoría,   consultoría,   estudios,   análisis  de  información,
procesamiento  de  datos  de  cualquier  tipo; (v) comercialización de
toda  clase  de productos propios y/o de terceros, tales como pero sin
limitarse  a  seguros,  suscripciones,  servicios  de mantenimiento de
instalaciones  y  equipos;  servicios  de  asistencia integrales tales
como,  médica,  funeraria, al hogar y mascotas. En desarrollo de todas
estas  líneas  de  negocio,  la  sociedad  podrá,  financiar, proveer,
administrar,  operar,  implementar  y  supervisar  proyectos, ejecutar
obras,  entregar a cualquier título bienes y servicios, comercializar,
mantener  y  en  general  desarrollar  cualquier  actividad  que  esté
involucrada  en  la cadena de producción de dichos bienes o servicios,
lo  anterior  en  beneficio  de  sus  clientes y de terceros, dentro o
fuera  del  país. 18) Adelantar las acciones necesarias para preservar
el  medio  ambiente y las buenas relaciones con comunidades en la zona
de   influencia  de  sus  proyectos.  Cualquiera  de  las  actividades
previstas  en  este objeto social, las podrá realizar la sociedad: (i)
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directamente   o   como   socia   o  accionista  en  otras  sociedades
mercantiles  con  cualquier  objeto  social,  en  especial,  pero  sin
limitarse  a,  entidades  financieras  que  presten servicios de banca
tradicional  y/o digital, otras empresas de servicios públicos, previa
autorización  de  la Junta Directiva con independencia del monto de la
inversión,   o  (ii)  a  través  de  cualquier  tipo  de  contrato  de
colaboración empresarial, todo lo anterior dentro o fuera del país.
 
 

CAPITAL
 
                        * CAPITAL AUTORIZADO *
 
Valor              : $1.261.756.878.800,00
No. de acciones    : 286.762.927,00
Valor nominal      : $4.400,00
 
                         * CAPITAL SUSCRITO *
 
Valor              : $655.222.312.800,00
No. de acciones    : 148.914.162,00
Valor nominal      : $4.400,00
 
                          * CAPITAL PAGADO *
 
Valor              : $655.222.312.800,00
No. de acciones    : 148.914.162,00
Valor nominal      : $4.400,00
 
 

REPRESENTACIÓN LEGAL
 
La  sociedad  tendrá  un  Gerente General, quien será su representante
legal  y tendrá a su cargo la administración y gestión de los negocios
sociales  con  sujeción a la ley, a estos estatutos, a los reglamentos
y  resoluciones  de  la  Asamblea General de Accionistas y de la Junta
Directiva.  El  Gerente General tendrá cinco (5) suplentes, quienes le
reemplazarán  en  el  orden de designación en sus faltas accidentales,
temporales  o  absolutas. Representación Legal Para Asuntos Judiciales
y  Administrativos:  La  representación  legal  de  la  sociedad  para
asuntos  judiciales  y  administrativos  ante  las  ramas  Judicial  y
Ejecutiva  del  Poder  Público de todo orden y nivel, ya sea nacional,
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departamental,  municipal,  distrital  y  local, ante los particulares
que  en  determinado  caso  ejerzan  estas funciones de acuerdo con la
ley,  ante  el  Ministerio Público, la Fiscalía General de la Nación y
los  organismos de control fiscal y disciplinario, la tendrán aquellos
abogados  designados  por  la  Junta Directiva para este fin, y podrán
ser  removidos libremente en cualquier momento. La representación será
amplia  y  suficiente  y otorga además la facultad de representar a la
sociedad  en  audiencias  de conciliación e interrogatorios de parte y
en  el trámite de asuntos y procesos concursales o de reestructuración
de  acreencias  de  todo  tipo,  y tendrán igualmente la facultad para
ejercer  la  representación  judicial  directamente o conferir poder a
otros  abogados  para  ejercer  la  defensa  de  la sociedad. La Junta
Directiva  podrá  limitar  la representación de todos o algunos de los
Representantes  Legales  Para  Asuntos  Judiciales  y Administrativos,
cuando   así   lo  estime  conveniente,  delimitándola  a  determinada
materia.
 
 

FACULTADES Y LIMITACIONES DEL REPRESENTANTE LEGAL
 
Son  funciones  del  Gerente  General:  1)  Representar  a la sociedad
judicial  y  extrajudicialmente  ante  los  asociados, terceros y toda
clase  de  autoridades  judiciales y administrativas, pudiendo nombrar
mandatarios  para que la representen cuando fuere el caso. 2) Ejecutar
los  acuerdos  y  resoluciones de la Asamblea General de Accionistas y
de  la  Junta  Directiva. 3) Ejercer los controles necesarios para que
se  ejecuten  las  decisiones  de la Asamblea de Accionistas, la Junta
Directiva  y  sus  propias determinaciones. 4) Preparar y presentar, a
más  tardar  en  la  última  sesión  anual de la Junta Directiva de la
sociedad,  el  Plan  Industrial  o Plan de Negocios de la sociedad, el
cual  incluirá  el plan estratégico, el presupuesto anual operativo, y
las  siguientes  proyecciones:  (i)  ingresos,  (ii)  costos  y gastos
operacionales,  (iii)  CAPEX, (iv) endeudamiento, (v) requerimiento de
capital,  (vi)  desarrollo  de los negocios sociales de las filiales y
subsidiarias  de  la  sociedad,  y  un  informe  general  de  recursos
humanos,  que  incluya  la  política  de  remuneración,  proyección de
plantilla  y cualquier otro asunto relevante relacionado con el manejo
de  personal,  para el año siguiente. 5) Convocar a la Junta Directiva
y  a la Asamblea General de Accionistas de acuerdo con los estatutos y
la  ley  y  proponer  el orden del día de las reuniones. 6) Respetar y
hacer   respetar   los  acuerdos  entre  accionistas  que  hayan  sido
depositados  en  las  oficinas  donde funciona la administración de la
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sociedad.   7)   Constituir   apoderados,  impartirles  orientaciones,
fijarles  honorarios  y  delegarles  atribuciones.  8) Delegar total o
parcialmente   sus   atribuciones   y   competencias  en  funcionarios
subalternos,  de  conformidad  con  las  autorizaciones  de  la  Junta
Directiva  y  demás  limitaciones  establecidas en estos estatutos. 9)
Ejercer   las  acciones  necesarias  para  preservar  los  derechos  e
intereses  de  la  sociedad frente a los accionistas, las autoridades,
los   usuarios   y   los   terceros.   10)   Dar  cumplimiento  a  las
estipulaciones  de  las leyes 142 y 143 de 1994 sobre los programas de
gestión  y  control  interno,  y  al  artículo 6 de la Ley 689 de 2001
sobre  auditoría  externa  de  gestión  y  resultados.  11)  Asumir la
responsabilidad  del  control  interno  de  la  sociedad tal y como lo
exige  el  artículo  49 de la ley 142 de 1994, e incluir en su informe
de  gestión  los  resultados  de los programas a los que se refiere el
numeral  anterior.  12)  Informar  junto  con  la Junta Directiva a la
Asamblea  General de Accionistas sobre el desarrollo del objeto social
y  el  cumplimiento  de  planes,  metas  y  programas  de la sociedad,
rindiendo   cuentas  comprobadas  de  su  gestión  al  final  de  cada
ejercicio,  a  la  terminación  de  su  encargo  y  cuando éstas se lo
exijan.  13)  Apoyar  al  presidente  de  la  Junta  Directiva  en  la
preparación  de  la  agenda  de  las  reuniones periódicas de la Junta
Directiva.  14)  Servir de vocero de la sociedad en nombre de la Junta
Directiva  o de la Asamblea, cuando tales órganos se lo soliciten. 15)
Nombrar  y  remover libremente los empleados de la sociedad, salvo por
aquellos  nombramientos  que correspondan a otro órgano corporativo de
la  sociedad.  16)  Presentar  a la Asamblea General de Accionistas un
informe  de identificación y calificación de riesgos, preparado por él
o  por  una  sociedad  calificadora de valores si fuere el caso, y que
hará  parte  integral  del  informe  de gestión presentado al final de
cada  ejercicio  contable.  A  éste  informe  tendrán acceso los demás
inversionistas  del  emisor, para lo cual, estará a disposición de los
mismos  en  la  Oficina Virtual de Atención a Inversionistas, luego de
que  se  haya  puesto  a  consideración  de  la  Asamblea  General  de
Accionistas.  17)  Diseñar  y  determinar  la  forma en que se deberán
revelar  al público los estándares mínimos de información exigidos por
las  autoridades  competentes, siempre que la sociedad esté obligada a
ello.  18) Elevar a escritura pública las reformas a los estatutos que
hayan  sido  adoptadas  por  la Asamblea General de Accionistas, dando
cumplimiento  a todas las solemnidades y requisitos prescritos por las
leyes.  19)  Asegurar un trato equitativo para todos los accionistas y
los  demás  inversionistas.  20)  Certificar conforme a la ley que los
estados  financieros  y  demás  informes relevantes para el público no
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contienen  vicios,  imprecisiones  o  errores  que  impidan conocer la
verdadera  situación patrimonial y las operaciones de la sociedad. 21)
Establecer  y  mantener  adecuados sistemas de revelación y control de
la   información  financiera.  22)  Incluir  la  evaluación  sobre  el
desempeño  de  los  mencionados sistemas de revelación y control en el
informe  de  gestión a presentar a la Asamblea General de Accionistas.
23)  Verificar  la  operatividad  de  los  controles  establecidos  al
interior  de  la  sociedad. 24) Presentar ante el Comité de Auditoría,
el  Revisor  Fiscal  y  la  Junta  Directiva  todas  las  deficiencias
significativas  presentadas  en el diseño y operación de los controles
internos  que  hubieran  impedido  a  la sociedad registrar, procesar,
resumir  y  presentar  adecuadamente  la  información financiera de la
misma.  25)  Reportar  los casos de fraude que hayan podido afectar la
calidad   de  la  información  financiera,  así  como  cambios  en  la
metodología  de  evaluación de la misma. 26) Presentar anualmente a la
Junta  Directiva  un  informe  sobre  el  acceso  de la sociedad a las
nuevas  tecnologías  y  las  estrategias  innovadoras  del  accionista
controlante.  27)  Las  demás  que  correspondan a la naturaleza de su
cargo  y  a  las disposiciones de la ley y los estatutos. Limitaciones
del  Gerente:  El Gerente tiene atribuciones para actuar y comprometer
a  la  sociedad, sin autorización expresa de la Junta Directiva, hasta
por  una  suma equivalente a veinte millones de euros (EUR 20.000.000)
por  contrato  o gestión. Representación Legal Para Asuntos Judiciales
y  Administrativos:  La  representación  legal  de  la  sociedad  para
asuntos  judiciales  y  administrativos  ante  las  ramas  Judicial  y
Ejecutiva  del  Poder  Público de todo orden y nivel, ya sea nacional,
departamental,  municipal,  distrital  y  local, ante los particulares
que  en  determinado  caso  ejerzan  estas funciones de acuerdo con la
ley,  ante  el  Ministerio Público, la Fiscalía General de la Nación y
los  organismos de control fiscal y disciplinario, la tendrán aquellos
abogados  designados  por  la  Junta Directiva para este fin, y podrán
ser  removidos libremente en cualquier momento. La representación será
amplia  y  suficiente  y otorga además la facultad de representar a la
sociedad  en  audiencias  de conciliación e interrogatorios de parte y
en  el trámite de asuntos y procesos concursales o de reestructuración
de  acreencias  de  todo  tipo,  y tendrán igualmente la facultad para
ejercer  la  representación  judicial  directamente o conferir poder a
otros  abogados  para  ejercer  la  defensa  de  la sociedad. La Junta
Directiva  podrá  limitar  la representación de todos o algunos de los
Representantes  Legales  Para  Asuntos  Judiciales  y Administrativos,
cuando   así   lo  estime  conveniente,  delimitándola  a  determinada
materia.
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NOMBRAMIENTOS
 

REPRESENTANTES LEGALES
 
Por  Acta  No.  491  del  24  de  febrero de 2021, de Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 2 de marzo de 2021 con el No.
02668484 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Gerente           Lucio Rubio Diaz          C.C. No. 1020765653
 
Por Acta No. 415 del 18 de marzo de 2015, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 7 de abril de 2015 con el No. 01927446
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Alberto  Duque Ramirez    C.C. No. 79937746
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  423  del  21  de  octubre de 2015, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 25 de noviembre de 2015 con el
No. 02038882 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Carlos   Hermogenes  De   C.C. No. 80415205
Legal      Para   La Espriella Salcedo
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Jorge Manuel Lagos Baez   C.C. No. 1032376813
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
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Administrativos
 
Por Acta No. 442 del 15 de marzo de 2017, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 8 de junio de 2017 con el No. 02232404
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Sylvia    Di   Terlizzi   C.C. No. 52701603
Legal      Para   Escallon
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  505  del  23 de febrero de 2022 de la Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 10 de Mayo de 2022 con el No.
02837246  del  Libro  IX,  se  removió  del cargo a Sylvia Di Terlizzi
Escallon y se dejó vacante el cargo.
 
Por  Acta  No. 4 del 24 de abril de 2018, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 25 de mayo de 2018 con el No. 02343508
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Susana         Patricia   C.C. No. 1047445038
Legal      Para   Rodriguez Peña
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  460  del 25 de septiembre de 2018, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 22 de noviembre de 2018 con el
No. 02397663 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Karen    Lizeth    Diaz   C.C. No. 52992208
Legal      Para   Antolinez
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
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Representante     Leydy  Katherin  Cadena   C.C. No. 1010196048
Legal      Para   Martinez
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  02  del  23  de  octubre  de 2019, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 30 de diciembre de 2019 con el
No. 02538005 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Hoyos Jimenez Juliana     C.C. No. 53907203
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No. 3 del 17 de junio de 2020, de Junta Directiva, inscrita
en esta Cámara de Comercio el 13 de agosto de 2020 con el No. 02606110
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Lina     Maria     Ruiz   C.C. No. 1015430115
Legal      Para   Martinez
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta No. 506 del 4 de marzo de 2022, de Junta Directiva, inscrita
en  esta Cámara de Comercio el 17 de marzo de 2022 con el No. 02804897
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Angelica        Johanna   C.C. No. 1024497823
Legal      Para   Alfonso Cañon
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
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Representante     Jose   Ignacio   Suarez   C.C. No. 1020739936
Legal      Para   Merchan
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Andrea         Catalina   C.C. No. 52993609
Legal      Para   Castilla Guerrero
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Angelica  Maria Caicedo   C.C. No. 52905321
Legal      Para   Forero
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Ricardo   Ivan  Carrero   C.C. No. 14398477
Legal      Para   Padilla
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Laura            Jessel   C.C. No. 1020800481
Legal      Para   Montenegro Torres
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Natalia         Valeska   C.C. No. 52804578
Legal      Para   Castellanos Bonilla
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Oscar  Mauricio Ramirez   C.C. No. 80871654
Legal      Para   Rodriguez
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
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Representante     Maria  Angelica Rhenals   C.C. No. 1019024314
Legal      Para   Montes
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por Acta No. 507 del 30 de marzo de 2022, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 11 de mayo de 2022 con el No. 02838028
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Edna   Lorena   Cabrera   C.C. No. 1075239758
Legal      Para   Calderon
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Diego   Andres  Huertas   C.C. No. 80872666
Legal      Para   Barbosa
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  451  del  14 de diciembre de 2017, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 20 de abril de 2018 con el No.
02332828 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Andres   Felipe   Amaya   C.C. No. 80875896
Legal      Para   Castrillon
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  489  del  16 de diciembre de 2020, de Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 26 de mayo de 2021 con el No.
02709460 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
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Representante     Camilo           Andres   C.C. No. 1075280825
Legal      Para   Benavides Medina
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
.
 
Por  Acta  No.  512  del  17  de  agosto  de 2022, de Junta Directiva,
inscrita en esta Cámara de Comercio el 4 de octubre de 2022 con el No.
02885804 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Angela   Adriana  Celis   C.C. No. 1018405665
Legal      Para   Bustos
Asuntos
Judiciales.
 
Por  Acta  No.  491  del  24  de  febrero de 2021, de Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 5 de marzo de 2021 con el No.
02670038 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Primer            Eugenio Calderon Lopez    C.E. No. 6286603
Suplente    Del
Gerente
 
Por  Acta No. 506 del 4 de marzo de 2022, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 7 de marzo de 2022 con el No. 02800343
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Tercer            Francesco Bertoli         C.E. No. 984858
Suplente    Del
Gerente
 
Cuarto            Carlos  Mario  Restrepo   C.C. No. 79148785
Suplente    Del   Molina
Gerente
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Quinto            Maurizio Rastelli         C.E. No. 6622002
Suplente    Del
Gerente
 
Por  Acta No. 404 del 21 de mayo de 2014, de Junta Directiva, inscrita
en  esta Cámara de Comercio el 8 de agosto de 2014 con el No. 01858357
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Carolina        Bonilla   C.C. No. 34325267
Legal      Para   Castaño
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  449  del  18  de  octubre de 2017, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 17 de noviembre de 2017 con el
No. 02276791 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Erik     Jhoani    Yazo   C.C. No. 80026739
Legal      Para   Herrera
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No. 4 del 24 de abril de 2018, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 25 de mayo de 2018 con el No. 02343508
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Lisbeth   Janory  Aroca   C.C. No. 1075209826
Legal      Para   Almario
Asuntos
Judciales     Y
Adminitrativos
 
Por  Acta  No. 5 del 24 de abril de 2019, de Junta Directiva, inscrita
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en  esta Cámara de Comercio el 14 de junio de 2019 con el No. 02476940
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Ana    Marcela    Gomez   C.C. No. 55113935
Legal      Para   Amezquita
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Paulo    Cesar   Millan   C.C. No. 94511442
Legal      Para   Torres
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  372  del  15 de diciembre de 2011, de Junta Directiva,
inscrita en esta Cámara de Comercio el 2 de febrero de 2012 con el No.
01603526 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     John    Jairo   Huertas   C.C. No. 79531673
Legal      Para   Amador
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  488  del  18 de noviembre de 2020, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 28 de enero de 2021 con el No.
02656595 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Hugo    Mauricio   Vega   C.C. No. 7699684
Legal      Para   Rivera
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por Acta No. 389 del 17 de abril de 2013, de Junta Directiva, inscrita
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en  esta Cámara de Comercio el 19 de junio de 2013 con el No. 01740646
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Segundo           Fernando         Javier   C.C. No. 72150845
Suplente    Del   Gutierrez Medina
Gerente
General
 
Por  Acta  No.  358  del  16 de diciembre de 2010, de Junta Directiva,
inscrita en esta Cámara de Comercio el 2 de febrero de 2011 con el No.
01449689 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Carlos   Hermogenes  De   C.C. No. 80415205
Legal      Para   La Espriella Salcedo
Asuntos
Judiciales   En
La
Jurisdiccion
Laboral,
Ministerio   De
Proteccion
Social        Y
Acciones     De
Tutelela.
 
Por  Acta  No.  369  del  24  de  octubre de 2011, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 22 de noviembre de 2011 con el
No. 01529224 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Andres Caldas Rico        C.C. No. 80407528
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Alvaro Camacho Fonque     C.C. No. 3195285
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Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No. 513 del 14 de septiembre de 2022 de la Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 2 de Noviembre de 2022 con el
No.  02895512  del  Libro  IX,  se  removió del cargo a Álvaro Camacho
Fonque y se dejó vacante el cargo.
 
Representante     Olga Lucia Gomez Caro     C.C. No. 51642038
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No. 513 del 14 de septiembre de 2022 de la Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 2 de Noviembre de 2022 con el
No.  02895512  del  Libro  IX, se removió del cargo a Olga Lucia Gomez
Caro y se dejó vacante el cargo.
 
Representante     Yinna  Liliana Alvarado   C.C. No. 52369379
Legal      Para   Acevedo
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Andres    Eduardo   Rey   C.C. No. 79730806
Legal      Para   Ortiz
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Marcela  Maria  Sanchez   C.C. No. 52528003
Legal      Para   Arcila
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Nicolas        Gonzalez   C.C. No. 79941630
Legal      Para   Ramirez
Asuntos
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Judiciales    Y
Administrativos
Ante         La
Jurisdiccion
Penal,    Entes
Asociados  Y La
Fiscalia
General  De  La
Nacion
 
Representante     Juan   Pablo   Calderon   C.C. No. 79791509
Legal      Para   Pacabaque
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta No. 377 del 16 de mayo de 2012, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara de Comercio el 6 de junio de 2012 con el No. 01640519
del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Luis          Francisco   C.C. No. 80067626
Legal      Para   Hernandez Contreras
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Gustavo  Adolfo Sanchez   C.C. No. 79906841
Legal      Para   Monroy
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  435  del 21 de septiembre de 2016, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 29 de noviembre de 2016 con el
No. 02161382 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Natali  Osorio Useche     C.C. No. 53106881
Legal      Para
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Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Andrea  Lorena  Ramirez   C.C. No. 26431688
Legal      Para   Zuñiga
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No. 513 del 14 de septiembre de 2022 de la Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 2 de Noviembre de 2022 con el
No.  02895512  del  Libro  IX,  se  removió  del cargo a Andrea Lorena
Ramírez Zúñiga y se dejó vacante el cargo.
 
Por  Acta  No.  436  del  19  de  octubre de 2016, de Junta Directiva,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 7 de diciembre de 2016 con el
No. 02164246 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Ana    Maria   Gonzalez   C.C. No. 43263504
Legal      Para   Valderrama
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Olga    Lucia    Blanco   C.C. No. 52256425
Legal      Para   Villalba
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Representante     Jairo  Rivera Diaz        C.C. No. 12128968
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  441  del  16  de  febrero de 2017, de Junta Directiva,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 30 de marzo de 2017 con el No.
02201932 del Libro IX, se designó a:
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CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Juan Camilo Duque Gomez   C.C. No. 80097538
Legal      Para
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por Acta No. 511 del 19 de julio de 2022, de Junta Directiva, inscrita
en  esta  Cámara  de  Comercio  el 29 de septiembre de 2022 con el No.
02884852 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Juan  Sebastian Beltran   C.C. No. 1019052785
Legal      Para   Guevara
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
Por  Acta  No.  448  del 20 de septiembre de 2017, de Junta Directiva,
inscrita en esta Cámara de Comercio el 3 de octubre de 2017 con el No.
02264396 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Representante     Alejandra  Maria  Ulloa   C.C. No. 52818753
Legal      Para   Rodriguez
Asuntos
Judiciales    Y
Administrativos
 
 

ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN
 
                           JUNTA DIRECTIVA
 
Por  Acta No. 107 del 29 de marzo de 2022, de Asamblea de Accionistas,
inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 5 de abril de 2022 con el No.
02812778 del Libro IX, se designó a:
 
 

Página 22 de 68



Cámara de Comercio de Bogotá

Sede Virtual

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL

Fecha Expedición: 15 de mayo de 2023 Hora: 07:39:17
Recibo No. AB23131871

Valor: $ 7,200
 

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN B231318713776C
 

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
www.ccb.org.co/certificadoselectronicos y digite el respectivo código, para que visualice la
imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera
ilimitada, durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

------------------------------------------------------------------------------------------------
PRINCIPALES
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Primer Renglon    Lucio Rubio Diaz          C.C. No. 1020765653
 
Segundo Renglon   Jose   Antonio   Vargas   C.C. No. 79312642
                  Lleras
 
Tercer Renglon    Andres Caldas Rico        C.C. No. 80407528
 
Cuarto Renglon    Carolina Soto Losada      C.C. No. 52045179
 
Quinto Renglon    Juan   Ricardo   Ortega   C.C. No. 80412607
                  Lopez
 
Sexto Renglon     Jorge   Andres  Tabares   C.C. No. 71695188
                  Angel
 
Septimo Renglon   Astrid Martinez Ortiz     C.C. No. 41587838
 
 
SUPLENTES
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Primer Renglon    Francesco Bertoli         C.E. No. 984858
 
Segundo Renglon   Maurizio Rastelli         C.E. No. 6622002
 
Tercer Renglon    Diana  Marcela  Jimenez   C.C. No. 52530367
                  Rodriguez
 
Cuarto Renglon    SIN DESIGNACION           ***************
 
Quinto Renglon    Andres        Baracaldo   C.C. No. 79783835
                  Sarmiento
 
Sexto Renglon     Nestor    Raul    Fagua   C.C. No. 4178679
                  Guauque
 
Septimo Renglon   SIN DESIGNACION           ***************
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REVISORES FISCALES

 
Por  Acta No. 103 del 25 de marzo de 2020, de Asamblea de Accionistas,
inscrita  en  esta  Cámara de Comercio el 7 de mayo de 2020 con el No.
02569800 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Revisor  Fiscal   KPMG S.A.S.               N.I.T. No. 860000846 4
Persona
Juridica
 
Por  Documento Privado del 20 de diciembre de 2021, de Revisor Fiscal,
inscrita  en esta Cámara de Comercio el 20 de diciembre de 2021 con el
No. 02774044 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Revisor  Fiscal   Sandra          Marcela   C.C.  No.  1018418896 T.P.
Principal         Barragan Cellamen         No. 177728-t
 
Por  Documento Privado No. sinnum del 29 de agosto de 2022, de Revisor
Fiscal,  inscrita  en  esta Cámara de Comercio el 29 de agosto de 2022
con el No. 02872957 del Libro IX, se designó a:
 
CARGO             NOMBRE                    IDENTIFICACIÓN
 
Revisor  Fiscal   Edison  Orlando  Martin   C.C.  No.  1031132423 T.P.
Suplente          Tibata                    No. 179532-T
 
 

PODERES
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4686 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  16 de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00032973, 00032974 del libro V , modificado por la Escritura
pública  4626  de la Notaría 11 de Bogotá D.C., del 29 de diciembre de
2016,  inscrita  el  19 de noviembre de 2018 bajo el registro 00040433
del  libro V , dado que omitió añadir que dentro de sus potestades, se
encuentra,  la  facultad  exclusiva  para  comprometer  a  la  empresa
mediante  contratos  de  consultoría dentro de los montos establecidos
en  el poder general que se aclara, compareció Bruno Riga identificado
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con  cédula  de  extranjería  No.  510.198, en su calidad de gerente y
representante  legal  de la sociedad de la referencia, por medio de la
presente   Escritura   Pública  ,  confiere  poder  general  amplio  y
suficiente  a  Monica  Mesa  Muñoz,  identificada  con  la  cédula  de
ciudadanía  No. 52.207.541 de Bogotá, mayor de edad, domiciliado en la
ciudad  de  Bogotá D.C., para que en nombre y representación de EMGESA
S.A.  E.S.P.  ,  puedan  comprometer a la empresa mediante la firma de
órdenes  de  compra  y/o  contratos  necesarios para la adquisición de
bienes  y/o  servicios,  hasta  por  un  millón quinientos mil dólares
(usd1.500.000).  Los  poderes  generales  que  se  otorgan mediante la
presente  Escritura  Pública permanecerán vigentes hasta tanto no sean
revocados expresamente mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4496 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  3  de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00032983,  00032984,  00032986 del libro V, compareció Bruno
Riga  identificado  con  cédula  de  extranjería  No.  51.01.98, en su
calidad  de  gerente  y  representante  legal  de  la  sociedad  de la
referencia,  por  medio  de  la  presente Escritura Pública , confiere
poder  general  amplio  y suficiente a Andrés Caldas Rico identificado
con   la   cédula   de  ciudadanía  No.  80.407.528,  mayor  de  edad,
domiciliado  en  la  ciudad  de  Bogotá  D.C;  para  que  en  nombre y
representación   de   EMGESA   S.A.  E.S.P.,  ejerzan  las  siguientes
facultades:  1)  represente  al poderdante ante cualquier corporación,
entidad,  funcionario o empleado de la rama ejecutiva y sus organismos
vinculados,   o   adscritos,   de  la  rama  judicial  y  de  la  rama
legislativa,  del  poder  público,  en  cualquier petición, actuación,
diligencia  o  proceso,  sea como demandante, o como demandado, o como
coadyuvante  de  cualquiera de las partes, para iniciar o seguir hasta
su  terminación  los  procesos  o  actos,  diligencias  o  actuaciones
respectivas.  2)  someter  a  la  decisión  de  árbitros conforme a la
legislación  civil  procesal vigente las controversias susceptibles de
transacción,  relativas  a los derechos y obligaciones del poderdante,
y  para  que  lo  representen  donde  sea  necesario  en  el proceso o
procesos  arbítrales.  3)  desistir  de  los procesos, reclamaciones o
gestiones  en que intervenga en nombre del poderdante, de los recursos
que  en  ellos  interponga  y  de  los  incidentes  que  promueva.  4)
transigir  pleitos, diferencias que ocurran respecto de los derechos y
obligaciones  del  poderdante.  5)  representar  al  poderdante en las
audiencias  de  conciliación  y  para que concilie cuando lo considere
conveniente,  los  procesos  en  que  el  poderdante  sea parte y sean
susceptibles  de  conciliación.  6)  sustituir total o parcialmente el
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presente  poder  y  revocar sustituciones; y 7) en general para asumir
la  personería del poderdante cuando lo estime conveniente y necesario
de  tal  modo  que  en  ningún  caso  quede  sin representación en sus
negocios.  8)  otorgar poderes especiales a otros abogados para que lo
representen  ante  cualquier corporación, funcionario o empleado de la
rama  ejecutiva  y  sus organismos vinculados, o adscritos, de la rama
judicial  y  de  la  rama legislativa, del poder público, en cualquier
petición,  actuación,  diligencia  o  proceso,  sea como demandante, o
como  coadyuvante  de  cualquiera de las partes, para iniciar o seguir
hasta  su  terminación los procesos o actos, diligencias o actuaciones
respectivas.  9)  reclamar,  cobrar  y percibir cualquier suma que por
cualquier  concepto  sea  abonada o pagada al poderdante, en dinero en
efectivo,  en  efectos  o  en  cualquier  otro tipo de prestación, por
particulares,  entidades  bancarias  y de otra clase, por el estado, y
en  general,  por  cualquier otro ente público o privado. Dar y exigir
recibos  de  pago,  fijar  y finiquitar saldos. Determinar la forma de
pago.  Aceptar  de  los deudores toda clase de garantías, personales y
reales,  incluso  hipotecarias,  mobiliarias, e inmobiliarias, prendas
con  o  sin  tenencia,  con  los  pactos, cláusulas y condiciones, que
estime  oportunos  y cancerarlas una recibidos los importes o créditos
garantizados,  aceptar de los deudores daciones de muebles e inmuebles
en  pago de las deudas o parte de ellas y velar dichos bienes. Adoptar
sobre   los   bienes   de  los  deudores  cuantas  medidas  judiciales
extrajudiciales  considere  necesarias  o convenientes para la defensa
de  los derechos e intereses del poderdante 10) realizar toda clase de
pagos,  disponiendo  lo necesario para el debido cumplimiento de todas
obligaciones  del poderdante y exigir los recibos correspondientes 11)
representar  al  poderdante  ante terceros, ante cualquier autoridad u
organismo  administrativo  gubernativo  o  de cualquier naturaleza, de
todos  los  grados  e  instancias,  tanto nacionales como extranjeros.
Ejercer  los  derechos  e intereses que, según el caso correspondan al
poderdante;  elevar  peticiones e instancias, promover los expedientes
y  tramites  que  procedan, solicitando los datos, copias o documentos
que  interesen,  formulando  reclamaciones,  incluso  las  previas,  e
interponiendo  recurso  de  cualquier  clase  en  vía  administrativa;
desistir  de  los  expedientes,  reclamaciones y recursos en cualquier
estado  de  procedimiento  en  que  se  encuentran,  ejecutar  o hacer
ejecutar  las  resoluciones  una  vez  en  firme; contestar o promover
actas,  testimonios  y copias fehacientes en que tenga poderdante. 12)
presentar  las  declaraciones  de  industria y comercio de EMGESA S.A.
ESP  en  los  términos  establecidos  en el artículo 5721 del estatuto
tributario  y demás normas que lo modifiquen o adicionen, realizar los
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trámites  para  la  (sic)  documentos relacionados con el mismo en los
municipios  donde  EMGESA S.A. E.S.P. Preste sus servicios. 13) actuar
como  mandatario  de  EMGESA  S.A.  E.S.P.  En orden a que concurra en
hombre  y  representación  de  la  empresa  mencionada,  a  todas  las
audiencias  de conciliación a las cuales esa compañía sea citada, ante
todo  tipo  de  despacho  judicial  o administrativo. Dicho mandatario
general  queda investido de las más amplias facultades dispositivas en
relación  con  los  derechos  de crédito relacionados con cada caso en
particular,  los  cuales  se  cobran ejecutivamente en cada uno de los
procesos,  pudiendo  condonar  capital  o  intereses,  otorgar plazos,
suscribir  el correspondiente acuerdo con el deudor, recibir, desistir
y  hacer  todo  cuento  fuere  necesario  para  el  cumplimiento de su
mandato.   14)  prestar  confesión  en  juicio  fijando  posiciones  o
criterios   como  representante  legal  del  poderdante.  Los  poderes
generales  que  se  otorgan  mediante  la  presente  Escritura pública
permanecerán  vigentes  hasta  tanto  no  sean  revocados expresamente
mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4841 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  22 de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00032988,  00032990 del libro V, modificada por la Escritura
pública  No.  2925  de  la  notaría  11  de  Bogotá  D.C.,  del  05 de
septiembre  de 2016, inscrita el 16 de noviembre de 2018 , bajo el No.
00040394  del  libro  V , modificada por la Escritura pública No. 3891
de  la  notaría  11  de  Bogotá  D.C.,  del  16  de noviembre de 2016,
inscrita  el  16 de noviembre de 2018 , bajo el No. 00040394 del libro
V  ,  compareció Fernando Gutierrez Medina, identificado con cédula de
ciudadanía  No.  72.150.845,  en  su  calidad  de segundo suplente del
gerente  y  representante  legal  de la sociedad de la referencia, por
medio  de  la presente Escritura Pública , otorga poder general amplio
y  suficiente  a  Marla  Gallego Bustos, identificada con la cédula de
ciudadanía   número   50.901.221   y   Jose  Arturo  Lopez  Rodriguez,
identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía número 19.350.850, todos
mayores  de edad, domiciliados en la ciudad de Bogotá D.C, para que en
nombre  y representación de EMGESA S.A. E.S.P., ejerzan las siguientes
facultades:  1)  suscriban  las  ofertas  comerciales  y  contratos de
energía,  carbón,  gas y líquidos combustibles, así como los servicios
de  valor  agregado  a  los  clientes  hasta por una cuantía de un (1)
millón  de dólares. 2) firmar todos los requerimientos y peticiones de
los  clientes de ENERGÍA Y GAS DE EMGESA S.A. ESP. 3) para que obrando
en  nombre  y  representación  de  la  sociedad  EMGESA  S.A. E.S.P. ,
ejecute  los  siguientes  actos:  3.1.  Presentar  al administrador de
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intercambios  comerciales  -
asic-,  la  solicitud  para el registro de
fronteras  comerciales,  junto  con  los documentos establecidos en la
resolución  creg  157 de 2011, o aquellas que la modifiquen, adicionen
o   sustituyan.   3.2.  Diligenciar  los  formatos  definidos  por  el
administrador  de  sistemas de intercambios comerciales -
asic- para el
registro  de  fronteras comerciales. 3.3. Certificar que el sistema de
medida  cumple con el código de medida, definido en la resolución creg
025  de  1995,  y  las  disposiciones  sobre medición contenidas en el
numeral  7  del  anexo  general  de  la resolución creg 070 de 1998, o
aquellas  que  las  modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.4. Presentar
el  informe  de  la  auditoría voluntaria al sistema de medida, de que
trata  el  código  del medida. 3.5. Certificar que el usuario regulado
cumplió  el  plazo  establecido en el artículo 15 de la resolución 108
de  1997  o  aquellas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.6.
Certificar   que  la  frontera  de  comercialización  para  agentes  y
usuarios  objeto  de registro cumple con lo señalado en el artículo 14
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
eléctrica  o  aquellas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.7.
Certificar   cuando   se   trate  del  registró  de  una  frontera  de
comercialización    para    agentes   y   usuarios   por   cambio   de
comercializador,  que  se  cumple con lo establecido en el artículo 58
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
eléctrica  o  aquellas  que la modifiquen, adicionen o sustituya. 3.8.
Solicitar  la  modificación del registro de las fronteras comerciales,
cuando  se  presente  un  cambio  en  las características técnicas del
sistema  de  medida  o en el tipo de usuarios que haya sido informados
al  asic, en cumplimiento de requisito establecido en el numeral 3 del
artículo  4  de  la  resolución  157  de  2011,  o  aquellas  que  las
modifiquen,  adicionen o sustituyan. 3.9. Solicitar la cancelación del
registro  de  las  fronteras  comerciales,  en  caso  de ocurrencia de
alguno  de los eventos señalados en el numeral 2 del artículo 11 de la
resolución  creg  157 de 2011, o aquellas que la modifiquen, adicionen
o  sustituyan.  3.10. Presentar observaciones u objeciones al concepto
emitido  por  el  tercero  contratado  por  el asic, en caso de que un
agente  solicite la cancelación del registro de una frontera comercial
representada  por  EMGESA  S.A.  E.S.P.  3.11.  Presentar  al  asic la
solicitud  para  el registro de fronteras comerciales de usuarios cuyo
comercializador   se   encuentre   incurso   en  un  procedimiento  de
limitación  de  suministro o de retiro del mercado, con sujeción a las
reglas  señaladas en el artículo 13 de la resolución creg 157 de 2011,
o   aquellas   que  las  modifiquen,  adicionen  o  sustituyan.  3.12.
Presentar  observaciones u objeciones a las solicitudes de registro de
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fronteras   comerciales   solicitadas   por  un  agente.  Los  poderes
generales  que  se  otorgan  mediante  la  presente  Escritura pública
permanecerán  vigentes  hasta  tanto  no  sean  revocados expresamente
mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4822 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  22 de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00032992,  00032993,  00032994, 00032995, 00032996, 00032997
del  libro  V  ,  modificado  por  la Escritura pública No. 4625 de la
Notaría  11 de Bogotá D.C., del 29 diciembre de 2016 inscrito el 19 de
noviembre  de  2018  bajo el número de registro 00040425 del libro V ,
para  que en adelante sus facultades sean; 1) representar a EMGESA S.A
ESP  para realizar gestiones necesarias ante las autoridades locales y
partes  interesadas en las plantas de generación de EMGESA S.A ESP. 2)
comprometer  a  la  empresa mediante la firma de órdenes de compra y/o
contratos  necesarios  para  la  adquisición  de bienes y/o servicios,
hasta  por  un  monto  de  veinticinco  mil  euros(25.000) en todos lo
relacionado  con la generación de energía; modificado por la Escritura
pública  No.  0814 de la Notaría 11 de Bogotá D.C., del 23 de marzo de
2016  inscrita  el  19 de noviembre de 2018 bajo el número de registro
00040428  del  libro  V  ,  que  por  error  involuntario en la citada
Escritura  pública número cuatro mil ochocientos veintidós (4.822) del
veintidós  (22) de diciembre de dos mil quince (2.015), otorgada en la
Notaría  once  (11)  del  circulo  de  Bogotá  D.C, se mencionó que el
apoderado  Gustavo  Adolfo  Gómez Ceron, quedo identificado con cédula
de  extranjería  No.  79.392.506,  siendo  correcto  identificarlo con
cédula  de  ciudadanía  No.  79.392.506, compareció Fernando Gutierrez
Medina,  identificado  con  cédula de ciudadanía No. 72.150.845, en su
calidad  de  segundo  suplente del gerente y representante legal de la
sociedad  de  la  referencia,  por  medio  de  la  presente  Escritura
Pública,  otorga  poder  general  amplio  y  suficiente  a Juan Carlos
Grosso   Peralta,   identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.
80.385.863,  mayor  de  edad,  domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C;
sandra   patricia   sierra  torres,  identificado  con  la  cédula  de
ciudadanía  No. 40.029.404, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de
Bogotá  D.C;  Helman  Miguel  Suarez  Velasquez,  identificada  con la
cédula  de ciudadanía No. 19.376.926, mayor de edad, domiciliada en la
ciudad  de  Bogotá  D.C; Julio Alfonso Santafe Ramos, identificado con
la  cédula de ciudadanía No. 19.384.065, mayor de edad, domiciliado en
la  ciudad  de  Bogotá  D.C;  para  que  en nombre y representación de
EMGESA   S.A.   E.S.P.   ,   ejerzan  las  siguientes  facultades:  1)
representar   a   EMGESA  S.A.  E.S.P.  Para  realizar  las  gestiones
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necesarias  ante  las  autoridades locales y partes interesadas en las
plantas  de  generación  de  EMGESA  S.A.  E.S.P.  3) comprometer a la
empresa   mediante  la  firma  de  órdenes  de  compra  y/o  contratos
necesarios  para  la adquisición de bienes y/o servicios, hasta por un
monto  de trescientos mil dólares (usd300.000), en todo lo relacionado
con  la  generación  de  energía. Los poderes generales que se otorgan
mediante  la  presente  Escritura  pública permanecerán vigentes hasta
tanto  no  sean  revocados  expresamente  mediante  la correspondiente
Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4820 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  22 de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00032999,  00033000, 00033001, 00033002, 00033003, 00033004,
00033009,  00033011, 00033012, 00033014, 00033015, 00033016, 00033017,
00033018,  00033019, 00033020, 00033021, 00033022, 00033023, 00033024,
00033026,   del  libro  V  ,  compareció  Fernando  Gutierrez  Medina,
identificado  con  cédula  de ciudadanía No. 72.150.845, en su calidad
de  segundo  suplente del gerente y representante legal de la sociedad
de  la referencia, por medio de la presente Escritura Pública , otorga
poder  general  amplio  y  suficiente  para  comprometer  a la empresa
mediante  la  firma de órdenes de compra y/o contratos necesarios para
la   adquisición   de   bienes  y/o  servicios,  hasta  por  un  monto
equivalente  en  dólares  de  veinticinco  mil euros (-25.000) a Maria
Celina  Restrepo  Santamaria, identificada con la cédula de ciudadanía
No.   42.892,  Andrés  Caldas  Rico  identificado  con  la  cédula  de
ciudadanía  No.  80.407.528, a Bernardo Gómez Vásquez identificado con
la  cédula  de  ciudadanía  No.  19.494.967, a Leonardo Lopez Vergara,
identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.  79.293.533, Carlos
Eduardo  Ruiz  Díaz  identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía No.
80.417.414  y  alba lucia salcedo rueda, identificada con la cédula de
ciudadanía  No.  51.958.548.  Amira Liliana Florez Velez, identificada
con  la  cédula  de ciudadanía No. 52.345.241 y Carlos de la Espriella
Salcedo  identificado  con  la  cédula de ciudadanía No. 80.415.205. a
Alba  Marina  Urrea,  identificada  con  la  cédula  de ciudadanía No.
63.315.133,  Diana  marcela  jiménez  rodríguez  identificada  con  la
cédula  de  ciudadanía  No.  52.530.367,  a Juliana Inés Ramírez Mejía
identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.  52.702.353,a  John
Alberto  Rey  Gaitán  identificado  con  la  cédula  de ciudadanía No.
11.438.056.  Los poderes generales que se otorgan mediante la presente
Escritura  pública permanecerán vigentes hasta tanto no sean revocados
expresamente mediante la correspondiente Escritura pública.
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Que  por  Escritura  Pública No. 4820 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  22 de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00033028, 00033029, 00033030 del libro V , modificado por la
Escritura  pública  No.  1045  de  la Notaría 11 de Bogotá D.C., del 3
abril  de  2017  inscrita el 19 de noviembre de 2018 bajo el número de
registro  00040421  del  libro  V  ampliando a veinticinco mil dólares
(usd$25.000)  las  facultades  para  comprometer a la empresa mediante
órdenes  de  compra  y/o  contratos  necesarios para la adquisición de
bienes   y/o   servicios;  de  los  apoderados  Ana  Patricia  Delgado
identificada  con la cédula de ciudadanía 51.882.942, y en su ausencia
a  Victor  Molina Guevara identificado con la cédula de ciudadanía No.
51.882.942  y  Ricardo  Sanchez  Peinado,  identificado  con cédula de
ciudadanía  No.  79.292.089,  compareció  Fernando  Gutierrez  Medina,
identificado  con  cédula  de ciudadanía No. 72.150.845, en su calidad
de  segundo  suplente del gerente y representante legal de la sociedad
de  la referencia, por medio de la presente Escritura Pública , otorga
poder  general  amplio  y  suficiente  para  comprometer  a la empresa
mediante  la  firma de órdenes de compra y/o contratos necesarios para
la   adquisición   de   bienes  y/o  servicios,  hasta  por  un  monto
equivalente  en  dólares  de  cinco  mil euros (-5.000) a Ana Patricia
Delgado   Meza,   identificada   con   la  cédula  de  ciudadanía  No.
51.882.942,  y en ausencia a Ricardo Sanchez Peinado, identificado con
la  cédula  de  ciudadanía  No.  79.292.089  y  Victor  Alonso  Molina
Guevara,  identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.326.179. Los
poderes  generales  que  se  otorgan  mediante  la  presente Escritura
pública   permanecerán   vigentes   hasta   tanto  no  sean  revocados
expresamente mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4550 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  7  de diciembre de 2015, inscrita el 28 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00033031, 00033032 del libro V , modificada por la Escritura
pública  No.  0813 de la Notaría 11 de Bogotá D.C., del 23 de marzo de
2016  inscrita  el  19  de noviembre de 2018 bajo el registro 00040423
del  libro  V  ,  que  por  error  involuntario en la citada Escritura
pública  número cuatro mil quinientos cincuenta (4.550) del siete (07)
de  diciembre  de  dos  mil quince 82.015) otorgada en la Notaría once
(11)  del  circulo  de  Bogotá  D.C,  se  mencionó que el nombre de la
apoderada  era  Swamy  Patricia  Vega  Moreno  siendo  correcto  Zwamy
Patricia  Vega  Moreno,  compareció Bruno Riga identificado con cédula
de  extranjería  No. 510.198, en su calidad de gerente y representante
legal  de  la  sociedad  de  la  referencia,  por medio de la presente
Escritura  Pública  , confiere poder general amplio y suficiente a Ana
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Lucia  Moreno identificada con la cédula de ciudadanía No. 43.581.519,
mayor  de  edad,  domiciliada  en la ciudad de Bogotá D.C; Para que en
nombre  y  representación de EMGESA S.A. E.S.P., ejerza las siguientes
facultades:  1) adelantar los trámites necesarios ante las empresas de
servicios   públicos   para   la   ampliación  de  carga  de  energía,
independización   de   cuentas,  suspensión  definitiva  de  servicio,
conexión   de  nuevas  acometidas.  2)  suscripción  de  contratos  de
operaciones  inmobiliarias  (compras,  ventas,  arriendos,  comodatos,
permutas,  cesiones).  3)  dar  poder  especial  para  asistir  a  las
asambleas  de  copropiedad,  procesos  de daciones en pago y cualquier
otra  convocatoria  relacionada  con temas inmobiliarios. 4) adelantar
los  trámites  necesarios y solicitar información ante las oficinas de
registro.  5)  adelantar los trámites necesarios ante la secretaría de
hacienda  para  liquidación  de impuestos prediales y contribución por
valorización.  6)  adelantar  los trámites necesarios ante curadurías,
instituto  de  desarrollo  urbano,  planeación distrital y municipios,
para  obtener  las licencias de construcción, subdivisión, ocupación e
intervención  al espacio público. 7) consulta y gestión de información
histórica  relacionada con inmuebles de las compañías, en las oficinas
de  planeación  distrital  y  municipal.  8)  adelantar  los  trámites
relacionados  con  temas  inmobiliarios  ante  organismos  distritales
depae,  idu,  idpc,  catastro  e  igac,  para  la  solicitud,  compra,
actualización  y  modificación  de  información. 9) adelantar trámites
relacionados  con  temas  inmobiliarios ante entidades nacionales como
el  ministerio  de  minas y energía, ministerio de defensa, ministerio
de  agricultura  y  desarrollo rural, ministerio de vivienda, ciudad y
territorio,  para  la  solicitud  y compra de información. Los poderes
generales  que  se  otorgan  mediante  la  presente  Escritura pública
permanecerán  vigentes  hasta  tanto  no  sean  revocados expresamente
mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4550 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  7  de diciembre de 2015, inscrita el 29 de diciembre de 2015 bajo
los  No.  00033038  del  libro V , modificada por la Escritura Pública
No.  2681  de  la Notaría 11 de Bogotá D.C., del 18 de agosto de 2016,
inscrita  el 21 de febrero de 2017 bajo el número 00036876 del libro V
,  modificada  por  la  Escritura pública No. 2681 de la Notaría 11 de
bogotá  D.C.,  del  18  de agosto de 2016 inscrita el 21 de febrero de
2017  bajo  el  número  de  registro  00036876  del  libro V procede a
adicionar   a  la  Escritura  pública  numero  cuatro  mil  quinientos
cincuenta  (4.550)  del  siete  (07)  de  diciembre  de dos mil quince
(2.016),  otorgada  en la Notaría once (11) del circulo de Bogotá D.C,
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inscrita  el  28  de  diciembre  de  2015,  en  el  numeral tercero el
otorgamiento  del  poder  general  amplio  y  suficiente  a  Ana Lucia
Moreno,  identificada  con  la  cédula  de ciudadanía No. 43.581.519,;
compareció  Bruno  Riga  identificado  con  cédula  de extranjería No.
510.198,  en  su  calidad  de  gerente  y  representante  legal  de la
sociedad  de la referencia, por medio de la presente Escritura Pública
,  confiere  poder  general  amplio  y  suficiente  a Ana Lucia Moreno
identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía No. 43.581.519, mayor de
edad,  domiciliada  en  la  ciudad de Bogotá D.C; para que en nombre y
representación  de  EMGESA  S.A. E.S.P. , pueda adelantar los trámites
de  traspaso  de  vehículos, venta de vehículos, solicitud de branding
de  vehículos,  requerimiento de hojas de vida de vehículos, apelación
de  infracciones  de tránsito, solicitud de licencias de construcción,
otorgamiento  de  poder a terceros para realizar trámites en nombre de
CODENSA,  ante  autoridades  locales,  nacionales  y  demás  entidades
relacionadas.  Los  poderes  generales  que  se  otorgan  mediante  la
presente  Escritura  pública permanecerán vigentes hasta tanto no sean
revocados expresamente mediante la correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 0708 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  8  de  marzo de 2017, inscrita el 19 de abril de 2017 bajo el No.
00037155  del  libro  V, compareció Bruno Riga identificado con cédula
de  extranjería No. 510.198 en su calidad de gerente general de EMGESA
S.A  E.S.P.  Empresa  de  servicios públicos, por medio de la presente
Escritura  Pública  ,  confiere  poder  general  amplio y suficiente a
Andres  Esteban Chaves Saen, identificado con cédula de ciudadanía No.
79.599.750,  para que en nombre y representación de EMGESA S.A E.S.P.,
para:  1)  representar  a la empresa y adelantar todas las actividades
de  interacción  con  las  autoridades  nacionales departamentales y/o
distritales  en todo lo relacionado con el ejercicio de sus funciones.
2)  comprometer  a  la  empresa mediante la firma de órdenes de compra
y/o  contratos necesarios para la adquisición de bienes y/o servicios,
hasta  por  un  monto  de veinticinco mil euros (- 25.000), en todo lo
relacionado  con  sus  funciones, 3) comprometer hasta por un monto de
cincuenta  mil  euros  (-50.000) a la empresa, mediante la celebración
de   actos  y/o  negocios  jurídicos  relacionados  con  donaciones  y
convenios  y/o  compromisos  de  responsabilidad  social  empresarial.
Tercero:  los  poderes  generales  que se otorgan mediante la presente
Escritura  Pública permanecerán vigentes hasta tanto no sean revocados
expresamente mediante la correspondiente Escritura Pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 4762 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
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del  28  de diciembre de 2017, inscrita el 28 de marzo de 2018 bajo el
registro  no  00039088  del  libro  V  , compareció Fernando Gutierrez
Medina  identificado  con  cédula  de  ciudadanía No. 72.150.845 en su
calidad  de  representante  legal,  por medio de la presente Escritura
pública,   confiere  poder  general  a  Raul  Fernando  Vacca  Ramirez
identificad  con  cédula  de  ciudadanía No. 79.651.316 para que: Raul
Fernando  Vacca Ramirez: para que en nombre y representación de EMGESA
S.A.  E.S.P.  Pueda  comprometer  a  la  empresa  mediante la firma de
órdenes  de compra y/o servicios, hasta por un monto de cinco millones
de  dólares  (usd  5.000.000)  o  su equivalente en pesos. Los poderes
generales  que  se  otorgan  mediante  la  presente  Escritura Pública
permanecerán  vigentes  hasta  tanto  no  sean  revocados expresamente
mediante la correspondiente Escritura Pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 2330 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  13  de julio de 2015, inscrita el 16 de noviembre de 2018 bajo el
número   00040388   del   libro   V  ,  compareció  lucio  rubio  diaz
identificado   con  cédula  de  ciudadanía  No.  1.020.765.653  en  su
condición  de  primer  suplente  del  gerente y representante legal de
EMGESA  S.A.  E.S.P.  ,  por  medio de la presente Escritura Pública ,
confiere   poder  general,  amplio  y  suficiente  a  Aurelio  Ricardo
Bustilho  de  Oliveira,  gerente de administración, finanzas y control
Colombia,  identificado  con  cédula de extranjería No. 446.074, y/o a
Leonardo  López  Vergara,  gerente  de  finanzas  y  seguros  colombia
identificado  con  cédula  de  ciudadanía  No. 79.293.533 y/o a Publio
Alejandro  Gonzalez Forero, jefe de tesorería, identificado con cédula
de  ciudadanía  No.  11.344.043  de  Zipaquirá  para que cualquiera de
ellos,  actuando  en  nombre  y  representación  de  la  sociedad  que
represento,  realice  todas  las gestiones necesarias o convenientes a
efecto  de  presentar ante los intermediarios cambiarios o el banco de
la  república  si  es  el  caso  y  de  conformidad con la legislación
colombiana,  todas  las declaraciones de cambio a que esté obligada la
sociedad  que represento por las operaciones de abono y débitos de o a
terceros,  de  las  cuentas  de  compensación  y reportes mensuales de
movimientos,  entre otros, incluyendo su firma y la de los formularios
a que haya lugar, al igual que sus correcciones si es el caso.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 2679 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  18 de agosto de 2016, inscrita el 16 de noviembre de 2018 bajo el
número  00040390  del libro V , compareció Bruno Riga identificado con
cédula  de  extranjería  No.  510.198,  en  su  condición de gerente y
representante  legal  de EMGESA S.A. E.S.P. , por medio de la presente
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Escritura  Pública  ,  confiere  poder  general, amplio y suficiente a
Victor   Angel  Rojas,  identificado  con  cédula  de  ciudadanía  No.
79.576.816,  responsable  ambiental en el proyecto el quimbo, para que
en  nombre  y representación de EMGESA S.A. E.S.P. , eleven peticiones
y/o  solicitudes  a  entidades  públicas  y  privadas,  responda  y de
trámite  a  las peticiones, quejas y reclamos provenientes de personas
jurídicas   o   naturales,  y  de  públicas  o  privadas  en  relación
únicamente con sus funciones.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4551 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  07 de diciembre de 2015, inscrita el 19 de noviembre de 2018 bajo
el  número  00040422  del libro V , compareció Bruno Riga identificado
con  cédula  de  extranjería  No.  510.198  en su calidad de gerente y
representante  legal  de la sociedad de la referencia, por medio de la
presente  Escritura Pública , otorga poder general amplio y suficiente
a  Diana  Marcela  Jiménez  Rodríguez  identificada  con  la cédula de
ciudadanía  No.  52.530.367  de  Bogotá;  y  a John Alberto Rey Gaitan
identificado   con   la   cédula   de  ciudadanía  No.  11.438.056  de
Facatativá;  para que en nombre y representación de EMGESA S.A. E.S.P.
,  puedan  actuar  como apoderados de la compañía ante la entidades de
vigilancia  y  control, comisión de regulación de energía y gas- creg,
corporaciones  autónomas  regionales  -  car,  y  demás instituciones,
gremios,   corporaciones  o  entidades  gubernamentales,  en  todo  lo
relacionado   con   la   representación  de  la  compañía  ante  estas
autoridades.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4622 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  29 de diciembre de 2016, inscrita el 19 de noviembre de 2018 bajo
el  número 00040424 del libro V , compareció Fernando Gutierrez Medina
identificado  con cédula de ciudadanía No. 75.150.845 en su calidad de
segundo  suplente  del gerente y representante legal de la sociedad de
la  referencia,  por  medio  de  la presente Escritura pública, otorga
poder  general  amplio  y  suficiente  a  Andrés Esteban Chaves Saenz,
identificado  con  la cédula de ciudadanía No. 79.599.750; para que en
nombre  y  representación de EMGESA S.A. E.S.P., para 1) representar a
la  empresa  y  adelantar todas las actividades de interacción con las
autoridades    nacionales,   departamentales   y/o   distritales.   2)
comprometer  a  la  empresa mediante la firma de órdenes de compra y/o
contratos  necesarios  para  la  adquisición  de bienes y/o servicios,
hasta  por  un  monto  de  veinticinco mil euros (-25.000), en todo lo
relacionado  con  sus  funciones. Los poderes generales que se otorgan
mediante  la  presente  Escritura  pública permanecerán vigentes hasta
 

Página 35 de 68



Cámara de Comercio de Bogotá

Sede Virtual

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL

Fecha Expedición: 15 de mayo de 2023 Hora: 07:39:17
Recibo No. AB23131871

Valor: $ 7,200
 

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN B231318713776C
 

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
www.ccb.org.co/certificadoselectronicos y digite el respectivo código, para que visualice la
imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera
ilimitada, durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

------------------------------------------------------------------------------------------------
tanto  no  sean  revocados  expresamente  mediante  la correspondiente
Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 2720 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  23 de agosto de 2016, inscrita el 19 de noviembre de 2018 bajo el
número  00040435  del libro V , compareció Bruno Riga identificado con
cédula  de  extranjería  No.  510.198  en  su  calidad  de  gerente  y
representante  legal  de la sociedad de la referencia, por medio de la
presente  Escritura Pública , otorga poder general amplio y suficiente
a   o  Carlos  Eduardo  Ruiz  Díaz,  identificado  con  la  cédula  de
ciudadanía  No. 80.417.414; y en su ausencia a Magdalena Gámez Rincón,
identificada  con  la cédula de ciudadanía No. 52.584.384, para que en
nombre  y  representación de EMGESA SA. E.S.P., ejerzan las siguientes
facultades:  1)  realice todas las gestiones necesarias o convenientes
a  efecto  de presentar todas las declaraciones tributarias a que esté
obligada  la  sociedad que represento, incluyendo su firma y la de los
formularos  a  que  haya lugar, al igual que sus correcciones si es el
caso.;  2)  representar a la sociedad ante autoridades administrativas
del  orden  nacional,  departamental,  municipal, distrital y local en
desarrollo  de  las actividades propias de sus competencias. Que en la
condición  ya  indicada,  procede  a  elevar  a  Escritura  pública el
otorgamiento  del  poder  general amplio y suficiente a Leonardo López
Vergara,  identificado  con cédula de ciudadanía número 79.293.533 y a
Publio    Alejandro   González   Forero,   subgerente   de   tesorería
identificado  con cédula de ciudadanía número 11.344.043 de Zipaquirá,
para  que  cualquiera de ellos, actuando en nombre y representación de
la  sociedad  que represento, realice todas las gestiones necesarias o
convenientes  a efecto de presentar ante los intermediarios cambiarios
o  el  banco  de  la  república  si es el caso y de conformidad con la
legislación  colombiana,  todas las declaraciones de cambio a que esté
obligada  la  sociedad  que  represento por las operaciones de abono y
débitos  de  o  a  terceros, de las cuentas de compensación y reportes
mensuales  de  movimientos,  entre  otros, incluyendo su firma y la de
los  formularios a que haya lugar, al igual que sus correcciones si es
el  caso.  Que  en  la  condición  ya  indicada,  procede  a  elevar a
Escritura   pública   el  otorgamiento  del  poder  general  amplio  y
suficiente  a  a  Leonardo  López  Vergara, identificado con cédula de
ciudadanía  número  79.293.533 a Carolina Bermudez Rueda, identificada
con  la  cédula  de ciudadanía número 52.455.563, y a Publio Alejandro
Gonzáles   Forero,   identificado  con  cédula  de  ciudadanía  número
11.344.043  de  Zipaquirá  para  que, cualquiera de ellos, actuando en
nombre  y  representación  de  la  sociedad que represento, puedan: 1)
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firmar   comunicaciones,   formatos,   documentos   de   remisión   de
información,  certificación,  solicitudes y adelantar los trámites que
sean  necesarios  ante  la superintendencia financiera de Colombia, la
bolsa  de  valores  de  COLOMBIA  S.A.  Y  el  representante  legal de
tenedores  de  bonos,  en  relación con las emisiones de valores cuyos
reglamentos  de  emisión  se  encuentren  autorizados  por parte de la
asamblea  de  accionistas  y/o la junta directiva. 2) firmar contratos
de  transacción  celebrados  en nombre de EMGESA S.A. ESP mediante los
cuales  se  pacta  un  valor  en  dinero y con el cual EMGESA S.A. ESP
indemniza  a terceros por danos y perjuicios causados en el desarrollo
de  sus  actividades.  El  valor de las indemnizaciones no superará en
ningún  caso  el  valor  del  deducible  establecido en las pólizas de
responsabilidad  civil  extracontractual  de las compañías. La cuantía
para  las  transacciones  no  podrá ser superior a noventa y nueve mil
dólares  (usd  99.000).  Los poderes generales que se otorgan mediante
la  presente  Escritura  pública  permanecerán vigentes hasta tanto no
sean  revocados  expresamente  mediante  la  correspondiente Escritura
pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 1995 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  27  de junio de 2016, inscrita el 20 de noviembre de 2018 bajo el
No.  00040447  del  libro  V,  compareció Bruno Riga, identificado con
cédula  de extranjería No. 510.198, en su calidad de gerente general y
representante  legal  de la sociedad de la referencia, por medio de la
presente  Escritura Pública , otorga poder general amplio y suficiente
para  comprometer  a la empresa mediante la firma de órdenes de compra
y/o  contratos necesarios para la adquisición de bienes y/o servicios,
hasta  por  un  monto  equivalente en dólares de veinticinco mil euros
(-25.000)  o  su  equivalente en pesos colombianos de acuerdo a la TRM
Pública  da  por  la  Superfinanciera que aplique a la fecha en que se
suscriba   la   operación   a   Maria   Celina   Restrepo  Santamaria,
identificada  con  la  cédula de ciudadanía No. 42.892.941, y a Andrés
Caldas  Rico  identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.407.528,
a  Leonardo  Lopez  Vergara,  identificado con la cédula de ciudadanía
No.  79.293.533,  Carlos  Eduardo Ruiz Díaz identificado con la cédula
de   ciudadanía   No.   80.417.414  y  a  alba  lucia  salcedo  rueda,
identificada  con  la cédula de ciudadanía No. 51.958.548. A Carlos de
la  Espriella  Salcedo  identificado  con  la cédula de ciudadanía No.
80.415.205.a   alba  marina  urrea,  identificada  con  la  cédula  de
ciudadanía   No.  63.315.133  y  A  Diana  Marcela  Jiménez  Rodríguez
identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.  52.530.367, a John
Alberto  Rey  Gaitán  identificado  con  la  cédula  de ciudadanía No.
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11.438.056.  A  Marla  Gallego  Bustos,  identificada con la cédula de
ciudadanía   número   50.901.221,  y  Víctor  Alonso  Molina  Guevara,
identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía No. 79.326.179, a Carlos
German  Galindo Valbuena, identificado con la cédula de ciudadanía No.
80.386.058,  a  Héctor  Enrique  Lizcano Tarazona, identificado con la
cédula  de  ciudadanía  No.  91.258.618.  Los poderes generales que se
otorgan  mediante  la presente Escritura pública permanecerán vigentes
hasta    tanto    no   sean   revocados   expresamente   mediante   la
correspondiente Escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 4568 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  9  de diciembre de 2019, inscrita el 26 de Diciembre de 2019 bajo
el  número  00042845 del libro V, compareció Fernando Javier Gutiérrez
Medina  identificado  con  cédula  de  ciudadanía  No.  72.150.845  de
Barranquilla,  en  su  condición  de  Segundo  Suplente  del Gerente y
representante  legal  de  EMGESA S.A. E.S.P., otorga poder general con
fines  especiales  a  Juan  Carlos  Grosso  identificado con cédula de
ciudadanía   número   80.385.863  en  su  calidad  de  Responsable  de
Operación  y  Mantenimiento  Renovables,  para que obrando en nombre y
representación  de  la  sociedad  ejecuten  y  administren  todas  las
actividades  y  gestiones  extraordinarias  necesarias  con  el fin de
tutelar   oportuna   e  íntegramente  la  salud  y  seguridad  de  los
trabajadores  bajo  su  cargo, así como también prevenir y/o controlar
y/o  mitigar  cualquier hecho, circunstancia o accidente en cualquiera
de   las   instalaciones  bajo  su  responsabilidad,  del  cual  pueda
desprenderse  un daño o impacto negativo ambiental y/o laboral. Qué en
las   circunstancias   mencionadas  cada  uno  de  los  apoderados  se
encuentran  expresamente autorizados para actuar individualmente y con
plena   autonomía,  con  facultad  de  gasto  hasta  por  una  suma  a
equivalente   a  cinco  millones  de  dólares  (US$5.000.000)  con  el
propósito  de  enfrentar  dichas  contingencias  y/o  emergencias.  El
presente  permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado expresamente
mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1556 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  31 de julio de 2020, inscrita el 6 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044066  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública,
procede   a  otorgar  Poder  General  a  Vivian  Marcela  Vivas  Diez,
identificada  con  la cédula de ciudadanía número 39.707.720, para: 1.
 

Página 38 de 68



Cámara de Comercio de Bogotá

Sede Virtual

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL

Fecha Expedición: 15 de mayo de 2023 Hora: 07:39:17
Recibo No. AB23131871

Valor: $ 7,200
 

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN B231318713776C
 

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
www.ccb.org.co/certificadoselectronicos y digite el respectivo código, para que visualice la
imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera
ilimitada, durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

------------------------------------------------------------------------------------------------
Comprometer  a  la  empresa mediante la firma de órdenes de compra y/o
contratos  necesarios  para  la  adquisición  de bienes y/o servicios,
hasta  por  un  monto  equivalente  en dólares a veinticinco mil euros
(25.000)  o  su  equivalente  en pesos colombianos de acuerdo a la TRM
Pública  da  por la superintendencia financiera que aplique a la fecha
en  que  suscribirá la operación; 2. Aprobar el pago de facturas de la
operación  diaria  de  energía  y  gas  pagos  a  XM (transacciones en
bolsa);  pago  de peajes de transportes de energía y gas, distribución
de  energía  (sdt,  str  adds)  y  de  gas,  restricciones de energía,
desbalances  de  gas,  compras  gas,  fuel  y carbón; pagos por uso de
gaseoductos  de  conexión,  de  estaciones de regulación y medición de
gas,   pago  de  servicios  técnicos  (incluye  en  el  caso  de  gas,
compresión,  transporte comprimido y descompresión) por valor hasta de
dos  millones quinientos mil dólares (USD $2'500.000); 3. Firmar todas
las  respuestas  a los requerimientos de los clientes de energía y gas
de  EMGESA  S.A.  ESP;  4.  Para  que ejecute los siguientes actos: a)
presentar  ante  el  ASIC  la  solicitud para el registro de fronteras
comerciales  junto  con  los  documentos establecidos en la resolución
CREG  157  del  2011 o aquellas que la modifiquen, b) diligenciar los,
formatos   definidos  por  el  ASIC  para  el  registro  de  fronteras
comerciales,  c)  certificar  que  el  sistema de medida cumple con el
código  de  medida  definido  en  la resolución CREG 025 de 1995 y las
disposiciones  sobre  medición  contenidas  en  el numeral 7 del anexo
general  de  la  resolución  CREG  070  de  1998  o  aquellas  que  la
modifiquen.  d)  presentar  el  informe  de la auditoria voluntaria al
sistema  de medida que trata el código de medida. e) certificar que el
usuario  no  regulado  cumplió  el  plazo establecido en la resolución
CREG  115  de  1997 o aquellas que la modifiquen. f) certificar que la
frontera  de  usuarios  cumple  con  lo  señalado  en  el  art. 14 del
reglamento   de  comercialización  del  servicio  público  de  energía
eléctrica  y aquellas que la modifiquen. g) certificar cuando se trata
del  registro  de  una  frontera  de  comercialización  por  cambio de
comercialización  que se cumple con lo establecido en el reglamento de
comercialización  del servicio público de energía eléctrica o aquellas
que  la  modifiquen.  h) solicitar las modificaciones de las fronteras
comerciales,  cuando  se  presente  un  cambio  en las características
técnicas  en el cambio de medida de registro de usuarios que haya sido
informado  al,  ASIC  en  cumplimiento del requisito establecido en el
numeral  3  del  art.  4 de la resolución CREG197 de 2011 o las que la
modifiquen.  i)  solicitar  la  cancelación  del registro de fronteras
comerciales  en  caso  de  ocurrencia  de  los  eventos señalado en él
numeral  2 del art 11 de la resolución CREG 057 de 2011 o aquellas que
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lo  modifiquen.  j) presentar observaciones al concepto emitido por el
tercero  contratado  por  el ASIC en caso de que un agente solicite la
cancelación  de  una  frontera  comercial representada por EMGESA S.A.
ESP  k)  presentar  al ASIC la solicitud para él registro de fronteras
comerciales  y  usuarios  cuyo comercializador se encuentra incurso en
un  proceso  cíe  limitación  de  suministro o retiro del mercado, con
sujeción  a  las  reglas  señaladas en el art 13 de la resolución CREG
157  de  2010  o  las  que  modifiquen.  l)  presentar observaciones u
objeciones  a las solicitudes de registro de fronteras solicitadas por
un   agente.   m)  firmar  las  comunicaciones  de  respuesta  de  las
peticiones,  quejas  y  recursos  que  presentan  a  EMGESA  S.A.  ESP
clientes  y no clientes de la compañía. k) firmar ofertas de servicios
técnicos  asociados  a  la  medida  de los clientes por un valor hasta
UUSD500.000.  El  presente  permanecerá  vigente  hasta  tanto  no sea
revocado expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 0990 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  12  de mayo de 2020, inscrita el 6 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044068  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública,
confiere   Poder   General   a  Ligia  Marcela  Maldonado  Villamizar,
identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía número 52.422.661, en su
calidad  de  Jefe  de Procurement Digital Solutions Colombia, para que
obrando  en  nombre y representación de la sociedad, pueda comprometer
a  la  sociedad  mediante  la  firma  de órdenes de compra y contratos
necesarios  para  la adquisición de bienes y/o servicios, hasta por un
monto  de  Un  Millón  Quinientos  Mil  Dólares  (USD  1.500.000).  El
presente  permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado expresamente
mediante la correspondiente pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1513 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  28 de julio de 2020, inscrita el 6 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044069  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública,
procede  a  otorgar  poder  general al señor Fabio José López Payares,
identificado  con  la  cédula de ciudadanía número 9.096.305, para que
pueda   comprometer   a  le  empresa  mediante  contratos  de  compras
simplificadas,  hasta  por  un  monto  de veinticinco mil dólares (USD
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25.000),  en  todo  lo relacionado con tecnología IT, comunicaciones y
sistemas.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1551 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  31 de julio de 2020, inscrita el 6 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044070  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura  Pública
procede   a  otorgar  Poder  General  a  Gerardo  Angarita  Rodriguez,
identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía número 91.286.693, para:
Suscribir  las ofertas comerciales y contratos de energía, carbón, gas
natural  glp,  lng,  certificados  de  energía renovable, así como los
servicios  de  valor  agregado para los clientes hasta por una cuantía
de  un  millón  de  dólares (USD 1.000.000). ii) para comprometer a la
empresa   mediante  la  firma  de  órdenes  de  compra  y/o  contratos
necesarios  para  la adquisición de bienes y o servicios, hasta por un
monto  equivalente  en  dólares  a veinticinco mil euros (25.000) o su
equivalente  en pesos colombianos de acuerdo a la TRM publicada por la
superintendencia   financiera  que  aplique  a  la  fecha  en  que  se
suscribirá  la  operación.  iii)  negociar  y firmar contratos para la
compra  y  venta  de  derivados  financieros,  cuyo  subyacente sea la
energía  eléctrica  y  otros  commodities  en el mercado de futuros de
Derivex,  mediante transacciones esperadas por valor nominal de mínimo
un  dólar  (usd1)  y no superior a dos millones quinientos mil dólares
(USD  2.500.000)  por  cada  operación realizada o su equivalente a la
TRM  publicada  por la superintendencia financiera que le aplique a la
fecha  de  la  operación.  Esta  actividad  se  llevará a cabo bajo la
coordinación  directa del gerente de Energy Managemente De Colombia de
acuerdo  a  los  lineamientos  emitidos  por  la  línea  de  negocio y
estrategia  gestión  del  portafolio.  Para  comprometer  a la empresa
mediante  la  firma de órdenes de compra y/o contratos necesarios para
la   adquisición   de   bienes  y/o  servicios,  hasta  por  un  monto
equivalente   en   dólares  de  veinticinco  mil  euros  (25.000).  1)
suscriban  las ofertas comerciales y contratos de energía, carbón, gas
y  líquidos  combustibles,  así como los servicios de valor agregado a
los  clientes  hasta  por  una cuantía de un (1) millón de dólares. 2)
firmar  todos  los  requerimientos  y  peticiones  de  los clientes de
ENERGÍA  Y  GAS  DE  EMGESAS.A.  ESP.  3) para que obrando en nombre y
representación   de   la   sociedad  EMGESA  SA.  E.S.P,  ejecute  los
siguientes  actos:  3.1.  Presentar  al  administrador de intercambios
comerciales   ASIC,   la  solicitud  para  el  registro  de  fronteras
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comerciales,  junto  con  los documentos establecidos en la resolución
CREG   157  de  2011,  o  aquellas  que  la  modifiquen,  adicionen  o
sustituyan.   3.2.   Diligenciar   los   formatos   definidos  por  el
administrador  de  sistemas  de  intercambios comerciales ASIC para el
registro  de  fronteras comerciales. 3.3. Certificar que el sistema de
medida  cumple con el código de medida, definido en la resolución CREG
025  de  1995,  y  las  disposiciones  sobre medición contenidas en el
numeral  7  del  anexo  general  de  la resolución CREG 070 de 1998, o
aquellas  que  las  modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.4. Presentar
el  informe  de  la  auditoría voluntaria al sistema de medida, de que
trata  el  código  de  medida. 3.5. Certificar que el usuario regulado
cumplió  el  plazo  establecido en el artículo 15 de la resolución 108
de  1997  o  aquellas  que las modifiquen, adicionen o sustituyan 3.6.
Certificar   que  la  frontera  de  comercialización  para  agentes  y
usuarios  objetó  de registro cumple con lo señalado en el artículo 14
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
eléctrica  o  aquellas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.7.
Certificar   cuando   se   trate  del  registró  de  una  frontera  de
comercialización    para    agentes   y   usuarios   por   cambio   de
comercializador,  que  se  cumple con lo establecido en el artículo 58
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
eléctrica  o  aquellas  que la modifiquen, adicionen o sustituya. 3.8.
Solicitar  la  modificación del registro de las fronteras comerciales,
cuando  se  presente  un  cambio  en  las características técnicas del
sistema  de  medida  o en el tipo de usuarios que haya sido informados
al  ASIC, en cumplimiento de requisito establecido en el numeral 3 del
artículo  4  de  la  resolución  1157  de  2011,  o  aquellas  que las
modifiquen,  adicionen  o sustituyan 3.9. Solicitar la cancelación del
registro  de  las  fronteras  comerciales,  en  caso  de ocurrencia de
alguno  de los eventos señalados en el numeral 2 del artículo 11 de la
resolución  CREG  157 de 2011, o aquellas que la modifiquen, adicionen
o  sustituyan.  3.10. Presentar observaciones u objeciones al concepto
emitido  por  el  tercero  contratado  por  el ASIC, en caso de que un
agente  solicite la cancelación del registro de una frontera comercial
representada  por  EMGESA  S.A.  E.S.P.  3.11.  Presentar  al  ASIC la
solicitud  para  el registro de fronteras comerciales de usuarios cuyo
comercializador   se   encuentre   incurso   en  un  procedimiento  de
limitación  de  suministro o de retiro del mercado, con sujeción a las
reglas  señaladas en el artículo 13 de la resolución CREG 157 de 2011,
o   aquellas   que  las  modifiquen,  adicionen  o  sustituyan.  3.12.
Presentar  observaciones u objeciones a las solicitudes de registro de
fronteras   comerciales   solicitadas   por  un  agente.  El  presente
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permanecerá   vigente   hasta  tanto  no  sea  revocado,  expresamente
mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 1266 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  14  de  abril de 2021, inscrita el 27 de mayo de 2021 bajo el No.
00045335  del  libro V, la persona jurídica, modifica el Poder General
otorgado  con  anterioridad  por  Escritura  Pública  No.  1467  de la
Notaría  11  de Bogotá D.C., del 23 de julio de 2020, inscrita el 7 de
Octubre  de  2020  bajo  el  No. 00044081 del libro V, a Herwin Marcos
Villamil   Salcedo,  identificado  con  cédula  de  ciudadanía  número
80.720.559,  para  1)comprometer  a  la  empresa  mediante la firma de
órdenes  de  compra  y/o  contratos  necesarios para la adquisición de
bienes  y/o  servicios,  hasta por un monto de trescientos mil dólares
(USD  $  300.000);  2)  Poder  para  amplias facultades para suscribir
escrituras  de  constitución  y  cancelación de hipotecas o de prendas
que  se otorguen en desarrollo de la política de préstamos de vivienda
y  de  vehículo  a empleados de Emgesa una vez aquellos hayan cumplido
con  los  requisitos  establecidos  en  el  reglamento de préstamos de
vivienda  y  de  vehículo  respectivamente  (para  esta facultad no se
establece   límite   económico).   La   cancelación   de  hipotecas  o
levantamientos  de  prendas  deberán ejercitarse conjuntamente por dos
de  los apoderados y para la constitución de hipotecas no es necesario
actuar  mancomunadamente.  El  apoderado  queda  ampliamente facultado
para  firmar  la  escritura  de hipoteca y para hacer todo cuanto crea
necesario  en  defensa de los intereses de Emgesa y correcto desempeño
de  su  mandato.  Los  poderes  generales  que  se otorgan mediante la
presente  escritura  pública permanecerán vigentes hasta tanto no sean
revocados expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1548 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  31 de julio de 2020, inscrita el 7 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044083  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura  Pública
procede   a  otorgar  Poder  General  a  Gerardo  Angarita  Rodriguez,
identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía número 91.286.693, para:
Suscribir  las ofertas comerciales y contratos de energía, carbón, gas
natural  glp,  lng,  certificados  de  energía renovable, así como los
servicios  de  valor  agregado para los clientes hasta por una cuantía
de  un  millón  de  dólares (USD 1.000.000). ii) para comprometer a la
empresa   mediante  la  firma  de  órdenes  de  compra  y/o  contratos
 

Página 43 de 68



Cámara de Comercio de Bogotá

Sede Virtual

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL

Fecha Expedición: 15 de mayo de 2023 Hora: 07:39:17
Recibo No. AB23131871

Valor: $ 7,200
 

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN B231318713776C
 

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
www.ccb.org.co/certificadoselectronicos y digite el respectivo código, para que visualice la
imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera
ilimitada, durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

------------------------------------------------------------------------------------------------
necesarios  para  la adquisición de bienes y o servicios, hasta por un
monto  equivalente  en  dólares  a veinticinco mil euros (25.000) o su
equivalente  en pesos colombianos de acuerdo a la TRM publicada por la
Superintendencia   Financiera  que  aplique  a  la  fecha  en  que  se
suscribirá  la  operación.  iii)  negociar  y firmar contratos para la
compra  y  venta  de  derivados  financieros,  cuyo  subyacente sea la
energía  eléctrica  y  otros  commodities  en el mercado de futuros de
Derivex,  mediante transacciones esperadas por valor nominal de mínimo
un  dólar  (usd1)  y no superior a dos millones quinientos mil dólares
(USD  2.500.000)  por  cada  operación realizada o su equivalente a la
TRM  publicada  por la Superintendencia Financiera que le aplique a la
fecha  de  la  operación.  Esta  actividad  se  llevará a cabo bajo la
coordinación  directa del gerente de Energy Managemente De Colombia de
acuerdo  a  los  lineamientos  emitidos  por  la  línea  de  negocio y
estrategia  gestión  del  portafolio.  Para  comprometer  a la empresa
mediante  la  firma de órdenes de compra y/o contratos necesarios para
la   adquisición   de   bienes  y/o  servicios,  hasta  por  un  monto
equivalente   en   dólares  de  veinticinco  mil  euros  (25.000).  1)
suscriban  las ofertas comerciales y contratos de energía, carbón, gas
y  líquidos  combustibles,  así como los servicios de valor agregado a
los  clientes  hasta  por  una cuantía de un (1) millón de dólares. 2)
firmar  todos  los  requerimientos  y  peticiones  de  los clientes de
ENERGÍA  Y  GAS  DE  EMGESAS.A.  ESP.  3) para que obrando en nombre y
representación   de   la   sociedad  EMGESA  SA.  E.S.P,  ejecute  los
siguientes  actos:  3.1.  Presentar  al  administrador de intercambios
comerciales   ASIC,   la  solicitud  para  el  registro  de  fronteras
comerciales,  junto  con  los documentos establecidos en la resolución
CREG   157  de  2011,  o  aquellas  que  la  modifiquen,  adicionen  o
sustituyan.   3.2.   Diligenciar   los   formatos   definidos  por  el
administrador  de  sistemas  de  intercambios comerciales ASIC para el
registro  de  fronteras comerciales. 3.3. Certificar que el sistema de
medida  cumple con el código de medida, definido en la resolución CREG
025  de  1995,  y  las  disposiciones  sobre medición contenidas en el
numeral  7  del  anexo  general  de  la resolución CREG 070 de 1998, o
aquellas  que  las  modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.4. Presentar
el  informe  de  la  auditoría voluntaria al sistema de medida, de que
trata  el  código  de  medida. 3.5. Certificar que el usuario regulado
cumplió  el  plazo  establecido en el artículo 15 de la resolución 108
de  1997  o  aquellas  que las modifiquen, adicionen o sustituyan 3.6.
Certificar   que  la  frontera  de  comercialización  para  agentes  y
usuarios  objetó  de registro cumple con lo señalado en el artículo 14
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
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eléctrica  o  aquellas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 3.7.
Certificar   cuando   se   trate  del  registró  de  una  frontera  de
comercialización    para    agentes   y   usuarios   por   cambio   de
comercializador,  que  se  cumple con lo establecido en el artículo 58
del  reglamento  de  comercialización  del servicio público de energía
eléctrica  o  aquellas  que la modifiquen, adicionen o sustituya. 3.8.
Solicitar  la  modificación del registro de las fronteras comerciales,
cuando  se  presente  un  cambio  en  las características técnicas del
sistema  de  medida  o en el tipo de usuarios que haya sido informados
al  ASIC, en cumplimiento de requisito establecido en el numeral 3 del
artículo  4  de  la  resolución  1157  de  2011,  o  aquellas  que las
modifiquen,  adicionen  o sustituyan 3.9. Solicitar la cancelación del
registro  de  las  fronteras  comerciales,  en  caso  de ocurrencia de
alguno  de los eventos señalados en el numeral 2 del artículo 11 de la
resolución  CREG  157 de 2011, o aquellas que la modifiquen, adicionen
o  sustituyan.  3.10. Presentar observaciones u objeciones al concepto
emitido  por  el  tercero  contratado  por  el ASIC, en caso de que un
agente  solicite la cancelación del registro de una frontera comercial
representada  por  EMGESA  S.A.  E.S.P.  3.11.  Presentar  al  ASIC la
solicitud  para  el registro de fronteras comerciales de usuarios cuyo
comercializador   se   encuentre   incurso   en  un  procedimiento  de
limitación  de  suministro o de retiro del mercado, con sujeción a las
reglas  señaladas en el artículo 13 de la resolución CREG 157 de 2011,
o   aquellas   que  las  modifiquen,  adicionen  o  sustituyan.  3.12.
Presentar  observaciones u objeciones a las solicitudes de registro de
fronteras   comerciales   solicitadas   por  un  agente.  El  presente
permanecerá   vigente   hasta  tanto  no  sea  revocado,  expresamente
mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1550 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  31 de julio de 2020, inscrita el 7 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044084  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública,
procede  a  otorgar  Poder  General  a  Miguel  Fernando  Rey  Bernal,
identificado  con  cédula  de  ciudadanía  número 79.594.193, para que
tenga  la  única  facultad  de  asistir  en  nombre  de  Emgesa  a las
citaciones  de  concejos  municipales  y asambleas departamentales que
citen  a la compañía y con la posibilidad de comprometer a la compañía
hasta  por  el monto de 1.000 dólares. El presente permanecerá vigente
hasta  tanto  no sea revocado expresamente mediante la correspondiente
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escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 1552 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  31 de julio de 2020, inscrita el 7 de Octubre de 2020 bajo el No.
00044086  del  libro  V,  compareció  Marco  Fragale, identificado con
cedula  de  extranjería  No.  1009594,  que  actúa  en su condición de
Gerente  General  y Representante Legal de EMGESA S.A. ESP, Empresa de
Servicios  Públicos,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública,
procede  a  otorgar  Poder  General  a Carlos German Galindo Valbuena,
identificado  con  cédula  de  ciudadanía  número 80.386.058, para que
tenga  la  única  facultad  de  asistir  en  nombre  de  Emgesa  a las
citaciones  de  concejos  municipales  y asambleas departamentales que
citen  a la compañía y con la posibilidad de comprometer a la compañía
hasta  por  el monto de 1.000 dólares. El presente permanecerá vigente
hasta  tanto  no sea revocado expresamente mediante la correspondiente
escritura pública.
 
Por  Escritura Pública No. 0273 del 02 de febrero de 2021, otorgada en
la  Notaría  11 de Bogotá, registrada en esta Cámara de Comercio el 27
de  Mayo de 2021, con el No. 00045339 del libro V, la persona jurídica
confirió  poder  general, amplio y suficiente al señor Miguel Fernando
Rey   Bernal,   identificado   con  la  cédula  de  ciudadanía  número
79.594.193,  para  suscribir  escrituras de constitución y cancelación
de  hipotecas  o  de  prendas  que  se  otorguen  en desarrollo de las
políticas  de  préstamo  de  vivienda  y  de  vehículo  a empleados de
Emgesa,   una   vez   aquellos   hayan  cumplido  con  los  requisitos
establecidos  en  el  reglamento de préstamo de vivienda y de vehículo
respectivamente.  Para esta facultad no se establece límite económico.
La   cancelación  de  hipotecas  o  levantamiento  de  prendas  deberá
ejercitarse   conjuntamente   por  dos  de  los  apoderados.  Para  la
constitución  de  hipotecas  no es necesario actuar manocomunadamente,
pues   el   apoderado  queda  ampliamente  facultado  para  firmar  la
escritura  de  hipoteca  y  para  hacer  todo cuanto crea necesario en
defensa  de  los  intereses  de  Emgesa  y el correcto desempeño de su
mandato.  El  presente permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado
expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura Pública No. 0274 del 02 de febrero de 2021, otorgada en
la  Notaría  11 de Bogotá, registrada en esta Cámara de Comercio el 27
de  Mayo de 2021, con el No. 00045341 del libro V, la persona jurídica
confirió  poder general a Miguel Fernando Rey Bernal, identificado con
la  cédula  de  ciudadanía  número  79.594.193,  para comprometer a la
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empresa   mediante  la  firma  de  órdenes  de  compra  y/o  contratos
necesarios  para  la  adquisición de bienes y/o servicios hasta por un
monto  equivalente en dólares a 25.000 euros o su equivalente en pesos
colombianos,  de  acuerdo  a  la TRM publicada por la Superintendencia
Financiera  de  Colombiana,  que aplique a la fecha en que se suscriba
la  operación.  El  presente  permanecerá  vigente  hasta tanto no sea
revocado  expresamente  mediante la correspondiente escritura pública.
Por  Escritura  Pública No. 3393 del 6 de octubre de 2021, otorgada en
la  Notaría  11  de Bogotá D.C., registrada en esta Cámara de Comercio
el  25  de  Noviembre  de  2021,  con  el No. 00046338 del libro V, la
persona  jurídica  confirió  poder  general a Carolina Bonilla Tiaffi,
identificada  con  la  cédula de ciudadanía No. 26.522.520 expedida en
La  Plata,  Huila,  para que en nombre y representación de EMGESA S.A.
E.S.P.,  para:  1.  Responder  la  peticiones,  queja  o  reclamos  de
aspectos  sociales  interpuestos  por la ciudadanía, la comunidad, las
juntas  de  acción comunal, las autoridades de entidades territoriales
relacionadas  con  el  Proyecto Hidroeléctricos El Quimbo, hoy Central
Hidroeléctrica  El  Quimbo;  2.  Responder  las  peticiones,  quejas o
reclamos  que  reciba  EMGESA  S.A. ESP, con relación al desarrollo de
los   proyectos   y   actividades   de   sostenibilidad  del  Proyecto
Hidroeléctrico  El  Quimbo,  hoy  Central Hidroeléctrica El Quimbo. 3)
Responder  las  peticiones,  quejas  o reclamos que presente cualquier
autoridad,  persona  jurídica o natural que requiera información sobre
aspectos  sociales  y  de  sostenibilidad  relacionadas con la Central
Hidroeléctrica  El  Quimbo  o sobre asuntos que surjan de obligaciones
de  carácter social a cargo de EMGESA S.A. ESP por las actividades que
desarrolla  en  la  Central Hidroeléctrica El Quimbo. 4) Responder las
invitaciones   a  eventos  relacionados  con  asuntos  sociales  y  de
sostenibilidad  de  la  Central  Hidroeléctrica El Quimbo. El presente
permanecerá  vigente hasta tanto no sea revocado expresamente mediante
la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura  Pública No. 4458 del 16 de diciembre de 2021, otorgada
en  la  Notaría  11  de  Bogotá  D.C.,  registrada  en  esta Cámara de
Comercio  el  25 de marzo de 2022, con el No. 00047029 del libro V, la
persona  jurídica  otorgó  poder  general  a  la señora Ana María Toro
Garcés,    identificada   con   la   cédula   de   ciudadanía   número
1.026.273.035,  para  que  en  nombre  y representación de EMGESA S.A.
E.S.P.,  pueda  negociar  y firmar contratos para la compra y venta de
derivados  financieros,  cuyo  subyacente  sea  la energía eléctrica y
otros  comodities  en  el  mercado  de  futuros  de  Derivex, mediante
transacciones  esperadas  por valor nominal de mínimo un dólar (USD 1)
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y  no  superior  a dos millones quinientos mil dólares (USD 2.500.000)
por  cada operación realizada o su equivalente en la TRM publicada por
la  Superintendencia  que  le aplique a la fecha de la operación. Está
actividad  se  llevará a cabo bajo la coordinación directa del Gerente
de  Energy  Managment  Colombia de acuerdo a los lineamientos emitidos
por  la linea de negocio y la estrategia de gestión del portafolio. El
presente  permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado expresamente
mediante la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura  Pública No. 4459 del 16 de diciembre de 2021, otorgada
en  la  Notaría  11  de  Bogotá  D.C.,  registrada  en  esta Cámara de
Comercio  el  25 de Marzo de 2022, con el No. 00047032 del libro V, la
persona   jurídica   otorgó  poder  general  al  señor  Mario  Ricardo
Castañeda  Duque,  identificado  con  la  cédula  de ciudadanía número
1.053.813.451,  para  que  en  nombre  y representación de EMGESA S.A.
E.S.P.,  pueda  negociar  y firmar contratos para la compra y venta de
derivados  financieros,  cuyo  subyacente  sea  la energía eléctrica y
otros  comodities  en  el  mercado  de  futuros  de  Derivex, mediante
transacciones  esperadas  por valor nominal de mínimo un dólar (USD 1)
y  no  superior  a dos millones quinientos mil dólares (USD 2.500.000)
por  cada operación realizada o su equivalente en la TRM publicada por
la  Superintendencia  que  le aplique a la fecha de la operación. Esta
actividad  se  llevará  acabo bajo la coordinación directa del Gerente
de  Energy  Managment  Colombia de acuerdo a los lineamientos emitidos
por  la linea de negocio y la estrategia de gestión del portafolio. El
presente  permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado expresamente
mediante la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura Pública No. 892 del 28 de marzo de 2022, otorgada en la
Notaría  11  de  Bogotá D.C., registrada en esta Cámara de Comercio el
26  de  Abril  de  2022,  con  el No. 00047211 del libro V, la persona
jurídica  confirió poder general al señor Luis Carlos Zabala Antolínez
identificado  con cédula de ciudadanía número 1.070.006.343 de Cajicá,
para  que  en  nombre  y  representación de ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.,
represente  y  firme  las comunicaciones provenientes de las entidades
de  inspección,  vigilancia y control, tales como: la Superintendencia
de   Servicios  Públicos  Domiciliarios  (SSPD);  Superintendencia  de
Industria  y Comercio, (SIC); Superintendencia Financiera de Colombia;
Contraloría   General   de   la   República;  Contraloría  de  Bogotá;
Contraloría  de  Cundinamarca;  Procuraduría  General  de  la  Nación;
Veeduría;  Personería  de  Bogotá;  Personerías  Locales;  Personerías
Municipales;  Defensoría  del  Pueblo,  que  se deriven de la relación
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técnica  y  comercial  de  la empresa con los clientes; Confirió poder
general  al  señor  Jorge  Mauricio  Arenas identificado con cédula de
ciudadanía  número  79.534.196  para que en nombre y representación de
ENEL  COLOMBIA  S.A.  E.S.P.,  pueda  suscribir  las comunicaciones de
respuesta  a  las  peticiones  que  presentan  los clientes del sector
oficial  y  todas  aquellas  relacionadas  con  el  alumbrado público,
alquiler  de infraestructura y en general de los productos y servicios
que  ofrece  la  compañía;  Confirió  poder  general a la señora Magda
Teresa  Suárez  Tovar  identificada  con  cédula  de ciudadanía número
51.917.843  de  Bogotá,  para  que  en nombre y representación de ENEL
COLOMBIA   S.A.   E.S.P.,   Ejerza   las   siguientes  facultades:  1)
Representar  la  instancia  del Defensor del Cliente como mecanismo de
mediación   y   cumplimiento   frente  a  controversias  contractuales
asociadas  al  servicio  público de energía eléctrica entre clientes y
la  empresa.  2)  Firmar  las  comunicaciones  de Oficina Defensor del
Cliente;  Confirió  poder  general  al señor Gilberto Alexander Porras
Forero  con cédula de ciudadanía número 80.181.097, para que en nombre
y  representación  de ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P., ejerza las siguientes
facultades  1)  Firmar  las comunicaciones de respuesta de peticiones,
quejas  y recursos presentan clientes y no clientes de la compañía; 2)
Gestionar   y   dar  respuesta  a  las  investigaciones  por  silencio
administrativo  positivo  y  recibir  notificaciones de las decisiones
emitidas  por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios;
3)  Firmar  los  recursos de reposición y en subsidio de apelación que
se  presentan  ante la empresa, y, 4) Firmar los escritos en respuesta
de  los  pliegos  de  cargos  formulados  por  la  Superintendencia de
Servicios  Públicos  Domiciliarios  en  desarrollo  de los procesos de
investigaciones    administrativas   por   silencios   administrativos
positivos.  5. Presentar peticiones a la Superintendencia de Servicios
Públicos  Domiciliarios  referente a aspectos propios de la gestión de
las  PQR,  silencios administrativos positivos, gestión de expedientes
y  sanciones.6.  Representar  a  la  compañía  en las reuniones con la
Superintendencia  de  Servicios Públicos Domiciliarios; Confirió poder
general  al  señor  Santiago  Valdeblanquez Matamoros identificado con
cédula   de  ciudadanía  número  80.470.526,  para  que  en  nombre  y
representación  de  ENEL  COLOMBIA  S.A. E.S.P., ejerza las siguientes
facultades  1)  Firmar  las comunicaciones de respuesta de peticiones,
quejas  y  recursos  que  presentan  a  clientes  y  no clientes de la
compañía.  2)  Gestionar  y  dar  respuesta  a las investigaciones por
silencio  administrativo  positivo  y  se notifiquen de las decisiones
emitidas  por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
3)  Solicitar  revocatoria  directa y presentar los recursos de la vía
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administrativa  sobre  las  resoluciones  de  la  Superintendencia  de
Servicios  Públicos  Domiciliarios. 4) Emitir comunicaciones dirigidas
a  clientes  y  no clientes relacionados con aspectos de la prestación
del  servicio  de energía y portafolio de servicios de la compañía. 5)
Presentar  peticiones  a  la  Superintendencia  de  Servicios Públicos
Domiciliarios  referente  a aspectos propios de la gestión de las PQR,
silencios   administrativos   positivos,   gestión  de  expedientes  y
sanciones,  6)  Representar  a  la  compañía  en  las reuniones con la
Superintendencia  de  Servicios públicos Domiciliarios; Confirió poder
general  al señor Pedro Antonio Díaz López, identificado con cédula de
ciudanía  número  19.305.466,  para  que en nombre y representación de
ENEL  COLOMBIA S.A. E.S.P., Ejerza las siguientes facultades: 1) firme
ofertas  mercantiles  de  productos y servicios comercializados por la
empresa,  cuyo  valor  se  encuentre entre cincuenta millones de pesos
colombianos  ($50.000.  000.00)  hasta  trescientos  millones de pesos
colombianos  ($300.000.000). 2) Firmar las comunicaciones relacionadas
con  procesos  y  proyectos  empresariales  que generen impacto en las
comunidades.  3)  Emitir  comunicaciones  dirigidas  a  clientes  y no
clientes  relacionados  con  aspectos de la prestación de servicios de
energía  y  portafolio  de  servicios  de  la  compañía.  El  presente
permanecerá  vigente hasta tanto no sea revocado expresamente mediante
la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura  Pública No. 2725 del 26 de agosto de 2022, otorgada en
la  Notaría  11  de Bogotá D.C., registrada en esta Cámara de Comercio
el  23  de  Septiembre  de  2022,  con el No. 00048253 del libro V, la
persona  jurídica confirió poder general, amplio y suficiente a Davide
Procopio,  identificado  con  la  cédula de extranjería No. 5.634.771,
para  que  en  nombre  y  representación  de ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.
ejerza   las   siguientes   facultades:   1.  Suscriba  escrituras  de
constitución  y  cancelación de hipotecas o de prendas que se otorguen
en  desarrollo  de las políticas de préstamo de vivienda y de vehículo
a   empleados  de  Enel  Colombia  una  vez  hayan  cumplido  con  los
requisitos  establecidos  en  el reglamento de préstamos de vivienda y
de  vehículo respectivamente para esta facultad no se establece límite
económico,  queda  ampliamente  facultado  para firmar la escritura de
hipoteca  y  hacer  todo  cuanto  crea  necesario  en  defensa  de los
intereses  de  Enel  Colombia  S.A  ESP  y el correcto desempeño de su
mandato;  2.  para  comprometer  a  la  empresa  mediante  la firma de
órdenes  de  compra  y/o  contratos  necesarios para la adquisición de
bienes  y/o  servicios,  hasta  por un monto equivalente en dólares de
veinticinco  mil  euros(25.000)  o su equivalente en pesos colombianos
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de  acuerdo  con  la  TRM publicada por la superintendencia financiera
que  aplique  a  la fecha en que se suscriba la operación. El presente
permanecerá  vigente hasta tanto no sea revocado expresamente mediante
la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  Pública  No.  2724 del 26 de agosto de 2022 de la
Notaría  11 de Bogotá D.C, inscrito el 14 de Diciembre de 2022 bajo el
registro  No.  00048893  del  libro V, la persona jurídica modifica el
Poder  General  otorgado  con  anterioridad  por Escritura Pública No.
4550  del  7  de  diciembre  de 2015, de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
inscrita  el 28 de diciembre de 2015 bajo el No. 00033031 del libro V,
a  Ana  Lucia  Moreno  Moreno identificada con la cédula de ciudadanía
No.  43.581.519;  para que en nombre y representación de ENEL COLOMBIA
S.A.  E.S.P.  ejerza  las  siguientes  facultades  1.  Suscripción  de
contratos  de  operaciones  inmobiliarias,  2.  Adelantar los trámites
necesarios  ante  la(s)  secretaria(s) de hacienda o la(s) entidad(es)
que  haga  sus  veces  para  la  liquidación  de  impuestos,  tasas, y
contribuciones  relacionadas  con la gestión predial, 3. Adelantar los
trámites   relacionados   con  la  solicitud,  compra,  actualización,
modificación,  corrección,  de  información  ante entidades públicas o
las  que  hagan sus veces, tales como, DEPAE, IDU, IDPC, secretaria(s)
de   medio   ambiente,   planeación   municipal,  catastro  e  IGAC  y
Superintendencia  de  notariado  y registro; 4. Adelantar los trámites
necesarios  ante las empresas de servicios públicos para la ampliación
de   carga   de   energía,   independización  de  cuentas,  suspensión
definitiva  de  servicio,  conexión  de  nuevas acometidas; 5. Otorgar
poderes  especiales  para  la  suscripción de contratos de operaciones
inmobiliarias;  6.  Otorgar  poderes  especiales  para  adelantar  los
trámites  necesarios  ante curadurías, Instituto de Desarrollo Urbano,
secretarías  de  planeación distrital y municipal, o las que hagan sus
veces,  para  la  obtención  de  licencias  urbanísticas  en todas sus
modalidades  así  como  los  trámites y otras actuaciones relacionadas
con  la  expedición  de las mismas; 7. Otorgar poderes especiales para
adelantar   los   trámites  relacionados  con  la  solicitud,  compra,
actualización,  modificación, corrección de información ante entidades
públicas,  tales como, DEPAE, IDU, IDPC, secretaria de medio ambiente,
planeación  municipal, catastro e IGAC y superintendencia de notariado
y  registro; 8. Otorgar poder especial para asistir a las asambleas de
copropiedad  y  cualquier  otra  convocatoria  relacionada  con  temas
inmobiliarios;  9.  Comprometer  a  la  empresa  mediante  la firma de
órdenes  de  compra  y/o  contratos  necesarios para la adquisición de
bienes  y/o  servicios,  hasta  por un monto equivalente en dólares de
 

Página 51 de 68



Cámara de Comercio de Bogotá

Sede Virtual

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL

Fecha Expedición: 15 de mayo de 2023 Hora: 07:39:17
Recibo No. AB23131871

Valor: $ 7,200
 

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN B231318713776C
 

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a
www.ccb.org.co/certificadoselectronicos y digite el respectivo código, para que visualice la
imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera
ilimitada, durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

------------------------------------------------------------------------------------------------
veinticinco  mil euros (-25.000) o su equivalente en pesos colombianos
de  acuerdo  con la TRM Pública certificada por la Superfinanciera que
aplique  a la fecha en que se suscriba la operación; 10. Adelantar los
trámites  de  traspaso  de vehículos, venta de vehículos, solicitud de
branding  de  vehículos,  requerimiento de hojas de vida de vehículos,
apelación  de  infracciones  de  tránsito,  solicitud  de licencias de
construcción,  otorgar poderes especiales para realizar estos trámites
en  nombre  de  ENEL  COLOMBIA, ante autoridades locales, nacionales y
demás  entidades  relacionadas  o competentes. El presente permanecerá
vigente   hasta   tanto  no  sea  revocado  expresamente  mediante  la
correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura Pública No. 124 del 17 de enero de 2023, otorgada en la
Notaría  11 de Bogotá D.C, registrada en esta Cámara de Comercio el 15
de  Marzo  de  2023,  con  el  No.  00049458  del  libro V, la persona
jurídica  otorga  poder  general  a  el  señor  Adrian  Vasile Dugulan
identificado  con  la cédula de extranjería número 986.059 para que en
nombre  y  representación  de  ENEL  COLOMBIA  S.A.  E.S.P. ejerza las
siguientes  facultades  1.  Comparecer  y  representar a Enel Colombia
S.A.  E.S.P  ante  cualquier  entidad  pública o privada, de cualquier
orden   territorial   y   nivel,  competente  para  conocer,  otorgar,
gestionar   controlar   cualquier   permiso  o  trámite  de  cualquier
naturaleza  requerido  para  desarrollar  y  en  coordinación  con  la
función  de construcción, construir proyectos de generación de energía
con   fuentes   renovables  no  convencionales,  incluyendo  pero  sin
limitarse   a   permisos   ambientales,  arqueológicos,  de  conexión,
prediales,  sociales  o  de  consulta  previa,  así como para realizar
cualquier  actuación  necesaria  o  conveniente  para  la obtención de
tales  permisos  y trámites y firmar cualquier documento relacionado a
estos,  tales  como,  pero  sin  limitarse  a solicitud, modificación,
actualización,     notificación,     correspondencia,     seguimiento,
interposición  de  recursos  o  derechos  de petición, formatos, entre
otros.  2.Comparecer  y  representar  a  ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P ante
cualquier  autoridad  u  organismo  regulatorio  del sector energético
colombiano  en  asuntos  relacionados  a  proyectos  de  generación de
energía  con fuentes renovables no convencionales que se encuentren en
etapa  de  desarrollo.  3.Para  comprometer a ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P
mediante   la   firma   de  los  negocios  jurídicos  y  contractuales
requeridos   para  desarrollar  proyectos  de  generación  de  energía
renovables   con   fuentes   renovables   no  convencionales  propios,
incluyendo,  pero  sin  limitarse  a  contratos  de  confidencialidad,
acuerdos  de  codesarrollo,  contratos  de  prestación  de  servicios,
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convenios,   contratos   de  colaboración  empresarial,  contratos  de
arrendamiento,  servidumbres,  comodato,  usufructo,  así  como emitir
órdenes  de compra y suscribir contratos para la adquisición de bienes
y/o  servicios, hasta por un monto máximo equivalente a cien mil euros
(�100.000).  4.  Para  comprometer  a  la empresa mediante la firma de
órdenes  de  compra  simplificadas  necesarias  para la adquisición de
bienes  y/o  servicios en todo lo relacionado con sus funciones, hasta
por  un monto de treinta y cinco mil dólares (35,000) o su equivalente
en   pesos  colombianos  de  acuerdo  con  la  TRM  publicada  por  la
superintendencia  financiera que aplique a la fecha en que se suscriba
la  operación;  otorga  poder general a el señor el señor José Antonio
Piñeiro   Lado  identificado  con  la  cédula  de  extranjería  número
1.162.018  para  que  en nombre y representación de ENEL COLOMBIA S.A.
E.S.P.   ejerza  las  siguientes  facultades  1.  Podrá  Comparecer  y
representar  a ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P ante la Dirección de Impuestos
y  Aduanas  Nacionales  y aseguradoras para llevar a cabo el trámite y
firma  de  la expedición de pólizas y garantías hasta un monto de diez
millones  de  Euros  que  respalden la importación temporal de equipos
requeridos  para  la  ejecución  de proyectos de generación de energía
con  fuentes  renovables no convencionales, incluido el otorgamiento y
firma  de  pagarés cerrados con carta de instrucciones cuyo objeto sea
el  respaldo  de  las  pólizas  o  garantías a las que se refiere este
numeral;  2. Podrá comparecer y representar a ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P
mediante  la  presentación,  modificación,  suscripción  y en general,
realizar  todo  acto  pertinente  o  necesario,  relacionado  con  los
formatos  requeridos  ante Navieras y Puertos que gestionen las cargas
de  los  equipos  y  materiales  necesarios  para  la  construcción de
proyectos   de   generación   de  energía  con  fuentes  renovable  no
convencionales.3.  Podrá comparecer y representar a ENEL COLOMBIA S.A.
E.S.P  ante  la  Unidad  de  Planeación  Minero-
Energética (UPME) para
tramitar  las  solicitudes  de beneficios que establece la Ley 1715 de
2014.  En  este  sentido  el  apoderado  se  encuentra  facultado para
presentar,  modificar,  suscribir,  y en general, realizar todo acto q
se  considere  necesario  o pertinente frente a dichas solicitudes. 4.
Podrá  comparecer  representar  a  ENEL  COLOMBIA  S.A  E.S. P ante la
Superintendencia   de   Industria   y   Comercio   para  tramitar  las
solicitudes  de  excepción  de  cumplimiento del Reglamento Técnico de
Instalaciones  Eléctricas  (RETIE) de los equipos que lo requieran. En
este  sentido  los apoderados se encuentran facultados para presentar,
modificar,  suscribir,  y  en  general,  realizar  todo  acto  que  se
considere  necesario o pertinente frente a dichas solicitudes. 5. Para
comprometer  a  la  empresa  mediante  la  firma  de órdenes de compra
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simplificadas  necesarias  para la adquisición de bienes y/o servicios
en  todo  lo  relacionado  con  sus  funciones,  hasta por un monto de
treinta  y  cinco  mil  dólares  (35,000)  o  su  equivalente en pesos
colombianos  de  acuerdo  con la TRM publicada por la superintendencia
financiera  que  aplique  a  la fecha en que Se suscriba la operación.
CUARTO:  El  presente  permanecerá vigente hasta tanto no sea revocado
expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
Por  Escritura  Pública  No. 0645 del 14 de marzo de 2023, otorgada en
la  Notaría 11 de Bogotá D.C, registrada en esta Cámara de Comercio el
24  de  Abril  de  2023,  con  el No. 00049773 del libro V, la persona
jurídica  confirió  poder general, amplio y suficiente a Raúl Fernando
Vacca  Ramírez identificado con la cédula de ciudadanía No 79.651.316,
para  que  en  nombre  y  representación  de  ENEL COLOMBIA S.A E.S.P.
ejerza  las  siguientes  facultades. 1. mediante la firma conjunta con
un  representante  legal de órdenes de compra y/o contratos necesarios
para  la  adquisición  de  bienes  y o servicios hasta por un monto de
veinte  millones  de  euros  (�  20.000.000) o superior a estos previa
autorización  de  la  Junta Directiva, 2. Mediante la firma de órdenes
de  compra  y/o contratos necesarios para la adquisición de bienes y/o
servicios  en  todo  lo  relacionado  con  sus  funciones  de  jefe de
Procurement,  hasta  por  un  monto  de  diez  millones  de  euros  (�
10.000.000)  3.  Para  comprometer  a  la empresa mediante la firma de
órdenes  de  compra  simplificadas  necesarias  para la adquisición de
bienes  y/o  servicios en todo lo relacionado con sus funciones, hasta
por  un  monto de treinta y cinco mil USD (35 000) o su equivalente en
pesos   colombianos   de   acuerdo   con   la  TRM  publicada  por  la
superintendencia  financiera que aplique a la fecha en que se suscriba
la  operación.  tercero:  Que  en  la condición indicada en el numeral
primero  procede  a  otorgar  poder  general  a  la señora Mónica Mesa
Muñoz,  identificada  con  la cedula de ciudadanía No 52.207.541, para
que  en  nombre  y representación de ENEL COLOMBIA S.A E.S.P ejerza la
siguiente  facultad.  1.  Mediante  la  firma de órdenes de compra y o
contratos  necesarios  para  la adquisición de bienes y/o servicios en
todo  lo  relacionado  con  sus  funciones de jefe de Staff & Services
Procurement,  hasta  por  un  monto  de  diez  millones de euros (� 10
000.000)  cuarto  Que,  en la condición indicada en el numeral primero
procede  a  otorga  poder  general  a  la  señora  Francy Milena Boada
Aragón,  identificada  con  la  cedula_ de ciudadanía No 52. 714 .826,
para  que  en  nombre  y  representación de ENEL COLOMBIA S.A. E .S .P
ejerza  la  siguiente  facultad  1.  Mediante  la  firma de órdenes de
compra  y/o  contratos  necesarios  para  la adquisición de bienes y/o
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servicios  en  todo  lo  relacionado con sus funciones de jefe de Enel
Grids  Procurenment  , hasta por un monto de diez millones de euros (�
10.000.000)  QUINTO  Que,  en  la  condición  indicada  en  el numeral
primero  procede  a  otorgar  Poder  general a la señora Ligia Marcela
Maldonado  Villamizar,  identificada  con la ciudadanía No 52 422 661,
para  que  en  nombre  y  representación  de ENEL COLOMBIA S Á E .S .P
ejerza  la  siguiente  facultad  1.  Mediante  la  firma de órdenes de
compra  y/o  contratos  necesarios-
para  la  adquisición De bienes y/o
servicios  en todo lo relacionado con sus funciones de jefe de Digital
Solutions  Procurement,  hasta  por un monto de diez millones de euros
(�  10.000.000)  sexto:  Que,  en  la  condición indicada en el número
primero  procede  a  otorgar poder general a la señora Andrea Carolina
Sarmiento   Bonilla,   identificada   con  cedula  de  ciudadanía  No.
52.437.200  de  Bogotá,  para  que  en nombre y representación de ENEL
COLOMBIA  S.A.  E.S.P.  ejerza  la  siguiente facultad: 1. Mediante la
firma  de  órdenes  de  compra  y  /o  contratos  necesarios  para  la
adquisición  de  bienes  y/o  servicios en todo lo relacionado con sus
funciones  de jefe de Enel X y Market Procurement , hasta por un monto
de  diez  millones  de  euros  (�  10.000.000)  séptimo:  que,  en  la
condición  indicada  en  el  numeral  primero  procede a otorgar poder
general  al  señor  Luis  Carlos  Aparicio Rodríguez, identificado con
cedula   de   extranjería   No.   696.663,   para   que  en  nombre  y
representación  de  ENEL  COLOMBIA  S.A.  E.S.P  ejerza  la  siguiente
facultad:1.  Mediante  la  firma  de  órdenes  de compra y/o contratos
necesarios  para  la  adquisición  de  bienes y/o servicios en todo lo
relacionado  con  sus funciones de jefe de EGP& TGX Procurement, hasta
por un monto de diez millones de euros (� 10.000.000)
 
 
Que  por Escritura pública No. 2561 de la Notaría once de Bogotá D.C.,
del  25 de agosto de 2011, inscrita el 1 de septiembre de 2011 bajo el
no.  00020453  del  libro  V, compareció Lucio Rubio Díaz identificado
con  cedula de ciudadanía No. 1020765653 de Bogotá D.C., en su calidad
de  gerente  general  y  representante  legal  de  la  sociedad  de la
referencia,  por  medio  de  la  presente  Escritura Pública, confiere
poder   especial,  amplio  y  suficiente  a  Hector  Lizcano  Tarazona
identificado  con  cedula  ciudadania  no.  91.258.618 de Bucaramanga,
para  que obrando en nombre y representación de EMGESA S.A. E.S.P. Con
las  más  amplias  facultades,  suscriba escrituras de constitución de
hipotecas  o de prendas que se otorguen en desarrollo de las políticas
de  préstamo  de  vivienda  y  de  vehículo a empleados de EMGESA S.A.
E.S.P.   Una   vez   aquellos   hayan   cumplido  con  los  requisitos
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establecidos  en  el reglamento de préstamos de vivienda y de vehículo
respectivamente.  Para esta facultad no se establece límite económico,
salvo  los  establecidos  en  el  reglamento  mismo y en los estatutos
sociales  para  el  representante legal el apoderado queda ampliamente
facultado  para  firmar  la  escritura  de  hipoteca y para hacer todo
cuanto  crea  necesario  en  defensa  de  los intereses de EMGESA S.A.
E.S.P. Y el correcto desempeño del mandato.
 
Que  por  Escritura  Pública No. 1122 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  2  de  abril  de  2019,  inscrita  el 14 de Junio de 2019 bajo el
registro   No.  00041655  del  libro  V,  compareció  Fernando  Javier
Gutiérrez  Medina identificado con cédula de ciudadanía No. 72.150.845
en  su calidad de Gerente General de la sociedad de la referencia, por
medio  de  la  presente  escritura  pública, confiere poder especial a
Sandra  Marcela  Quijano  López identificada con cédula ciudadanía No.
52.806.956,  para  que  obrando  en  nombre  y  representación  de  la
sociedad,  comprometa  a  la  compañía mediante la firma de órdenes de
compra  y/o  contratos  necesarios  para  la adquisición de bienes y o
servicios,  hasta  por  un  monto  equivalente a veinticinco mil euros
(�25.000)  o  su  equivalente en pesos colombianos de acuerdo a la TRM
publicada  por  la  Superintendencia Financiera que aplique a la fecha
en  que  se suscribirá la operación. Este poder que se otorga mediante
la  presente  Escritura Pública permanecerá vigente hasta tanto no sea
revocado expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
Que  por  Escritura  pública No. 2199 de la Notaría 11 de Bogotá D.C.,
del  20  de junio de 2019, inscrita el 31 de Julio de 2019 bajo el No.
00041928  del  libro  V,  compareció Fernando Javier Gutiérrez Medina,
identificado  con cedula de ciudadanía No. 72.150.845 de Barranquilla,
que  actúa  en  su condición de Segundo Suplente del Gerente General y
Representante  Legal  de la sociedad de la referencia, por medio de la
presente  Escritura  Pública,  confiere poder especial a John Mauricio
Blanco  Alfonso,  identificado con cedula ciudadanía No. 93.235.565 de
Ibagué,  para  que  obrando en nombre y representación de la sociedad,
negocie  y  firme  contratos  para  la  compra  y  venta  de derivados
financieros,   cuyo  subyacente  sea  la  energía  eléctrica  y  otros
comodites  en el mercado de futuros en el mercado de Derivex, mediante
transacciones  esperadas por valor nominal de mínimo un dólar (USD1) y
no  superior  a  dos  millones quinientos mil dólares (USD2500000) por
cada  operación  realizada  o su equivalente a la TRM publicada por la
Superintendencia   financiera   que  la  aplique  a  la  fecha  de  la
operación.  Esta  actividad  se  llevará  a  cabo bajo la coordinación
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directa  del  Gerente  de  Energy  Managment Colombia de acuerdo a los
lineamientos  emitidos  por  la  línea  de  negocios  y  estrategia de
gestión  de  portafolio. Tercero: Este poder que se otorga mediante la
presente  escritura  pública  permanecerá  vigente  hasta tanto no sea
revocado expresamente mediante la correspondiente escritura pública.
 
 

REFORMAS DE ESTATUTOS
 
Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:
 
DOCUMENTO                              INSCRIPCIÓN
E.  P.  No.  0000587 del 9 de julio    01151776  del  17  de agosto de
de  1981 de la Notaría 31 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.  0002929  del  23  de    01151780  del  17  de agosto de
diciembre  de  1982 de la Notaría 2    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.  P.  No. 0000720 del 10 de abril    01151785  del  17  de agosto de
de  1984  de  la Notaría 1 de Neiva    2007 del Libro IX
(Huila)
E.  P.  No. 0002084 del 14 de julio    01151773  del  17  de agosto de
de  1986  de  la Notaría 1 de Neiva    2007 del Libro IX
(Huila)
E.  P. No. 0002587 del 15 de agosto    01151774  del  17  de agosto de
de  1986  de  la Notaría 1 de Neiva    2007 del Libro IX
(Huila)
E.   P.   No.   0004942  del  2  de    01151775  del  17  de agosto de
diciembre  de  1988 de la Notaría 2    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.   P.   No.  0004716  del  15  de    01151779  del  17  de agosto de
noviembre  de  1989 de la Notaría 2    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.   P.   No.  0001672  del  24  de    01151781  del  17  de agosto de
octubre  de 1990 de la Notaría 3 de    2007 del Libro IX
Neiva (Huila)
E.   P.   No.   0003133  del  9  de    01151787  del  17  de agosto de
noviembre  de  1992 de la Notaría 2    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.   P.   No.   0000209  del  8  de    01151788  del  17  de agosto de
noviembre  de  1993 de la Notaría 4    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
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E.  P.  No. 0000763 del 18 de abril    01151791  del  17  de agosto de
de  1994  de  la Notaría 4 de Neiva    2007 del Libro IX
(Huila)
E.   P.   No.   0004483  del  3  de    01151794  del  17  de agosto de
diciembre  de  1996 de la Notaría 3    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.   P.   No.  0004780  del  19  de    01151796  del  17  de agosto de
diciembre  de  1996 de la Notaría 3    2007 del Libro IX
de Neiva (Huila)
E.  P.  No. 0000953 del 29 de abril    01151797  del  17  de agosto de
de  1997 de la Notaría 16 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.  0002879  del  12  de    01151799  del  17  de agosto de
diciembre  de 1997 de la Notaría 16    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
E.  P.  No.  0000624 del 7 de abril    01151800  del  17  de agosto de
de  1998 de la Notaría 16 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.  0003787  del  20  de    01151805  del  17  de agosto de
diciembre  de 2000 de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
E.  P. No. 0002464 del 28 de agosto    01151767  del  17  de agosto de
de  2001 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.   0003174  del  6  de    01151808  del  17  de agosto de
noviembre  de 2001 de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
Acta   No.   0000238   del   11  de    01151854  del  18  de agosto de
diciembre   de  2001  de  la  Junta    2007 del Libro IX
Directiva
E.  P.  No.  0001262 del 21 de mayo    01151809  del  17  de agosto de
de  2002 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
Acta  No. 0000059 del 12 de octubre    01151856  del  18  de agosto de
de   2004   de   la   Asamblea   de    2007 del Libro IX
Accionistas
E.   P.   No.  0002937  del  15  de    01151811  del  17  de agosto de
octubre  de  2004  de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
Doc.  Priv.  No.  0000000  del 4 de    01151858  del  18  de agosto de
noviembre    de    2004    de    la    2007 del Libro IX
Representante Legal
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E.   P.   No.   0003452  del  6  de    01151812  del  17  de agosto de
diciembre  de 2004 de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
E.  P.  No. 0001640 del 29 de julio    01151813  del  17  de agosto de
de  2005 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.  0003283  del  21  de    01151770  del  17  de agosto de
diciembre  de 2005 de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
E.  P.  No. 0001041 del 10 de abril    01151815  del  17  de agosto de
de  2006 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.   P.   No.  0005111  del  26  de    01151849  del  18  de agosto de
diciembre  de 2006 de la Notaría 36    2007 del Libro IX
de Bogotá D.C.
Acta  No. 0000068 del 21 de febrero    01151861  del  18  de agosto de
de   2007   de   la   Asamblea   de    2007 del Libro IX
Accionistas
Acta  No. 0000068 del 21 de febrero    01151862  del  18  de agosto de
de   2007   de   la   Asamblea   de    2007 del Libro IX
Accionistas
Doc.  Priv.  del 1 de marzo de 2007    01151865  del  18  de agosto de
de la Revisor Fiscal                   2007 del Libro IX
Doc.  Priv. del 21 de junio de 2007    01151866  del  18  de agosto de
de la Revisor Fiscal                   2007 del Libro IX
E.  P.  No. 0003262 del 26 de julio    01151851  del  18  de agosto de
de  2007 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.  P. No. 0004094 del 29 de agosto    01154732  del  31  de agosto de
de  2007 de la Notaría 36 de Bogotá    2007 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No. 0000098 del 16 de enero    01198667  del  13  de  marzo de
de  2008 de la Notaría 36 de Bogotá    2008 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No. 0001446 del 11 de abril    01206192  del  16  de  abril de
de  2008 de la Notaría 36 de Bogotá    2008 del Libro IX
D.C.
E.  P. No. 0004658 del 6 de octubre    01247555  del  7  de octubre de
de  2008 de la Notaría 36 de Bogotá    2008 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No. 1162 del 21 de abril de    01378196  del  23  de  abril de
2010  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2010 del Libro IX
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D.C.
E.  P.  No. 3804 del 29 de abril de    01380590  del 4 de mayo de 2010
2010  de  la  Notaría  38 de Bogotá    del Libro IX
D.C.
E.  P.  No. 1132 del 25 de abril de    01473555  del  27  de  abril de
2011  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2011 del Libro IX
D.C.
E.  P. No. 4093 del 20 de diciembre    01693131  del  26  de diciembre
de  2012 de la Notaría 11 de Bogotá    de 2012 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No.  1256  del 2 de mayo de    01738949  del  13  de  junio de
2013  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2013 del Libro IX
D.C.
E.  P. No. 4295 del 23 de diciembre    01916526  del  3  de  marzo  de
de  2014 de la Notaría 11 de Bogotá    2015 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No.  1555 del 17 de mayo de    02343578  del  25  de  mayo  de
2018  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2018 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No.  1618  del 8 de mayo de    02476976  del  14  de  junio de
2019  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2019 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No. 0137 del 21 de enero de    02656534  del  28  de  enero de
2021  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2021 del Libro IX
D.C.
E.  P.  No.  562  del 1 de marzo de    02798609  del  1  de  marzo  de
2022  de  la  Notaría  11 de Bogotá    2022 del Libro IX
D.C.
 
 

SITUACIÓN DE CONTROL Y/O GRUPO EMPRESARIAL
 
Por  Documento  Privado  del 10 de septiembre de 2010 de Representante
Legal,  inscrito  el  6 de octubre de 2010 bajo el número 01419490 del
libro  IX,  se  comunicó  que se ha configurado una situación de grupo
empresarial por parte de la sociedad matríz: ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P,
respecto de las siguientes sociedades subordinadas:
- SOCIEDAD PORTUARIA CENTRAL CARTAGENA S.A.
Domicilio:       Bogotá D.C.
Presupuesto:     Numeral 1 Artículo 261 del Código de Comercio
                              Certifica:
Por  Documento  Privado  No.  0000000  del  22  de  abril  de  2005 de
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Representante  Legal,  inscrito el 22 de agosto de 2007 bajo el número
01152284 del libro IX, comunicó la sociedad matríz:
- EDESA S A
Domicilio:       (Fuera Del País)
Presupuesto:     No reportó
Que  se  ha configurado una situación de control con la sociedad de la
referencia.
 
Por  Documento Privado del 20 de abril de 1999 de Representante Legal,
inscrito  el  10  de octubre de 2007 bajo el número 01163728 del libro
IX, comunicó la sociedad matríz:
- EMPRESA NACIONAL DE ELECTRICIDAD S A ENDESA
Domicilio:       (Fuera Del País)
Presupuesto:     No reportó
Que  se  ha configurado una situación de control con la sociedad de la
referencia.
 
Por  Documento Privado del 14 de julio de 2000 de Representante Legal,
inscrito el 9 de octubre de 2007 bajo el número 01163554 del libro IX,
comunicó la sociedad matríz:
- ENDESA ESPAÑA S A
Domicilio:       (Fuera Del País)
Presupuesto:     No reportó
Que  se  ha  configurado  una  situación  de  grupo empresarial con la
sociedad de la referencia.
 
Por  Documento  Privado  del  15 de noviembre de 2007 de Representante
Legal, inscrito el 19 de noviembre de 2007 bajo el número 01171326 del
libro IX, comunicó la sociedad matríz:
- ENEL SPA
Domicilio:       (Fuera Del País)
Presupuesto:     No reportó
Que  se  ha  configurado  una  situación  de  grupo empresarial con la
sociedad de la referencia.
 
 
** Aclaración a Situación de Control **
Que  la  Situación  de  Control inscrita bajo el No. 1152284 del libro
IX,  se  ejerce a través de su subordinada compañía ELÉCTRICA CONO SUR
S A.
                   ** Aclaración a Situación de Control **
Que  la  Situación  de  Control inscrita bajo el No. 1163554 del libro
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IX, se ejerce a través de su subordinada CAPITAL ENERGÍA S A.
                   ** Aclaración Grupo Empresarial **
Que  la  Situación  de  Grupo Empresarial inscrita con el registro No.
01171326  del  libro  IX,  aclarada mediante registro No. 02316866 del
libro  IX,  inscrito  el  28  de  marzo  de  2018,  es ejercida por la
sociedad  ENEL SPA (matriz) indirectamente sobre las sociedades EMGESA
SA  ESP  y  Codensa  S.A.  a través de la sociedad ENEL AMERICAS S.A.;
indirectamente  sobre  la  sociedad  PORTUARIA  CENTRAL CARTAGENA SA a
través  de Emgesa Sa Esp la cual a su vez es controlada indirectamente
por  ENEL  AMÉRICAS  SA;  indirectamente  sobre  la  sociedad  ENEL  X
COLOMBIA  S.A.S  ESP  a través de CODENSA SA ESP la cual es controlada
indirectamente   por   ENEL  AMERICAS  SA;  indirectamente  sobre  las
sociedades  ENEL  GREEN POWER COLOMBIA SAS ESP y el PASO SOLAR SAS ESP
a  través  de  ENEL GREEN POWER SPA la cual es controlada directamente
por ENEL SPA.
                   ** Aclaración Grupo Empresarial **
Que  la  Situación  de  Grupo Empresarial inscrita el 06 de octubre de
2010  con  el  registro  No.  01419490  aclarado  mediante el registro
01419788  del  08  de  octubre de 2010 del libro IX, sobre la sociedad
PORTUARIA  CENTRAL  CARTAGENA  S.A.  Subordinada.  Es  ejercida por la
sociedad  ENEL S.P.A de manera indirecta a través de la sociedad de la
referencia.
                    ** Aclaración a Grupo Empresarial **
Que  la  situación  de  Grupo Empresarial inscrita con el registro No.
01171326  del  libro IX, se aclara por medio del Documento Privado No.
Sin  num  del representante legal del 21 de junio de 2018, inscrito el
26  de junio de 2018 bajo el registro No. 02352303 del libro IX, en el
sentido  de  indicar que la SOCIEDAD ENEL SPA (matriz), también ejerce
Situación  de Grupo Empresarial de manera indirecta sobre la FUNDACIÓN
ENEL  a  través  de  las sociedades CODENSA SA ESP Y EMGESA SA ESP las
cuales  a  su  vez  son  controladas  indirectamente  a través de ENEL
AMÉRICAS  S.A.;  indirectamente  sobre la sociedad COLOMBIA ZE S.A.S a
través  de  la sociedad CODENSA SA ESP, la cual es a su vez controlada
indirectamente a través de la sociedad ENEL AMÉRICAS S.A.
                 ** ACLARACIÓN A GRUPO EMPRESARIAL **
Que  por  Documento Privado No. sin núm. del representante legal de 26
de  junio  de  2019,  inscrito  el  27 de Junio de 2019 bajo el número
02480895  del libro IX, se modifica el grupo empresarial inscrito bajo
el  número  01171326  y  modificado  bajo el registro No. 02352303 del
libro  IX, en el sentido de indicar que la sociedad ENEL SPA. (Matriz)
informa  que  ingresa al grupo empresarial las sociedades PARQUE SOLAR
FOTOVOLTAICO  SABANALARGA S.A.S y PARQUE SOLAR FOTOVOLTAICO VALLEDUPAR
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S.A.S  que  son  controladas  de  manera  indirecta  por  la  sociedad
extranjera  ENEL GREEN POWER SPA a través de ENEL GREEN POWER COLOMBIA
S A S E S P (Subordinadas).
                 **ACLARACIÓN DEL GRUPO EMPRESARIAL**
Se  aclara  la situación de control y grupo empresarial inscrita el 25
de  Agosto  de  2020, bajo el No. 02609384 del libro IX, en el sentido
de  informar  que ENEL SPA. (matriz) ejerce control indirecto sobre la
sociedad  CODENSA  S.A.  ESP y EMGESA S.A. ESP a través de la sociedad
ENEL  AMÉRICAS  S.A.;  a  su  vez  ENEL  SPA.  (matriz) ejerce control
indirecto  de  la SOCIEDAD PORTUARIA CENTRAL CARTAGENA SA. A través de
la  sociedad  EMGESA  S.A. ESP, la cual es controlada indirectamente a
través  de  la  sociedad  ENEL  AMÉRICAS  S.A.;  igualmente  ENEL SPA.
(matriz)  ejerce  control  indirecto  de  la  sociedad ENEL X COLOMBIA
S.A.S  ESP  a  través  de  la  sociedad  CODENSA  S.A. ESP, la cual es
controlada  indirectamente a través de la sociedad ENEL AMÉRICAS S.A.;
así  mismo  ENEL  SPA.
(matriz)ejerce  control indirecto de la sociedad
ENEL  GREEN  POWER  COLOMBIA  S.A.S.  ESP a través de la sociedad ENEL
GREEN  POWER S.P.A., la cual es controlada directamente por ENEL SPA.;
de  igual forma ENEL SPA. (matriz)ejerce control indirecto sobre de la
FUNDACIÓN  ENEL  a  través de las sociedades CODENSA S.A. ESP y EMGESA
S.A.  ESP, las cuales a su vez son controladas indirectamente a través
de  la sociedad ENEL AMÉRICAS S.A.; igualmente ENEL SPA.
(matriz)ejerce
control  indirecto  de  la  sociedad  COLOMBIA ZE S.A.S a través de la
sociedad   CODENSA   S.A.   ESP,  la  cual  es  a  su  vez  controlada
indirectamente  a  través  de  la sociedad ENEL AMÉRICAS S.A.; y de la
misma  forma  ENEL SPA.
(matriz)ejerce control indirecto de la sociedad
EGP  FOTOVOLTAICA  LA  LOMA  S.A.S. a través de la sociedad ENEL GREEN
POWER   COLOMBIA   S.A.S.   ESP,  la  cual  es  a  su  vez  controlada
directamente  por ENEL GREEN POWER S.P.A. quien a su vez es controlada
directamente por ENEL SPA.
                  ** ACLARACIÓN DE GRUPO EMPRESARIAL **
Por  Documento Privado del representante legal de 20 de abril de 2021,
inscrito  el  6 de Mayo de 2021, bajo el No. 02702480 del libro IX, se
modifica  la situación de control y grupo empresarial inscrita bajo el
registro  01171326,  en  el sentido indicar que la sociedad extranjera
ENEL  SPA  (Matriz)  comunica  que  ejerce  control  directo  sobre la
sociedad  ENEL  AMÉRICAS  S.A.
(Subordinada)  y a través de esta ejerce
control  indirecto  sobre  las sociedades EMGESA S.A.ESP, CODENSA S.A.
ESP,  ENEL  GREEN  POWER  COLOMBIA  SAS  ESP,  y  sobre las sociedades
extranjeras  ENERGIA  Y  SERVICIOS  SOUTH  AMERICA  SPA,  y ESSA 2 SPA
(Subordinadas);  a  su  vez ENEL SPA ejerce control indirecto sobre la
SOCIEDAD  PORTUARIA CENTRAL CARTAGENA S.A. a través de EMGESA S.A.ESP;
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a  su  vez  ENEL  SPA ejerce control indirecto sobre la FUNDACION ENEL
COLOMBIA  a través de EMGESA S.A.ESP, y CODENSA S.A. ESP, por su parte
ENEL  SPA  ejerce control indirecto sobre la sociedad EGP FOTOVOLTAICA
LA  LOMA S.A.S a través de ENEL GREEN POWER COLOMBIA SAS ESP; a su vez
ENEL  SPA  ejerce  control indirecto sobre ENEL X COLOMBIA S.A.S ESP a
través  de  CODENSA  S.A.  ESP;  por  su parte ENEL SPA ejerce control
indirecto  sobre  las  sociedades USME ZE SAS (Fecha de configuración:
2021-02-05)  y  FONTIBÓN ZE SAS (Fecha de configuración: 2021-02-
05) a
través   de  la  sociedad  BOGOTÁ  ZE  SAS  (Fecha  de  configuración:
2021-02-
05),  donde  esta a su vez es controlada por COLOMBIA ZE S.A.S
a  través  de  CODENSA  S.A.  ESP (Subordinadas); Conformando el Grupo
empresarial.
**ACLARACIÓN DE SITUACIÓN DE CONTROL Y GRUPO EMPRESARIAL**
Por  Documento  Privado  del  representante legal del 01 de octubre de
2021,  inscrito  el  26  de  Octubre de 2021, bajo el No. 02756476 del
libro  IX,  se  modifica  la  situación de control y grupo empresarial
inscrita  bajo  el  registro No. 01171326 del libro IX, modificado por
Documento  Privado  del  Representante  Legal del 10 de marzo de 2022,
inscrito  el  25  de  Marzo  de 2022 bajo el No. 02807497, la sociedad
extranjera  ENEL SPA (Matriz) comunica que ejerce Situación de Control
y  que  se  configura  Grupo  Empresarial  de  manera directa sobre la
sociedad  ENEL AMERICAS S.A. (Filial) quien a su vez ejerce control de
manera  directa  sobre las sociedades ENEL COLOMBIA S.A. ESP y ENERGÍA
Y  SERVICIOS  SOUTH  AMÉRICA SPA (Subordinadas). A su vez, la sociedad
ENEL  COLOMBIA  S.A.  ESP  (Subordinada),  ejerce  control  de  manera
directa  sobre  las  sociedades  ENEL  X COLOMBIA S.A.S ESP, FUNDACIÓN
ENEL  COLOMBIA,  COLOMBIA  ZE  S.A.S,  BOGOTÁ ZE S.A.S., GUAYEPO SOLAR
S.A.S.,    LATAMSOLAR   FOTOVOLTAICA   FUNDACIÓN   S.A.S.,   ATLANTICO
PHOTOVOLTAIC  S.A.S.  ESP,  SOCIEDAD PORTUARIA CENTRAL CARTAGENA S.A.,
EGP  FOTOVOLTAICA LA LOMA S.A.S. - EN LIQUIDACIÓN (Subordinadas). A su
vez,  la  sociedad  BOGOTÁ  ZE S.A.S. ejerce control de manera directa
sobre   las   sociedades   USME   ZE   S.A.S.  y  FONTIBÓN  ZE  S.A.S.
(Subordinadas).
 
**ACLARACIÓN DE SITUACIÓN DE CONTROL Y GRUPO EMPRESARIAL**
Se  aclara  la situación de control y grupo empresarial inscrita el 19
de  noviembre  de  2007, bajo el No. 01171326 del libro IX, modificado
por  Documento  Privado  del  Representante  Legal  del 21 de julio de
2009,  inscrito  el 24 de julio de 2009 bajo el No. 01315098 del libro
IX,  modificado por Documento Privado del Representante Legal del 1 de
octubre  de  2021,  inscrito  el  26  de  octubre  de 2021 bajo el No.
02756476   del   libro   IX,  modificado  por  Documento  Privado  del
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Representante  Legal  del 10 de marzo de 2022, inscrito el 25 de marzo
de  2022  bajo  el  No. 02807497 del libro IX, a su vez modificado por
Documento  Privado  del  Representante  Legal  del  19 de diciembre de
2022,  inscrito  el  2  de  Febrero de 2023 , bajo el No. 02929252 del
libro  IX,   en  el sentido de indicar que la sociedad extranjera ENEL
SPA  (Matriz),  ejerce  control indirecto de la sociedad ENEL COLOMBIA
SA  ESP  a  través  de  la  Sociedad  ENEL  AMÉRICAS  S.A, a su vez la
Sociedad  extranjera ENEL SPA (Matriz) ejerce control indirecto de las
Sociedades  ENEL  X  COLOMBIA S.A.S. ESP, FUNDACIÓN ENEL y COLOMBIA ZE
S.A.S. (Subordinadas)  a través de la Sociedad ENEL COLOMBIA S.A. ESP,
la  cual  es  a  su  vez  es  controlada  indirectamente  por ENEL SPA
(Matriz)   a  través  de  la  Sociedad ENEL AMÉRICAS S.A., a su vez la
Sociedad  extranjera ENEL SPA (Matriz) ejerce control indirecto de las
sociedades   BOGOTÁ   ZE  SAS,  LATAMSOLAR  ENERGIAS  RENOVABLES  SAS,
ATLANTICO   PHOTOVOLTAIC  SAS,  EGP  FOTOVOLTAICA  LA  LOMA  S.A.S  EN
LIQUIDACIÓN,  LATAMSOLAR  FOTOVOLTAICA FUNDACIÓN SAS, SOCIEDAD GUAYEPO
SOLAR  SAS y  PORTUARIA CENTRAL CARTAGENA S.A. (Subordinadas) a través
de  la  sociedad  COLOMBIA  ZE S.A.S., a su vez la Sociedad extranjera
ENEL  SPA  ejerce  control  indirecto de las sociedades USME ZE SAS  y
FONTIBÓN  ZE  SAS (Subordinadas) a  través  de  la  sociedad BOGOTÁ ZE
SAS.
 
 

CERTIFICAS ESPECIALES
 
                            CERTIFICA:
Que  por  Acta  No. 59 de la Asamblea de Accionistas del 12 de octubre
de  2004 y Resolucion No. 885 de la Superintendencia de Valores del 03
de  noviembre  de  2004, inscritas el 18 de agosto de 2007 bajo el No.
1151856  del  libro  IX,  fue  nombrada  representante  legal  de  los
tenedores  de  bonos  la  FIDUCIARIA  HELM TRUST S A en una emisión de
cuantía de 400.000 millones.
                              CERTIFICA:
Que  por  Documento del Representante Legal la Fiduciaria Helm Trust S
A,  del 04 de noviembre de 2004, inscrito el 18 de agosto de 2007 bajo
el  No.  1151858 del libro IX, la fiduciaria nombro como Representante
Legal  de  los  tenedores  de  bonos a la persona natural Luis Ernesto
Torres  Rodriguez identificado con cedula de ciudadanía No. 79.273.564
de Bogotá.
                              CERTIFICA:
Los  actos  certificados  y que fueron inscritos con fecha anterior al
17  de agosto de 2007, fueron inscritos previamente por otra cámara de
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------------------------------------------------------------------------------------------------
comercio.  Lo  anterior  de  acuerdo  a  lo establecido por el numeral
1.7.1  de  la  Circular  Única  de  la Superintendencia de Industria y
Comercio.
 
 

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN
 
De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  Código de Procedimiento
Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo y la Ley 962 de
2005,  los  actos  administrativos de registro, quedan en firme dentro
de  los  diez  (10) días hábiles siguientes a la fecha de inscripción,
siempre  que  no  sean  objeto  de  recursos.  Para  estos efectos, se
informa  que  para la Cámara de Comercio de Bogotá, los sábados NO son
días hábiles.
 
Una   vez   interpuestos   los  recursos,  los  actos  administrativos
recurridos  quedan  en  efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean
resueltos,   conforme   lo   prevé   el  artículo  79  del  Código  de
Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.
 
 
A  la  fecha y hora de expedición de este certificado, NO se encuentra
en curso ningún recurso.
 
 

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU
 
Actividad principal Código CIIU:     3514
Actividad secundaria Código CIIU:    3511
Otras actividades Código CIIU:       3513, 4661
 
 

TAMAÑO EMPRESARIAL
 
De  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  2.2.1.13.2.1 del
Decreto  1074  de 2015 y la Resolución 2225 de 2019 del DANE el tamaño
de la empresa es  Grande
 
Lo anterior de acuerdo a la información reportada por el matriculado o
inscrito en el formulario RUES:
        Ingresos por actividad ordinaria $ 10.878.131.155.000
        Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el
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        período - CIIU : 3514
 
 

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
 
Que,  los  datos del empresario y/o el establecimiento de comercio han
sido  puestos  a  disposición  de  la  Policía Nacional a través de la
consulta a la base de datos del RUES.
 
 
Los   siguientes  datos  sobre  RIT  y  Planeación  son  informativos:
Contribuyente   inscrito  en  el  registro  RIT  de  la  Dirección  de
Impuestos,  fecha  de  inscripción  :  26 de octubre de 2021. Fecha de
envío  de  información a Planeación : 24 de abril de 2023. \n \n Señor
empresario,  si  su  empresa tiene activos inferiores a 30.000 SMLMV y
una  planta  de  personal  de  menos  de 200 trabajadores, usted tiene
derecho  a  recibir un descuento en el pago de los parafiscales de 75%
en  el  primer año de constitución de su empresa, de 50% en el segundo
año  y de 25% en el tercer año. Ley 590 de 2000 y Decreto 525 de 2009.
Recuerde  ingresar  a  www.supersociedades.gov.co para verificar si su
empresa está obligada a remitir estados financieros. Evite sanciones.
 
 
El  presente  certificado  no  constituye permiso de funcionamiento en
ningún caso.
 
**********************************************************************
Este  certificado  refleja  la  situación  jurídica  registral  de  la
sociedad, a la fecha y hora de su expedición.
 
 
**********************************************************************
Este  certificado  fue  generado  electrónicamente con firma digital y
cuenta con plena validez jurídica conforme a la Ley 527 de 1999.
**********************************************************************
**********************************************************************
**********************************************************************
**********************************************************************
**********************************************************************
**********************************************************************
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**********************************************************************
Firma  mecánica  de  conformidad  con  el  Decreto  2150  de 1995 y la
autorización   impartida   por  la  Superintendencia  de  Industria  y
Comercio, mediante el oficio del 18 de noviembre de 1996.
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Bogotá, 8 de junio de 2023 

 
 

Magistrado  
Ricardo Acosta Buitrago   
Tribunal Superior Del Distrito Judicial De Bogotá Sala Civil 

Bogotá  
 

 
No. De proceso  11001310302820200002901 
 

Demandante   Luis Alfonso Marín Navarro   
 

Demandado  Enel Colombia S.A. E.S.P. (antes Emgesa S.A. ESP) 
 
Asunto:  Sustentación Recurso de Apelación contra la sentencia 

de fecha 8 de marzo de 2023  
 

 
Yinna Liliana Alvarado Acevedo, mayor y vecina de la ciudad de Bogotá 
D.C., identificada civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, en 

mi condición de apoderada dentro del presente proceso, por medio del presente 
escrito sustento el Recurso de Apelación, presentado en contra la sentencia 

de primera instancia proferida por el Juzgado Veintiocho (28) Civil del Circuito, 
en los siguientes términos: 
 

 
1. Manifestación Previa al despacho 

 
Que mediante Escritura Pública No. 562 del 01 de marzo de 2022 de la Notaría 

11 de Bogotá D.C., inscrita en esta Cámara de Comercio el 1 de marzo de 2022, 
con el No. 02798609 del Libro IX, de Enel Colombia S.A. E.S.P, (antes 
Emgesa-Sociedad Adsorbente) absorbió a las sociedades: Codensa S.A 

E.S.P., Enel Green Power Colombia S.A.S E.S.P., y la sociedad extranjera ESSA2 
SpA (Sociedades Absorbidas). 

 
En virtud de la fusión, TODOS los derechos y obligaciones que estaban en 
cabeza de EGP Colombia, Codensa SA ESP y las demás sociedades absorbidas, 

fueron transferidos EN BLOQUE a Enel Colombia (antes Emgesa – Sociedad 
Absorbente)., para tales efectos se adjunta el certificado de existencia y 

representación legal de Enel Colombia S.A. E.S.P.  
 
Como consecuencia legal de dicha fusión por absorción, a partir del 1º de marzo 

de 2022, la sociedad Emgesa S.A. E.S.P, modificó su razón social a Enel 
Colombia S.A. E.S.P., se conserva el mismo número de identificación tributaria 

NIT No. 860063875-8 y domicilio.  
 
 

2. Oportunidad procesal para Sustentar el Presente Recurso de 
Apelación 

 
Teniendo en cuenta el auto de fecha 26 de mayo, notificado por su despacho en 
el estado del 29 de mayo, en el cual admitió el recurso y dispuso:  

 
Una vez ejecutoriada esta providencia, la Secretaría procederá a contabilizar 

el término de cinco (5) días que los apelantes tienen para sustentar su 
recurso, pues en caso de no hacerlo, se les declarará desierto; de los 
escritos de sustentación que presenten los recurrentes se correrá traslado a 

la parte contraria en la forma y términos previstos por el artículo 12, en 
concordancia con el 9, de la Ley 2213 de 2022. 

 
Así las cosas, la presente sustentación se realiza en termino, hoy 8 de junio de 
2023. 
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3. Defecto Fáctico por Indebida valoración probatoria 

 
Es importante precisar que la Corte Suprema de Justicia en varios de sus 

pronunciamientos ha determinado que el supuesto fáctico por indebida 
valoración probatoria se configura, entre otros, en los siguientes supuestos:  
 

(i) Cuando el funcionario judicial, en contra de la evidencia probatoria, 
decide separarse por completo de los hechos debidamente 

probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido; 
 
(ii) Cuando a pesar de existir pruebas ilícitas no se abstiene de 

excluirlas y con base en ellas fundamenta la decisión 
respectiva;  

 
(iii) En la hipótesis de incongruencia entre lo probado y lo resuelto, 

esto es, cuando se adoptan decisiones en contravía de la 

evidencia probatoria y sin un apoyo fáctico claro; 
 

(iv) Cuando el funcionario judicial valora pruebas manifiestamente 
inconducentes respecto de los hechos y pretensiones debatidos 
en un proceso ordinario, no por tratarse en estricto sentido de 

pruebas viciadas de nulidad sino porque se trata de elementos 
probatorios que no guardaban relación con el asunto debatido 

en el proceso; 
 
(v) Cuando el juez de conocimiento da por probados hechos que no 

cuentan con soporte probatorio dentro del proceso y  
 

(vi) Cuando no valore pruebas debidamente aportadas en el proceso. 
 

Descendiendo lo dicho por la Corte al presente proceso encontramos que 
claramente el Juez veintiocho (28) del Civil del Circuito, realizó una valoración 
equivocada a las pruebas y en otros casos no hizo ninguna valoración 

probatoria, razón por la cual su actuar configuró de esta manera el defecto 
factico por indebida valoración probatoria.  Veamos por qué: 

 
De conformidad, con las pruebas aportadas por el demandante en el proceso, 
tales como el interrogatorio, testimonios y dictámenes periciales, es claro que la 

responsabilidad de las inundaciones, endilgada a mi representada se quedó 
únicamente en las afirmaciones hechas en la demanda.  

 
El juzgado desconoce, que a nadie le ha sido otorgado el privilegio de probar 
con su mera y solitaria afirmación, al aquí demandante le correspondía aportar 

con elementos probatorios que pusieran en evidencia el nexo de causalidad 
entre el hecho y los daños alegados con ocasión del desbordamiento del rio 

Magdalena para la fecha de los hechos.  
 
La condena se fundó en que la injerencia del manejo del caudal del río 

Magdalena por medio de la represa de Betania hizo que las quebradas 
Guaguarco y Baloca se desbordaran comprometiendo los cultivos que asegura el 

actor tenía. 
 
En al sentido los reparos formulados son:  

 
1. Se desconoce totalmente por el despacho el dictamen pericial de experto 

hídrico, aportado por mi representada al proceso, en el cual el Ingeniero 
Jhon Alexander Chavarro Díaz, Ingeniero Agrícola, Magister en 
Hidrosistemas estudiante de estudios Ambientales y Rurales, adicionalmente 

con experiencia en publicaciones científicas, aporto al despacho a través del 
informe escrito y posteriormente con la sustentación un análisis científico, 

metodológico, organizado, imparcial, de la causa de las inundaciones para la 
fecha de los hechos descrita en la demanda.  
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2. Este documento, establece un punto de partida debidamente documentado, 

como lo es el “fenómeno de la niña” el cual se caracteriza por “incremento 
considerable de las precipitaciones y una disminución en las temperaturas en 

las regiones Andina, Caribe y pacífica.  Y como estas circunstancias 
generadas por las lluvias excesivas se reflejaron en el comportamiento de los 
principales ríos y sus afluentes de todo el país, al punto que el rio Magdalena 

que atraviesa el país mantuvo niveles críticos desde la cuenca media en 
adelante, superando cotas de desbordamiento para numerosas poblaciones 

ubicadas al largo de la zona de ribera y puntualmente para los municipios 
aguas abajo de la Central Betania.  

 

3. Probando de esta manera que la causa eficiente de las inundaciones del 
Rio Madalena para abril de año 2011, no correspondió a la apertura de las 

compuertas de la central Betania como infundadamente se señaló en la 
demanda, sino a las fuertes lluvias que afectaron el país para este periodo y 
que incrementaron los caudales de los ríos aguas abajo de la Central Betania 

y que desembocan al río Magdalena. 
 

4. Este informe también hace un análisis técnico profundo frente a las 
Quebrada Baloca y Guaguarco, que permitió probar:   

 

• Que la quebrada Baloca en épocas de altas precipitaciones presenta 
aumento considerable de su caudal, hasta el punto de desabordarse y 

anegar grandes extensiones de tierra. 
 

• Que la cota del predio Santa Lucía se encuentre entre los 318 a 320 

msnm, y la cota máxima de inundación modelada por el IDEAM para un 
escenario de periodo de retorno de 100 años, se encuentra en la cota 313 

msnm. Lo cual permite inferir científicamente que era imposible que el 
predio Santa Lucía se inundara con las aguas del río Magdalena.  

 
• Se probó que, para el mes de abril del año 2011, el incremento de los 

caudales en el río Magdalena fue evidente y de gran consideración debido 

al aumento de los caudales de los Rios tributarios aguas abajo de la 
central.  

 
5. El despacho desconoce que se hace un análisis del funcionamiento del 

embalse de la Central Hidroeléctrica de Betania, analizando los caudales del 

rio Madalena para los días de los hechos que permite concluir “que luego de 
Betania los aportes entre la estación Esperanza y la Angostura son 

significativamente mayores a los producidos por la cuenca aguas arriba de 
Betania y Operados a través del embale.  

 

• Que en primera medida concluye que, se cumplieron todos los protocolos 
consagrados en el Manual de Operaciones de la Central Betania, para 

informar sobre la apertura de las compuertas, indicado como se 
realizaron.  

 

• El análisis del perito es contundente en probar que, para el periodo de los 
hechos, la descarga de la Central de Betania fue del orden de los 1318 

m3/s, como máximas, pero que la estación Puente Santander que registró 
un incremento en el caudal de un 32% es decir un valor de 1750 m3/s en 
términos promedio diario.  

 
• Se probó que en la estación Angostura, que está aguas arriba del predio 

Santa Lucia, el registro máximo fue reportado como de 3700 m3/s, esto 
es un 111% mayor al registrado en Puente Santander, dejando en 
evidencia que los ríos intermedios como Neiva, Ceiba, Fortalecillas, 

Baché, Aipe, Cabrera, entre otros, fueron los que incrementaron el caudal 
en el río Magdalena en dicho tramo. 

 
• Se probó que el rio que mayores aportes hizo para la fecha de los hechos 

en el tramo de interés esto es desde las compuertas de la Central Betania 
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hasta el predio del demandante, fue el Río Cabrera, con valores cercanos 

a los 650 m3/s para los días de los hechos, este incremento en los ríos 
monitoreados, que se pudo demostrar con datos IDEAM, que fueron 

analizados de manera técnica por un experto.  
 

• Del mismo modo se probó que el embalse amortiguo las crecientes 

durante el mes de abril de 2011, 8 crecientes de gran consideración, 2 de 
ellas superaron los 2000 m³/s siendo la de mayor magnitud la registrada 

el 21 de abril a la 1 am con un valor de 2840 m³/s. 
 
• De otra parte, se desconoce totalmente por el despacho, que el predio 

Santa Lucia para el año 2011 tiene una mancha de inundación producto 
del desbordamiento de las quebradas Baloca y Guaguarco con ocasión al 

fenómeno de la niña que afecto al país en el año 2011. 
 

6. El Juez, desconoce de forma absoluta que el perito Hídrico para su análisis, 

utilizo información técnica elaborada por el IDEAM, que de acuerdo con el 
Decreto 1277 de 1994 tiene las siguientes funciones 

 
“… 
 

2. Realizar el levantamiento y manejo de la información científica y 
técnica sobre los ecosistemas que forman parte del patrimonio ambiental 

del país.  
3. Establecer las bases técnicas para clasificar y zonificar el uso del 
territorio nacional para los fines de la planificación y el ordenamiento 

ambiental del territorio.  
… 

  
4. Obtener, almacenar, analizar, estudiar, procesar y divulgar la 

información básica sobre hidrología, hidrogeología, meteorología, 
geografía básica sobre aspectos biofísicos, geomorfología, suelos y 
cobertura vegetal para el manejo y aprovechamiento de los recursos 

biofísicos de la Nación, en especial las que en estos aspectos, con 
anterioridad a la Ley 99 de 1993 venían desempeñando el Instituto 

Colombiano de Hidrología Meteorología y Adecuación de Tierras -HIMAT; 
el Instituto de Investigaciones en Geociencias, Minería y Química -
INGEOMlNAS; y la Subdirección de Geografía del Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi -IGAC-.  
  

5. Establecer y poner en funcionamiento las infraestructuras 
oceanográficas, mareográficas, meteorológicas e hidrológicas nacionales 
para proveer informaciones, predicciones, avisos y servicios de 

asesoramiento a la comunidad.   
 

…“ 
 

7. Información del IDEAM que permitió al perito identificar que el predio Santa 

Lucía NO fue inundado por el río Magdalena en ninguno de los de fenómeno 
de la Niña, sin embargo, para el evento de 2011 muestra que el predio SI 

fue anegado por la quebrada Baloca Grande. 
 

• Es más, con las imágenes aportadas con el dictamen se observa un 

encharcamiento dentro del predio que no está conectado al cauce de 
la quebrada Guaguarco y del río Magdalena, sino única y 

exclusivamente con la quebrada Baloca la Grande. 
   

8. Entonces, el juzgado de manera antitécnica da una connotación diferente a 

las quebradas Guaguarco y Baloca minimizando el impacto de estas sobre el 
predio, pues como quedo probado con el dictamen pericial y con la 

sustentación de este en la audiencia correspondiente, el perito manifestó:  
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• Que son por si solas corrientes de agua que tienen vida, cauces y 

caudales propios, es mas en el minuto 1:12:31 manifestó que este 
tipo de quebradas representan una gran preocupación para las 

entidades de gestión de riesgo de los municipios, porque son estas 
cuencas las que ponen en riesgo  a la población, y el ad quo en su 
decisión considero que son de poca capacidad de drenaje y resultan 

ser inofensivas, cuando esto no fue lo que se probó, al punto que el 
Juzgador, se cuestiona, lanzando una pregunta al respecto y echando 

mano de información de una foto, que señala, tomada por el IDEAM 
en el 2011. 

 

9. Desconoce las mismas declaraciones que hacen los testigos “… Flotentino 
Cardozo Méndez, Henry Montes Torres, Ramiro Burgos Gutiérrez y Jesús 

Adolfo Portela Arce quienes refirieron que, si la inundación se produce por el 
mero hecho de las quebradas, tardan en desvanecer sus efectos en un 
intervalo de medio a un día. …”, entonces dicha quebrada si inundaba y no 

era entonces tan inane como resultó calificándola el despacho.  
 

10.Aunado a lo anterior, dejó de lado atender que la zona de ronda de la 
quebrada Baloca ha debido respetarse, lo que no ocurrió, y con relación a 
ello solo indicó, sin más, “… distinto es que deba mantener coberturas 

boscosas dentro de los treinta metros aledaños a cada orilla de la Quebrada 
Baloca, con miras a proteger los bosques en los términos del artículo 3º del 

Decreto 1449 d 1997, …”, dejando de aplicar tal restricción y por ende la 
culpa que le corre a quien infringe tal regla. 

 

11.Es más, en este punto resulta extraña la posición del juzgado, quien además 
pasa por alto la legislación en materia ambiental que ha incluido dentro del 

concepto de ronda hídrica elementos como las planicies de inundación y que 
bajo el concepto de ronda hídrica gozan de especial protección ambiental 

dada su importancia en la prestación de los servicios ecosistémicos. 
 

No puede ignorarse por parte del despacho, la legislación de aguas y más 

aún, el nuevo desarrollo jurisprudencial, legislativo y de orden público 
ecológico nacional y mundial que desde hace tiempo atrás ha reconocido en 

el derecho el agua un interés digno de más rigurosa tutela por parte del 
Estado.  
 

El agua con sus elementos y estructura, el ecosistema, y el aire libre de 
contaminantes y el ambiente natural son derechos fundamentales.  

 
En este punto debío tenerse en cuenta por parte del despacho el decreto 
2811 de 1974, Código de los Recursos Naturales Renovables, expedido con 

fundamento en el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la 
Ley 23 de 1973, señala:  

 

 
Como se probó en el expediente con las afirmaciones del demandante y 

testigos, en este proceso la zona sobre la cual supuestamente se 
encontraban ubicados los cultivos de los demandantes, corresponde a un 

bien de uso público respecto del cual nadie puede obtener una utilidad o 
ventaja, sino que por el contrario debe ser conservada por el papel que 
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representa frente al ecosistema, por tanto, el particular nada tiene que 

reclamar para sí.  
 

Entonces, también la faja paralela a la línea de marea, al cause permanente 
de ríos y lagos hasta treinta metros de ancho y el área de protección o 
conservación aferente son bienes de uso público, el despacho no puede 

perder de vista que el derecho al medio ambiente sano es patrimonio común 
de la nación (artículo del Decreto de 2811 de 1974).  

 
De acuerdo con el artículo 1 del Decreto 2245 del 29 de diciembre de 2017, 
emitido por el Ministerio de Medio Ambiente, una ronda hídrica “(…) se 

constituye en una norma de superior jerarquía y determinante ambiental” y 
está integrada por la “(…) faja paralela a la línea de mareas máximas o la 

del cauce permanente de los ríos y lagos, hasta de treinta metros de 
ancho (…)” y por “(…) el área de protección o conservación aferente (…)”. 
 

Ahora bien,  

 
Es claro, que al ser esa zona un bien de uso público los particulares no 
pueden reclamar perjuicios a título personal, pues tienen especial 
protección del estado.  

 
12.El despacho desconoció que el demandante al sembrar en la zona de ronda 

de la quebrada Baloca, provocó su propio daño, lo cual debió ser tenido en 
cuenta por el despacho como un eximente de responsabilidad frente a mi 
representada, esta figura tiene como fundamento que, quien con su 

comportamiento por acción o por omisión, con culpa o sin ella, produjo 
exclusivamente su propio perjuicio, debe asumir las consecuencias de su 

actuar.   
 

13.De otra parte, resulta hasta curiosa la afirmación que hace el despacho 
cuando indica:  

 

”La anterior experticia tiene mayor poder de convicción que la rendida por 
Hidrocivil Ingenieria SAS, el cual fue elaborado por el ingeniero Fabian 

Mauricio Caicedo Carrascal y, sustentado en audiencia por el ingeniero 
Jhon Alexander Chavarro Diaz, pues se minimiza el aporte de las aguas 
expulsadas por las compuertas del embales de Betania, en el caudal del 

Rio Magdalena, cosa distinta, es que las mismas innegable y 
necesariamente deban concurrir en el caudal con agua provenientes de 

otras fuentes como las de los afluentes que integran la cuenca, como la 
recibida durante las precitaciones habidas durante la época invernal”.  

 

Es importante, manifestar que tal afirmación no resulta clara para la suscrita 
apoderada, pues, si se tratara de dar mayor convicción a un dictamen debe 

ser por un tema de idoneidad, de conocimientos técnicos, de metodología e 
imparcialidad de quien realiza el dictamen, pero no porque el juez considere 
se minimizan situaciones, aspecto que resulta un tanto imposible, porque el 

informe pericial correspondía al análisis de situaciones técnicas no 
subjetivas.  
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Por el contrario, tal afirmación deja un aliento de subjetividad por parte del 

despacho, pues se limita a la actividad peligrosa que desarrolla mi 
representada, sin analizar los eximentes de responsabilidad.    

 
14. Mi representada no niega la actividad que desarrolla, pero espera del 

operador judicial un mayor análisis de las situaciones plateadas en cada 

proceso, porque la margen de la actividad peligrosa debía analizarse si 
efectivamente esta era la causa de las inundaciones que se alegan por la 

parte demandante.  
 

15.En este tipo de procesos, las pruebas técnicas resultan ser trascendentales, 

en este tipo de procesos no pueden ser de recibo las afirmaciones subjetivas 
y acomodadas del demandante.  

 
Del perjuicio reclamado  
 

Ahora bien, en cuanto al monto del perjuicio que se reconoció por parte del 
despacho el cual se fundó en el dictamen rendido por Jorge Rivera Rivera 

(numeral 15.2.) es importante precisar lo siguiente:  
 
En el punto del daño emergente, debemos anotar los errores en que también 

incurrió el juzgado 
 

1. Tal perito, como se develó en la sustentación del trabajo, no tuvo bases 
atendibles, pertinentes y concretas de los gastos en que pudo incurrir el 
actor para plantar los cultivos que se afirma tuvo. 

 
2. La demanda indicó que el daño emergente estaba constituido por “… la 

inversión que había realizado y desembolsado de su patrimonio el 
demandante hasta el momento de la ocurrencia de los daños o de la 

inundación artificial. …” y en el acápite de juramento estimatorio se 
enlistaron los ítems que constituirían dicho importe, pero mas allá de el 
contrato de arrendamiento y el contrato de asistencia técnica que se 

allegaron con la demanda no hay prueba que les de fundamento, no hay 
facturas de compra de semillas,  fertilizantes ni protección de cultivo 

insecticidas, herbicidas y fungicidas, , menos de pagos por preparación 
de terreno, caballoneada y siembras, riegos y hasta se lazó, 
abstractamente, que hubo una erogación por “… Ad/ción(sic) y otros ( $ 

50.000,oo x 52,6 Hect. ) … $ 2.613.000,oo …” que carente totalmente de 
fundamento se resultó teniendo en cuenta, es decir era hipotético.  

 
3. El perito Jorge Rivera Rivera en su trabajo, que fue la base para fulminar 

la condena por daño emergente, y al responder los interrogantes Nos. 12 

y 16 referido al “ costo de producción por hectárea del cultivo de ARROZ 
con riego … [y] de PASTO ANGLETON TECNIFICADO …” indicó que se 

basó, para el arroz,  “… en la información aportada por el Gerente de 
FEDEARROZ … en respuesta dirigida al Juzgado 1º Civil del Circuito del 
Guamo Tolima, dentro del proceso Ordinario de Olga Alejandra Ospina 

Arciniegas y otros contra los Herederos de Manuel Antonio Ospina Bonilla, 
Rad. 2011-0096-00 …”  y en cuanto al pasto le dio por señalar, a su 

acomodo, costo de arrendamiento, preparación de terreno, semilla, 
ruegos y administración, pero sin allegar soporte alguno, entonces es 
mas que diciente que el perito no tuvo bases ciertas, pertinentes y 

directas de las erogaciones que se afirma hizo el actor, la referencia al 
arroz fue tomada de otro proceso y lo del pasto lo elucubró. 

 
4. Para abundar en la falta de sustento en el dicho de los costos que se dice 

asumidos y que se le tratan de indemnizar a titulo de daño emergente al 

demandante, resta oír las respuestas que el citado perito expuso al 
respecto en la audiencia donde sustentó su trabajo, del minuto 12:00 a 

12:42, donde se limita a señalar que él hacia las recomendaciones y nada 
mas, nada supo de las compras o gastos que se dice hizo el señor Marín 
Navarro. 
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5. De otra parte, el perito demostró en la audiencia que no tenia el sustento 
ni la prestancia para rendir su experticia y por ende sin prueba se quedó 

el perjuicio material que se resulto aupando en la sentencia apelada. 
 

6. Se probó con la audiencia de sustentación de este dictamen, que el perito 

no era el profesional idóneo para presentar tal informe, pues se limitó a 
responder el cuestionario que el apoderado de la parte demandante le dio 

para que respondiera el informe.  
 

7. Olvido el despacho que, para este tipo de procesos, en teoría a la parte 

demandante solo le corresponde probar el monto de los perjuicios, pero 
evidentemente esto no ocurrió, en el dictamen no se aportaron soportes 

reales del perjuicio, y el dictamen pericial solo correspondió a responder 
preguntas que incluso estaban fuera del alcance del conocimiento del 
perito, y a presentar una liquidación hipotética, desconociendo que el 

perjuicio debe ser real y cierto.  
 

Frente a las pruebas documentales aportadas:  
 

Otro aspecto que pasa por alto el despacho analizar es que el señor Marín 

Navarro y su apoderado fabricaron las pruebas que fueron aportadas en este 
proceso, y con las que se pretendió probar unos perjuicios que claramente no 

existen, como es el caso del contrato de arrendamiento y el mismo dictamen 
pericial que se elaboró por el señor Rivera Rivera, pues en su interrogatorio 
reconoció que el contrato de arrendamiento lo hizo para engañar a los bancos y 

solicitar créditos.  
 

Se esperaría por parte del ad quo, una posición mas igualitaria frente al análisis 
que hace de las pruebas aportadas por cada una de las partes, porque por 

ejemplo toma el peritaje del señor Rivera Rivera, como prueba idónea 
desconociendo lo ocurrido en la audiencia de sustentación del dictamen donde 
claramente se probo que el mismo no tenia la idoneidad para presentar este 

documento.  
 

4. Defecto Sustantivo en la sentencia 
 
Adicional a los reparos anteriores, la sentencia de primera instancia presenta un 

error sustantivo, veamos por qué:  
 

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el juez ordinario incurre en 
una vía de hecho por defecto sustantivo cuando en ejercicio de su autonomía e 
independencia, desbordan con su interpretación la Constitución o la ley.  

Este puede presentarse cuando el juez:  

(i) fundamenta su decisión en una norma derogada o declarada inexequible, 

(ii) basa su decisión en una norma evidentemente inaplicable al caso 

concreto,  

(iii)  el fallo carece de motivación material o es manifiestamente 

irrazonable,  

(iv)  la interpretación desconoce sentencias con efectos erga omnes que 
han definido su alcance,  

(v)  interpreta la norma sin tener en cuenta otras disposiciones normativas 
aplicables,  

(vi)  desconoce la normatividad aplicable al caso concreto.  

 

En este punto, se configura un defecto sustantivo en la sentencia porque 
desconoce la normatividad aplicable al caso en concreto, ya que al momento de 
valorar las pruebas y especialmente el peritaje del señor Jairo Rivera Rivera 

aportado por la contra parte, y que fue tenido en cuenta por el despacho para 
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probar el monto del perjuicio, desconoció la Ley 1673 de 2013, por medio de la 

cual se reglamenta la actividad del avaluador y se dictan otras disposiciones y el 
Decreto 556 del 2014 “Por el cual se reglamenta la Ley 1673 de 2013.” 

 
La Ley 1673 de 2013 reglamenta la actividad del avaluador y se dictan otras 
disposiciones. Establece 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto regular y 
establecer responsabilidades y competencias de los avaluadores en 
Colombia para prevenir riesgos sociales de inequidad, injusticia, 

ineficiencia, restricción del acceso a la propiedad, falta de transparencia y 
posible engaño a compradores y vendedores o al Estado. Igualmente, la 
presente ley propende por el reconocimiento general de la actividad de 

los avaluadores. La valuación de bienes debidamente realizada fomenta la 
transparencia y equidad entre las personas y entre estas y el Estado 

colombiano. 

Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. A partir de la entrada en vigor de 
esta ley, quienes actúen como avaluadores, valuadores, tasadores y 

demás términos que se asimilen a estos utilizados en Colombia, se 
regirán exclusivamente por esta ley y aquellas normas que la desarrollen 
ola complementen, para buscar la organización y unificación normativa de 

la actividad del avaluador, en busca de la seguridad jurídica y los 
mecanismos de protección de la valuación. 

… 

 
Artículo 5°. Registro Abierto de Avaluadores. Créase el Registro 
Abierto de Avaluadores, el cual se conocerá por sus siglas “RAA” y estará 

a cargo y bajo la responsabilidad de las Entidades Reconocidas de 
Autorregulación. 

 
Y sobre el particular es importante remitirnos a lo establecido en el artículo 17 

del decreto 556 del 2014  
 

Artículo 17. Prueba de la inscripción y validez en el Registro 

Abierto de Avaluadores. Los avaluadores deberán demostrar su calidad 
en las categorías y alcances en los que están inscrito, sus antecedentes 

disciplinarios y cualquier otra información que repose en el Registro 
Abierto de Avaluadores (RAA), mediante certificación de inscripción, 
sanciones y registro de información de avaluadores expedida por la 

Entidad Reconocida de Autorregulación (ERA), la cual tendrá vigencia de 
treinta (30) días contados desde su fecha de expedición. 

 
Evidentemente, en el presente proceso el señor perito no acreditó estar inscrito 
ante el RAA, más allá de los errores que pueda tener dicho informe pericial, el 

perito no acredito ser el profesional idóneo para la realización de la actividad de 
avaluador e incumplió sus deberes frente a la Ley 1673 de 2013 y su Decreto 

Reglamentario 556 del 2014.  
 
Entonces, tal documento no podía ser tenido en cuenta por parte del despacho 

como prueba para tasar el perjuicio, y las siguientes afirmaciones realizadas por 
el despacho:  

 
“15.2 Mejor suerte acompaña el peritaje de Jorge Rivera Rivera traído por 
el demandante, el cual dimensional cuales fueron los costos en que 

incurrió el agricultor para sembrar y mantener los cultivos de arroz y 
pasto angleton que se perdieron como consecuencia de la inundación de 

la finca en el año 2011, en otros términos, suministra información útil 
para cuantificar el daño emergente “.  

 

Resultan totalmente desacertadas.  
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/normas/Norma1.jsp?i=53881#0
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Por tratarse del cumplimiento de una norma, el despacho estaba en la 

obligación de verificar que el perito cumpliera con la normatividad vigente y 
particular para esta actividad, por tanto, considerar que una prueba ilegal 

arrimada al despacho es idónea para sustentar el perjuicio, claramente 
configura un defecto sustantivo.  
 

Recordemos que la jurisprudencia ha definido que la “prueba ilegal”, se 

genera cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los 
requisitos legales esenciales. 
 

Es evidente, que la prueba allegada al proceso relacionada con el dictamen 
pericial presentado por el señor Rivera Rivera, de acuerdo con lo anterior, es 

ilegal, por tanto, la sentencia se convierte en una fuente de enriquecimiento 
ilícito, y debe ser revocada, pues es claro que el demandante no probo el 
perjuicio, el cual estaba única y exclusivamente a su cargo.   

 
 

5. Solicitud  
 

Es claro señor Magistrado, que el Juzgado 28 Civil de Circuito, al momento de 

proferir la sentencia de primera instancia cometió una serie de errores en la 
valoración de las pruebas que claramente configuran un defecto fáctico y un 

defecto sustantivo, por tanto, la sentencia debe ser revocada.  
 
Teniendo en cuenta que la responsabilidad civil no puede ser fuente de 

enriquecimientos injustificados, respetuosamente le solicito al Tribunal revocar 
la sentencia de 1ra instancia proferida por el Juzgado 28 Civil del Circuito de 

Bogota y declarar probadas las excepciones planteadas por mi representada en 
la contestación de la demanda.  
 

6. Anexos 
 

Adjunto al despacho los siguientes documentos, relacionados con la fusión por 
absorción mencionados en el numeral uno (1) del presente escrito:  

 
• Escritura Pública No. 562 del 01 de marzo de 2022 

 

• Certificado de existencia y representación legal de Enel Colombia S.A. 
E.S.P.  

 
7. Manifestación al despacho 

 

Manifiesto al despacho que copia de este escrito y los anexos, se envió 
simultáneamente en copia a las direcciones de notificaciones del juzgado y de 

las partes dentro del mismo correo, de acuerdo con la informa suministrada por 
el demandante en el escrito de demanda y en cumplimiento del Ley 2213 de 
2022. 

  
Cordialmente, 

 
Yinna Liliana Alvarado Acevedo  

C.C. 52.369.379 de Bogotá D.C. 
T.P. 172.887 del C. S. de la J. 

Representante Legal para Asuntos  
Judiciales y Administrativos  
Enel Colombia S.A. E.S.P. 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ACOSTA BUITRAGO RV: MEMORIAL DE
SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN, dirigido para el proceso con Radicado No.
110013103028-2020-00029-01 Verbal de Responsabilidad Civil Ex

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 8/06/2023 4:01 PM

Para:2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

2 archivos adjuntos (5 MB)
MEMORIAL SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN DDA LUIS MARIN VS EMGESA SA ESP - ENEL COLOMBIA SA
ESP08062023.pdf; CONSTANCIA DE ENVIO VIRTUAL APELACIÓN A LA PARTE DEMANDADA08062023.pdf;

MEMORIAL PARA REGISTRAR DR ACOSTA BUITRAGO

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Nofal Jose Ospina Perales <ospinaperales22@gmail.com>
Enviado: jueves, 8 de junio de 2023 15:56
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; no�ficaciones.judiciales@enel.com
<no�ficaciones.judiciales@enel.com>; Alvarado Acevedo, Yinna Liliana, Enel Colombia
<yinna.alvarado@enel.com>
Asunto: MEMORIAL DE SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN, dirigido para el proceso con Radicado No.
110013103028-2020-00029-01 Verbal de Responsabilidad Civil Extracontractual de LUIS ALFONSO MARIN
NAVARRO, contra EMGESA S.A. E.S.P. hoy ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P. ...
 
Buena tarde, de manera respetuosa me dirijo a la Secretaría del Honorable TRIBUNAL SUPERIOR DE
BOGOTÁ, y al despacho del Honorable Magistrado Dr. RICARDO ACOSTA BUITRAGO, actuando
como apoderado de la parte actora, y en calidad de apelante dentro del proceso con Radicado No.
110013103028-2020-00029-01 Verbal de Responsabilidad Civil Extracontractual de LUIS ALFONSO
MARIN NAVARRO, contra EMGESA S.A. E.S.P. hoy ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P. que actualmente se
encuentra en el TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ - M.P. Dr. RICARDO ACOSTA BUITRAGO, para
presentar y radicar en el despacho del Honorable Magistrado, el memorial de SUSTENTACIÓN del
RECURSO DE APELACIÓN, del cual ya se le envió previamente y de manera simultánea a la parte
demandada, conforme a lo ordenado en el auto de fecha 26 de mayo de 2023, y lo consagrado en el
art. 3 del Parágrafo 9 de la Ley 2213.

Hago el envío de dos archivos adjuntos en formato PDF, que contiene uno el memorial de
sustentación en Seis (6) folios, y el otro la constancia de envío virtual a la demandada en Un (1) folio.
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Atentamente,

NOFAL JOSÉ OSPINA PERALES
C.C. No. 79.321.506 de Bogotá
T.P. No. 220.504 del C.S. de la J.
Abogado
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